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RESUMEN 
 
El trabajo de investigación realizado consta de toda una concatenación de temas 
jurídicos vinculados con las peritaciones medico-legales físicas y psicológicas y 
demás medios probatorios a fin de determinar su influencia en las resoluciones 
judiciales de delitos sexuales y contra la integridad física. 
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El contenido de la tesis se reviste en un inicio de un despliegue histórico por 
conocer el desarrollo y evolución de la medicina legal en Costa Rica, lo cual 
permitió identificar a la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, antiguo 
“Complejo de Ciencias Forenses”, como una institución encargada de auxiliar en 
forma técnica o científica los procesos judiciales.  
 
El conocer la estructura organizativa de tal institución permitió distinguir la forma 
en que son distribuidas las labores que ahí se realizan y cuyo trasfondo infundió la 
puesta en marcha de la averiguación de muchos aspectos asociados a la prueba 
pericial y reflejados a lo largo de todo el trabajo, como lo fueron la función pericial 
y su incorporación al proceso penal, la ausencia de la figura del consultor técnico, 
la naturaleza de la conformación de los Equipos Interdisciplinarios, las 
apelaciones presentadas ante el Consejo Médico Forense con afán de dilatar los 
procesos judiciales, el proyecto de ley que plantea reformas legales a fin de evitar 
el elevado incremento de impugnaciones de las pericias médico-legales 
infundadas por parte de los abogados y las apreciaciones de las pruebas que 




Toda la doctrina materializada en cada uno de los tópicos desarrollados aunado a 
los aportes personales de ambas postulantes, se complementan con el empleo de 
referencias jurisprudenciales y entrevistas efectuadas a varios profesionales. 
 
El fondo del análisis encuentra reparo y refuerzo de sus cimientos tanto en la 
exploración de campo con expedientes judiciales del Tribunal de Juicio de San 
Ramón de Alajuela en delitos sexuales y contra la integridad física y en la 
aplicación de una encuesta con diferentes especialistas, como lo fueron jueces en 
materia penal así como fiscales, abogados, investigadores del Organismo de 
Investigación Judicial, defensores públicos y peritos, con el fin de obtener un 
amplio panorama para lograr determinar cuál fue el peso que se le otorgó a los 
dictámenes médico-legales en la formación de criterio del juzgador en el momento 
de dictar sentencia en los casos de delitos sexuales y de lesiones; logrando 
culminar con la propuesta de eventuales recomendaciones ante los problemas 
evidenciados en la investigación. 
INTRODUCCIÓN 
 
El estudio de las ciencias forenses, en especial el de la medicina legal, 
contribuyen de manera significativa en la aplicación del ius puniendi, por lo que se 
hace necesario conocer cuál es su historia, sus alcances y limitaciones en un 
espacio cronológico hasta nuestros días.  
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En ese sentido, la máxima expresión de la administración de justicia penal se 
traduce en abundar en la búsqueda de la verdad real de los hechos, para lo cual, 
en muchos casos debe de apoyarse en la colaboración ofrecida por los demás 
órganos auxiliares. La medicina legal por ejemplo, implementada en nuestro país 
por la “Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores”; colabora así a la solución de 
los procesos judiciales en materia penal, emitiendo como órgano un criterio 
imparcial y fehaciente que en su momento procesal oportuno llegará a ser 
valorado, integrado e interpretado por el juzgador.  
 
Día con día la labor que desempeña la administración de justicia penal es más 
ardua y comprometedora en razón de que su fin primordial es tutelar distintos 
bienes jurídicos de gran relevancia en resguardo del ser humano, es por ello que 
ha sido nuestra motivación la carencia de formación interdisciplinaria que existe 
inmersa en la práctica judicial penal, tomando en cuenta que detrás de ello, nos 
encontramos a un ser humano al que se le debe garantizar el respeto a sus 
derechos fundamentales (entendido como víctima e imputado), pues de ello 
depende la posibilidad de disfrutar de la efectiva protección de tales derechos. 
 
Uno de los más grandes problemas respecto a la administración de justicia estriba 
en la falta de una adecuada capacitación en el manejo de la incursión de los 
dictámenes periciales en el proceso penal costarricense, por parte de algunos 
conocedores en derecho que forman parte en el proceso investigativo para llegar 
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a la búsqueda de la verdad real, los cuales deben de tener sumo cuidado en la 
valoración de sus criterios para cada caso particular y así colaborar con la 
resolución de los conflictos en materia penal. 
 
Asimismo, nos ha interesado para los efectos investigativos determinar la 
influencia que tienen los dictámenes médico-legales en la formación de criterio del 
juez a la hora de deliberar y fundamentar la sentencia, es por ello que tratándose 
de un tema tan delicado como lo son los delitos sexuales y contra la integridad 
física, ámbito sobre el que gira la investigación, requiere que la valoración de esos 
dictámenes se realice con el cuidado debido, cuestionando a fondo todos aquellos 
aspectos que puedan incidir en la “averiguación de la verdad real de los hechos”. 
 
Pretendemos de este modo, brindar un aporte a los diversos sujetos procesales 
como lo son: el juez, la víctima, el querellante, actor y demandado civil, el 
imputado, los defensores y Ministerio Público, proporcionándoles un estudio que 
sirva de base para lograr determinar la responsabilidad e importancia de la 
interpretación crítica de los dictámenes médico-legales. En este sentido, el 
médico que emite un dictamen debe estar conciente de la responsabilidad que 
recae sobre él durante el desempeño de su función. Con respecto al abogado, 
sería importante en el desempeño de su labor que tenga conocimientos técnicos 
propios de la disciplina, así como también debe preocuparse por adentrar en los 
diferentes campos complementarios de esta, para lograr un trabajo eficiente en el 
 20 
proceso. En cuanto al juez, su responsabilidad es mayor porque es a él a quien le 
corresponde la decisión final del caso, teniendo en sus manos el compromiso de 
velar por el respeto a los derechos ciudadanos y la solución del conflicto conforme 
lo requiere un verdadero “Estado de Derecho”. 
 
El “Estado Constitucional de Derecho” supone que la organización social gravita 
en torno a la persona humana como un fin en sí misma, de manera que las 
garantías consagradas en la constitución cumplen tres funciones: limitar al poder 
estatal para evitar la arbitrariedad, proteger al ciudadano del Estado, 
(salvaguardando y fortaleciendo los derechos y las garantías que goza) y legitimar 
al gobierno central. Es claro que en este contexto, el proceso penal es un freno al 
poder, porque evita que el detentador imponga castigos en forma arbitraria, pues 
solamente puede hacerlo a través del debido proceso; por ello, es claro que el 
proceso penal no está concebido para castigar culpables sino para evitar el 
castigo de los inocentes.  
Tanto para evitar que un inocente sea castigado como para el que violentó la 
normativa penal reciba el castigo merecido, es donde se encuentra la 
fundamentación de la pericia médica como un instrumento técnico al servicio de la 
administración de justicia penal, en un caso determinado. Se trata de un 
instrumento técnico que el juez necesita por no dominar la ciencia, arte o 
profesión, cuyos conocimientos se hacen necesarios para la solución procesal de 
 21 
una incógnita y el cual servirá junto con todo el elenco probatorio a llevar al 
convencimiento del juez.  
 
Siendo la medicina legal una ciencia al servicio del Derecho Penal, es indudable 
la inmensa ayuda que proporciona para la solución de innúmeros problemas que 
se plantean en la administración de justicia, en razón de lo anterior, si es bien 
utilizada contribuirá a llenar las expectativas esperadas por quienes procuran una 
justa y adecuada solución al proceso, no obstante si es empleada de manera 
inadecuada puede obtener resultados gravosos que atentan contra los “Derechos 
Humanos”.  
 
Se aclara que el estudio efectuado se ha limitado a los dictámenes periciales 
físicos y psicológicos, así como a los delitos sexuales y lesiones o integridad física 
por diversas razones. Una de ellas es que en investigaciones anteriores sólo se 
concretaban al análisis del aspecto psicológico de las peritaciones y no a las 
valoraciones físicas de los delitos sexuales o eran temas tratados por separado. 
Otro criterio que motivó el contenido del trabajo lo es la inexistencia de una 
exploración de campo con expedientes judiciales circunscritos a los Tribunales de 
Justicia en San Ramón, Alajuela, por lo que nos pareció interesante tener y 
apreciar un contacto más directo con el objeto de estudio que se persigue aquí. 
        
Los objetivos generales que se pretendieron desarrollar fueron los siguientes: 
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1- Determinar de qué manera influyen los dictámenes médico-legales, en la 
formación de criterio del juzgador a la hora de dictar sentencia en los delitos 
sexuales y contra la integridad física.  
 
 2- Estudiar los antecedentes históricos, evolución y desarrollo de las Ciencias 
Forenses y en especial  de la medicina legal como auxiliar de la administración de 
justicia en la búsqueda de la verdad real en los delitos sexuales y contra la 
integridad física. 
  
3- Establecer la importancia que tiene el antiguo “Complejo de Ciencias 
Forenses”, llamado actualmente “Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores” y 
dentro de éste la figura del perito como ente emisor del dictamen médico-legal, en 
el auxilio de la administración de justicia penal. 
 
 
De los anteriores objetivos generales se desprenden los siguientes objetivos 
específicos: 
 
a. Determinar si los dictámenes médico-legales como medio 
probatorio dentro del proceso penal, son analizados 
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críticamente por el Juez, específicamente en los delitos 
sexuales y contra la integridad física. 
 
b. Establecer cuál ha sido la evolución histórica de la medicina 
legal en Costa Rica. 
 
c. Establecer la organización de la Ciudad Judicial de San 
Joaquín de Flores antiguo “Complejo de Ciencias Forenses” 
como órgano especializado en el campo de la medicina legal 
en Costa Rica. 
 
d. Determinar cuál es la normativa jurídica que permite y regula 





e. Establecer cuál es la validez dada al dictamen médico legal 
particular en comparación con el dictamen rendido por un 
médico oficial, dentro del proceso penal, según el criterio del 




f. Analizar jurisprudencia referente a casos específicos de 
delitos sexuales y contra la integridad  física, en los cuales se 
haya ofrecido como prueba un dictamen médico-legal; esto 
nos ayudará a establecer la importancia de dicho medio 
probatorio dentro del proceso penal a la hora del dictado de la 
sentencia. 
 
g. Proponer posibles soluciones a los problemas encontrados 
durante la investigación, en cuanto a la importancia dada al 
dictamen médico-legal por parte del juzgador penal y su 
análisis crítico a la hora del dictado de sentencia en los delitos 





En armonía con el tema expuesto, nos planteamos la siguiente hipótesis: “Los 
dictámenes médico-legales físicos y psicológicos tienen una influencia 
determinante en la formación de criterio del juez en el momento procesal de 




En virtud de que el estudio de las ciencias forenses, en particular la medicina 
legal, es de notable importancia respecto al auxilio que presta a la administración 
de justicia penal al coadyuvar a la solución de los procesos judiciales en la 
disciplina penal, en procura de llegar a ser de suma utilidad por el juzgador en la 
etapa procesal pertinente. Importa en ese sentido el alcance que puede 
proporcionar una interpretación a cabalidad de los dictámenes médico-legales 
físicos y psicológicos, en virtud de que ellos pueden influir de distinta forma en la 
decisión final de un caso particular, sea de manera condenatoria o absolutoria. Y 
en este sentido, es al enjuiciador a quien le recae mayor responsabilidad. En 
virtud de que es él quien emite la resolución que pone fin al proceso penal. En 
razón de lo expuesto, la justificación de la prueba pericial médico-legal debe ser 
entendida como un mecanismo técnico puesto al servicio de la administración de 
justicia penal, que le permita al juzgador una integración con los demás medios 
probatorios con el espíritu de alcanzar el cumplimiento más adecuado y cercano a 
la correcta aplicación del derecho.  
 
De conformidad con lo manifestado hasta ahora, el tema en estudio requiere que 
la valoración de esos dictámenes se practique con toda previsión,  debatiendo a la 
mayor amplitud posible aspectos que pueden ser decisorios en el proceso penal. 
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Para la presente investigación se utilizó el Método Histórico para el análisis del 
proceso de evolución de la medicina legal a nivel nacional, lo mismo que para 
realizar una breve reseña histórica de la “Ciudad Judicial de San Joaquín de 
Flores” como órgano especializado en dicho campo. El Método Hipotético 
Deductivo, mediante el cual se pretendió verificar o desechar una hipótesis, 
partiendo de una investigación de la doctrina, jurisprudencia y del estudio de 
expedientes en delitos sexuales y contra la integridad física, para arribar a una 
conclusión específica la cual sirvió como respuesta al problema planteado, por lo 
que el método en este caso partió de lo general para  llegar a lo particular. En la 
aplicación de este método nos enfocamos en el dictamen médico-legal tomando 
en cuenta tanto la valoración física así como la valoración psicológica que este 
dictamen nos revela, sobre un caso específico en los delitos sexuales y contra la 
integridad física. El Método Hipotético Inductivo se aplicó en la etapa de la 
realización de entrevistas a los diferentes especialistas, en concreto a jueces en 
materia penal así como a fiscales, abogados, investigadores del Organismo de 
Investigación Judicial y peritos, con el fin de obtener un amplio panorama para 
lograr determinar cuál fue el peso que se le otorgó a los dictámenes médico-
legales en la formación de criterio del juzgador en el momento de dictar sentencia 
en los casos de delitos sexuales y contra la integridad física. Es un tipo de 
entrevista con informante clave que pretendió recolectar datos de un individuo que 
se considera único por su posición o experiencia. Como trabajo de campo se llevó 
a cabo un estudio exhaustivo de expedientes en casos de delitos sexuales y 
 27 
contra la integridad física en el Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de 
Alajuela, San Ramón, esto nos proporcionó la respuesta real a la hipótesis 
planteada en nuestra investigación. 
 
Este trabajo se integra de dos títulos cada uno de ellos cuenta con un capítulo; los 
cuales a su vez se dividen en tres secciones para el caso del título I y cuatro 
secciones para el caso del título II. 
 
El título primero hace mención a aspectos generales y particulares de la medicina 
legal, cuya sección I aborda sus antecedentes históricos, mostrando un recorrido 
desde sus inicios en los pueblos antiguos hasta nuestros días. De ahí que con la 
concatenación de dichos datos se desprenda una segunda sección que nos 
proporcione conocer cuál es el órgano costarricense especializado al que se le 
delega la función médico-legal en las investigaciones que auxilian el proceso 
judicial y la estructura organizativa a la que se sujeta. Así, la sección III se dirige a 
establecer tanto definiciones doctrinales como una noción personal de lo que se 
conoce como medicina legal, para pasar luego a una tercera sección que conceda 
puntualizar la legislación que fundamenta la aplicación e importancia de esta 
especialidad que asiste el proceso penal costarricense. 
 
Por su parte, un segundo título analiza con esmero la incursión, los alcances y 
limitaciones de la prueba pericial en el proceso penal costarricense y su análisis 
 28 
en los delitos sexuales y contra la integridad física. Una primera sección ofrece un 
concepto amplio de prueba y los variados medios probatorios vigentes en nuestro 
régimen de derecho procesal. La sección II proporciona una conceptualización del 
dictamen pericial, sus respectivas modalidades y los medios legales existentes 
para la impugnación de las experticias emitidas por los peritos en 
correspondencia con sus categorías y el órgano competente de esa instancia. Se 
introduce además, en esta segunda sección una orientación general del consultor 
técnico, desde una breve reseña histórica hasta mecanismos dictados por el seno 
del Poder Judicial para reducir el costo económico a las partes que requieran de 
la asistencia calificada de esta figura, no sin antes establecer los matices que lo 






Posteriormente, la tercera sección procederá a ofrecer una apreciación del 
dictamen pericial desde la perspectiva del órgano sentenciador en los delitos 
sexuales y contra la integridad física, lo cual determinará tanto la importancia 
como la validez de ese medio probatorio como un aporte en la formación del 
criterio del juez en su deliberación, así como establecer el valor probatorio del 
dictamen pericial particular en comparación al dictamen rendido por un perito 
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oficial, contando con el apoyo de resoluciones jurisprudenciales emitidas por la 
Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Finalmente, la sección IV procura un análisis de fondo, para lo cual se toma en 
consideración cuadros estadísticos obtenidos tanto de una muestra de 
expedientes judiciales de delitos sexuales y de lesiones culposas facilitados por el 
Tribunal de Juicio de San Ramón comprendidos en los años 2005 y 2006, como 
de la aplicación de un censo con profesionales de San Ramón que cuentan con la 
experiencia en los procesos de delitos sexuales y contra la integridad física, para 
culminar de seguido en la revelación de ciertas deficiencias y/o carencias que 
ponen de manifiesto serios problemas que afectan el correcto desarrollo de los 
procesos penales costarricenses y para los cuales se proponen ciertas 






Título I: La Medicina Legal. 
 
El primer título de esta tesis se encuentra conformado por un capítulo compuesto 
a su vez por tres secciones; la primera sección se ocupa del estudio de los 
aspectos históricos de la medicina legal tanto a nivel mundial como en nuestro 
país, además se realiza un breve análisis acerca de la estructura organizativa de 
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la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores. La segunda sección abarca diversas 
definiciones de esta rama del saber. La última sección trata de la implementación 
de la medicina legal en la administración de justicia penal. 
 
Capítulo I. Esquema General. 
 
Sección I. Aspectos Preliminares. 
 
Consideramos de gran importancia para el desarrollo de nuestra investigación 
exponer de forma breve aspectos relevantes de la medicina legal como rama 
auxiliar de la administración de justicia; partiendo de este tema preliminar 
esperamos arribar a una mayor comprensión de la dinámica de los dictámenes 
periciales en el proceso penal costarricense, en los delitos sexuales y contra la 
integridad física. 
 
A. Aspectos históricos de la medicina legal. 
 
El nacimiento y evolución de la medicina legal, ha estado directamente 
relacionado con el desarrollo de la administración de justicia y de la medicina en 
los diferentes países, y estos a su vez bajo la influencia de las corrientes 
ideológicas imperantes en cada época.  
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 Para el estudio y entendimiento de cualquier ciencia o disciplina del conocimiento 
humano se debe antes que nada comprender a fondo su proceso evolutivo, por 
esta razón se ha dicho que “Hacer historia es recordar a los que nos precedieron, 
es darnos cuenta del progreso y evolución de cualquier rama del saber humano; 
con justísima razón, Augusto Compte dijo: “no se conoce bien una ciencia si no se 
conoce su historia”1.   
 
Con el fin de apegarnos a la realidad histórica vivida por nuestros antepasados en 
cuento al nacimiento y desarrollo de la medicina legal, partiremos de una  breve 
reseña histórica, misma que nos permitirá comprender a fondo su desarrollo y los 
aportes que a través del tiempo ha prestado al campo del derecho, 
comprendiendo los períodos de la Edad Antigua, Edad Media, Edad Moderna y 
Edad Contemporánea. 
 
Edad Antigua. Período comprendido desde la aparición del testimonio escrito, 
hasta la caída del Imperio Romano de Occidente en el año 476 después de 
Cristo. 
 
Si bien la medicina legal es una ciencia sumamente nueva, ya en la antigüedad se 
nos presentan sus más remotos antecedentes, los cuales a pesar de no ser vistos 
                                                 
1 MURILLO MARTINEZ (Salvador), Medicina legal, México, Editor y Distribuidor LIBRERÍA DE 
MEDICINA, décima edición, 1970, p 1. 
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como una rama independiente ya que estaban plagados de brujería, religión e 
ignorancia, exteriorizaban prácticas representativas de su inicio, las cuales hoy 
sirven de fundamento para su desarrollo.  
 
En nuestros días esta rama del saber humano se ha convertido en un pilar 
importantísimo en la lucha por establecer una sociedad armoniosa que permita a 
sus ciudadanos disfrutar de paz, tranquilidad y justicia.   
 
Un ejemplo de este proceso evolutivo lo es Grecia, en donde los “médicos 
comparecían ante los tribunales o ante el jurado, para declarar sobre la gravedad 
de las heridas, o sobre las causas de muerte”1. Asimismo, en “el Código Legal 
Griego, Hipócrates y otros discutieron temas médico-legales como gravedad de 
las heridas en diferentes partes del cuerpo, posibilidad de superfetación, duración 
promedio del embarazo, viabilidad de niños nacidos antes de término”2. Es por 
ello que esta sociedad se caracterizó por ser una de las primeras en permitir la 
intervención de un médico en el campo de la justicia, reconociendo aunque en 
menor grado el aporte que la medicina podría brindar en el esclarecimiento de los 
delitos. 
 
                                                 
1 LARIOS UGALDE (Jorge), Medicina legal: Desarrollo Histórico Universal. El Organismo Médico 
Forense y su Importancia en la prueba penal, San José, Tesis para optar al título de Licenciatura en Derecho, 
Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1971, pp. 20 -21. 
2 VARGAS ALVARADO (Eduardo), SIPNOSIS DE MEDICINA LEGAL Y TOXICOLOGIA, San 
José, Costa Rica, Publicaciones de la Universidad de Costa Rica, 1970, p. 21. 
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Otros avances también se ven reflejados en Roma, en donde se encuentran 
algunas pruebas de las prácticas médico-legales, ya “en el año 451 A.C. se 
incluyeron normas en la ley de las Doce Tablas sobre responsabilidad del 
enfermo mental y la duración de la gestación... se hacían autopsias también para 
averiguar la causa de la muerte”1. Este antecedente es de gran importancia ya 
que se documenta por primera vez aspectos sobre la culpabilidad y la 







Edad Media la cual comprende desde el año 476 hasta el 1453 después de 
Cristo. 
 
Son grandes los aportes que podemos señalar para el campo de la medicina legal 
en la edad media, ya que es precisamente en esta época donde se crea  “la más 
antigua obra médico-legal que se conoce, fue escrita en 1248, por el juez chino 
Hsi Yuaan Lu, y se refiere principalmente a la clasificación de las lesiones de 
                                                 
1 NAVAS APARICIO (Emilia María) y otros, Medicina legal y El Derecho Costarricense Análisis 
Histórico y Jurídico, San José Costa Rica, Tesis para optar al título de Licenciados en Derecho, Facultad de 
Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1988, p. 34. 
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acuerdo con el instrumento que las produce, y la localización de las mismas.”1 
Obra que posee gran valor en cuanto a evolución histórica debido a que con ella 
se plasma de forma escrita y sistematizada los conocimientos presentes en la 
época sobre aspectos médico-legales. 
 
Entre la legislación de esta época que regula aspectos sobre la medicina legal 
encontramos la “Ley Aquila”, la cual ordenaba que los médicos dictaminasen 
sobre la gravedad de las heridas y el reconocimiento de las mujeres en caso de 
aborto. En el “Fuero Juzgo” que es el primer monumento de la Legislación 
Española, se establece una serie de disposiciones  referentes a hechos jurídicos 
en los cuales se requiere de la competencia de los médicos. En “Las Partidas”, 
compilación del siglo XIII, también se regularon aspectos referentes a hechos 
fisiológicos.  
 
La Edad Media se convierte de esta manera en la verdadera impulsora de la 
medicina legal, reconociendo a ésta como un instrumento necesario para la 
efectiva administración de justicia, superando así la oposición de los Tribunales y 
Parlamentos, los cuales en muchas ocasiones no aceptaban la competencia de 
los médicos ya que creían que con su intervención se disminuía su autoridad.  
 
                                                 
1 VARGAS ALVARADO citado por NAVAS APARICIO y otros, op. cit., p. 37. 
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Edad Moderna la cual comprende desde el año 1453 hasta la Revolución 
Francesa en 1789.  
 
La edad moderna fue una etapa histórica de mucha importancia para el desarrollo 
de esta rama del saber, ya que “la medicina legal no puede considerarse como 
verdadera ciencia sino hasta el siglo XVI, durante el cual se elaboró el primer 
trabajo de aliento, siendo su autor AMBROSIO PARÉ (1509-1590), quien en sus 
notables exposiciones trata de las relaciones y los medios para embalsamar los 
cadáveres; resume los más importantes signos clínicos que han de servir para 
conocer la gravedad de las heridas; expone los signos que permiten reconocer si 
un cuerpo fue arrojado vivo o muerto al agua; estudia las asfixias por el óxido de 
carbón y se adelanta a dar las reglas que deben seguirse para el estudio de la 
virginidad y para la comprobación de la impotencia; tanto en el hombre como en la 
mujer. PARÉ fue el verdadero padre de la medicina forense”.1  
Alemania cultivó con gran esmero la medicina legal a partir del siglo XVI. Los 
tribunales alemanes buscaron la opinión de los médicos para que con base en 
sus conocimientos sirvieran de luz a la justicia para el esclarecimiento de los 
casos más difíciles. Además se abren en las universidades cátedras dedicadas a 
esta ciencia, de ahí que se diga: “Es así, como en el año 1507 aparece en 
Alemania un Código Penal, este bajo el auspicio del Obispo de Bamberg y el 
                                                 
1 URIBE CUALLA (G) y URIBE GONZALEZ (C), MEDICINA LEGAL TOXOCOLOGIA Y 
SIQUIATRA FORENSE, Colombia, Editorial TEMIS, Undécima edición, 1981, pp. 6-7. 
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Barón Juan Sckwartzenberg. Treinta años después, en 1537, el emperador Carlos 
V emite el Código Carilino, que establece que el experto médico deberá auxiliar a 
los jueces en casos de homicidios, heridas, envenenamientos, ahorcaduras, 
sumersión, infanticidios, abortos y otros tipos de lesiones”.1 
 
Por su parte en Italia, “Fortunato Fidelis publica en Palermo en el año 1602 su 
obra sobre los dictámenes médico-legales, en que están expuestas todas las 
materias, que por las causas públicas o judiciales, acostumbran a dictaminar los 
médicos. Su obra está considerada como una de las mejores de la época”,2 
sumando así al país Italiano en la marcha hacia la implementación de la medicina 




Hasta este punto podemos señalar que durante los años comprendidos entre 
1453 y la “revolución francesa” en 1789, la medicina-legal tuvo un desarrollo 
impresionante, ya que se conocía de ella en casi todo el mundo, esto sin tomar en 
cuenta la proliferación de universidades europeas que impartían cursos sobre la 
misma.  
 
                                                 
1 NAVAS APARICIO  y otros, op. cit., p.39. 
2 LARIOS UGALDE, op. cit., p. 32. 
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Edad Contemporánea; la misma comprende desde el año 1789 hasta los días 
actuales.   
 
La influencia de la “revolución francesa”, la cual marca el inicio de una nueva 
etapa en la historia, contribuye notablemente en el desarrollo de la medicina legal, 
sin embargo este acontecimiento no es el único que repercute en dicha evolución, 
sumado a ello nos encontramos grandes avances en el campo de la medicina y el 
derecho, todos estos factores impulsaron de manera positiva a la medicina legal 
logrando así enormes avances en su campo.   
 
Después de la “revolución francesa” se produce una serie de cambios en la 
administración de justicia, como producto de ello la medicina legal se perfecciona 
y se organiza de forma seria impartiéndose en las más reconocidas universidades 
alrededor del mundo, además de la aplicación práctica de la misma en los juicios. 
En este proceso de transición de la medicina legal la misma se fue 
perfeccionando en cuento a sus métodos con respecto a sus fines, tendiendo a 
abandonar la declamación y el subjetivismo pericial. 
 
En nuestro continente el desarrollo de la medicina legal obedece a dos influencias 
principales, la hispana y la anglosajona, en algunas naciones se siguió el modelo 
de los países colonizadores, España y Portugal lo que dio lugar a mediados del 
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siglo pasado a la creación de las principales cátedras de medicina legal y forense. 
Además son llamados a los tribunales determinados profesionales que por su 
prestigio pueden ayudar en la resolución de problemas médico-legales.  
 
Actualmente la medicina legal se presenta como asignatura obligatoria en los 
programas de estudio de las escuelas de medicina latinoamericanas. Este hecho 
se encuentra motivado en la importancia que se le ha dado a la opinión del 
médico en asuntos forenses, en las diferentes legislaciones de este continente; 
incluso “en algunos países, como Costa Rica, todo médico recién graduado debe 
cumplir un año de servicio en áreas rurales, como requisito previo para que se le 
conceda la autorización a ejercer privadamente la profesión. Parte de sus 
funciones durante este periodo es desempeñar el papel de médico forense en 
esos pueblos.” 1   
 
En Latinoamérica el impulso de la medicina legal ha sido marcado por la unión de 
la corriente anglosajona y de la italoespañola tomando de cada una de ellas 
distintas particularidades, específicamente toma “la patología forense de la 
escuela anglosajona y el estudio clínico de lesiones y trastornos mentales en 
                                                 
1 VARGAS ALVARADO (Eduardo), Estado Actual de la Medicina legal en América Latina, Revista 
de Ciencias Jurídicas, San José, Nº 16, noviembre de 1970, p. 233. 
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personas vivas de la escuela latina o italoespañola. Los institutos de medicina 
legal latinoamericanos comprenden divisiones de clínica médicolegal, Psiquiatría 
Forense, Patología Forense, Toxicología, Criminalística e Inmunología Forense”1.   
 
En la actualidad se cuenta con Institutos de Medicina Forense con especialistas 
en cada una de las Ciencias Forenses en Chile, Colombia, Brasil, Argentina, Perú, 
México y Costa  Rica, país que cuenta con uno de los edificios más modernos en 
el área.  
 
A través de los años tanto a nivel mundial como en nuestro continente la medicina 
legal ha contado con una aceptación impresionante. Hoy en día no existe ningún 
estado que dude de su necesaria ingerencia en los asuntos judiciales, sin 
embargo su proceso evolutivo no ha acabado sino que por el contrario sigue 
avanzando a pasos agigantados, por lo tanto, es imprescindible que los estados 
dispongan de los recursos necesarios para la implementación de sus técnicas 
más novedosas, cumpliendo así con su objetivo principal al máximo, cual es, 
servir de auxiliar al aparato judicial en la lucha por una eficiente administración de 
la justicia social. 
 
                                                 
1 VARGAS ALVARADO (Eduardo), Estado Actual de la Medicina legal en América Latina, op.cit., 
p. 237. 
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B. Génesis y evolución de la medicina legal en Costa Rica. 
 
Costa Rica, a pesar de ser un país tercer mundista logró captar a muy temprana 
edad la importancia que representaría para los tribunales de justicia la ayuda de 
avances tecnológicos y científicos, es por ello que buscó con gran esmero la 
puesta en marcha de la medicina legal, a través de un instituto que brindara de 
forma ética y técnica la asesoría necesaria para el esclarecimiento de aquellos 
casos en los cuales el derecho no propiciara una resolución certera. No obstante 
esta labor de complementación de la medicina y el derecho no fue fácil, por el 
contrario sufrió de grandes trabas ya que no se tenía idea clara de la forma en 
que se llevaría a cabo la implementación de ambas ramas. 
 
A pesar de que la medicina legal es toda una novedad, sus vestigios aparecen ya 
en el desarrollo histórico hasta nuestros días. De ahí que estudios realizados por 
Anastasio Alfaro sobre archivos de criminalidad antigua en Costa Rica reflejan 
que desde la época colonial en 1710 se evidencian datos importantes por 
averiguar las causas de muerte en los delitos de infanticidio.  
 
 
Uno de los ejemplos utilizados por ALFARO y que consta en los expedientes 
criminales que conserva los archivos nacionales antiguos de Cartago para ilustrar 
 41 
de manera concreta los desempeños médico-legales de aquel entonces, se hacen 
notar con el siguiente hecho: 
 
“Catalina Pérez, india del pueblo de Tobosi, fue convenida, en 1781, para 
que reprendiese a su hijo José Pascual, niño de diez a doce años, quien se 
había robado unas cañas dulces del cañaveral del suegro del señor 
Alcalde, donde el chiquillo trabajaba. Fue tal la cólera de la madre que 
colgó al hijo de una viga y lo azotó con una coyunda tiesa; tan bárbaro fue 
el castigo que el niño murió aquella misma noche; el cirujano Gregorio 
García, único profesor residente en Cartago, dice que el cadáver estaba 
molido, acardenalado y con el espinazo roto. ”1 
  
Más que una materia independiente nuestra investigación revela que ella 
consistía en un estudio aislado de algunos análisis propiamente clínicos, y para 
llegar a alcanzar su individualización y perfeccionamiento ha debido de responder 
a una transformación unida al espíritu de la medicina. Cada día más interesada en 
los problemas de la colectividad, sin olvidar claro está, que dicha materia no 
mantiene una absoluta autonomía, pues conserva gran dependencia al aspecto 
legal, representado este por el Poder Judicial, e historia que determinaremos de 
seguido.  
                                                 
1 ALFARO GONZÁLEZ (Anastasio), Arqueología criminal americana, primera edición, San José Costa 
Rica, editorial jurídica continental, 2004, pp. 26 y 27. 
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Sostiene VON BENNEWITZ, que: “como resultado de la forma un poco 
desordenada de su evolución, no resulta fácil exponer con método una historia de 
la medicina legal. En realidad no tiene vida y evolución autónomas y de ese 
modo, su historia marcha paralela y directamente vinculada con la historia de la 
Medicina y de la organización legal de la justicia.” 1 
 
En este orden de ideas, podríamos hablar de una primera y una segunda fase de 
la medicina legal a efectos de seguir un orden cronológico. 
 
Propiamente ubicando el nacimiento de su historia, el inicio de la medicina legal 
en Costa Rica ocurre, bajo el alero de las Municipalidades y las Juntas de Caridad 
con el nombre de Médicos de Pueblo, y va desde la independencia hasta 1931, 
momento en el cual según el doctor ABARCA “el énfasis es muy ginecológico, 
atendiendo situaciones favorecidas por las fuerzas liberales como la prostitución y 
las temidas "enfermedades de la sangre", eufemismo con el que se designo a las 
temidas enfermedades venéreas, dejando una variedad de anécdotas que no han 
querido ser recordadas por la mayoría de los redactores de la historia.”2 De tal 
                                                 
1 VON BENNEWITZ GOTSCHLICH (Roberto), Síntesis Histórica de la Medicina Legal, Revista 
Judicial, San José, Costa Rica, N° 23, octubre 1982, p 71. 
2 ABARCA BARRANTES (Carlos), La medicatura forense y el O. I. J. en el imaginario social, 
Medicina  legal de Costa Rica, Boletín de la Asociación Costarricense de Medicina Legal y Toxicología, 
Heredia, volumen 21, N°1, marzo 2004, pp. 31- 43. 
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modo, observamos cómo dichas enfermedades, motivaron a las clases 
oligárquicas gobernantes a invertir en la salubridad de los pueblos. 
 
Por su parte, afirma MARÍN que en 1830 dado los problemas sociales que se 
afrontaban, “los liberales impulsan leyes de regulación para la prostitución 
femenina, se crean espacios autorizados como el burdel para definir los roles de 
género en la sociedad emergente, permitiéndose así la aparición de un universo 
particular, el de las mujeres malignas o perversas. En 1834 los josefinos se 
esfuerzan en demarcar quienes eran las mujeres honestas y quienes serían las 
féminas dedicadas al comercio de su cuerpo, aspecto que fue solucionado con la 
promulgación del código de prostitución de 1836, basado en las leyes españolas 
dadas por las Cortes de Cádiz.”1 
 
Lo anterior refleja, no otra cosa más que la gran preocupación de los jefes de 
gobierno de aquella época de buscar la manera más aceptada y modesta de 
erradicar la problemática de la prostitución mediante la sanción en la norma 
escrita, con la justificante de la protección de los intereses colectivos. 
 
Posteriormente, en 1836 quien se encargaba de la medicina en la comunidad, era 
el clero a través de las Juntas Sanitarias y de Higiene. Asimismo, para este año 
                                                 
1 MARÍN J, Civilizando a Costa Rica: la configuración de un sistema de costumbres y la moral 
en la provincia de San José 1860-1949, Barcelona, España, Tesis, Universidad de Barcelona, 2000, p. 160. 
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se registra la primer noticia de la existencia de un establecimiento para recluir a 
las mujeres “indignas”, ubicado en Cartago.  
 
En esta fecha la sanción moral era tal, que se crea por parte del Clero dicho 
albergue como un mecanismo de “corrección” en donde eran recluidas todas las 
mujeres que fueren calificadas como prostitutas. Sin embargo, los liberales 
estimaban oportuno divorciarse de la influencia del clero y de la afinidad que se 
les daba a las mujeres de dicha reputación, en virtud de que se consideró como 
una práctica muy despectiva y discriminatoria, al tratar de marginar aun sector de 
la sociedad. 
 
Debido a la falta precisión, al no contar con un órgano notoriamente visible que se 
encargara específicamente de esos casos en esta época, se hizo necesario abrir 
paso a las primeras reformas liberales, y cuyo principal punto de partida lo fue “el 
decreto ejecutivo de 1847, en el que se reforma la atención de los enfermos, con 




Según nos comenta ABARCA y VARGAS, dichos trabajos tomarían la siguiente 
línea: “…..determinados a través de las municipalidades distribuidas en el país, y 
                                                 
1  ABARCA BARRANTES, La medicatura forense y el O. I. J. en el imaginario social, op.cit., p. 37. 
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cuyos servicios estaban dirigidos principalmente a los asuntos médicos-legales y 
de salubridad en general. A estos médicos del pueblo, se les conoció como 
medicaturas forenses por su labor y por su asocio y dependencia del Gobernador 
Político y del Alcalde. Las medicaturas forenses estaban al mando del Secretario 
de la Cartera de Policía con rango de Ministro.”1 
 
 Sin embargo, aunque no se contaba con una noción clara y una estructura 
determinada de la práctica de la medicina legal, notamos que la misma era 
ejercida por médicos generales que se limitaban por obligación, a practicar los 
exámenes indispensables para la averiguación y castigo de los delitos, 
exteriorizado como un deber adicional en la carrera médica. A pesar de ello, la 
medicina legal en nuestro país, nos muestra otra faceta asegura Vargas, con lo 
cual expresa que esta: “…..empezaba a tomar auge, como complemento de los 
procedimientos judiciales. Se tenía al médico del pueblo como perito de los 
tribunales de justicia y se otorgaba a dicha peritación el valor probatorio de la 
declaración uniforme de dos expertos”2. 
 
Otro aspecto importante es la creación del Colegio de Médicos y Cirujanos de 
Costa Rica en 1840, el cual marcó el origen de la medicina legal. Más adelante en 
                                                 
1 ABARCA BARRANTES, La medicatura forense y el O. I. J. en el imaginario social, op.cit., p. 37. 
2 VARGAS ZUMBADO (Freddy), Medicina Legal: su importancia en la Administración de 
Justicia Penal.  San José, Tesis para optar por el grado académico de Licenciado en Derecho de la 
Universidad de Costa Rica, 1984, p.16. 
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1857 cuando, según la información suministrada por el Dr. Abarca, “el Presidente 
Juan Rafael Mora manda a establecer el Protomedicato Médico, con el fin de 
agrupar a los médicos en un centro guía, que resolviera los asuntos éticos de los 
médicos y también que difundiera los avances médicos, farmacéuticos y 
odontológicos del momento.”1 
 
La problemática en cuanto a las conductas sexuales y las enfermedades que ello 
acarrea (como el cólera), se imponía al desempeño que podía hacer que el 
pensamiento médico germinara como disciplina autónoma y desvincularse de los 
aspectos propiamente de salud pública; solo así se puede entender como en esta 
fecha las leyes penales se preocupaban por establecer una supervisión especial 
de la moral y las costumbres que afectaran al interés general de la sociedad, ya 
que entre las conductas sancionables estaban: el aborto, el abandono de niños y 
personas desvalidas, el adulterio, la simulación de matrimonio, el rapto, la 
violación, el estupro, el incesto, los actos deshonestos, los ultrajes públicos a las 
buenas costumbres, la celebración de los matrimonios ilegales, entre otras. 
 
 
Tratando de ubicarnos en una segunda etapa, aparece la figura del doctor Alfonso 
Acosta Guzmán y su discípulo, el doctor Eduardo Vargas Alvarado, por ello al 
                                                 
1 ABARCA BARRANTES, La medicatura forense y el O. I. J. en el imaginario social, op. cit., p. 37. 
 
 47 
referirnos a la evolución de la medicina legal en Costa Rica es considerable 
apreciar los resultados exitosos de los aportes realizados por ambos. Aunque por 
ser el primero en innovar y por sus logros realizados en aquella época difícil, es el 
doctor Acosta Guzmán quien se gana el merecido reconocimiento de llamarle “el 
padre de la medicina legal” en Costa Rica. 
 
De conformidad con lo expresado en el artículo de la Editorial, en la publicación 
de la revista de la Asociación Costarricense de Medicina Forense en el que se le 
rinde homenaje a los cuarenta años de la “Morgue Judicial”, se destaca que:  
 
“Durante los años 1928 al 1964, la Medicina Legal en Costa Rica estuvo 
bajo la dirección del Ministerio de salud en el Departamento de Medicatura 
Forense,  dirigido por el Dr. Joaquín Zeledón Alvarado bajo la Jefatura  del 
doctor Solón Nuñez Frutos. El Dr. Zeledón Alvarado fue asistido en sus 
labores por los cirujanos Dr. Leonidas Poveda y el doctor Manuel Zeledón 
Pérez hijo del Dr. Joaquín... Durante esta época los asuntos clínico 
forenses eran evaluados por dichos profesionales, pero los asuntos de 
patología forense, concretamente las autopsias médico legales eran 
realizadas en los servicios de patología hospitalaria…..”1 
                                                 
1 Editorial: Los Cuarenta Años de la Morgue Judicial de Costa Rica, Medicina  legal de Costa 
Rica, Boletín de la Asociación Costarricense de Medicina Legal y Toxicología, Heredia, volumen 22, 
N°1, marzo 2005, p. 3. 
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Es visible que en esta etapa se hacía manifiesta la asistencia de los mencionados 
médicos que obtenían la información que les suministrara el médico patólogo a fin 
de poder confeccionar el respectivo dictamen médico-legal.  
 
Los autores, VARGAS, ABARCA Y SOLANO coinciden en distinguir la labor 
realizada por el doctor Acosta Guzmán, al cual se le atribuye que: 
 
“Desde 1929, comienza a impartir la docencia de la Medicina Legal en la 
Escuela de Derecho, por acuerdo del Colegio de Abogados, que aprobó 
el 7 de mayo de 1928, la propuesta de crear la cátedra de Medicina Legal, 
y logró posteriormente la formación de un instituto de Medicina Legal el 1 
de enero de 1965, que se llamaría Organismo Médico Forense de Costa 
Rica, dirigido por el doctor Acosta hasta su jubilación siendo sustituido en 
su cargo por el doctor Eduardo Vargas Alvarado, el 11 de diciembre de 





                                                 
1 Ver en igual sentido VARGAS ZUMBADO, op. cit., pp. 7-11. y ABARCA BARRANTES (Carlos) 
y SOLANO CALDERÓN (Leslie), Homenaje al Dr. Eduardo Vargas Alvarado, Medicina  legal de Costa 
Rica, Boletín de la Asociación Costarricense de Medicina Legal y Toxicología, Heredia, volumen 
20, N°1, marzo 2003, pp. 135 y 136. 
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Con el fin de coordinar las funciones medico-legales y así distinguir las labores 
médicas de las inclinadas más a aspectos judiciales, la ilustre figura del Dr. 
VARGAS ALVARADO, nos aclara que: Al llegar “…la revolución de 1949 y la 
formación de la Segunda República aparece el Código Sanitario de 1949, el cual 
crea el Departamento de Medicatura Forense en el Ministerio de Salubridad”1 
 
De lo anterior cabe honrar la emprendedora gestión que en esta segunda fase 
histórica llevó a cabo el doctor Acosta Guzmán, en razón de que su ardua tarea 
de colaborar con la formación de la medicina legal logró crear el Organismo 
Médico Forense, permitiendo delimitar y trasladar sus funciones, ya no conferidas 
a un departamento o Ministerio de Salud, sino a la Corte Suprema de Justicia, lo 
cual fue lo más acertado, brindando el espacio que la medicina legal requería 
para dejar fluir sus ideales como tal. 
 
Más adelante aparece la prestigiosa presencia del doctor Eduardo Vargas 
Alvarado, involucrándose con iniciativa, dedicación y apego al Organismo Médico 
Forense, y lo fue aún más cuando, según ABARCA:  
 
“El primero de enero de 1965 abrió sus puertas la Sección de Patología 
Forense, mejor conocida como "morgue judicial" de Costa Rica. Formaba 
                                                 
1 Ver en igual sentido: VARGAS ALVARADO (EDUARDO). Medicina Legal, México, segunda 
edición, editorial Trillas, 2000, p.16. y VARGAS ZUMBADO, op. cit., p. 10. 
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parte del Organismo Médico Forense, que constituyó la primera etapa 
judicial de la medicina legal del país. Tuvo como sustento jurídico la Ley 
3265 del 6 de febrero de 1964, cuya aprobación por la Asamblea 
Legislativa fue el resultado de una ardua labor del maestro Alfonso Acosta 
Guzmán, a quien secundaron en una activa campaña editorial el patólogo 
Doctor Rodolfo Céspedes Fonseca desde la revista “Acta Médica 
Costarricense” y el recordado periodista Manuel Formoso, columnista del 
periódico “La Nación”.  El 1 de enero de 1965, el doctor Vargas Alvarado 
practicó las dos primeras autopsias médico-legales en el país, lo que 
marcaría el inicio de una época histórica en la medicina legal 
costarricense.”1  
 
Otro dato considerable lo obtenemos del artículo que se desprende de la Editorial, 
en la publicación de la revista de la Asociación Costarricense de Medicina 
Forense, según el cual nos indica que:  
 
“En 1972, se nombró el primer médico residente. Este cargo lo ocupó la 
doctora Irina Selyukova Selyukova a quien se le extendió una certificación 
en Patología Forense porque las circunstancias entonces imperantes no 
le permitieron que culminase su entrenamiento en Medicina Legal. A fines 
de 1973, por motivos de salud, el doctor Acosta Guzmán se acogió a la 
                                                 
1 ABARCA BARRANTES, La medicatura forense y el O. I. J. en el imaginario social, op.cit.,, p. 40. 
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jubilación y la Corte Plena, en sesión del 11 de diciembre de ese mismo 
año, nombró al doctor Vargas Alvarado como segundo director del 
Organismo Médico Forense. El 24 de mayo de 1974 empezó a regir la 
Ley 5524 del nuevo Organismo de Investigación Judicial (O.I.J), que en lo 
esencial fue, por lo menos en sus comienzos, el Organismo Médico 
Forense original más la policía judicial.”1 
 
La medicina legal de finales de siglo XX en Costa Rica se vio enriquecida por 
profesionales dispuestos a que esta trascendiera. Sin embargo, pese al haberle 
dado un nuevo nombre con la proclamación de un instituto de medicina legal no 
se logró modificar la concepción social con la que las personas le asemejan, y 
continúan llamándole de distintas formas, así como: Organismo Médico Forense, 
Instituto de Medicina Legal, y Departamento de Medicina Legal; no obstante, la 








                                                 
1 Editorial Los Cuarenta Años de la Morgue Judicial de Costa Rica, op. cit., p. 4. 
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Al respecto es considerable indicar que antes del ocho de mayo del año 2007, lo 
correcto era llamarle Complejo de Ciencias Forenses, en virtud de formar parte 
del proceso de adaptación a la modernización del Poder Judicial, pues cuenta con 
dos edificios, el primero es el Departamento de Medicina Legal y el segundo lo 
conforman los Laboratorios de Ciencias Forenses, el cual que se construyó en 
San Joaquín de Flores, en la Provincia de Heredia, con la intención de mejorar el 
servicio que en el campo de las Ciencias Forenses pueda ofrecer.  
 
Más adelante, mediante Sesión ordinaria Nº 68-06 del Consejo Superior del Poder 
Judicial celebrada a las ocho horas del 12 de setiembre del año 2006, por 
acuerdo del Consejo Superior de la Corte1, decidió someter a un concurso con el 
fin de buscar un nombre más apropiado, en virtud de que allí no sólo se ubican 
oficinas de dedicadas al campo forense sino también a otros aspectos judiciales 
como la Unidad Canina, el Archivo Judicial, Taller de mantenimiento mecánico y 
hasta una oficina dedicada al Depósito de objetos, por lo que actualmente su 
nombre correcto es “Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores”. 
 
 
                                                 
1 Este Órgano fue creado mediante ley N° 7333 del 5 de mayo de 1993, publicada en el Alcance N° 
24 de la Gaceta N° 124 del 1° de julio de ese año. Según lo establece el artículo 67 de la  citada  ley: “el  
Consejo Superior del Poder Judicial es un órgano subordinado de la Corte Suprema de Justicia y le 
corresponde ejercer la administración y disciplina de ese Poder, de conformidad con la Constitución Política 
y de acuerdo con lo dispuesto en esa Ley, con el propósito de asegurar la independencia, eficiencia, 
corrección y decoro de los tribunales y de garantizar los beneficios de la carrera judicial” 
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Sin embargo, a pesar de los esfuerzos por tratar de asignarle un nombre más 
adecuado a tal institución, ello no ha resultado fácil, puesto que aún muchos 
identifican a dicha “Ciudad Judicial” como una construcción cultural de las 
personas que asocian su labor con las de policías, soliéndole llamar 
erróneamente medicatura forense o morgue judicial como un departamento 
adjunto a la policía, en virtud de que como pudimos apreciar, en aquel entonces 
los agentes de policía ejercían funciones de salud en el país. 
 
C. Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, antiguo “Complejo de Ciencias 
Forenses” en Costa Rica y su estructura organizativa. 
 
Como parte de una estructura que nutre el funcionamiento y armonía de una base 
central consolidada, cada una de las dependencias del Poder Judicial constituyen 
las piezas que sostienen tal armadura, como lo compone el antiguo “Complejo de 
Ciencias Forenses” conocido actualmente con la nomenclatura de “Ciudad 
Judicial de San Joaquín de Flores”, de ahí que es de rigor conocer la génesis de 
tal desmembramiento, sus departamentos sea, el Departamento de Medicina 





Como lo indicamos de manera muy ligera en el acápite anterior, mediante Sesión 
ordinaria Nº 68-06 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada a las ocho 
horas del doce de setiembre del dos mil seis, artículo LXXI, se planteó la situación 
de asignarle un nuevo nombre al ya superado Complejo de Ciencias Forenses, 
cuya acta reza: 
 
“El licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, propone que en el 
marco de celebración del X Aniversario del traslado de las oficinas a San 
Joaquín de Flores en el Complejo de Ciencias Forenses, se realice un 
concurso entre los servidores judiciales que laboran en el Complejo, a fin 
de que propongan un nombre que permita identificar a la diversidad de 
oficinas e instalaciones que funcionan en ese lugar.” 
 
De ahí que se acordara acoger la propuesta del licenciado Jones León y pasara a 
manos de la oficina de Protocolo y Relaciones Públicas del Poder Judicial para su 
debido trámite a fin de efectuar el concurso aludido. 
 
Posterior a la gestión realizada por la oficina de Protocolo y Relaciones Públicas, 
en Sesión ordinaria Nº 33-07 del Consejo Superior del Poder Judicial, a las ocho 
horas del ocho de mayo del dos mil siete, artículo L, se retoma el tema planteado 
en el acta Nº 68-06, acordando finalmente la elección del nuevo nombre para que 
en lo sucesivo se denomine “Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores”, luego de 
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haber elegido entre un número de veintisiete funcionarios judiciales y sus 
correspondientes propuestas.1 
 
A fin de brindar un mayor detalle de lo verificado, obsérvese el acta que en lo 
conducente señala lo siguiente: 
  
“La licenciada Gabriela Carro Hernández, Jefa de la Sección de Protocolo y 
Relaciones Públicas, en correo electrónico recibido el 3 de mayo de este año, 
señaló: 
“En cumplimiento con el acuerdo del Consejo Superior de 12 de setiembre 
de 2006, artículo LXXI, la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas se dio 
a la tarea de organizar un concurso para cambiar la nomenclatura del 
actual Complejo Judicial de Ciencias Forenses.  
El concurso cerró la inscripción el día 16 de marzo de 2007 y participaron 
27 funcionarios con sus correspondientes seudónimos…….  
El jurado, integrado por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela 
Judicial, la Dra. Leslie Solano Calderón, Jefe del Departamento de 
Medicina Legal y el Máster Marvin Salas Zúñiga, Jefe del Departamento de 
Laboratorios de Ciencias Forenses, se reunió hoy miércoles 2 de mayo a 
calificar las propuestas.  
                                                 
1 Véase infra, Anexo N° 1, tabla con los nombres propuestos en el concurso. 
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En dicha reunión, mediante criterios y valoraciones cualitativas, los 
miembros del jurado lograron seleccionar un nombre ganador del concurso: 
“Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores”, propuesto por el seudónimo 
Wilfredo Torres1, cuyo nombre quisiéramos hacer público una vez aprobada 
esta gestión por el Consejo Superior, de tal manera que se pueda hacer 
oficial la designación tanto de la nueva nomenclatura como del ganador del 
concurso.  
Asimismo le solicito que por su medio se pueda autorizar la compra de una 
placa de reconocimiento para entregarle al ganador del concurso el próximo 
25 de mayo, en la actividad de inauguración de las nuevas instalaciones de 
la Escuela Judicial.”2  
 
Es así como en esta última sesión se acordó tomar nota de dicha comunicación 
enviada por la licenciada Carro Hernández, Jefa de la Sección de Protocolo y 
Relaciones Públicas y aprobar el cambio de nombre del Complejo de Ciencias 




                                                 
1  El nombre del ganador del concurso quien se hace llamar “Wilfredo Torres” es José Rubén Dimas Portillo, 
Lic. en Administración de empresas el cual labora actualmente como Jefe del departamento de artes 
gráficas de la “Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores”.  
2  Sesión ordinaria Nº 33-07 del Consejo Superior del Poder Judicial, a las ocho horas del ocho de mayo del 
dos mil siete, artículo L. 
 57 
 
Ahora bien, una vez conocido el calificativo vigente en la actualidad de esta 
institución, es capital indicar que la estructura que presenta hoy en día el Poder 
Judicial se la debemos desde el momento en que entró a regir en 1998 el Código 
Procesal Penal, vigente hasta el momento, y la Ley de Reorganización Judicial, la 
cual reestructuró administrativamente el Poder Judicial y el Ministerio Público.1 
 
En lo que atañe a la naturaleza de dicha institución, esta emana del compromiso 
en cumplimiento que le es encomendado una función primordial que se estable en 
los artículos 9 y 152 de nuestra Constitución Política, observemos: 
 
Artículo 9: “El Gobierno de la República es popular, representativo, 
alternativo y responsable. Los ejercen tres Poderes distintos e 
independientes entre si: Legislativo, Ejecutivo y Judicial...” 
 
Artículo 152: “El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia y 
por los demás tribunales que establezca la ley”. 
                                                 
1 A partir de ese año, la investigación quedó a cargo del Ministerio Público y se eliminaron los juzgados de 
instrucción, dando cabida a los juzgados penales que actúan como Jueces de Garantía en la investigación e 
intervienen también en la preparación del juicio oral. 
El Tribunal Superior pasó a ser el Tribunal de Juicio, con facultad para conocer a) unipersonalmente causas 
con pena menor a cinco años, procedimientos abreviados, de extradición y apelaciones en contra de las 
resoluciones emanadas del Juzgado Penal y, b) colegiadamente (integrado por tres jueces) delitos con 
penas superiores a cinco años e infracciones cometidas por la prensa. 
La impugnación de sentencias queda a cargo del Tribunal de Casación Penal, en caso de sentencias 
emitidas por tribunales unipersonales, y de la Sala III de la Corte Suprema de Justicia, en caso de 
sentencias de tribunales colegiados. 
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Asimismo, el Poder Judicial se dirige por las directrices legales establecidas en la 
Ley Orgánica del Poder Judicial: 
 
Artículo 1: “... Corresponde al Poder Judicial, además de las funciones que 
la Constitución le señala, conocer de los procesos civiles, penales, penales 
juveniles, comerciales, de trabajo, contencioso-administrativos y civiles de 
hacienda, constitucionales, de familia y agrarios, así como de las otras que 
establezca la ley; resolver definitivamente sobre ellos y ejecutar las 
resoluciones que pronuncie, con la ayuda de la Fuerza Pública si fuere 
necesario”.1 
 
Merece interés mencionar que el acatamiento de esta tarea se fortalece con el 
siguiente artículo: 
 
Artículo 2: “El Poder Judicial solo está sometido a la Constitución Política y 
a la ley y las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no 
le imponen otras responsabilidades que las expresamente señaladas por 
los preceptos legislativos. No obstante, la autoridad superior de la Corte 
                                                 
1 Ley Orgánica del Poder Judicial, Nº 8 del 29 de noviembre de 1937 y sus reformas, reformada 
totalmente por Ley Nº 7333 del 5 de mayo de 1993, contiene además las reformas introducidas por la Ley de 
Reorganización Judicial Nº 7728 del 15 de diciembre de 1997, San José, Costa Rica, cuarta edición, 
Investigaciones Jurídicas S.A., 2001, art. 1. 
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prevalecerá sobre su desempeño para garantizar que la administración de 
justicia sea pronta y cumplida”.1 
Así las cosas, y de conformidad con lo preceptuado por los memoriales supra 
citados, para poder cumplir con ese objetivo fundamental que le designa nuestra 
Carta Magna, cual es el de administrar justicia, el Poder Judicial debe constituirse 
mediante una estructura compuesta por ámbitos auxiliares. 
 
En este sentido, el instructivo de marras en su artículo 149, es puntual en advertir 
quiénes son las personas y dependencias que auxilian la administración de 
justicia, y al respecto reza:  
 
“Además de otros órganos que establezcan la ley o el reglamento, actuarán 
como auxiliares de la administración de justicia: el Ministerio Público, el 
Organismo de Investigación Judicial, la Defensa Pública, la Escuela Judicial, 
el Centro Electrónico de Información Jurisprudencial y el Archivo y Registros 
Judiciales...”2 
 
                                                 
1  Ibid., art. 2. 
2  Ley Orgánica del Poder Judicial, art. 149.  y Véase concordancia con el artículo 47 párrafo primero 
de la rotulada ley: “Quienes laboran en el Poder Judicial se denominan, en general, "servidores". Sin 
embargo, cuando esta Ley se refiere a "funcionarios que administran justicia" ha de entenderse por tales a 
los magistrados y jueces; el término "funcionarios" alude a los que, fuera de los antes mencionados, tengan 
atribuciones, potestades y responsabilidades propias, determinadas en esta Ley y por "empleados", a todas 
las demás personas que desempeñen puestos, remunerados por el sistema de sueldos.” 
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De lo regulado, se desprende la necesidad de establecer dichos órganos y 
departamentos con el propósito de colaborar diariamente en la misión de 
administrar justicia.  
Interesa rescatar que las actividades que efectúan estas dependencias son muy 
diversas, desde colaborar con los tribunales mediante la realización de 
investigaciones; y hasta recolectar y verificar pruebas. Entre otras cabe citar las 
siguientes:  
 
 “…..efectuar interrogatorios y registros; o capacitar y formar al personal 
del Poder Judicial, así como evacuar consultas de los funcionarios 
judiciales en aspectos de procedimiento; recopilar, seleccionar y publicar 
material emanado de los procesos judiciales a fin de confeccionar una 
guía a los profesionales, ejercer la acción penal pública y coadyuvar en la 
investigación de los ilícitos; defender gratuitamente a los imputados de 
escasos recursos económicos.”1 
  
Emanado de la anterior exposición de artículos, estriba que el antiguo “Complejo 
de Ciencias Forenses” no es otra figura más que una entidad que compone el 
Organismo de Investigación Judicial (OIJ), cuyas atribuciones, organización y 
                                                 
1 http://www.poder-judicial.go.cr/historia/, MORA MORA (Luis Paulino). Historia del Poder Judicial en 
la segunda mitad del siglo XX y sus retos futuros, San José, Costa Rica, Editorial UNED, 2001, a las 
cinco horas, treinta y siete minutos, del viernes 04 de mayo de 2007. 
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funcionamiento, entre otros aspectos se encuentra regulado por la Ley Orgánica 
del Organismo de Investigación Judicial. 
  
 
A efectos de cumplir con el contenido particular de este aparte, es de rigor 
rescatar que la ley supra indicada es la base que nos permite revelar el umbral de 
la llamada Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, pues es quien le asigna al 
Organismo de Investigación Judicial la composición por tres grandes 
departamentos, cada uno de ellos bien definidos en tal ley, con funciones 
específicas. En primer término ubicamos el Departamento de Investigaciones 
Criminales, que conforma en sentido estricto a la policía judicial; seguido del 
Departamento de Medicina Legal que comúnmente se le sigue llamando en forma 
impropia la “medicatura forense”; y por último el Departamento de Laboratorios de 
Ciencias Forenses. Precisamente estos dos últimos son los que albergan el 
cuerpo científico forense que auxilia a los Tribunales de Justicia en caso de 
pericias y que componen dicha “Ciudad Judicial”.1 
 
Lo esbozado lo logramos constatar de manera taxativa en el memorial 11 de la ley 
de marras, y que a su vez acuerda:  
 
                                                 
1 Lo antedicho se resume concretando que estos amplios Departamentos forman parte del Organismo 
de Investigación Judicial y este a su vez, del Poder Judicial. 
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“Artículo 11.- El Organismo constará de una Dirección General y de los 
siguientes departamentos: 1º) Departamento de Investigaciones Criminales; 
2º) Departamento de Medicina Legal; 3º) Departamento de Laboratorios de 
Ciencias Forenses. Cada Departamento contará con las secciones y 
oficinas que sean necesarias para su buen funcionamiento. Habrá además, 
un Comité Asesor.” 1  
 
Conviene ahora referirnos a las funciones y secciones de cada departamento y 
que de previo se expondrán. 
 
1. Departamento de Investigaciones Criminales: 
 
Dentro de las funciones del Departamento de Investigaciones Criminales, el 
canon 25 de ese mismo cuerpo de leyes nos señala las siguientes: 
 
“El Departamento de Investigaciones Criminales será el encargado de 
efectuar las pesquisas necesarias para el esclarecimiento de los hechos 
cuyo conocimiento corresponda al Organismo. Además, colaborará con los 
tribunales localizando, citando, presentando o capturando a las personas 
                                                 
1 Ley Orgánica del Organismo de investigación Judicial, art. 11. 
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que aquellos le indiquen, cuando se hubiesen agotado los demás medios 




De conformidad con lo señalado por la norma dicha, el Departamento de 
Investigaciones Criminales no es otra figura más que la llamada policía judicial, 
encargada de reunir el elenco de pruebas necesarias y de realizar las 
averiguaciones pertinentes para el correcto esclarecimiento de cada caso.  
 
Con el fin de no divulgar ni revelar los detalles de una investigación a efecto de no 
entorpecer la misma, los agentes judiciales deben de actuar con suma cautela y 
seriedad en el manejo del caso. Además, no se les privará el ingreso a centros de 
espectáculos públicos en toda Costa Rica, en aras de facilitar y acatar el propósito 
de sus funciones. Así lo acuerdan los axiomas 27 y 28 de la Ley Orgánica del 
Organismo de investigación Judicial, respectivamente:  
 
“Artículo 27.- Los agentes de investigación deberán actuar con discreción, 
procurando mantener en la mayor reserva su identidad; deberán además 
guardar absoluto secreto con respecto a las investigaciones en que 
intervengan, para evitar que éstas trasciendan al público. 
                                                 
1 Ibid., art. 25. 
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Los informes a la prensa, relativos a las investigaciones que el Organismo 
realiza, se darán exclusivamente a través de la Dirección General o de la 
oficina que señale el respectivo reglamento”.1 
“Artículo 28.- Los agentes de investigación, previa identificación en el 
desempeño de sus funciones, tendrán libre acceso a los centros, 
establecimientos de reunión y de espectáculos públicos en toda la 
República. Y gozarán de pasaje gratuito en toda empresa del Estado o de 
sus instituciones.”2 
 
En virtud de que al departamento referido le es encomendado indagar y colaborar 
en diversos ilícitos con el fin de recabar las evidencias necesarias que apuntan 
llegar a la verdad real de los hechos, se requiere la integración de las secciones 
siguientes y así abarcar toda una gama de delitos.  
 
Entre las secciones en mención se encuentran:  
 
“Sección de Delitos Informáticos, Fraudes, Delitos Económicos y 
Financieros, Capturas, Estupefacientes, Homicidios, Contra la Propiedad, 
División de Robos, División de Asaltos y Robo de Vehículos, Unidad Apoyo 
                                                 
1  Ley Orgánica del Organismo de investigación Judicial, art. 27. 
2  Ley Orgánica del Organismo de investigación Judicial, art. 28. 
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Operacional, Sección Penal Juvenil, Sección Especial de Tránsito, Delitos 
Varios, Unidad de Secuestros, Inspecciones Oculares, Delitos Sexuales, 
Familia y Contra la Vida, así como Recepción de Denuncias, Cárceles y 
Transportes, Servicio Policial de Intervención Inmediata (SPII), Planes y 
Operaciones, Supervisores, Investigación de Antecedentes, Armería, 
Museo Criminológico, etc.”1 
 
Como es de notar, para que la policía judicial englobe de manera exhaustiva la 
investigación de gran diversidad de injustos penales, se requiere la distribución de 
esas secciones procurando un fraccionamiento por materias en función de 
mantener un orden y especialización, facilitando así sus labores y objetivos a 
desarrollar en cada caso particular. 
 
Resulta significativo acotar que tanto la Sección de Menores como la de 
Recepción de Denuncias contra los inspectores de tránsito y contra los 
funcionarios de los Departamentos de Formación y Capacitación, de Evaluación 
de Conductores y de Revisión Técnica Vehicular, requieren de formación de 
personal técnico especializado para el buen funcionamiento de sus tareas. Así se 
deriva del articulado 29 y 63 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
Judicial, en donde se dice lo siguiente: 
                                                 
1 www.poder-judicial.go.cr/informacion_general_poder_judicial.pdf a las 5 horas 20  minutos pm, el día 
viernes 04 de mayo de 2007. 
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“Artículo 29.- La Sección de Menores deberá contar con el personal 
especializado en la materia, a cuyo cargo estará la entrevista técnica de los 
menores presuntos autores de hechos delictivos. Dicha entrevista no 
tendrá, en ninguna forma, carácter de indagatoria y el acta respectiva 
deberá ser firmada por el menor y su curador.”1 
 
“Artículo 63.- El Departamento de Investigaciones Criminales contará con 
una sección especializada para la investigación de las denuncias que se 
presenten contra los inspectores de tránsito y contra los funcionarios de los 
Departamentos de Formación y Capacitación, de Evaluación de 
Conductores y de Revisión Técnica del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes.”2 
 
Es menester advertir que este departamento, si bien es uno de los tres que 
conforman el Organismo de Investigación Judicial, no reside en el edificio de la 
Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, ubicado en San Joaquín de Flores en 
Heredia, sino en el edificio de la Corte Suprema de Justicia del Primer Circuito 
Judicial de San José, pues los que si se alojan ahí son el Departamento de 
                                                 
1  Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 29. 
2  Ibid., art. 63. 
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Medicina Legal y el Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses, de los 




2. Departamento de Medicina Legal  
 
En cuanto al Departamento de Medicina Legal, la misma norma menciona en su 
artículo 31 que:  
 
“El Departamento de Medicina Legal será el encargado de efectuar los 
exámenes y evacuar las respectivas consultas médico-forenses, en los 
casos cuyo conocimiento corresponda al Organismo.”1 
 
Como bien se rescata en el numeral 11 supra citado, cada departamento contará 
con las secciones y oficinas que sean necesarias para su buen funcionamiento, 
de ahí que se componga de una Jefatura de Departamento, quien coordina y dicta 
las directrices, las Unidades Médico Legales Regionales situadas en diversas 
provincias y la sede central dividida en secciones: Clínica Médico Forense, 
                                                 
1 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 31. 
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Patología Forense, Psiquiatría y Psicología Forense, Medicina del Trabajo y el 
Consejo Médico Forense.1 
 
 
Por su parte, importa destacar que cuenta con la Cátedra de Medicina Legal 
adscrita a la Facultad de Medicina de la Universidad de Costa Rica como un 
esfuerzo por poner al alcance la labor docente en centros educacionales, 
actualmente se imparten cursos de medicina legal en la carrera de Medicina y de 
manera opcional en la carrera de Derecho, y en estudios de postgrado en la 
Universidad Estatal a Distancia (UNED) y Universidad Nacional (UNA).  
 
Conviene citar las distintas secciones y sus respectivas actividades que 
componen el Departamento de Medicina Legal2, sin dejar de aclarar que al 
respecto, es muy poco lo que se ha publicado en aras de precisar las funciones 
de cada una de ellas, por lo que los créditos de este aporte es generado en su 
mayoría por los doctores Jorge Mario Roldán Retana y la doctora Leslie Solano 
Calderón, jefa del Departamento de Medicina Legal. 
 
                                                 
1 Sobre las atribuciones del jefe de departamento véase, artículo 33, inc. 1,2 y siguientes de la ley en 
mención. “Artículo 33.- Corresponderá al Jefe del Departamento de Medicina Legal, como su jerarca 
administrativo: 1.- Dar órdenes particulares, instrucciones o circulares, sobre el modo y los métodos para el 
ejercicio de las distintas funciones y labores, así como refrendar los informes y los dictámenes que rindan 
los médicos de las diferentes secciones y del Consejo Médico Forense. 2.- Coordinar las secciones del 
Consejo Médico Forense, en cuyas deliberaciones podrá participar con voz pero sin voto; salvo que tenga 
que sustituir a un miembro propietario.” 
2  Véase infra, anexo N° 2, Organigrama del Departamento de Medicina Legal. 
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2.1. Sección clínica médico forense  
 
Esta sección se encarga de brindar diversos servicios a solicitud de las 
autoridades judiciales, entre ellos los doctores ROLDÁN RETANA y SOLANO 
CALDERÓN destacan los siguientes: 
 
 
“Examina víctimas e imputados vivos a solicitud de Autoridades Judiciales y 
rinde pericias en los siguientes casos: delitos sexuales, accidentes de 
tránsito, violencia familiar, agresiones, lesiones, privados de libertad, 
drogadicción, mala práctica médica, abortos, determinación de edad,..…… 
diagnóstico  de  embarazo,  examen de salud para aquellas personas que 
no asistieron  al Tribunal o Juzgado, examen físico a detenidos. 
Dictámenes preliminares con base en datos hospitalarios u otros 
dictámenes médicos. Certificado en personas vivas, todo lo anterior 
referente al estado físico de las personas”.1 
 
Este es precisamente el área encargada de realizar las peritaciones físicas (los 
llamados dictámenes medico legales), evaluando la condición de los pacientes en 
                                                 
1
 ROLDAN RETANA (Jorge Mario) y SOLANO CALDERON (Leslie), Departamento de Medicina 
Legal: Organismo de Investigación Judicial, Revista de Medicina legal, volumen 18, N°1, abril, 2001, 
pp. 06 y 07. 
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calidad de víctimas o imputados según corresponda en congruencia con lo 
solicitado por el despacho judicial encargado del caso particular, a fin de 
determinar posibles lesiones o secuelas como signos visibles de los hechos 




2.2. Sección de patología forense 
 
De conformidad con lo expresado por los doctores ROLDÁN RETANA y SOLANO 
CALDERÓN, esta sección se encarga de efectuar las valoraciones médico 
forenses en los siguientes casos: 
 
“1. Exámenes de cadáveres o restos esqueléticos. 
a-) Muertes violentas, homicidios, suicidios y toda clase de accidentes. 
b-) Muertes súbitas,  muertes naturales sin atención  médica o con atención  
médica, pero ocurrida en circunstancias sospechosas. 
c-) Muerte de privados de libertad.  
d-) Muerte de mujeres por aborto séptico. 
e-) Muerte en pacientes que se encuentran en litigio por riesgos de trabajo. 
f-) Productos de abortos sospechosos o víctimas de infanticidio. 
g-) Cadáveres no identificados. 
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h-) Otras muertes a criterio de la Autoridad Judicial. 





En observancia a los casos que se enumeran, es de estimar que el desempeño 
esencial de la labor de este departamento se concentra en realizar las autopsias, 
reconocimientos de cadáveres y demás exámenes respectivos que por su 
naturaleza o causa amerita ser examinado por estos expertos, a petición de la 
autoridad judicial competente.  
 
En otras palabras, esta es la popularmente llamada “morgue”, en donde se 
reciben los cuerpos de las personas fallecidas ocurridas en circunstancias 
sospechosas y sin control médico.  
 
Es precisamente en la “morgue” donde se aclaran las causas de esa muerte y 
donde se extiende el correspondiente certificado de defunción, evacuando así las 
consultas médico forenses solicitadas.  
 
2.3. Sección psiquiatría y psicología forense 
 
                                                 
1 ROLDAN RETANA y SOLANO CALDERON, op. cit, p. 07.  
 72 
El propósito esencial de esta sección se fundamenta cuando en un proceso 
judicial, se requiere acudir a la valoración hecha por un psiquiatra o psicólogo, 
mediante la realización de dictámenes psiquiátricos y psicológicos que se 
requieran, cuya evaluación debe de estar orientada en los términos solicitados por 
las autoridades judiciales. Además estos especialistas pueden participar como 
peritos (prueba directa) cuando se ordene la asistencia a debates orales dentro 
del proceso. 
Una vez emitido el dictamen, el despacho judicial tramitador (sea Fiscalía, 
Juzgado Penal, Familia, etc.), según sus criterios, puede solicitar un informe 
adicional, ampliación o informes complementarios a efecto de aclarar cualquier 
dato que contenga el dictamen o bien que se haya omitido involuntariamente. El 
siguiente texto legal del Código Procesal Penal contempla esta posibilidad: 
 
“Cuando los informes sean dudosos, insuficientes o contradictorios o 
cuando el tribunal o Ministerio Público lo estimen necesario, de oficio o a 
petición de parte podrán nombrar a uno o más peritos nuevos, según la 
importancia del caso, para que examinen, amplíen o repitan el peritaje.”1  
 
Para nuestro caso, tratándose de los delitos sexuales y contra la integridad física, 
el despacho judicial acostumbra especificar los puntos objeto de la peritación que 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 219. 
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se pretende obtener como resultado del examen practicado sobre el paciente, 
como: 
  
• Establecer un diagnóstico sobre la alteración del estado mental para 
establecer responsabilidad penal o capacidad civil, para el caso del imputado 
y definir su peligrosidad y posibilidad reiterativa de delinquir. 
 
• Determinar la existencia de casos de farmacodependencia, violencia 
doméstica, o si el evaluado presenta secuelas o indicadores de traumatismo. 
Los médicos ROLDÁN RETANA y SOLANO CALDERÓN, nos revelan que:  
 
“Las pericias se realizan generalmente en la sede de la Sección en San 
Joaquín de Flores, pero en casos excepcionales y a solicitud del despacho 
se realizan en Centros Médicos (es frecuente en el Hospital Nacional 
Psiquiátrico), o en el domicilio de la persona a evaluar; en este último caso 
se solicita al despacho la coordinación del transporte y el acompañamiento 
al perito por parte de uno de sus funcionarios.”1 
 
Es de rigor advertir que la tarea que se lleva a cabo en esta sección, lo es 
únicamente a petición de la autoridad judicial correspondiente, para así llegar al 
esclarecimiento de los hechos denunciados, es decir, no se ofrece al usuario del 
                                                 
1  ROLDAN RETANA y SOLANO CALDERON, op. cit., p. 08. 
 74 
servicio un tratamiento médico psiquiátrico y/o psicoterapéutico. Lo que si se 
acostumbra en la práctica, es que los psicólogos o psiquiatras, al emitir el 
dictamen, dentro del acápite de Conclusiones y Recomendaciones, se hace la 





2.4. Sección medicina del trabajo 
 
En lo que respecta a la presente sección, se le confía la prestación de diversos 
servicios. Entre ellos, los galenos ROLDÁN RETANA y SOLANO CALDERÓN, 
nos citan los siguientes: 
 
“Realizar peritaciones o dictámenes médico legales, previa demanda en 
Juzgados de Trabajo y Contravencionales de Menor Cuantía,  en Riesgos de 
Trabajo, Pensiones por Invalidez, Pensiones Alimentarias y Despido  a 
trabajadora embarazada.”1 
 
                                                 
1  ROLDAN RETANA y SOLANO CALDERON, op. cit., p. 08. 
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De acuerdo con el debido proceso que a su efecto siguen los despachos 
judiciales correspondientes, estos deben de formular la solicitud pertinente para la 
valoración del paciente, cuyo ruego debe de indicar los aspectos objeto de la 
peritación, a fin de obtener los datos o resultados que se pretendan. 
 
En síntesis, lo que los Juzgados esperan con el resultado del diagnóstico es que 
los peritos dictaminen sobre el estado de salud para efectos laborales, sobre las 
secuelas de las lesiones ocurridas en situaciones de riesgos de trabajo, ya sean 
accidentes o enfermedades que hayan acaecido en ejercicio de sus labores, para 
así precisar el grado de incapacidad que corresponda y fijar de este modo una 
indemnización pecuniaria; además se solicita evaluar el estado de salud en casos 
de personas que reclaman por el beneficio de pensiones alimentarias, asimismo 
se diagnostica si el paciente califica o no para aspirar por una pensión por 
invalidez, dependiendo de sus limitaciones físicas o mentales. 
 
2.5. Delegaciones médico legales regionales 
 
Existen lugares en los que por su ubicación (Circuito Judicial pertinente) y lejanía 
de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, se requiere la instauración de 
unidades médico legales regionales, a efectos de contar con un acceso más 
expedito a las personas que precisen ser valoradas, y cuyo funcionamiento se 
rige bajo las mismas exigencias de esta institución.  
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A saber, la ordenanza 37 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
Judicial, estipula:  
 
“Artículo 37.- Los Médicos Forenses que formen parte de las Delegaciones 
Regionales del Organismo serán los encargados de efectuar, bajo su 
exclusiva responsabilidad profesional, los exámenes y evacuar las consultas 




Si en la respectiva Delegación no hubiere Jefe Médico, sus informes y 
dictámenes no requieren refrendo alguno, pero en todo caso, deben ser 
expedidos a través de la Jefatura de la Delegación.”1 
 
A su vez, puede presentarse el caso de que existan lugares que carezcan de tales 
delegaciones, por lo que en su defecto seguirán atendiendo las cuestiones 
médico-forenses los médicos oficiales de la Ciudad Judicial, según se infiere de 
artículo II de las Disposiciones Transitorias del referido instructivo: 
 
                                                 
1  Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 37. 
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“ARTICULO II.-En los lugares en donde no hubiere Delegación Regional, 
seguirán atendiendo las cuestiones Médico-Forenses los médicos oficiales, 
los cuales actuarán bajo su exclusiva responsabilidad profesional, pero 
quedarán obligados a acatar las directrices y procedimientos que en 
materia técnica señala para todo el país del Departamento de Medicina 
Legal del Organismo.”1 
 
En estas Delegaciones es habitual la atención en los siguientes servicios:  
 
“A- Valoraciones en personas vivas en delitos de lesiones, delitos sexuales, 
accidentes de tránsito, determinación de edad, mal praxis, estado de salud 
en privados de libertad entre otros. 
B- Pericias en riesgo de trabajo, pensión por invalidez, pensiones 
alimentarias. 
 
C- Asistencia a escenas de la muerte, reconocimiento externo de 
cadáveres.”2 
 
2.6. Grupos de apoyo 
 
                                                 
1 Ibid., Disposiciones transitorias, art. II. 
2 ROLDAN RETANA  y SOLANO CALDERON, op. cit., p. 08.  
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Se concibe como grupos de apoyo a aquellos equipos de especialistas en 
múltiples campos de la medicina que sean indispensables para la evacuación de 
las consultas hechas por el estrado judicial respectivo. Es por ello que el 
Departamento de Medicina Legal además de las secciones propiamente 
enunciadas, cuente con las siguientes brigadas de refuerzos: 
 
“1. El Departamento cuenta con una unidad de radiología con personal 
entrenado en esta labor.  Un especialista en este campo es quien interpreta 
los estudios radiológicos. 
 
2. En aquellos casos en que la pericia necesita el concurso de especialistas 
en otros campos de la medicina o incluso en otras profesiones se cuenta 
con ese personal: odontología, antropología forense, oftalmología, 
otorrinolaringología, neurología, cardiología, neumología, ginecología y 
obstetricia, ortopedia. Si alguna otra especialidad fuera necesaria para 
concluir un caso se puede recurrir al Colegio de Médicos a través de la 
Autoridad Judicial.”1 
 
En este particular, hacemos la salvedad de que la ingerencia de estos grupos de 
apoyo no debe ser interpretada como una insuficiencia de la labor médico legal, 
sino más bien ser tomado como una unidad asistencial técnicamente 
                                                 
1 ROLDAN RETANA y SOLANO CALDERON, op. cit., p.08. 
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especializada en la evaluación de ciertos asuntos cuando la singularidad del caso 
lo exija.  
    
2.7. Consejo Médico Forense 
 
El Consejo Médico Forense abre sus puertas en el año 19641, pertenece al 
Departamento de Medicina Legal y es el órgano facultado de conocer de las 
impugnaciones de los dictámenes médico-legales presentados en los procesos 
judiciales, cuando lo solicitan los tribunales.  
 
Según se concreta del artículo 34 de la Ley Orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial, el Consejo Médico es el encargado de valorar en Segunda 
Instancia las apelaciones contra los dictámenes que realicen las Secciones 
expuestas y las Delegaciones Médico Legales Regionales; y para procurar su 
buen funcionamiento se encuentra delimitado por las secciones necesarias a 
juicio de la Corte Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe de 
Departamento de Medicina Legal.  
 
                                                 
1 Pues tal instituto tuvo como sustento jurídico la Ley Nº 3265 del 6 de febrero de 1964 la cual creó el 
“Organismo Médico Forense” y que en adelante sufrió varias reformas, la primera el 07 de mayo de 1974, 
mediante Ley Nº 5524 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial y la segunda el 10 de agosto de 
1993, que significó la reforma total por Ley Nº 7355, Reforma a varios artículos de la Ley Orgánica del 
Organismo de Investigación Judicial. 
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“Artículo 34.- Habrá un Consejo Médico Forense, organizado en las 
secciones necesarias para su buen funcionamiento, a juicio de la Corte 
Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe de Departamento de 
Medicina Legal. Los profesionales que integren el Consejo Médico Forense 
podrán trabajar en éste a tiempo completo. También se podrán contratar 
servicios profesionales especializados, de acuerdo con las necesidades.”1 
 
Resulta notable prestarle atención a esta norma, pues ella además nos aclara con 
firmeza en su último párrafo cuándo procede recurrir a este Órgano, quiénes 
pueden ejercer ese derecho, de qué manera y el término de ley para invocar el 
reclamo. Veamos:  
 
 
“A las secciones del Consejo les corresponderá dictaminar, en alzada, 
sobre las cuestiones médico legales que se susciten en los procesos 
cuando lo ordenen los Tribunales de Justicia, de oficio o a solicitud de 
parte. Para ejercer sus potestades, deberá existir la consulta, en su caso, o 
el respectivo recurso de apelación, el cual se interpondrá ante el Tribunal 
que conoce del proceso, dentro de los ocho días siguientes a aquel en que 
el dictamen impugnado haya sido notificado a todas las partes.”2 
                                                 
1 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 34. 
2 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 34, último párrafo. 
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Cabe hacer la acotación, de que hay dos formas en las que el Consejo Médico se 
manifieste a efecto de tomar los acuerdos respectivos: 
 
Cuando la solicitud es de oficio, o sea que lo ordenen los Tribunales de Justicia, 
se denomina Consulta; por lo contrario, cuando esta petición es a solicitud de 
parte y esta no comparte lo concluido en un primer dictamen, se convierte en un 







De acuerdo con lo manifestado por los galenos ROLDÁN RETANA y SOLANO 
CALDERÓN, el Consejo normalmente opera así: 
 
“Actualmente está constituido por dos Secciones a manera de tribunal 
médico forense, cada una está integrada por tres especialistas de  gran 
trayectoria técnica y moral en los campos de la Medicina Legal (Clínica, 
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Patología y Medicina del Trabajo) y Psiquiatría. Es posible aumentar el 
número de secciones si fuera necesario.”1 
 
En congruencia con el artículo 35 2 de la Ley 5524, Ley Orgánica del Organismo 
de Investigación Judicial, para la correcta constitución de cada una de las 
Secciones del Consejo debe de seguirse un procedimiento. Primero, las 
Secciones deben de estar integradas por al menos tres miembros propietarios 
debidamente designados por el Jefe del Departamento de Medicina Legal, el cual 
someterá dicho nombramiento a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia 
para su debida aprobación.  
 
Para procurar la interdisciplinariedad del Tribunal de cada Sección, se pretende 
que los profesionales elegidos sean los que laboren para las secciones del 
Departamento de Medicina Legal. Posteriormente, antes de que cada miembro 
                                                 
1 ROLDAN RETANA  y SOLANO CALDERON, op. cit., p.06. 
2 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, Artículo 35.- Las secciones del Consejo 
Médico Forense se integrarán así: 
 1.- Por los profesionales designados, conforme al artículo 33, inciso 5), de esta Ley.  
 2.- Cada sección estará integrada por al menos tres miembros propietarios, los cuales nombrarán a 
su Coordinador, en votación secreta y en presencia del Jefe del Departamento de Medicina Legal. 
 3.- Las funciones del coordinador de sección serán: 
 a) Preparar la sesión y convocarla. 
 b) Dirigir las deliberaciones de los casos que se presenten a estudio, en su sección, votar y recibir 
la respectiva votación. 
 c) Redactar los acuerdos y firmarlos con los otros miembros de la sección. 
 ch) Comunicar las decisiones. 
 d) Firmar, con los otros integrantes, el libro de actas. 
 4.- Los miembros de cada sección del Consejo Médico Forense, previamente a tomar sus cargos, 
serán juramentados por el Director General del Organismo de Investigación Judicial. 
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asuma su cargo, será juramentado por el Director General del Organismo de 
Investigación Judicial.  
 
Según se desprende de la exposición de artículos citados, especialmente los 
numerales 34 y 35 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, 
este Consejo cuenta con un Coordinador General y un Coordinador por cada 
Sección que procura fomentar la composición con carácter interdisciplinario de 
sus integrantes. 
 
Resta hacer alusión al formalismo que ha de ajustarse para las adecuadas 
deliberaciones en cada Sección, pues se requiere el voto de la mayoría absoluta 
de sus miembros integrantes para tomar el acuerdo; en caso contrario se 
integrará con todas las secciones y el Jefe del Departamento de Medicina Legal. 
Sin embargo es de advertir que al tenor del artículo 33 inc. 2) de la Ley Orgánica 
del Organismo de Investigación Judicial, el Jefe del Departamento de Medicina 
Legal podrá participar con voz pero sin voto; salvo que tenga que sustituir a un 
miembro propietario. 
El procedimiento que regula la toma de decisiones en el Consejo Médico lo 
contempla el artículo 36 de la ley supra indicada: 
  
“Artículo 36.- Las decisiones se tomarán, con la concurrencia de todos los 
miembros de la respectiva sección, por mayoría absoluta de votos. Si no 
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hubiere voto de mayoría, a fin de obtenerla el Consejo se integrará con 
todas las secciones y el Jefe del Departamento de Medicina Legal.”1  
 
3. Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses 
 
En lo que concierne al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses, le 
compete según lo dispuesto por el precepto 38 del citado cuerpo de normas: 
 
Artículo 38: “Practicar los peritajes, llevar a cabo los estudios y evacuar las 
consultas relativas a las ciencias forenses en todos aquellos asuntos que 
competa conocer al Organismo.” 2 
 
Este departamento analiza técnicamente cada uno de los indicios recolectados 
durante las investigaciones, y al igual que el anterior, se divide en diversas 
secciones, entre ellas la Sección de Análisis de Escritura y Documentos Dudosos, 
Biología Forense, Bioquímica, Fotografía y Audiovisuales, Química Analítica, 
Toxicología, Pericias Físicas y Sección de Hechos de Tránsito y Planimetría, 
actualmente llamada Ingeniería Forense3. 
 
                                                 
1 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 36. 
2 Ibid., art. 38. 
3  Véase infra, anexo N° 3, Organigrama del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses. 
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Cada una de ellas con labores específicas y bien definidas de acuerdo a su 
especialización para dar a vasto con las exigencias requeridas por los Tribunales 
de Justicia, tan es así que para cumplir rigurosamente su desempeño algunas se 
dividen en unidades, tal y como se muestra de previo. 
 
Uno de los ejemplos lo constituye la sección de toxicología, pues cuenta con 
una unidad de presuntivos, escrutinios y análisis preliminar de drogas (se analizan 
qué elementos tiene el indicio y con base a ello se reporta si el resultado es 
negativo o caso contrario se pasa a confirmatorio), una unidad de confirmatorio y 
análisis de drogas; y una unidad de volátiles como el alcohol, anestésicos, etc. 
 
La sección de química analítica se compone de tres unidades a saber: la unidad 
de análisis químico (residuos de pintura, ropas, acelerantes, licores, etc.); una 




La sección de pericas físicas posee una unidad de balística encargada de 
realizar comparaciones de bala y casquillos; una unidad de estudios físicos en la 
cual se analizan cortes de candados, cortos circuitos y huellas de calzado; una 
unidad de pólvora y explosivos confiada al estudio de residuos de pólvora en ropa 
y manos y distancia de disparos; y una unidad de troquelados a quien se le 
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encomienda la verificación del número de motor de vehículos robados, armas y 
marcas de ganado. 
 
La sección de bioquímica goza de una unidad de genética que le corresponde la 
elaboración de exámenes de A.D.N.; una unidad centralizada de inspección de 
indicios (U.C.I.I.), facultada para el levantamiento de elementos pilosos y la 
determinación de todo tipo de fluidos biológicos en los indicios; y una unidad de 
verificación de enfermedades de transmisión sexual. 
 
La sección de biología se fragmenta en cuatro unidades. La primera es la de 
tricología, a quien se le confía el análisis de elementos pilosos humanos y 
animales los cuales se hacen a nivel microscópico y de A.D.N. La unidad de fibras 
analiza fibras textiles, naturales y sintéticas. La unidad de botánica interviene en 
el análisis de todo tipo de plantas y árboles completos y fragmentos de estos. 
Finalmente la unidad de zoología le corresponde el análisis de insectos y 
caparazón de tortuga de carey. En atención a cada fraccionamiento, los 
despachos judiciales dirigen sus solicitudes requeridas para hacer las consultas 
de rigor en el esclarecimiento de cada caso. 
Sección II. Noción de la medicina legal. 
 
La presente sección abarca aspectos relevantes de la medicina legal los cuales a 
partir de su conceptualización, nos permiten su comprensión con el fin de 
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alcanzar un convencimiento técnico acerca de su importancia como una disciplina 
que brinda un aporte significativo dentro del campo del derecho. 
 
Este aparte comprende diversas definiciones doctrinales de la medicina legal y su 
análisis, aportando además una noción personal de lo que a nuestro parecer se 
entiende por esta disciplina.   
 
A. Definiciones doctrinales de la medicina legal. 
 
Previo a dar una definición de lo que se entiende por medicina legal, es 
importante entender que esta nace de la necesidad de dar apoyo al aparato 
judicial, ya que a lo largo de los años se hizo palpable la carencia de especialistas 
que brindaran colaboración en aquellas áreas de la medicina que influían 
directamente en el campo del derecho. Hoy en día podemos ver como ha sido un 
verdadero acierto la implementación de esta rama del saber, ya que a través de 
ella se aprovechan al máximo los recursos que la ciencia a puesto a disposición 
de la justicia.  
 
La medicina legal es una especialidad, que nace y se desarrolla como “...la rama 
de la Medicina que reúne todos los conocimientos médicos que pueden ayudar a 
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la administración de justicia.”1 Además ésta se establece como “...una disciplina 
creada por el interés práctico de la administración de justicia, en que las ciencias 
biológicas y las artes médicas contribuyen, entre otras, a dilucidar o resolver sus 
problemas de los órdenes biópsicológico y físico-químico en la aplicación de la 
ley.2 
 
Siguiendo al autor GISBERT CALABUIG en su obra Medicina Legal Y Toxicología 
podemos definir la medicina legal como “la ciencia que tiene por objeto el estudio 
de las cuestiones que se presentan en el ejercicio profesional del jurista y cuya 
resolución se funda total o parcialmente en ciertos conocimientos médicos o 
biológicos previos”. Además el mismo autor nos ilustra con otro concepto que va 
en igual dirección, al establecer que la medicina legal también puede ser vista 
como “el conjunto de conocimientos médicos y biológicos necesarios para la 
resolución de los problemas que plantea el derecho, tanto en la aplicación 
práctica de las leyes como en su perfeccionamiento y evolución”.3 
 
 
Esta especialidad es presentada desde su composición como “la rama de la 
medicina que posibilita la aplicación de sus conocimientos específicos a los 
                                                 
1  NAVAS APARICIO y otros, op. cit., p 1.  
2
     MURILLO MARTINEZ , Op. cit,  p 1. 
3 GISBERT CALABUIG (Juan A), Medicina legal y toxicología, España, Publicaciones Médicas 
Científicas,  tercera edición, 1985, pp. 3-4. 
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distintos problemas judiciales o legales su base científica es esencialmente 
médica; pero se complementa, además, con elementos tomados del derecho civil, 
penal y procesal vigentes en cada país y también con las aplicaciones 
jurisprudenciales de los mismos”.1 Por lo que podríamos decir que la medicina 
legal es aplicada por médicos que emplean sus conocimientos en medicina, 
complementando estos a su vez con la legislación y la jurisprudencia relevante, la 
labor de estos sujetos amerita indispensablemente su preparación a fondo en 
ambos campos.  
 
Esta disciplina nace de las exigencias de la Justicia y se encuentra íntimamente 
ligada al Derecho. Utiliza las disciplinas que se encuadran dentro de la ciencia 
médica y otras ciencias experimentales, para dar respuestas eficaces a los 
problemas que se plantean en la aplicación a la norma jurídica. El campo de 
acción de la medicina legal es sumamente amplio ya que todo hecho biológico, si 
se convierte en substrato de normas de derecho es competencia suya; por lo que 
todo acontecimiento, sea fisiológico o patológico, que atañe al organismo 
humano, puede reunir las características necesarias para entrar dentro del 
enfoque de esta rama. 
 
Del análisis de las definiciones presentadas podemos concluir que la medicina 
legal es una disciplina que nace de la práctica puramente médica, pero que se 
                                                 
1 OSSORIO citado por VARGAS ZUMBADO, op. cit., pp. 4-5.  
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desarrolla a partir de las necesidades que le presenta el derecho, prestando 
auxilio en la aplicación del mismo con la finalidad de dar resolución a numerosos y 
muy variados temas de interés socio-jurídico.  
  
El profesional en derecho debe poseer los conocimientos generales básicos que 
le permitan aprovechar al máximo los recursos que la medicina legal pone a su 
servicio, al entenderse a ésta como aquella especialidad encargada de la 
investigación en las diversas ramas del derecho y propiamente dicho en el campo 
penal, parte de aspectos médicos asesorando a juzgadores, tribunales y fiscales 
en cuestiones relevantes para su campo de acción. Es por ello que se torna vital 
que tanto los abogados, fiscales, así como los jueces sean capaces de 
comprender sus actuaciones, ya que en muchos casos de éstas se derivará el 






B. Definición Personal. 
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A la luz del análisis llevado a cabo y con el propósito de lograr un concepto 
personal sobre la medicina legal en Costa Rica, ligeramente nuestro pensamiento 
lo vincula a una especialidad médica que con objetividad crítica analiza todo 
asunto laboral, clínico, psiquiátrico, patológico, criminológico, ideológico y social 
que se someta a la valoración de sus peritos. 
 
Asimismo, entendemos que tanto para la conformación de un Estado de Derecho, 
la educación, la ética, y los profesionales, se ven claramente beneficiados por tan 
importante obra de este grupo de forjadores forenses, que procuran exponer su 
motivación profesional, y grupal, en virtud de que en su largo caminar han ido 
dejando tanto semillas como frutos que no se pueden ocultar. 
 
Sin embargo, sus pericias y sus publicaciones no han resultado satisfacer con 
plenitud a algunos sectores vinculados con los estrados judiciales. Las más de las 
veces sus pericias y publicaciones han sido pioneras, poniendo en claro, aspectos 
cruciales de las materias que dictaminan y aunque un tiempo atrás no parecía tan 
atractiva su propuesta, hoy en día procuran implementar grandes mejoras en ese 
campo, y un claro ejemplo de ello lo constituyen las Jornadas de Medicina Legal, 
con lo cual han despertado cada vez más el interés de muchos. 
Como organización de nuestro sistema de justicia, la medicina legal ha de 
responder a las necesidades científicas y técnicas en el campo de las ciencias 
forenses, dentro de un contexto de crecimiento con calidad, responsabilidad social 
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y humanización del servicio. Lo anterior, para procurar el máximo cumplimiento de 
sus funciones con excelencia frente a las exigencias que presenta nuestra 
administración de justicia con miras hacia una proyección social.  
 
De ahí que es posible considerar a la medicina legal como un pilar científico y 
técnico de la administración de justicia con auxilio en todo el territorio nacional, en 
aras de lograr la excelencia en un marco de calidad, con reconocimiento nacional 
dirigido a la satisfacción de las expectativas de la comunidad jurídica y social. 
 
En otras ocasiones, autores se han preocupado en discutir si al hablar de 
medicina legal se le clasifica como una ciencia o disciplina, por lo que en nuestro 
caso preferimos referirnos a ella como una disciplina o especialidad, pues se 
encarga del tratamiento de varios aspectos enfocados ya no en un todo sino en 
un campo más particular y delimitado que deriva o emerge de la misma ciencia 
para una orientación más específica. Visto de otra forma, es posible deducir que 
cuando hablamos de “ciencia” nos referimos a ella como una cuenca de un río, 
por lo que los afluentes vienen a conformar la disciplina, una es la matriz y la otra 
es secundaria que se nutre de su núcleo. 
 
Así las cosas, nos inclinamos a expresar que la medicina legal no es otra cosa 
más que una especialidad que por razones de las exigencias en la búsqueda de 
mejores mecanismos técnicos, el campo científico y jurídico han decidido unirse y 
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auxiliar a la administración de justicia tomando en consideración la mística de 
servicio y las exitosas políticas institucionales a partir del proceso de 
modernización de nuestro Poder Judicial al vinculársele directamente con el 
Organismo de Investigación Judicial, llevando a cabo diferentes acciones en 
cumplimiento de sus funciones dentro de esta importante institución, de manera 
tal que reúna e integre la averiguación previa correspondiente, utilizando así todo 
el equipo necesario y personal altamente calificado para acudir en forma objetiva, 
imparcial y honesta en las investigaciones que requieran de su intervención.   
 
Sección III. La medicina legal en la administración de justicia penal. 
 
Una vez establecido un concepto claro de lo que se entiende por medicina legal, 
esta sección pretende determinar la importancia que ha significado su 
implementación como auxiliar en la administración de justicia; estableciendo a su 
vez la manera en la que se relaciona de forma constante con el campo del 
Derecho, específicamente en el ámbito penal. A partir de ahí es necesario 
determinar cuál es la normativa jurídica que permite su aplicación en los procesos 
de delitos sexuales y contra la integridad física. 
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A. Importancia de la medicina legal y su implementación como parte de la 
administración de justicia penal. 
 
La medicina y el derecho se encuentran estrechamente relacionados. Estas dos 
ramas del conocimiento humano nos acompañan desde antes de nacer  
protegiendo nuestra vida y hasta nuestra muerte. La primera busca el bienestar 
físico y  el derecho “a través de la ley” la complementa estableciendo los derechos 
y obligaciones necesarias para desarrollarnos durante nuestra existencia. Lo 
anterior no es fruto de la casualidad sino que más bien demuestra la necesidad de 
que ambas ciencias se nutran y se relacionen entre sí.  
 
Como parte integral de las disciplinas denominadas médico-sociales encontramos 
ubicada a la medicina legal, esto considerando el hecho de que su objetivo 
primordial va mas allá del hombre como individuo; superando esta concepción 
para prestar su servicio a un contexto mucho más amplio, el social. 
 
Si bien es cierto que la medicina en sus primeras expresiones y a lo largo de la 
historia tuvo como fin ulterior curar todas aquellas enfermedades que atacaban al 
hombre, pronto se vio en la necesidad, de evolucionar como resultado de la 
exigencia social, la cual llamaba la atención acerca de la importancia de resolver 
sus intereses incluso prevaleciendo estos sobre los intereses individuales. 
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Todo lo anterior dio paso a que la medicina se dividiera en dos grandes ramas 
como lo son la “medicina clínica, práctica o privada, que se reservaba los fines 
primitivos (curación de enfermedades por el estudio de sus agentes, cuadros 
sindrómicos, fisiopatología, terapeútica), y medicina pública, política o civil, que se 
ocupaba de todas aquellas cuestiones médicas que pueden interesar a la salud 
de los hombres reunidos en sociedad”.1 Esta última al estar relacionada con 
aspectos sociales no es sólo una disciplina fría, sino que por el contrario plasma 
su actuar procurando comprender a la sociedad como conjunto, con el objetivo de 
servir de auxiliar de los jueces al tomar la decisión correcta en su labor.  
 
En cuanto a la importancia de la medicina legal la misma se deriva de su propia 
naturaleza al interesarse en la problemática social, esta “constituye, 
prácticamente, una rama de los servicios públicos que contribuye con 
extraordinaria eficacia al correcto funcionamiento de la administración de justicia, 
además de colaborar a la elaboración de las leyes y reglamentos. Asume, pues, la 
trascendencia social del derecho mismo, a quien sirve”.2 




                                                 
1  GISBERT CALABUIG , op. cit., p.3.    
2  Ibid., p. 5. 
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Esta rama del saber le da un mayor grado de confianza al dictado de la sentencia 
dentro de un juicio cualquiera, en cuanto brinda seguridad aplicando 
conocimientos científicos al campo legal y por consiguiente iluminando el 
razonamiento del juzgador.  Recordemos que la sentencia no sólo puede dejarse 
en manos del juez en aquellos casos en los que por sus particularidades técnicas 
se requiera conocimientos especiales para propiciar  justicia. 
 
La aplicación de la medicina legal dentro del campo jurídico se encuentra 
justificado en razón de que “la metodología científica aplicada a los procesos 
judiciales en cuanto al estableciendo de los hechos, ha sido un factor importante 
para llevar a los juzgadores de estos (jueces) a separarse de la marisma de 
especulación. Como resultado, la ciencia ha ayudado a la administración de 
justicia en dos sentidos: racionalizar los procesos legales y adelantar la 
realización de los objetivos deseados”.1 Lo anterior a pesar de que la ciencia 
avanza con mayor rapidez que el derecho, ya que la ley es excesivamente 





                                                 
1 SOLÍS ÁLVAREZ (Juan B) y otro, La peritación Científica: Teoría y Realidad en el organismo de 
Investigación Judicial, San José Costa Rica, Tesis para optar al título de licenciado en derecho, Facultad de 
Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1991, p. 16.  
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En la resolución de procesos judiciales la medicina legal propicia un cambio de 
paradigma como producto de la implementación de las “técnicas y procedimientos 
científicos más depurados en la resolución de problemas que se le plantean. 
Técnicas y métodos que unas veces ha incorporado de campos afines (química, 
física, anatomía, histología, fisiología, clínica), y otras desarrollados por sí 
procedimientos especiales”1. Por lo que dada su evolución histórica que data de 
siglos atrás viene a ganarse una categoría privilegiada como auxiliar del aparato 
judicial.  
 
Como parte de la implementación de la medicina legal a través de la Cuidad 
Judicial de San Joaquín de Flores en nuestro país se ha logrado dar impulso a los 
procesos judiciales acelerando los mismos, además se opera un incremento en la 
confianza pública sobre el funcionamiento de aparato judicial, esto al darse una 
mejor fundamentación de sus fallos.  
 
En el campo penal esta especialidad ha permitido a través de su aporte científico 
la ejecución de nuevos sistemas, los cuales tienen el fin de identificar de forma 
segura a los responsables de un delito, logrando de esta forma evitar la condena 
de personas inocentes. Además logra la identificación de objetos físicos tales 
como  las armas; pero no sólo colabora en delitos contra la vida sino que también 
viene a ser un apoyo en casos tales como estafas, falsificación de documentos, 
entre otros muy variados. 
                                                 
1 GISBERT CALABUIG, op. cit., p. 6.  
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En Costa Rica la aplicación de métodos científicos en el proceso penal es muy 
conocida, “el impulso procesal y la dirección del juicio que posee el juzgador 
penal, aunado a su gran poder para investigar y obtener pruebas en procura de 
encontrar la verdad real de los sucesos, ha hecho que nos familiaricemos en el 
uso de estos medios en una gran cantidad de causas penales, y así es 
reconocido por la mayoría de penalistas en esta materia”.1   
  
La actividad del perito como ejecutor de la medicina legal se ha vuelto 
indispensable en todos los procesos judiciales y muy especialmente en el proceso 
penal. Cada vez más se crean institutos para que este auxilio se brinde de forma 
adecuada, logrando así agilizar y actualizar con tecnología de punta a los 
Tribunales de Justicia.  
 
Pese a lo anterior, hacen falta más recursos para invertir en la compra de equipos 
altamente especializados además de brindar mayor capacitación a todos los que 
de una u otra manera intervengan en la tarea judicial. Con el fin de que los 
procesos se vean rodeados de una atmósfera de humanidad se debe sensibilizar 
a los servidores judiciales para que desempeñen su labor con esmero y 
disposición tomando en cuenta que se les ha encomendado un papel sumamente 
importante para alcanzar la armonía social.   
  
                                                 
1 FLORIAN citado por SOLÍS ÁLVAREZ y otro, op. cit., p. 38.  
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B. Normativa jurídica reguladora de la aplicación de la medicina legal en el 
proceso penal. 
 
En relación con el cuerpo de normas que regula la aplicación de la medicina legal 
en el proceso penal, existen en nuestro ordenamiento jurídico una serie de 
preceptos que pretenden establecer una seguridad jurídica en beneficio de cada 
una de las partes del proceso, con el objeto de que dicha legislación se constituya 
en una herramienta fundamental para garantizar la calidad de las pruebas 
periciales. De tal forma que contribuya con mayor efectividad al ejercicio de la 
administración de justicia, a la aplicación de acciones de restitución de derechos a 
las víctimas de delitos sexuales, a la adopción de medidas de protección frente a 
nuevas vulneraciones, y a la prevención de la de violencia sexual en nuestro país. 
 
Para poder tener un control efectivo y ordenado de la aplicación de la medicina 
legal en nuestro país, la autoridad judicial reconoce legalmente la incursión de la 
práctica forense en nuestras normativas.  
 
Al respecto es posible citar el artículo 221 del Código Procesal Penal en donde se 
establecen peritajes especiales para las víctimas de abuso sexual, dentro del 
rango de dictámenes especiales y el artículo 87 en donde se define el examen 
mental obligatorio para imputados en delitos de carácter sexual, mencionamos 
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también el artículo 212, el cual hace referencia al campo psicológico en la 
recepción de testimonios de personas agredidas sexualmente o el numeral 213 
del mismo cuerpo de normas, en donde se solicitan conocimientos especiales 
para valorar la prueba.  
 
Las normas citadas son una pequeña muestra de las directrices que cobijan el 
empleo de la medicina legal en nuestro país, es por ello que a su vez enunciamos 
a continuación diversas normas del marco jurídico costarricense vinculadas al 
tema. 
   
Según el orden señalado por nuestro Código Procesal Penal en su Libro III, 
correspondiente a los “Medios de Prueba”, notamos que dentro del mismo se 
hace mención a los peritos en su Título IV; por lo que partiremos de ese punto de 
referencia para señalar las normas que consideramos de interés. Así el artículo 
213 establece que: “Podrá ordenarse un peritaje cuando, para descubrir o valorar 
un elemento de prueba, sea necesario poseer conocimientos especiales en 




                                                 
1 Código Procesal Penal, Ley No. 7594, (Concordado y anotado con índice alfabético), San José, 
Costa Rica, quinta edición, Investigaciones Jurídicas S.A., 2001, art. 213. 
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Según lo dispuesto por la norma supra citada, es conveniente indicar que la 
especialización del perito no proviene sólo de lo que tradicionalmente se 
consideraría un área técnica, sino también disciplinas o cualquier tipo de 
actividades que generen conocimiento especializado. En este sentido, la 
interpretación de este artículo nos refleja que un artesano, operario, albañil, etc., 
en sus oficios podrán ser tan expertos como un ingeniero industrial o médico que 
posea la mayor cantidad de doctorados en sus respectivas disciplinas. La 
exégesis de este articulado no es taxativo, sino que en él intervienen otras figuras 
en las se requiere de un conocimiento adquirido por la constante praxis en el 
desempeño de cierta labor. El órgano investigador integra la averiguación previa 
correspondiente, utilizando todos los medios de prueba que la ley le señala en 
virtud del principio de libertad probatoria a fin de acreditar el cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad, siendo en este sentido la prueba pericial uno de los 
recursos más influyentes a su alcance, sin desmerecer que en su defecto sean 
también apreciadas de manera significativa otros medios de prueba para 
esclarecer los hechos delictivos. Por tal motivo cuando en la investigación de un 
delito se requiere la opinión de un experto en una ciencia, técnica o arte se hace 






Por su parte el artículo 214 del mismo cuerpo de leyes sostiene que:  
 
“Los peritos deberán poseer título habilitante en la materia relativa al punto 
sobre el cual dictaminarán, siempre que la ciencia, el arte o la técnica estén 
reglamentadas. En caso contrario, deberá designarse a una persona de 
idoneidad manifiesta. 
  
No regirán las reglas de la prueba pericial para quien declare sobre hechos 
o circunstancias que conoció espontáneamente, aunque para informar 
utilice las aptitudes especiales que posee en una ciencia, arte o técnica.  En 
este caso, regirán las reglas de la prueba testimonial.” 
 
El artículo anterior nos conduce a interpretar con cuidado la reflexión hecha en el 
precepto 213, puesto que no basta la simple experiencia o especialización de un 
perito, sino que debe de cumplir con otros requerimientos que la ley le exige, 
como lo es poseer el titulo que lo habilita para ejercer legalmente su profesión. 
   
Así como existen normas que atienden al concepto, extensión y naturaleza del 
perito, nos encontramos con otras que se traducen en puntualizar sobre el 
carácter procesal, como lo son los artículos 215, 216 y 217 del mencionado 
Código de marras. Con respecto a ello el memorial 215 dispone:  
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“El Ministerio Público, durante la investigación preparatoria, y el tribunal 
competente seleccionarán a los peritos y determinarán cuantos deban 
intervenir, según la importancia del caso y la complejidad de las cuestiones 
por plantear, atendiendo a las sugerencias de los intervinientes. 
 
Al mismo tiempo, fijarán con precisión los temas de la peritación y deberán 
acordar con los peritos designados el plazo dentro del cual presentarán los 
dictámenes. Serán causas de excusa y recusación de los peritos, las 
establecidas para los jueces. 
 
En todo lo relativo a los traductores e intérpretes, regirán análogamente las 
disposiciones de este apartado.” 
 
En atención a la disposición citada conviene apuntar que en cuanto al 
nombramiento de peritos, no cabe duda que le compete al Ministerio Público y en 
última instancia al juez introducir la actividad pericial al proceso como una prueba 
válida a ser valorada, por lo que al ordenarse deben de determinarse los puntos 
sobre los cuales ha de versar el dictamen, siendo así una garantía para las partes 





En ese mismo orden de ideas, el artículo 216 nos continúa manifestando del 
procedimiento para el nombramiento de peritos, apuntando que:  
 
“Antes de comenzar las operaciones periciales, se notificará, en su caso, al 
Ministerio Público y a las partes la orden de practicarlas, salvo que sean 
sumamente urgentes o en extremo simples. 
 
Dentro del plazo que establezca la autoridad que ordenó el peritaje, 
cualquiera de las partes podrá proponer por su cuenta, a otro perito para 
reemplazar al ya designado o para dictaminar conjuntamente con él, 
cuando en las circunstancias del caso, resulte conveniente su participación 
por su experiencia o idoneidad especial. 
 
Las partes podrán proponer, fundadamente, temas para el peritaje y objetar 
los admitidos o propuestos por otra de las partes”. 
 
Así las cosas entendemos que el Ministerio Público y el juzgador son encargados 
de velar por la correcta aplicación del debido proceso y el resguardo de los 
derechos de las partes, e introducir la actividad pericial tanto de oficio como a 
petición de parte. Por lo que una vez ordenada la pericia y determinados los 
puntos sobres los cuales ha de versar, deberá darse intervención a las partes, a 
quienes se les notificará antes de que comiencen las operaciones.     
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Siguiendo el orden del procedimiento ubicamos el artículo 217, que nos señala:  
 
“El director del procedimiento resolverá las cuestiones que se planteen 
durante las operaciones periciales. 
 
Los peritos practicarán el examen conjuntamente, cuando sea posible.  
Siempre que sea pertinente, las partes y sus consultores técnicos podrán 
presenciar la realización del peritaje y solicitar las aclaraciones que estimen 
convenientes; deberán retirarse cuando los peritos comiencen la 
deliberación. 
 
Si algún perito no cumple con su función, se procederá a sustituirlo.” 
 
De la anterior norma jurídica se desprende el último paso que ordena la ejecución 
del peritaje, pues designados los peritos y aceptados los cargos, se procederá a 
practicar (en conjunto cuando sea necesario), los trámites que integran la 
peritación y así concentrar todo lo actuado en el dictamen que producirán, previa 
deliberación. Pues recordemos que una vez que los peritos hayan concluido 





El artículo 218 del mismo cuerpo de normas refiere a las formalidades que debe 
de reunir el dictamen pericial, el cual: “será fundado y contendrá, de manera clara 
y precisa, una relación detallada de las operaciones practicadas y de sus 
resultados, las observaciones de las partes o las de sus consultores técnicos y las 
conclusiones que se formulen respecto de cada tema estudiado…..” 
 
De dicho memorial conviene mencionar que el dictamen es el acto con el que el 
perito culmina su labor, atendiendo siempre en observancia de las prescripciones 
legales, con el cual se pone en conocimiento de los sujetos procesales las 
conclusiones obtenidas sobre las cuestiones sometidas a peritación y los motivos 
que se han tenido para llegar a ellas. 
 
Por otra parte y siempre en resguardo del principio de imparcialidad procesal, el 
artículo 219 del mismo cuerpo legal, permite la incursión de peritos nuevos:  
 
“Cuando los informes sean dudosos, insuficientes o contradictorios o 
cuando el tribunal o el Ministerio Público lo estimen necesario, de oficio o a 
petición de parte podrán nombrar a uno o más peritos nuevos, según la 





Dada la particularidad y complejidad de las circunstancias en la comisión del 
delito y en virtud de ofrecer una protección especial a las víctimas, nuestra 
legislación prevé expresamente para ciertos casos un procedimiento especial, 
estableciendo algunas normas específicas para ello. Situación que se presenta en 
el numeral 221, respecto a los peritajes especiales1, que reza: 
 
“Cuando deban realizarse diferentes pruebas periciales, como las 
psicológicas y las médico legales, a mujeres y a menores agredidos, o a 
personas agredidas sexualmente, deberá integrarse, en un plazo breve, un 
equipo interdisciplinario, con el fin de concentrar en una misma sesión las 
entrevistas que requiera la víctima. Antes de la entrevista, el equipo de 
profesionales deberá elaborar un protocolo de ella y designará, cuando lo 
estime conveniente, a uno de sus miembros para que se encargue de 
plantear las preguntas. 
 
Salvo que exista un impedimento insuperable, en la misma sesión deberá 
realizarse el examen físico de la víctima.” 
 
 
                                                 
1 Al respecto es importante señalar que existe una resolución judicial de relevancia emitida por la Sala 
Tercera de la Corte Suprema de Justicia, expediente número 00-001041-0064-PE, resolución: 2005-01440 
de las diez horas del doce de diciembre de dos mil cinco, que hace mención al carácter especial de los 
informes de los equipos interdisciplinarios del Departamento de Trabajo Social y Psicología, cuyo 
contenido y análisis será tratado con mayor detalle en el aparte C.) denominado La impugnación de los 
dictámenes médico legales, ubicado en la Sección II del Título II, de este trabajo. 
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Sin embargo la actividad del perito dentro del proceso penal no termina con la 
etapa de investigación o preparatoria, sino que más bien su intervención se hace 
más significativa al participar activamente en la fase del debate penal. En este 
sentido nuestro Código Procesal Penal establece las pautas que debe seguir su 
actuar, esto con el fin de que el procedimiento se lleve a cabo de la forma más 
ordenada y transparente posible. 
 
En cuento al ofrecimiento de las pruebas dentro del proceso penal podemos citar 
el numeral 304 del Código Procesal Penal, el cual al respecto señala:  
 
“Al ofrecerse la prueba se presentará la lista de testigos y peritos, con 
indicación del nombre, profesión y domicilio. Se presentarán también los 
documentos o se señalará el lugar donde se hallan, para que el tribunal los 
requiera. 
 
Los medios de prueba serán ofrecidos con indicación de los hechos o 





                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 304.  
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La exposición del dictamen practicado por el perito está revestida de mucha 
importancia. En muchas ocasiones se requiere que aclare puntos del mismo; 
sobretodo si tomamos en cuenta que esta prueba es redactada con términos 
científicos, los cuales no pueden ser tomados como parte del conocimiento 
general. Por esta razón el artículo 336 del mismo cuerpo de leyes en cita, señala 
que la audiencia podrá suspenderse en aquellos casos en los que no 
comparezcan los peritos cuya intervención sea indispensable. 
 
Una vez declarado abierto el juicio y ubicados dentro del debate la presencia del 
perito es requerida tanto por el juez como por las partes, con el fin de que culmine 
de forma expositiva lo pronunciado en el dictamen, el cual ha sido introducido al 
proceso como parte de la prueba, en este sentido el numeral 350 del Código 
Procesal Penal nos dicta los siguiente:  
 
 “Serán llamados los peritos que fueron citados y responderán las 
preguntas que se le formulen. 
De ser posible, el tribunal ordenará que se realicen las operaciones 
periciales en la audiencia. 
Los peritos tendrán la facultad de consultar documentos, notas escritas y 
publicaciones durante su declaración. 
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Si es necesario, quien preside ordenará la lectura de los dictámenes 
periciales.”1  
 
En igual sentido y dada su jerarquía examinaremos otras normas de carácter más 
específico que regulan la aplicación de la actividad pericial, como lo es la Ley 
Orgánica del Organismo de Investigación Judicial. 
 
De conformidad con el artículo 55 de dicha ley, se indica expresamente quiénes 
son los peritos oficiales de los Tribunales de Justicia. Dicho numeral enuncia:  
 
“Los Jefes de Sección de los Departamentos de Medicina Legal y de 
Laboratorios de Ciencias Forenses se consideran peritos oficiales de los 
tribunales para practicar los exámenes y reconocimientos que éstos les 
ordenen. Se juramentarán al asumir su cargo. Sus dictámenes se reputarán 
auténticos; no necesitarán del trámite de ratificación ni recibirán honorarios 
por su peritación.2” 
 
En ese mismo sentido, compartimos la descripción que se desprende del párrafo 
antes citado en cuanto a la relación que existe entre el perito y el Poder Judicial, 
al asistirle como un verdadero auxiliar de la administración de justicia, es decir, 
                                                 
1  Código Procesal Penal, art. 350. En igual sentido ver el artículo 352 del mismo Código.  
2  Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 55. 
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expertos que ponen su conocimiento especializado al servicio de las necesidades 
de convicción del juez, sin considerar para nada los intereses de las partes, 
siendo completamente neutrales respecto de ellas. Consistente con esto, no 
cualquiera puede ser perito, sino solo aquellos debidamente acreditados por los 
tribunales e inscritos debidamente dentro de las respectivas listas. 
 
El siguiente artículo de la citada ley, guarda cierta relación con el numeral 219 del 
Código Procesal Penal, por lo que a nuestro juicio deben ser analizados en 
conjunto. Nos referimos al artículo 56, y que dice:  
 
“En todo peritaje, siempre que fuere posible, se dejarán a la orden de la 
respectiva autoridad una muestra de las cosas que fueron objeto de 
examen de modo que la prueba pueda repetirse. Si con motivo del examen 
fuere necesario destruir o alterar los objetos que deben analizarse, antes de 
proceder a ello, se solicitará la respectiva autorización a la autoridad que 
ordenó el peritaje.” 
 
Según lo expresado por dicha norma, se trata aquí de prever casos en los cuales 
el tribunal o el Ministerio Público que ordene la práctica del peritaje, indique la 
necesaria ampliación o repetición de la prueba cuando considere que los informes 
sean dudosos o insuficientes, de ahí que sea importante que algunos objetos se 
conserven en manos del “departamento médico-legal”. 
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Por otra parte, haciendo referencia al mismo instrumento de leyes, precisamos un 
artículo de sumo interés en el tema que nos ocupa; se trata del numeral 57, el 
cual establece claramente los parámetros que debe de contener todo dictamen 
pericial. Textualmente expresa:  
 
“Todo dictamen pericial se expedirá por escrito y contendrá: 
1) La descripción detallada de la persona, objeto o hecho examinado, tal 
como hubiere sido hallado observado o recibido; 
2) una reseña de la técnica empleada, de las operaciones efectuadas, de la 
fecha en que éstas se practicaron y de su resultado; y 
3) las conclusiones a que se llegó.” 
 
En atención a lo expuesto en el artículo supra citado, se pretende fijar los 
elementos o requisitos estructurales que debe de comprender dicho informe, pues 
ha de proporcionar una descripción o razonamiento claro, detallado y organizado, 
proporcionando una respuesta al juzgador sobre los puntos objeto de la 







De conformidad con lo expuesto en este aparte, cabe rescatar que a pesar de que 
dichas normas se encuentran de manera dispersa, lo importante es considerar 
que ello contribuye a evaluar el desarrollo y el cumplimiento de los parámetros 
establecidos para adoptar medidas de mejoramiento continuo del servicio forense.  
 
Los alcances que resulten de cada una de las normas citadas, no dependen de su 
unificación en un texto legal, sino en su adecuada divulgación y control, que 
permita garantizar una armonía de criterios en el desarrollo de las pruebas 
periciales que se practiquen en el país en los casos de delitos sexuales y de 






















Título II. La prueba pericial en el proceso penal costarricense y 
su análisis en los delitos sexuales y contra la integridad física. 
 
El presente acápite pretende exponer de manera más elaborada y específica la 
introducción de la prueba pericial en la práctica cotidiana durante la valoración de 
los delitos sexuales y contra la integridad física, partiendo desde el momento en 
que la misma es requerida y hasta su desenlace como una herramienta técnica 
para el convencimiento del juzgador al dictar su fallo. 
 
Capítulo I. La prueba pericial en el proceso penal. 
 
Como un instrumento importante dentro de la colectividad probatoria en los 
procesos de carácter penal aparece la prueba pericial como un aporte en aquellos 
casos en los que se hace necesario contar con una opinión técnica elaborada 
como resultado del intercambio interdisciplinario del campo jurídico con otras 
materias.  
 
Este capítulo se encuentra compuesto por cuatro secciones, la primera abarca la 
conceptualización de la prueba y los diversos medios probatorios permitidos 
dentro de nuestra normativa jurídica, la segunda sección contempla el significado 
de lo que se entiende por dictamen pericial, sus tipos y los medios impugnaticios 
con los que se cuenta en caso de inconformidad con su resultado, así como la 
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trascendencia del perito como figura de la cual emana dicha experticia; cuya 
intervención se diferencia con respecto al desempeño del consultor técnico.  
 
Además una tercera sección estudia el valor probatorio del dictamen emitido por 
un perito particular en contraposición con el del perito oficial, revelando cuál es el 
valor de la prueba pericial como un aporte en la formación del criterio del juez en 
el momento de formular su resolución judicial.  
 
La última sección muestra un análisis práctico que nos ilustra acerca de la 













 Sección I. La prueba pericial. 
 
Este aparte contiene un análisis doctrinal de lo que se entiende por prueba 
incluyendo los diferentes medios en que la misma se introduce al procedimiento, 
como lo son la prueba testimonial, documental, confesional, la prueba indiciaria, 
pericial y la inspección ocular; así como el desarrollo procesal que implica el 
ejercicio de la prueba de peritos en el procedimiento de ilícitos sexuales y contra 
la integridad física.  
 
A. Concepto de prueba. 
 
La actividad probatoria es el pilar sobre el cual descansa todo proceso penal, es 
precisamente de esta actividad que se desprende la solución del conflicto 
presentado ante los Tribunales de Justicia, es por ello que se vuelve 
indispensable estudiar el concepto de prueba, para arribar de esta forma a una 
noción clara de su papel dentro del proceso penal.   
 
A pesar de su importancia como parte esencial en las legislaciones a nivel 
mundial, aún hoy, no existe una definición unívoca de lo que se entiende como 
prueba. Sin embargo, la doctrina ha tratado de brindarnos un concepto claro para 
el mejor entendimiento de esta figura jurídica, partiendo precisamente de este 
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aporte doctrinal es que podemos señalar que en su “acepción más genérica y 
puramente lógica, prueba quiere decir, a un mismo tiempo, todo medio que 
produce un conocimiento cierto o probable acerca de cualquier cosa”.1  
 
Por su parte el autor GUILLERMO CABANELLAS manifiesta al respecto lo 
siguiente: 
 
“... desde el punto de vista etimológico de la palabra “prueba”, ésta se 
deriva del adverbio “probe”, que significa “honradamente”, por considerarse 
que obra con honradez quien prueba lo que pretende”2. 
 
Las definiciones supracitadas tienen la capacidad de acoplarse a diversos 
contextos, sin embargo se presentan insuficientes para los fines de nuestra 
investigación; ya que no dan un mayor aporte tomando en cuenta a la prueba 
como parte fundamental dentro de un proceso judicial. 
 
Una definición que si brinda un aporte significativo a nuestro objeto de estadio por 
ser más específica y adaptable al campo penal es la tesis propuesta por DEVIS 
ECHANDIA, éste autor nos ofrece el siguiente concepto: 
 
                                                 
1
 FLORIAN (Eugenio), De Las Pruebas Penales,  Bogotá, Colombia, editorial TEMIS, 3era. edición, tomo 
I, 1982,  p. 43.   
2  FERNÁNDEZ MORALES, op. cit., p. 5. 
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“...la prueba es un acto jurídico material (escritura pública contentiva del 
contrato de compraventa), que ingresa al proceso mediante un acto jurídico 
procesal (su aporte o aducción como prueba de la pretensión o la 
excepción de una de las partes, o de la imputación hecha al sindicado o 
imputado), sin que por eso pierda la primera condición.” 1 
 
La prueba también puede ser vista como la “demostración de la existencia de un 
hecho material o un acto jurídico; demostración de la verdad de una afirmación, 
de la existencia de una cosa o de la realidad de un hecho. Razón, argumento, 
declaración, documento u otro medio para patentizar la verdad o falsedad de 
algo.2”  
 
 La doctrina costarricense nos brinda su aporte con el autor PARAJELES 
VINDAS, quien al respecto nos indica:  
  
“Desde un punto de vista técnico, sólo cabe hablar de prueba como la 
actividad de las partes encaminadas a convencer al juez de la veracidad de 
unos hechos que se afirman existentes en la realidad. Este concepto 
conecta de forma radical con la propia estructura del proceso y con la 
                                                 
1  DEVIS ECHANDIA (Hernando), Compendio de la Prueba Judicial, Argentina, Rubinzal-Culzoni 
Editores, tomo I, 1984, p. 31. 
2 GOLDSTEIN (Raúl), Diccionario de Derecho Usual y Criminología, argentina, Editorial Astrea, 
2da. Edición actualizada y ampliada, 1983, p. 558.  
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esencia lógica de la sentencia; en definitiva, la necesidad de que se tutelen 
las acciones fundadas es lo que hace necesario que haya prueba en el 
proceso”.1  
 
De lo indicado por PARAJELES VINDAS, podemos señalar que su concepto se 
encuentra circunscrito al proceso civil,  por lo que se debe tener claro que en el  
proceso penal se presentan particularidades que no son mencionadas en esta 
denominación, por ejemplo el hecho de que en el campo penal la prueba no es 
exclusivamente la actividad de las partes ya que la ley le otorga al juez la potestad 
de señalar prueba de oficio, sin la necesidad de que las partes ejecuten alguna 
actividad para ello. Además en materia penal el proceso inicia desde que se tiene 
conocimiento del delito por parte del Ministerio Público por la que la actividad 
probatoria se da desde la etapa de investigación.  
 
En cuanto a la importancia de la introducción de prueba que sirva para la 
convicción y fundamentación del fallo, incluso de oficio a pesar de que no medie 
la actividad de las partes, la Sala Tercera de la Corte ha establecido que:  
 
" I.- Por economía procesal, la Sala pasa a resolver directamente el segundo 
motivo del recurso interpuesto. En este apunta el defensor, que el Tribunal 
                                                 
1 PAREJELES VINDAS (Gerardo), La prueba en el proceso civil: Antología, San José Costa Rica, 
1era edición, Corte Suprema de sin tomar Justicia, Escuela Judicial, 1999, p. 13.  
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desconoció otra sentencia relativa a JCNM (número 60, emitida por el 
Tribunal Superior Segundo Penal de San José, Sección Primera, a las 10:15 
del 13 de mayo de 1993), quien fue absuelto por el mismo hecho, lo que 
descarta la participación de tres personas como perpetradoras del robo. Esta 
sentencia, -consigna- yacía materialmente en el expediente de esta causa, 
por lo que debió haber sido tomada en cuenta. Lleva razón el quejoso: En 
primer término, debe comentarse que el hecho de no haber sido incorporada 
al debate no exoneraba al Tribunal del deber de referirse a ella esto 
independientemente de haber sido ofrecida o no por alguna parte como 
prueba. Lo importante es que el Tribunal tuviera conocimiento de su 
existencia. Aun cuando no hubiera sido previamente incorporada, si una de 
las partes resaltaba su importancia y la misma era accesible, como en efecto 
sucedió en este asunto, lo mínimo que podía hacer el Tribunal era proceder a 
sumarla al contradictorio y valorarla. La omisión o incuria de las partes no 
puede justificar la indolencia en la resolución del caso, si es que es notorio 
que hay un elemento de convicción relevante y ni siquiera se precisa de 
esfuerzo alguno para accederlo. Debió entonces el a-quo haber procedido a 
incorporar al debate el citado documento, que corre de folio 136 a 148.1"  
  
 
                                                 
1  Sala Tercera de la Corte de la Corte Suprema de Justicia,  Sentencia número 00579 de las diez horas 
del veintiuno de junio del dos mil dos.  
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El juez evalúa todo el material probatorio aportado al juicio valorando cada una de 
las pruebas de forma separada y en conjunto, confrontándolas y analizándolas 
para lograr acercarse a la realidad de los hechos, es precisamente con base a 
esta operación reconstructiva que se dictará la sentencia final. Es así como “la 
actividad probatoria tiende a fijar hechos para que el juez los tome como 
verdaderos en su sentencia; por consiguiente, no se trata de trasladar al proceso 
los hechos tal como ocurrieron o de demostrar en el proceso las afirmaciones tal 
como se produjeron; la actividad probatoria no busca la verdad material. Se trata 
por el contrario de convencer al juez; buscamos, pues, con la prueba un resultado 
formal que sea operativo y que sirva para que en la mayoría de las ocasiones 
podamos decir que existe una coincidencia entre los hechos realmente ocurridos 
y los hechos probados”.1  
 
En conclusión la prueba puede definirse como la actividad que se lleva a cabo 
dentro de un proceso jurídico con la finalidad de proveer al juzgador el 
convencimiento necesario para tomar una decisión certera acerca del litigio, ya 
que el juez no puede resolver el conflicto si no dispone de una serie de datos 
lógicos, convincentes en cuanto a su exactitud y certeza, que inspiren el sentido 
de su resolución, tomando en cuenta que su sentencia no puede estar basada 
solamente en las alegaciones hechas por las partes sino que estas deben ir 
                                                 
1  PAREJELES VINDAS, op. cit.,  p. 13.  
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unidas al material probatorio que proporcione al tribunal los datos necesarios para 
la  correcta resolución del asunto.  
 
En el caso de que dentro de un proceso de carácter penal no existan pruebas el 
juzgador debe absolver de toda culpabilidad al imputado, ya que ante sus ojos no 
existe un marco fáctico que venga a reforzar la tesis acusatoria. Por lo tanto, en 
dicha situación se debe aplicar el principio de “In dubio pro reo” o lo que es igual, 
en caso de duda se debe dar el beneficio al acusado absolviéndolo de toda pena. 
 
B. Diversos medios probatorios dentro del proceso penal. 
 
Una vez analizado el concepto de “prueba” es importante establecer la forma 
mediante la cual se introduce al proceso, partiendo del supuesto de que al 
analizar los diversos medios probatorios y en especial el de la prueba pericial 
lograremos determinar la relevancia que como parte del material probatorio, 
poseen los peritajes.  
 
Antes de realizar un breve estudio de los diversos medios probatorios, debemos 
establecer un concepto claro sobre los mismos, para lograrlo partiremos de la 
definición doctrinaria dada por DE SANTO,  este autor define medio de prueba 
como: “el vehículo para obtener la fuente de la cual, a su vez, el órgano 
jurisdiccional debe extraer la verdad (o no) de los hechos que constituyen el 
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objeto probatorio”,1 como podemos apreciar el autor considera que el medio de 
prueba es aquello que sirve como instrumento para extraer el objeto de prueba 
que a su vez  llevará al juzgador al convencimiento acerca de la tesis propuesta, 
sea esta acusatoria o absolutoria.  
     
En este mismo orden de ideas, nuestro Código Procesal Penal establece en su 
numeral 180 lo siguiente: 
 
 “El Ministerio Público y los tribunales tienen el deber de procurar por sí la 
averiguación de la verdad mediante los medios de prueba permitidos, 
cumpliendo estrictamente con los fines de persecución penal y los objetivos 
de la investigación”. 2  
 
Del artículo citado anteriormente se desprende el hecho de que el juez podrá 
permitir dentro del proceso solamente aquellos medios de prueba que estén de 
antemano establecidos en la ley; contrariu sensu ningún otro medio puede ser 
admitido que aquellos que la ley nacional fija. Además es de suma importancia 
que estos medios evolucionen de acuerdo con los avances científicos y 
tecnológicos de la época, siempre claro está, respetando las normas del proceso 
y los derechos de los individuos. 
                                                 
1 DE SANTO (víctor), La prueba judicial: teoría y práctica, Argentina, Editorial Universidad, 1992, p. 
31.  
2 Código Procesal Penal, art.180.  
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La ley nacional fija los parámetros que deben seguirse al utilizar los medios de 
prueba en el proceso penal, dentro de los que están permitidos en nuestra 
legislación y que además poseen gran reconocimiento podemos citar los 
siguientes: la confesión, el testimonio, la pericia, los documentos, la inspección 
ocular y la prueba de presunciones. 
 
1. Prueba Testimonial: 
 
La prueba testimonial es una de las pruebas más antiguas de las cuales se tiene 
conocimiento, en ella se da la mezcla de una serie de factores que deben tomarse 
en cuenta al analizarla debido a que el testimonio es una percepción personal de 
los hechos que se narran al tribunal, o sea, el juzgador debe apartar todos 
aquellos detalles del relato que sean producto de la subjetividad del testigo 
analizando solamente los datos que conduzcan de forma objetiva al 
esclarecimiento del caso. 
 
 En la antigüedad la prueba de testigos gozaba de un privilegio especial en los 
procesos penales ya que sin ella no se podía dar la resolución de un caso al no 
existir otros medios probatorios que estableciera la inocencia o no del acusado. 
Se dice que la misma se encuentra “basada en la capacidad que tienen los seres 
humanos para apreciar hechos, aparece en todas las legislaciones antiguas como 
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uno de los medios probatorios con importancia tal que un viejo proverbio francés 
sostenía que “testigos priman sobre escritos”.1  
 
Esta prueba a pesar de ser parte de la base del sistema probatorio actual fue 
perdiendo poco a poco su trascendencia como producto de la evolución científica 
y tecnológica con las cuales se implementaron mecanismos probatorios 
modernos, sin embargo estos nuevos métodos probatorios no han podido 
desvirtuar a la prueba testimonial como tal, sino que por el contrario esta toma un 
papel principal en aquellos casos en los que se da la ausencia de otros elementos 
de prueba.  
 
La doctrina considera, partiendo desde un punto rigurosamente jurídico, que “el 
testimonio es un acto procesal, por el cual una persona informa a un juez sobre lo 
que sabe de ciertos hechos, sea en un proceso o en diligencia procesales previas; 
lo último cuando se recibe anticipadamente o para futura memoria; procesalmente 
hablando, no toda declaración es un testimonio, pues, para que lo sea, es 
indispensable que se haga a un juez, para fines procesales.”2  
 
                                                 
1 PAREJELES VINDAS, op. cit., p. 209. 
2 DEVIS ECHANDIA, op. cit., p .21. En mismo sentido puede verse a PALACIO (Lino Enrique), La prueba 
en el proceso penal, Argentina, 1era. Edición, editorial ABELEDO-PERROT, 2000, p. 83. el cual nos 
señala “La prueba testimonial o la de testigos es aquella que consiste en la declaración, prestada ante un 
órgano judicial, por personas físicas que no sean sujetos necesarios del proceso, acerca de sus 





Retomando el concepto anterior  y con el fin de establecer una diferencia entre lo 
que debe entenderse como testimonio y lo que no, es vital aclarar que sólo posee 
éste carácter la declaración rendida por un sujeto que se haga para dicho efecto, 
misma que será calificada por el juez como tal en cumplimiento estricto de las 
leyes procesales, por lo tanto no toda persona que rinde su testimonio ante el 
órgano jurisdiccional lo hace en calidad de testigo, sino que más bien depende del 
sujeto del cual provenga esta declaración, por ejemplo; la que realiza una de las 
partes se tendrá como prueba confesional o como prueba pericial cuando emana 
de un perito nombrado para tal efecto. 
 
La prueba testimonial puede ser vista como la declaración realizada por una 
persona física que es llamada al proceso en calidad de testigo, para que se refiera 
a hechos sobre los cuales posee conocimiento y que constituyen el objeto del 
debate. Esta declaración o narración de hechos deberá llevarse a cabo ante el 
órgano jurisdiccional encargado del proceso, esto con el fin de que surta los 
efectos esperados. 
 
Por medio del testimonio el juez puede arribar a la comprensión de los hechos 
que originan el proceso, esto de forma indirecta ya que su conocimiento no se 
basa en elementos que él percibió a través de sus sentidos, sino que más bien 
estos son transmitidos por la narración que realiza el testigo. Además la prueba 
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testimonial tiene la característica de reconstruir aunque sea de forma parcial los 
hechos que sirven de base fáctica al proceso, el testigo reproduce hechos 
pasados o que todavía subsisten, pero cuya existencia data desde antes de 
producirse el debate, los cuales representan una experiencia del sujeto que 
declara.  
 
La doctrina considera al testimonio como la declaración hecha con fines 
procesales del sujeto llamado testigo, es por ello que para tener un concepto 
iluminador con respecto a esta figura jurídica debemos tomar en cuenta el ente 
del cual emana, para lograr así una mayor comprensión de la dinámica de la 
prueba testimonial. 
 
Con la palabra testigo se designa al individuo llamado a declarar, según su 
experiencia personal, acerca de la existencia y naturaleza de un hecho, el testigo 
es una persona que se encuentra presente en el momento en que el hecho se 
realizó, sin embargo, puede acontecer que el testigo no haya presenciado los 
hechos sobre los cuales brinda su declaración, no obstante seguirá surtiendo 
efectos ya que el testimonio puede versar sobre lo que se ha escuchado a otras 
personas o sobre lo que se deduce de hechos ocurridos, estas circunstancias 





Nuestra legislación estipula el deber de rendir testimonio, este deber lo tiene toda 
persona que es llamada por el órgano judicial para que figure como testigo en un 
determinado proceso, sin importar su condición social, edad, religión o sexo, 
siempre que ésta tenga capacidad para atestiguar (salvo las excepciones que por 
ley se establezcan), y en caso de que se negara a acudir a la audiencia podrá ser 
conducido a esta por medio de la fuerza pública. 
 
Lo anterior se encuentra regulado de forma expresa por el artículo 204 del Código 
Procesal Penal,  en lo que nos interesa estipula “...Salvo disposición en contrario, 
toda persona tendrá la obligación de concurrir al llamamiento judicial y de declarar 
verdad en cuanto conozca y le sea preguntado; asimismo, no deberá ocultar 
hechos, circunstancias ni elementos, sin perjuicio de la facultad del juez para 
valorar el testimonio de acuerdo con las reglas de la sana crítica...”1.  
 
Por su parte el numeral 208 del mismo cuerpo de leyes establece en cuanto a la 
compulsión de los testigos que “...si el testigo no se presenta a la primera citación, 
se le hará comparecer por medio de la fuerza pública...2”.  
 
 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 204. 
2 Ibid., art. 208.  
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Respecto a la prerrogativa del juzgador de hacer comparecer al testigo por medio 
de la fuerza pública en caso a que se rehúse a asistir a declarar, la Sala Tercera 
de la Corte ha establecido que: 
 
“Ahora bien, el Tribunal en la resolución recurrida señaló: “…En lo referente 
a los hechos acusados como cometidos en perjuicio de (...), el Tribunal 
solamente cuenta con prueba documental y…, no es posible arribar al juicio 
de certeza por la ausencia de prueba testimonial al respecto, ya que el 
informe policial, de folios uno y dos únicamente da cuenta de la detención 
del imputado, pero hay una ausencia total de prueba testimonial,… En el 
presente asunto, la audiencia del debate, en donde había un sujeto privado 
de su libertad se señaló para el día diecinueve de junio de dos mil seis y el 
ofendido fue debidamente citado en la dirección que el Ministerio Público 
indicó, según constancia a folios 345 y 346. Sin embargo, por razones 
desconocidas, y pese a la cita, el ofendido no se hizo presente ni en la 
mañana ni tampoco en la tarde de ese día, pese a que se le esperó, por lo 
que se programó la continuación para el día veintitrés de junio a las catorce 
horas, con la advertencia al Ministerio Público, que se comprometió a 
presentar al testigo, que si a la hora de la continuación, el testigo no estaba 
presente, se procedería a prescindir de su testimonio, por lo que el día 
mencionado al ser las catorce horas con treinta minutos y pese a que se 
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había ordenado la presentación del testigo, según folio 386 y al retraso de 
media hora en el traslado del imputado de las celdas a la sala, el ofendido 
no se había hecho presente, por lo que de conformidad con lo que dispone 
el artículo 353 del Código Procesal Penal, en su párrafo final, se procedió a 
prescindir de su testimonio. En este sentido conviene aclarar que máxime 
en los casos en donde hay una persona detenida, deben extremarse los 
esfuerzos para hacer llegar al debate en el momento designado para el 
contradictorio, los testigos admitidos, puesto que como bien lo expresó la 
señora defensora, está de por medio el derecho del imputado a obtener la 
solución del asunto, en el día que se señaló, y esto es así porque 
lamentablemente en los últimos tiempos, la continuidad como regla ha 
perdido vigencia por la incomparecencia de testigos que no son ubicados ni 
hechos llegar por los interesados. En el presente asunto, la orden de 
presentación emitida por el Ministerio Público indicaba su cumplimiento 
para las trece horas del veintitrés de junio, por lo que al ser las catorce 
horas con treinta minutos, se decidió prescindir del testimonio a partir de la 
autorización legal de la norma citada.” (folios 399 y 400). En primer lugar, 
se debe aclarar como el artículo 353 del Código Procesal Penal al que 
hacen referencia los juzgadores, dispone: “Cuando el perito o testigo, 
oportunamente citado, no haya comparecido, quien preside ordenará que 
sea conducido por medio de la fuerza pública y solicitará a quien lo 
propuso que colabore con la diligencia… Si el testigo no puede ser 
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localizado para su conducción por la fuerza pública, el juicio 
continuará con prescindencia de esa prueba .” . Acorde con el contenido 
de la norma, no es posible obviar que el Tribunal y no la parte, es el 
obligado a hacer comparecer al testigo debidamente citado, contando para 
ello con el auxilio de la fuerza pública y no como se interpreta al atribuir ese 
deber exclusivamente a la parte que ofrece la prueba, quien lo que debe 
hacer es colaborar, lo que en este caso fue evidente dada la orden de 
comparecencia expedida por la funcionaria del Ministerio Público, así como 
su comunicación constante con la Oficina de Localizaciones y Citaciones, 
que al haber logrado ubicar al testigo hizo innecesario el tener que acudir a 
la fuerza pública como último recurso. Por otra parte, los aspectos con los 
que pretende justificar el Tribunal su proceder no son atendibles. En efecto, 
aduciendo que se trataba de una causa con reo preso, se negó a recibir al 
testigo debidamente admitido (quien si bien en forma tardía, sí se hizo 
presente a la audiencia), señalando la necesidad de terminar el debate que 
todavía no había sido cerrado, situaciones que en nada se hubieran visto 
afectadas con la recepción ese mismo día y de seguido de la deposición del 
perjudicado, por cuya ausencia justifican los juzgadores el dictado de la 
sentencia absolutoria. Acorde con lo expuesto, se declara con lugar el 
recurso interpuesto. Se anulan la sentencia y el debate que le precedió, 
únicamente en lo que atañe al delito de robo agravado cometido en 
perjuicio de Á O A, permaneciendo incólume en todo lo demás y se ordena 
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el reenvío del asunto al Tribunal de origen, para que proceda conforme a 
derecho corresponde.”1  
 
Toda persona podría figurar como testigo dentro de un proceso de carácter penal, 
por ejemplo una persona con algún grado de discapacidad, un sujeto que haya 
sido condenado en el pasado como autor de un delito, y hasta un menor si el juez 
considera que tiene madurez de juicio para entender lo que significa un juramento 
que le compromete a declarar la verdad, ya que al propio juzgador a quien le 
corresponde valorar el relato ofrecido por el testigo. Sin embargo no puede 
testificar quien tenga interés directo o indirecto en que gane una de las partes en 
el litigio.  
 
La prueba testimonial es una de las más difíciles de valorar, pues como se indicó 
con anterioridad la misma puede verse adulterada por cuestiones de subjetividad, 
son múltiples las circunstancias que pueden llevar a disminuir o anular su eficacia 
probatoria. Es por tal razón que el juez debe prestar especial atención al 
evaluarla, contrastándola con las reglas de la lógica, las máximas generales de la 
experiencia y la sana crítica, para determinar de este modo el grado de 
credibilidad que le merece la narración del testigo.   
 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte  Suprema de Justicia,  Sentencia número 00004 de las nueve horas diez 
minutos del diecinueve de enero del dos mil siete.  
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2. Prueba Documental: 
 
En relación con la prueba documental esta engloba una serie de elementos tales 
como documentos escritos, fotografías, cintas de grabación, planos entre otros de 
gran utilidad para el proceso. Fue hasta hace poco tiempo con el avance de la 
tecnología que se comenzaron a implementar estos otros objetos probatorios 
novedosos, ya que anteriormente se entendía que la prueba documental hacía 
referencia solamente a aquellos documentos que contenían signos de escritura, 
que eran los únicos que se presentaban dentro de un proceso como parte del 
material probatorio.  
 
Las corrientes doctrinarias se han procurado definir de forma certera lo que debe 
entenderse por documento, sin embargo no existe un único concepto del mismo. 
Es por esta razón que analizaremos varias nociones para alcanzar posteriormente 
a una conceptualización clara y aplicable del mismo al campo jurídico. 
  
 El autor DEVIS  ECHANDÍA al respecto manifiesta lo siguiente: 
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 “...es documento toda cosa que sea producto de un acto humano, perceptible 
con los sentidos de la vista y del tacto, que sirve de prueba histórica indirecta y 
representativa de un hecho cualquiera”.1   
 Según la Biblioteca de Consulta Microsoft Encarta 2004. 1993-2003 Microsoft 
Corporation, se entiende por “Documento (en latín docere, 'enseñar'), en sentido 
amplio, una entidad física, simple o compuesta, idónea para recibir, conservar y 
transmitir la representación descriptiva, emblemática o fonética de una 
determinada realidad relevante en el plano jurídico”2.  Por lo que el elemento 
material puede ser un papel, un vídeo o una cinta magnetofónica la cual trasmitirá 
el mensaje, ya sea por medio de signos de escritura, de imágenes de vídeo o de 
sonidos grabados en la cinta. El documento es por consiguiente cualquier 
elemento mediante el cual se nos trasmite un mensaje sobre manifestaciones o 
declaraciones hechas. 
 
En términos generales podemos señalar como documento aquel escrito o 
representación de ideas, números, señas, datos, entre otros, que representados 
mediante letras, figuras o símbolos, sirven para comunicar alguna idea, probar o 
acreditar algo, dejando de esta forma constancia de manifestaciones del 
pensamiento humano. Al hablar de documento no necesariamente nos 
encontramos frente a la figura del papel, sino que por el contrario son muchos y 
                                                 
1 DEVIS ECHANDÍA (Hernando) citado por VALERA (Casimiro. A.), Valoración de la prueba, 
Argentina, Editorial ASTREA de Alfredo y Ricardo Depalma, 1990, p. 125.  
2 Biblioteca de Consulta Microsoft ® Encarta 2004.1993-2003 Microsoft Corporation. 
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muy diversos los elementos que pueden desempeñarse dentro del proceso como 
prueba documental, de otra forma se dejarían por fuera una serie de objetos que 
se han puesto a nuestra disposición como resultado de la evolución social, tal es 
el caso de las cámaras de video y otros que hoy en día vienen a facilitar la labor 
probatoria.  
 
De acuerdo con la doctrina “los documentos pueden ser declarativo-
representativos cuando contengan una declaración de quien lo suscribe u otorga, 
o ser solamente representativos cuando no tengan declaración alguna, como es el 
caso de los planos, mapas o fotografías”1. En ambos casos, ya sean documentos 
de tipo declarativo o representativo servirán como prueba tomando validez al ser 
introducidos al proceso mediante la prueba de documentos. 
 
En la actualidad se ha dado mucho valor a la constitución o extinción de derechos 
y obligaciones por medio de documentos, logrando dar seguridad a  diferentes 
situaciones jurídicas. Lo anterior respaldado en el hecho de que “los documentos 
y especialmente las escrituras suministran una representación permanente y 
segura de los hechos que pueden interesar más tarde a un proceso o que suelen 
hacerse valer en las relaciones de la sociedad extraprocesalmente, por lo cual es 
                                                 
1  PAREJELES VINDAS, op. cit., p. 156. 
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No se debe olvidar que en Costa Rica  en materia penal no existe la tasación legal 
de pruebas por lo la prueba documental no debe ser vista como el único medio 
probatorio o como el más importante de ellos, recordemos que el documento 
puede ser creado con mala fe o puede haber sido adulterado con posterioridad a 
su nacimiento, por consiguiente el juez siempre debe valorarlos analíticamente. 
 
3. Prueba confesional: 
 
Dentro de los medios de prueba aplicables al proceso penal encontramos a la 
prueba confesional, la cual contribuye de manera significativa en el 
esclarecimiento de los hechos que sirven como base del delito, debido a que a 
través de ella el acusado reconoce la imputabilidad de hecho que se le inculpa 
ante el órgano jurisdiccional.  
 
Siguiendo al autor PALACIO LINO ENRIQUE en su obra “La prueba en el proceso 
penal”, podemos señalar que: 
  
                                                 
1  DEVIS ECHANDIA, op.cit.,  pp. 213-214. 
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“Se define a la confesión como el acto procesal en cuya virtud el imputado 
admite, ante el órgano competente, y a través de una declaración expresa y 
libremente asumida, su participación en el hecho que se le atribuye, 
cualquiera sea la naturaleza y el grado de esa participación”. 1 
Pese a lo anterior no se debe pensar que la confesión es la reina de las pruebas; 
ya que aún en el caso de que la misma se de dentro de un proceso penal, sólo 
tendrá el peso suficiente cuando se demuestre fehacientemente junto a los demás 
elementos probatorios la culpabilidad del sujeto procesado.  
 
La confesión es a menudo la pieza central en el esclarecimiento de un caso que 
ha dado lugar a un proceso, sin embargo en muchas ocasiones la confesión se ve 
desvirtuada ya sea porque se da a raíz de tortura, por amenaza o incluso por 
sentimientos de protección hacia un familiar cercano.  
 
En este sentido nuestro Código Procesal Penal establece la sanción para aquellos 
elementos probatorios que no han sido obtenidos por un medio lícito, disponiendo 
que los mismos no tendrán ningún valor probatorio, al respecto el artículo 181 
establece lo siguiente: 
 
                                                 
1  PALACIO, op. cit., p.153. 
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“Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han sido obtenidos por un 
medio lícito e incorporados al procedimiento conforme a las disposiciones 
de este Código. 
 
A menos que favorezca al imputado, no podrá utilizarse información 
obtenida mediante tortura, maltrato, coacción, amenaza, engaño, indebida 
intromisión en la integridad del domicilio, la correspondencia, las 
comunicaciones, los papeles y los archivos privados, ni información 
obtenida por otro medio que menoscabe la voluntad o viole los derechos 
fundamentales de las personas”. 
 
Es tal la importancia que tiene la protección a la integridad personal que el 
legislador ha querido proteger al imputado en aquellos casos en los que se 
obtenga prueba en su contra por medio de mecanismos no aptos o violatorios de 
los derechos humanos; igual es el caso de la confesión que se obtiene por medio 
de amenazas a familiares del imputado, o por medio de engaño o maltrato, en 
dicha circunstancia el juzgador debe verificar que la confesión se ha llevado a 
cabo de una forma legal, y que la misma ha sido producto de la libre disposición 
del confesante, en el entendimiento de sus consecuencias.   
 
 De acuerdo a lo anterior y con el fin de evitar prácticas violatorias de los derechos 
humanos y garantías procesales se ha establecido que “la eficacia de la confesión 
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requiere la concurrencia de determinados requisitos que tienen correspondencia 
con la capacidad del confesante, el objeto de la confesión y la voluntad de quien 
la presta”1. En cuanto a la capacidad del confesante se entiende como la 
capacidad procesal para ser parte dentro de un juicio, ya que no es posible que la 
confesión sea ejercida por quien no es capaz de estar personalmente en juicio. 
Según el objeto la confesión solo puede recaer sobre hechos y serán personales 
del confesante; y además deberá ser un acto conciente y voluntario. 
 
Siguiendo el criterio doctrinal del autor DEVIS ECHANDÍA la confesión tiene tres 
aspectos que deben considerarse a la hora de ser valorada. “En primer lugar 
deberá determinarse si la confesión es válida; en segundo lugar, establecer el 
contenido de la confesión, o sea, cuáles son los hechos confesados; y por último, 
asignarle el mérito probatorio que contenga como instrumento de convicción y 
respecto de la existencia o inexistencia de tales hechos”2. 
 
A manera de síntesis podemos señalar que en el caso del proceso penal la 
confesión siempre debe encontrarse acompañada de otra prueba que establezca 
un grado absoluto de convencimiento por parte del juez acerca de la culpabilidad 
del imputado. En ningún caso se deberá establecer al acusado como responsable 
del hecho punible sin tener más fundamento probatorio que el de su confesión.  
                                                 
1 PAREJELES VINDAS,  op. cit., p. 192.  
2  DEVIS ECHANDÍA citado por PAREJELES VINDAS, op. cit., p. 197. 
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4. Inspección ocular: 
 
La inspección ocular se entiende como aquella prueba consistente “...en la 
percepción sensorial directa efectuada por el juez o tribunal sobre personas, 
lugares o cosas relacionadas con el delito investigado, a fin de verificar su 
apariencia, cualidades, condiciones, estado o características”.1 Anteriormente este 
medio de prueba era llevado a cabo por el propio juzgador, sin embargo en la 
actualidad se ha establecido que al no ser un acto definitivo e irreproductible  
puede ser ejecutado por la policía judicial o administrativa bajo la dirección del 
Ministerio Público, con lo que se busca reconocer y valorar todo aquello que tenga 
relación con la existencia y naturaleza del hecho delictivo.  
 
Para DEVIS ECHANDÍA el reconocimiento judicial es una de las pruebas más 
importantes y en muchas ocasiones se vuelve necesaria para el esclarecimiento 
de las circunstancias que motivan el proceso judicial. Según este autor se 
entiende por tal “una diligencia procesal, prácticada por un funcionario judicial, 
con el objetivo de obtener argumentos de prueba para la formación de su 
convicción, mediante el examen y la observación con sus propios sentidos, de 
                                                 
1  PALACIO, op. cit., p  156. 
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hechos ocurridos durante la diligencia, o antes, pero que subsisten o de huellas o 
rastros o huellas de hechos pasados, y en ocasiones de su reconstrucción”.1 
 
En cuanto a los propósitos de la inspección ocular como medio de prueba dentro 
del proceso penal, puede llevarse a cabo “...para el aseguramiento de la prueba 
como para la realización directa del procedimiento probatorio en la vista de la 
causa. En casos más difíciles será aconsejable llevarla a cabo separadamente 
para cada uno de los dos fines”.2 En ambas circunstancias debe ser realizada con 
el mayor orden y esmero para reproducir al máximo lo acontecido al momento en 
que ocurrieron los hechos que se investigan, logrando así aprovechar al máximo 
las ventajas que ofrece al sistema judicial este tipo de prueba.   
 
A la hora de practicar el reconocimiento judicial se debe buscar a fondo con una 
mentalidad abierta y crítica todos aquellos elementos probatorios que sirvan para 
dar resolución a la causa penal, sin tomar en cuenta si estos son inculpatorios o 
eximentes. “Por otra parte el reconocimiento judicial, no sólo supone una actividad 
meramente perceptiva, sino que implica también una lógica o crítica, pues aún en 
el mero dato psicológico se encuentra inserta una actitud razonadora que ordena 
los datos de percepción. Su carácter de inmediación le ofrece también la 
seguridad que puede aportar la actitud observadora de quien realiza la diligencia, 
                                                 
1  DEVIS ECHANDÍA, citado por VARELA,  op. cit., p. 203.  
2  TSCHADEK (Otto), La Prueba, Bogotá, Colombia, Editorial TEMIS, 1982, p. 61.   
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evitando los errores e inseguridades que sobre la mente del juez pueden llevar 
elementos probatorios no siempre convincentes”.1   
 
En este mismo se sentido nuestro Código Procesal Penal nos señala en su 
numeral 185 lo siguiente:  
 
“Cuando sea necesario inspeccionar lugares o cosas por existir motivos 
suficientes para sospechar que se encontrarán rastros del delito o por 
presumirse que, en determinado lugar, se oculta el imputado o alguna 
persona evadida, se procederá a su registro. 
 
Mediante la inspección se comprobará el estado de las personas, los 
lugares, las cosas, los rastros y otros efectos materiales existentes, que 
resulten de utilidad para averiguar el hecho o individualizar a sus autores o 
partícipes”. 
 
La norma citada anteriormente nos llama la atención en cuento a que la 
inspección judicial pretende recolectar todos aquellos antecedentes que 
tengan relación con la causa investigada o que sirvan para individualizar a 
los autores o partícipes del hecho punible, siempre que se tengan motivos 
                                                 
1  PAREJELES VINDAS, op. cit., p. 263. 
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suficientes para acreditar la realización de la misma. Además, debe de 
llevarse a cabo respetando al máximo los derechos de cada individuo. 
 
El reconocimiento judicial se aprovechará mayormente cuando sus ejecutores no 
se limiten únicamente a percibir ciertos elementos sino que por el contrario 
efectúen un exhaustivo razonamiento sobre los mismos; con el fin de que este 
valioso medio de prueba cumpla con su objetivo, cual es el aporte en el 
descubrimiento de los hechos que motivan el proceso brindando por consiguiente 
las herramientas que permitirán al juzgador emitir una sentencia más justa.  
5. Prueba indiciaria: 
 
Ubicado dentro de la mayoría de las legislaciones, este medio de prueba consiste 
en el análisis de todo indicio producido por el acto delictivo, lo anterior como 
resultado de que “los hechos tienen su suceso en el tiempo y en el espacio y 
dejan huellas, vestigios, rastros, que permiten una observación posterior a su 
ocurrencia”1, el juez valora estas impresiones o rastros mediante la prueba de 
indicios con el fin de describir a través de ellos la forma en la que se llevó a cabo 
cierto hecho, y si éste ocurrió o no. 
 
El autor QUINCENO ALVAREZ nos señala en su obra Indicios y Presunciones 
el siguiente concepto de lo que se entiende doctrinalmente por indicio: 
                                                 
1 VARELA, op. cit., p. 112. 
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 “La palabra indicio viene de la voz latina indicium, significa señal o signo 
aparente y probable de que existe una cosa. En el campo procesal los 
indicios son los signos, señales, rastros o huellas sirvientes para presumir 
que un hecho o acto puede suceder o que ha sucedido. En otras palabras, 
toda acción o circunstancia relacionada con el hecho que se investiga, y 
que permite inferir su existencia y modalidades, es un indicio; así todo 
hecho que guarde relación con otro, puede ser llamado indicio”.1 
El autor DEVIS ECHANDÍA nos brinda un aporte significativo en cuanto a la 
función de los indicios y cómo actúan dentro de un proceso, al establecer que 
“cualquier hecho conocido (o una circunstancia de hecho conocida), del cual se 
infiere, por sí solo o conjuntamente con otros, la existencia o inexistencia de otro 
hecho desconocido, mediante la operación lógica basada en normas generales de 
la experiencia, o en principios científicos o técnicos especiales”,2 puede ser 
utilizado dentro de un procedimiento como parte del material probatorio a través 
de la prueba indiciaria.  
 
De la definición que nos brinda este autor podemos concluir que los indicios como 
medio de prueba presuponen la búsqueda de la verdad sobre los hechos que 
sirven de sustento al proceso penal, siguiendo de manera minuciosa y analítica 
                                                 
1 QUINCENO ALVAREZ (Fernando), Indicios y presunciones,  Bogotá Colombia, Editorial Jurídica 
Bolivariana, 2002, p 9.  
2 DEVIS ECHANDIA,  op. cit., p. 301.   
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todas aquellas marcas que puedan revelar la forma en la cual se dio el delito o en 
su caso las que sirvan para la negación del mismo. Es por esta razón que se ha 
dicho que “la noción de indicio va, pues, unida indisolublemente a una operación 
mental de inferencia, de deducción, y avanzando un poco más, de conclusión, de 
demostración”1, por lo que el juez siempre deberá llegar, junto con los demás 
elementos probatorios, a la afirmación de una tesis propuesta.  
 
 
Con respecto al valor probatorio de los indicios la jurisprudencia ha señalada lo 
siguiente:  
 
" I. [...] Se ha reprochado, por la impugnante, la ausencia de testigos 
directos, a saber, testigos que observaran al encartado rompiendo el 
cedazo y quitando las celosías de la vivienda, sobre este extremo debe 
indicarse, que nuestro sistema penal, se rige bajo el principio de libertad 
probatoria, establecido en el numeral 182 del Código Procesal Penal, lo 
cual permite colegir que no existe una regla inquebrantable que exija, que 
en la totalidad de los casos deba fundamentarse los hechos probados en 
prueba directa. En el caso en estudio los Juzgadores concluyeron 
válidamente la participación del imputado a partir del conjunto de indicios, 
                                                 
1  QUINCENO ALVAREZ, op. cit., p. 221.  
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claros, precisos y concordantes, que analizados conforme a las reglas del 
correcto entendimiento humano le permitieron fijar con certeza los hechos 
tenidos por acreditados. Al respecto esta Sala ya ha sostenido que: “… los 
indicios pueden hacer apenas verosímil o probable el hecho indicado 
cuando son anfibológicos, en tanto que si –valorados conjuntamente – 
resultan ser unívocos, entonces son idóneos para producir la certeza 
necesaria para fundamentar una sentencia condenatoria”. (N° 485 de las 
9:25 horas del 25 de mayo de 2001. Cfr. con votos N° 190 de las 9:50 
horas del 28 de marzo de 2003 y N° 677 de las 10:20 horas del 7 de agosto 
de 2003, todos de la Sala Tercera).”1  
 
Al referirnos a la puesta en práctica de la prueba de presunciones dentro del 
proceso penal, debemos tener presente que ésta debe ser llevada a cabo de 
forma que no se ponga en riesgo la integridad del imputado, velando siempre por 
el cumplimiento de sus derechos fundamentales, por lo que no se debe condenar 
a un sujeto tomando en cuenta solamente la presunción de un hecho, sino que 
más bien debe darse la comprobación del mismo apoyando esta presunción en 
otras pruebas que demuestren la culpabilidad en cuestión.   
6. Prueba pericial.  
 
                                                 
1  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia,   Sentencia número 00013 de las ocho horas  cuarenta 
    minutos del cinco de marzo de mil novecientos noventa y nueve. 
 147 
Los Tribunales de Justicia a menudo se encuentran frente a un abanico abierto en 
el cual las posibilidades dadas en un asunto judicial se vuelven amplias y no poco 
complicadas, producto de este sin fin de problemas nace la prueba pericial como 
un medio auxiliar de la administración de justicia en aquellos casos en los que su 
especialidad se torna insuficiente para el esclarecimiento de un hecho.  
 
En épocas antiguas ya se comenzaba a vislumbrar la importancia que tendría la 
prueba pericial en la aplicación de justicia en nuestros días, ésta al reconocerse 
formalmente “...por primera vez en la Constitución Carolina de 1532, 
prescribiendo la intervención de los peritos en los casos de infanticidio, aborto, 
lesiones y enajenación mental del acusado...”1, estableció la importancia de 
entrelazar diferentes disciplinas en procura de facilitar la labor de impartir justicia y 
con el transcurso de los años esta complementación interdisciplinaria se ha vuelto 
indispensable en asuntos en los cuales para la determinación de las 
circunstancias que rodean un hecho se requiere de conocimientos especializados 
en alguna ciencia, técnica o arte.  
 
A través del peritaje como medio de prueba se intenta dar auxilio al aparato 
judicial mediante un dictamen en el cual se transmiten conocimientos que el juez 
no posee y que sirven para la valoración de determinado objeto probatorio. Para 
                                                 
1 CABELLO (Vicente. P.), Psiquiatría Forense en el Derecho Penal, Buenos Aires, Argentina, 
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comprender a fondo la dinámica de esta prueba dentro del proceso penal 
costarricense, analizaremos varios conceptos presentados por la doctrina, para ir 
adentrándonos de esta manera en el ejercicio de la prueba pericial y su valoración 
en el juzgamiento de los delitos sexuales y contra la integridad física.  
  
Dentro de los conceptos doctrinales de la prueba pericial encontramos la 
contribución hecha por el autor LINO ENRIQUE PALACIO el cual la denomina 
como “aquella en cuya virtud personas ajenas a las partes y a los restantes 
sujetos del proceso, a raíz de un específico encargo judicial y fundados en los 
conocimientos científicos, artísticos o técnicos que poseen, comunican al juez o 
tribunal las comprobaciones, opiniones o deducciones extraídas de los hechos 
sometidos a su dictamen”1. 
 
Por su parte DEVIS ECHANDÍA, señala que “la peritación es una actividad 
procesal desarrollada, en virtud de encargo judicial, por personas distintas de las 
partes del proceso, especialmente calificadas por conocimientos técnicos, 
artísticos o científicos, mediante la cual se suministra al juez argumentos o 
razones para la formación de convencimiento respecto de ciertos hechos cuya 
percepción o cuyo entendimiento escapa a las actitudes del común de las 
gentes”.2 
                                                 
1 PALACIO, op. cit., p.127. 
2 DEVIS ECHANDIA, op. cit., p. 287. 
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También esta prueba puede ser vista según corrientes doctrinales, como un “el 
medio de confirmación por el cual se rinden dictámenes acerca de la producción 
de un hecho y sus circunstancias conforme a la legalidad que lo rige”.1 
 
De las citas doctrinales supra citadas nos queda claro que la prueba pericial es 
aquella suministrada por terceros ajenos a las partes, quienes teniendo 
conocimientos especiales en determinada materia informan al juez en virtud del 
encargo que éste hace al respecto; tal medio probatorio intenta obtener para fines 
procesales demostraciones, deducciones y opiniones acerca del un hecho 
sometido a su valoración.  
 
Mediante el peritaje, como medio de prueba, se intenta aportar al proceso un 
dictamen erigido sobre la base de especializados conocimientos científicos, 
técnicos o artísticos, que resulte útil para la valoración de un objeto probatorio. 
Este aporte de conocimientos especializados se logra con la “...intervención en el 
proceso de un sujeto –el perito- que aporta información que el juez probablemente 
no maneja y a quien se le encarga esa misión en virtud de un interés 
preexistente”.2 Consecuentemente la actividad pericial puede comprender muchas 
                                                 
1  CHAN APARICIO (Noriel Antonio), La Odontología Forense y la Justicia, Panamá, Litho Editorial 
S.A., 2004, p. 186. 
2 SANCHEZ (Cecilia) citado por DOBLES OVARES (Víctor Alfonso), La actividad del juez de 
sentencia ante los peritajes en los procesos por delitos sexuales, San José, Trabajo final de graduación para 
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áreas del saber humano, ya que la misma no se circunscribe a una esfera 
determinada, sino que más bien viene a complementar el campo jurídico con 
aquellos conocimientos que le son ajenos.   
 
Siguiendo el criterio de FONT SERRA EDUARDO en cuanto al contenido de la 
prueba pericial, podemos afirmar que “...la pericia es una actividad 
fundamentalmente práctica; no porque esencialmente lo sea, sino porque, 
aunque se apliquen por el perito conocimientos teóricos, el objetivo 
acostumbra siempre obtener un resultado que pueda aplicarse a la realidad. 
Dicho resultado se manifiesta, habitualmente, a través del dictamen o parecer 
que emite el perito, dando una información que puede aplicarse al problema 
que se le ha planteado”.1 
 
La importancia de la pericia radica en el hecho de que a través de ella se aportan 
al proceso conocimientos esenciales para el esclarecimiento de lo ocurrido, 
informando al tribunal acerca de principios generales o reglas especiales de la 
ciencia, arte o técnica. Además, comprueba hechos aplicando sus propios 
procedimientos de investigación de manera que, como producto de la observación 
                                                                                                                                                    
optar al título de Master en Ciencias Penales, Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, 2003, p. 
66. 
1 FONT SERRA (Eduardo), El Dictamen de Peritos  y el Reconocimiento Judicial en el Proceso Civil, 
Madrid España, Editorial LA LEY, 1era, Edición, 2000, p. 27. 
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e inspección de los mismos, se obtienen conclusiones que sirven para dar luz al 
razonamiento del juzgador, actualizando de esta forma la labor judicial. 
 
Se ha señalado que “la peritación cumple una doble función: por un lado verifica 
hechos que requieren conocimientos especiales en un orden determinado y, por 
el otro, suministra reglas técnicas o científicas de la experiencia de los peritos, 
para formar la convicción del juez sobre los hechos e ilustrarla con la finalidad de 
que pueda apreciarlos correctamente”1. Constituye por lo tanto una herramienta 
para que ambas partes puedan preparar la litigación en el juicio e ilumina al juez 
proporcionándole datos necesarios para la resolución del caso. En el juicio 
mismo, el dictamen es equivalente a una sinopsis de la declaración, que de 
manera previa hará el perito y puede ser utilizado legítimamente para manifestar 
inconsistencias relevantes entre las declaraciones testimoniales y el informe. 
 
De la prueba pericial se derivan elementos de juicio que sirven para transmitir 
datos de gran valor al tribunal encargado de la decisión final del juicio. Sin 
embargo es vital tener presente que será el juzgador quien reste o sume valor a 
este medio probatorio y a la información arrojada por el mismo. Es de suma 
importancia aclarar que la pericia nunca debe ser orientada para que el perito 
establezca la verdad de un hecho o el grado de participación del acusado en el 
                                                 
1 VARELA, op. cit., p. 191. 
 152 
mismo, es necesario que no se confundan la labor del juez y la del perito, ya que 
es el juez quien realiza el juicio en el que se establecerá la existencia del hecho 
punible y el autor responsable e incluso se podrá apartar de la pericia cuando lo 
estime conveniente manifestando las razones que lo llevaron a hacerlo. 
 
En lo que respecta a la facultad del juzgador para apartarse del dictamen pericial 
la Sala Tercera de la Corte ha establecido que: 
 
" V. [...] Tal y como el mismo defensor lo indica, el Tribunal tiene el imperio 
de ley para apartarse de las pericias que le son presentadas como prueba. 
Lo anterior, siempre y cuando fundamente su posición con respecto a la 
misma y no pretenda sustituir el dicho del profesional a cargo. En el caso 
concreto, el tribunal procede a analizar las manifestaciones de la perito (...) 
en contraposición con lo establecido en su pericia, y señala: “ La perito 
forense en el debate explica de manera aceptable, su conclusión al referir 
que cuando la evaluada relata lo que le sucedió primero, presenta un 
humor eutímico sin alteraciones, pero cuando ella especifica la 
problemática a nivel económico y la situación conflictiva de la pareja es 
cuando sobreviene el cambio de humor y pasa a tener llanto fácil y el 
humor depresivo, lo que a su juicio significa que los cambios que ella 
presenta están más relacionados con: el haber sido despedida, el no tener 
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trabajo, el estar embarazada, las dudas de su pareja,  y no con el abuso 
sexual; es decir: “ Los síntomas y preocupaciones que ella describe al 
momento de la valoración van más relacionados con la situación laboral, 
económica, de pareja y familiar que con la situación supuestamente vivida a 
raíz de estos hechos, no son secuelas compatibles con una situación de 
naturaleza sexual .” Considera el Tribunal que tal conclusión no puede ser 
cuestionada de modo alguno resultando además explicable ese resultado 
en la medida en que esa evaluación se realiza el 22 de julio del 2002, casi 
cinco meses después de haber ocurrido el abuso, cuando la ofendida 
afrontaba graves problemas como el hecho de estar sin trabajo, 
embarazada, sin el apoyo de su esposo y con el matrimonio destruido, 
circunstancias apremiantes que hasta cierto punto hacían que el abuso 
sufrido pasara a un segundo plano, sin embargo; en lo que sí se aparte 
el Tribunal de la declaración rendida por la perito forense en el debate 
y que no se consigna expresamente en el dictamen, sin ánimo de 
suplir la valoración que le corresponde al perito es en el hecho de que 
esa última descarta por completo que la ofendida presentara algún 
signo sugestivo o compatible con abuso sexual, (el destacado no es del 
original) puesto que del mismo relato que hace la ofendida ante dicha 
profesional, se desprende de manera clara la relación causal que tuvo el 
abuso sexual referido con relación a su despido y las consecuencias que 
ambos eventos produjeron como lo fue la ruptura de su matrimonio y el 
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tener que afrontar las consecuencias económicas que derivaban de lo 
anterior, entre ellas la pérdida de su vivienda debido a un remate, según 
expuso en el debate, situaciones que afrontaba en el momento de la 
valoración y que tal y como razonó el Tribunal, fueron situaciones 
convergentes con los hechos acaecidos, pues para el acusado resultaba 
bastante cómodo deshacerse de una empleada que había sido buena, 
eficiente y leal, pero de la que había abusado sexualmente utilizando para 
ello el expediente de “reorganización” de la empresa, valiéndose para ello 
de la insubordinación que la agraviada había tenido frente a la subgerente 
de la empresa y luego frente a su propia persona y vemos como 
incluso en el relato que hace la ofendida ante la perito forense, se 
refleja claramente esa situación apuntada... Considera esta Cámara que 
en principio, al apartarse el Tribunal de las conclusiones de la pericia, 
afirmando que, a su criterio la ofendida si presenta compromiso emocional 
con el episodio de abuso de que fue sujeto, no pretende sustituir ese 
criterio técnico, más si valora la actitud de la ofendida al momento de rendir 
su declaración, y tras observar las reacciones de la misma, es que no toma 
como punto de referencia el dictamen psiquiátrico para determinar la 
afectación a la vida emocional de la señora (...). Esta valoración es 
procedente, ya que se ha realizado con atención al Principio de Inmediatez 
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de la prueba, que permite a los juzgadores apreciar no solo el “qué” de los 
hechos, sino el “cómo” reacciona el testigo ante ellos.1"  
 
A manera de síntesis y según lo analizado en esta sección, podemos señalar que 
la confesión es una prueba consistente en la declaración hecha dentro del 
proceso por una de las partes acerca de determinados hechos que se le imputan. 
El testimonio, en cambio, consiste en la utilización de personas distintas de las 
partes del proceso, para que emitan su declaración sobre datos que se han 
obtenido al margen del proceso, de los cuales tuvo conocimiento sin ningún 
encargo judicial. La pericia supone también el uso de la declaración de una 
persona distinta de las partes (un perito), pero que, a diferencia del testigo que 
conoce los datos por vía extraprocesal, éste percibe o declara sobre los datos por 
encargo del juez, dada su condición de experto, contestando a través del 
dictamen o en el juicio mismo las interrogativas que éste le señale. La prueba 
documental utiliza cualquier objeto que pueda ser llevado a presencia del 
juzgador (documentos, fotografías, planos) con el fin de ser analizados por éste. 
La inspección ocular es una prueba muy semejante la diferencia estriba en que el 
objeto a examinar no puede ser llevado a presencia del juez, por no ser 
trasladable. Por último, la prueba de presunciones no recurre ni a personas ni a 
cosas, sino a hechos a los que se atribuye una consecuencia material.  
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia número 00245 de las once horas cuarenta y 
cinco   minutos del catorce de marzo del dos mil siete.  
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C. Implementación de la prueba pericial dentro el proceso penal en los 
delitos sexuales y contra la integridad física. 
 
Es claro que toda ciencia social posee limitaciones y que no se basta a sí misma, 
el derecho no escapa a esta realidad, ya que necesita de la ayuda de otras 
disciplinas como la medicina, la psicología, psiquiatría, entre otras; para dilucidar 
los problemas que se le presentan. No basta, por lo tanto, la buena intención que 
se tenga a la hora de dar resolución a un caso, ya que el juez es perito en 
derecho y en la mayoría de las ocasiones la vida nos presenta incansables 
enlaces multidisciplinarios, es por ello que al referirnos a procesos en los que se 
juzgan delitos de carácter sexual y contra la integridad física resulta 
incuestionable la intervención de peritos especialistas en diferentes áreas, con el 
objetivo de sentencias más justas y respetuosas de los derechos humanos. 
La prueba pericial se implementa dentro del proceso penal a través de una serie 
de normativas establecidas por nuestro Código Procesal Penal principalmente, las 
cuales vienen a complementarse con otras leyes como lo son la Ley Orgánica del 
Organismo de Investigación Judicial, así como también el Código Penal en donde 
se establecen una serie de sanciones bajo el supuesto de que el perito durante la 
práctica pericial realice una conducta que infrinja la ley. 
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La intervención de la prueba pericial en procesos en los que se juzgan delitos de 
carácter sexual y contra la integridad física, proviene de la necesidad imperiosa 
del Ministerio Público o del juzgador de orientarse en aquellos casos en donde 
para observar, valorar o comprobar un hecho correctamente se requiera la 
intervención de un especialista en alguna área determinada; es  precisamente en 
este momento en donde se da la primer intervención de la prueba pericial dentro 
de este tipo de procesos con el decreto que ordena la pericia. 
 
Para que el trámite pericial se despliegue de forma adecuada es elemental que se 
lleven acabo cada uno de los pasos o actividades estipuladas en la ley para la 
ejecución de la misma. El primer momento de introducción de la prueba pericial al 
proceso penal lo será el decreto u orden de realización del peritaje, una vez 
cumplido este paso “...ordenada o decretada la pericia, se procede con la 
designación del perito, lo que es realizado o corresponde realizar al Ministerio 
Público o al Tribunal, según sea la fase en la que se encuentra la causa”1. Esta 
designación puede ser de oficio o a solicitud de parte y para llevarla a cabo se 
requiere cumplir con una serie de pasos como la elección y notificación del perito 
que reúna los conocimientos necesarios de acuerdo a la complejidad del caso, la 
presentación de éste para su designación oficial y la posterior juramentación.  
 
                                                 
1 RODRÍGUEZ MIRANDA (Martín A)  y CAMBRONERO DELGADO (José Luis), La Prueba 
Pericial en el Proceso Penal,  San José Costa Rica, Investigaciones Jurídicas S.A., 1era. Edición, 2006, p. 75. 
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La prueba pericial se ha vuelto casi indispensable tratándose de procesos en los 
que se valoran delitos de carácter sexual como los son la violación, los abusos 
sexuales, el rapto, las relaciones sexuales con personas menores de edad, la 
corrupción, el proxenetismo, la rufianería, la trata de personas, y la pornografía, 
los cuales se encuentran regulados en el Título Tercero del Código Penal 
Costarricense; a raíz de que en ellos muchas veces no se pueden percibir a 
simple vista los rastros del hecho delictivo, por lo que se hace necesario la 
valoración médica y psicológica de la víctima. 
 
En delitos contra la integridad física como las lesiones, la agresión con arma, la 
tortura, también se llevan a cabo de forma regular intervenciones periciales, ya 
sea para la valoración del lugar donde se llevo a cabo el delito, como por ejemplo 
cuando ocurre un accidente automovilístico el cual tiene como consecuencia la 
lesión de alguna persona y que por lo tanto se debe valorar aspectos del lugar 
tales como la huella de frenado, demarcación, visibilidad, entre otros; o en casos 
en los que se hace necesaria la valoración médica ya sea del imputado o de la 
víctima para determinar asuntos relevantes para la resolución del caso.   
 
Una vez decretada la pericia y designado el perito, se le hace entrega de un 
cuestionario o guía, en el que se determinan las interrogantes hechas por el 
Ministerio Público o por el juez con el fin de obtener una respuesta como 
resultado de la práctica pericial, esta guía no se trata de una serie de pasos a 
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seguir ya que el perito tiene la libertad de ejecutar su labor de acuerdo a los 
procedimientos técnicos aplicables según su campo de estudio, por el contrario lo 
que se busca con ella es orientar y delimitar la operación encomendada. Además, 
es este el momento indicado para que se establezca el plazo dentro del cual 
deberá presentarse el dictamen y para que se de la recusación o excusa del o de 
los peritos nombrados por el juzgador.  
 
En el mismo sentido nuestro Código Procesal Penal nos señala en su artículo 215 
lo que se establece a continuación:  
 
“El Ministerio Público, durante la investigación preparatoria, y el tribunal 
competente seleccionarán a los peritos y determinarán cuantos deban 
intervenir, según la importancia del caso y la complejidad de las cuestiones 
por plantear, atendiendo a las sugerencias de los intervinientes. 
Al mismo tiempo, fijarán con precisión los temas de la peritación y deberán 
acordar con los peritos designados el plazo dentro del cual presentarán los 
dictámenes. 
Serán causas de excusa y recusación de los peritos, las establecidas para 
los jueces. 
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En todo lo relativo a los traductores e intérpretes, regirán análogamente las 
disposiciones de este apartado”1.   
 
Las causas por las cuales podría darse la recusación o excusa de peritos son las 
mismas establecidas para los juzgadores en el numeral 55 del Código Procesal 
Penal el cual dispone lo siguiente:  
 
“a) Quienes en una misma causa hayan pronunciado o concurrido a 
pronunciar el auto de apertura a juicio o la sentencia, o bien hubiere 
intervenido como parte interesada o auxiliar de estas, es decir, cuando 
hubiere intervenido como funcionario del Ministerio Público, defensor, 
mandatario, denunciante o querellante, consultor técnico o conociera del 
hecho investigado como testigo o tenga interés directo en el proceso (sea 
como ofendido o imputado). 
 
b) El cónyuge, conviviente con más de dos años de vida en común, el 
pariente dentro del tercer grado de consanguinidad o afinidad, de algún 
interesado, o esté viviendo, o haya vivido a su cargo. 
 
c) Quien sea o haya sido tutor o curador, o haya estado bajo tutela o 
curatela de alguno de los interesados. 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 215. 
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d) Cuando él, su cónyuge, su conviviente con más de dos años de vida en 
común, padres o hijos, tengan un juicio pendiente iniciado con anterioridad, 
o sociedad o comunidad con alguno de los interesados, salvo la sociedad 
anónima. 
 
e) Si él, su esposa, conviviente con más de dos años de vida en común, 
padres, hijos u otras personas que vivan en su cargo, son acreedores, 
deudores o fiadores de alguno de los interesados, salvo que se trate de 
bancos del Sistema Bancario Nacional. 
 
f) Cuando antes de comenzar el proceso hubiera sido denunciante o 
acusador de alguno de los interesados, hubiera sido denunciado o acusado 
por ellos, salvo que circunstancias posteriores demuestren armonía entre 
ambos. 
 
g) Si ha dado consejos o manifestado extra-judicialmente su opinión sobre el 
proceso. 
 
h) Cuando tenga amistad íntima o enemistad con alguno de los interesados. 
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i) Si él, su esposa, conviviente con más de dos años de vida en común, 
padres, hijos u otras personas que vivan en su cargo, hubiera recibido o 
reciban beneficio de importancia de alguno de los interesados o sí, después 
de iniciado el proceso, él hubiera recibido presentes o dádivas aunque de 
poco valor. 
 
j) Cuando en la causa hubiera intervenido o intervenga, como juez, algún 
pariente suyo dentro del segundo grado de consanguinidad.”  
 
El numeral supracitado establece por lo tanto las causas que podrían arribar a 
que un perito se excuse de realizar el encargo pericial. En el supuesto de que el 
perito a pesar de que se encuentre bajo alguno de estos supuestos no se excuse 
de su labor, le corresponde al imputado, la víctima y demandado civil así como a 
sus representantes establecer la recusación ante el juzgador para que resuelva 
sobre la misma. 
 
El artículo 216 del Código Procesal Penal establece que “Antes de comenzar las 
operaciones periciales, se notificará, en su caso, al Ministerio Público y a las 
partes la orden de practicarlas, salvo que sean sumamente urgentes o en extremo 
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simples.”1 Lo anterior con el fin de que ambas partes puedan llevar a cabo las 
facultades que les corresponden dentro del proceso.  
   
Con la notificación se busca que las partes puedan participar de lleno en la 
práctica pericial a través de los mecanismos legales existentes, dentro de los que 
se encuentran la facultad de proponer a otro perito para reemplazar al ya 
asignado o para que dictamine conjuntamente con él de acuerdo a las 
circunstancias del caso; aunado a ello las partes podrán proponer temas de 
interés para el peritaje, objetar los temas propuestos por la contraparte y los 
admitidos por el juzgador.    
 
Además, a raíz de la notificación las partes podrían, si así lo desean, asistir a la 
práctica pericial, pudiéndose hacer acompañar por un consultor técnico para que 
les asesore sobre la dinámica de la pericia. Dicho consultor puede incluso realizar 
observaciones sobre las que el perito se debe pronunciar a la hora de efectuar su 
dictamen. Sin embargo, es trascendental tener claro que cuando lo que se valora 
por parte del perito es una persona ésta deberá dar su consentimiento para que 
las partes y sus respectivos consultores se encuentren presentes durante la 
avaluación, tanto refiriéndonos a los delitos de carácter sexual como a delitos 
contra la integridad física.  
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 216 
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La notificación de la operación pericial se exceptúa en casos de urgencia en la 
cual se “...presupone que el retardo de la operación para practicar todas o alguna 
notificación o para que se designe perito, crearía un efectivo peligro para que 
desaparezca o se altere el material objeto de la pericia...”1 o cuando la misma sea 
al extremo simple, no obstante en estos casos la normativa procesal penal 
establece en el artículo 222 que el resultado de la experticia deberá ser notificada 
a las partes otorgándoles un plazo de tres días hábiles para que proceden como 
lo consideren oportuno.  
 
Sobre ese punto la jurisprudencia ha mantenido el criterio de que no es obligatoria 
la notificación de la pericia en casos simples o urgentes, tal como nos señala el 
extracto de la siguiente resolución: 
 
“Argumenta el acusado, que no se le comunicó a la defensa la realización de 
las pericias que obran a folios 6, 9, 33, 37, 63 y 69, para que pudiera 
participar en la ejecución de las mismas, por lo que constituyen pruebas 
espurias. Agrega, que es una obligación y no una facultad de las autoridades 
penales dar audiencia a todas las partes sobre la elaboración de cualquier 
peritaje a fin de ejercer de buena forma el derecho de defensa, y que incluso 
el “Departamento” de Psicología Forense cuenta con una cámara de Gessell 
                                                 
1 NUÑEZ (Ricardo) citado por LLOBET RODRÍGUEZ (Javier), Proceso Penal Comentado, San José, 
Costa Rica, Editorial Jurídica Continental, 1era. Edición, 2003, p. 241.  
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que se puede preparar a fin de que la defensa participe en la peritación. No 
es atendible el reclamo. El artículo 216 del Código Procesal Penal establece 
que no se notificará previamente a las partes, la realización de las 
operaciones periciales, cuando resulten sumamente urgentes o no revisten 
complejidad. En criterio de esta Sala, tratándose de valoraciones físicas 
practicadas por los médicos forenses con el fin de determinar si el paciente 
presenta lesiones compatibles con los hechos denunciados, en alguna parte 
de su cuerpo y en especial en la que se indica lesionada ilícitamente, se trata 
de exámenes que no revisten ninguna complejidad. Adicionalmente, cuando 
se trata de la exploración de partes íntimas del cuerpo de la persona 
examinada, que es lo propio en casos en los que se investigan delitos 
sexuales, por involucrar la pericia la vulneración del pudor de quien se valora, 
en protección de su intimidad, fundamentalmente de menores de edad, no es 
admisible que en ella participen quienes no tengan conocimientos 
especializados y éticos en las valoraciones que se deben realizar, por lo que 
la participación del acusado o el defensor en ellas, no es procedente. 
Tratándose de dictámenes psicológicos a víctimas de delitos sexuales, 
menores de edad, los “test” y pruebas que a ellos se aplican son los 
comunes y conocidos por todos los especialistas en esa área profesional, por 
lo que no revisten dificultad alguna, y si bien la entrevista forma parte de esa 
peritación, la presencia de las partes en la sala adjunta a la cámara de 
Gessell lo único que les permite es, a través del perito encargado, con quien 
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se entabla comunicación a través de un intercomunicador o teléfono, 
formularle al examinado las preguntas que las partes estimen pertinentes, las 
que en todo caso el profesional encargado le hará si las considera 
procedentes. Esas interrogantes también le pueden ser formuladas a la 
persona valorada en el juicio oral y público –salvo cuando su declaración en 
el peritaje se reciba como anticipo juridisccional de prueba–, por lo que la no 
comunicación de la realización de esas pericias, ninguna indefensión ni 
violación al derecho de defensa causa. En todo caso, sobre lo que se 
determine en las pericias médico legales y psicológicas forenses pueden las 
partes solicitar adición y aclaración, proponer otros peritos o impugnarlos a 
través del recurso de apelación previsto contra ellos en el artículo 34 de la 
Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, lo que garantiza sin 
limitación alguna el derecho de participación y defensa”1.  
 
El paso a seguir es la ejecución del peritaje dentro del plazo que se ha 
establecido para tal efecto, al respecto el artículo 217 del Código Procesal Penal 
nos señala:  
 
“El director del procedimiento resolverá las cuestiones que se planteen 
durante las operaciones periciales.  
                                                 
1  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia,  Sentencia número 01053 de las ocho horas cincuenta 
y cinco minutos del veinticinco de octubre del dos mil seis. 
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Los peritos practicarán el examen conjuntamente, cuando sea posible.  
Siempre que sea pertinente, las partes y sus consultores técnicos podrán 
presenciar la realización del peritaje y solicitar las aclaraciones que estimen 
convenientes; deberán retirarse cuando los peritos comiencen la 
deliberación. 
 
Si algún perito no cumple con su función, se procederá a sustituirlo.”1 
 
En cuanto a los mecanismos o técnicas utilizadas por el perito en el desarrollo de 
la labor pericial no se debe olvidar que el Ministerio Público o el tribunal (según 
sea el caso), no tendrán ningún poder de dirección.  
 
El peritaje puede versar sobre los más diversos aspectos, en el caso de delitos 
sexuales se valora la personalidad del acusado, el daño físico y emocional sufrido 
por la presunta víctima, así como también se podría solicitar la valoración de los 
testigos para determinar su capacidad para figurar como tales dentro del proceso. 
Por su parte, tratándose de delitos contra la integridad física se valoran aspectos 
tales como el daño sufrido en la salud de la víctima, el tipo de lesiones sufridas, 
los problemas mentales que puedan acarrear en la inimputabilidad del acusado, 
aspectos del lugar en el que ocurrieron los hechos, y sobre los objetos utilizados 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 217. 
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para la comisión del delito. En ambos casos se podría solicitar con fines de 
investigación del delito el estudio de rastros, elementos pilosos, fluido, entre otros.  
 
Cuando el examen pericial se basa en la valoración de personas se debe llevar 
acabo en un buen ambiente, propiciando comodidad y seguridad del sujeto 
evaluado para obtener las condiciones óptimas necesarias, en casos de delitos 
sexuales el perito-médico debe rehusarse a realizar la evaluación “en el ambiente 
deprimente de las estaciones de policía, a menos de que en esos lugares se 
encuentre un cuarto debidamente equipado. Es preferible una clínica o 
consultorio, debe tener buena iluminación, estar limpio, bien amueblado, y con el 
equipo e instrumental propio del examen. La primera consideración es el permiso 
de la mujer1 para examinársele; el que debe ser un “consentimiento informado”, 
también debe informársele que cualquier evidencia que se obtenga puede ser 
utilizada en la corte y que entonces ella será expuesta a la publicidad  y a 
interrogatorios de la acusación y de la defensa”2.  
 
Una vez que se ha llevado a cabo la experticia el perito procede a confeccionar su 
dictamen, en el que detallará los datos generales de la persona, cosas o hechos 
valorados, las técnicas utilizadas y la conclusión fundada a la que arribó como 
                                                 
1 Se debe aclarar que no solamente las mujeres son víctimas de este tipo de delitos,  ya que en la 
práctica judicial se dan muchos casos en los que se cometen delitos de carácter sexual contra hombres, niños 
y niñas.  
2 KIVIGHT (Bernard), Medicina Forense de Simpson, México, Editorial El Manual Moderno, S.A., 
2da. Edición, 1999, p. 263. 
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resultado de la operación pericial, por medio del dictamen se contestan los  
cuestionamientos hechos por el fiscal o por el juzgador.  
 
La presentación del dictamen pericial lo es de forma escrita, además debe estar 
firmado por el perito o los peritos intervinientes y contener la fecha en la que se 
emitió, aunado a ello el perito podría ser llamado al debate para ser interrogado 
sobre los aspectos de la pericia y del dictamen. En cuanto al medio para hacer 
llegar el informe al tribunal o Ministerio Público puede ser personalmente o 
mediante cualquier sistema que permita determinar certeramente la autenticidad 
del mismo. 
 
Según la jurisprudencia no es necesario que el dictamen se presente en forma 
personal, ya que dado el avance tecnológico existen diversos mecanismos que 
permiten asegurar la autenticidad del dictamen. 
 
“El documento que el defensor ahora cuestiona, el que efectivamente 
consiste en una copia de fax, de acuerdo con el artículo 6 bis de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, cumple con todos los requisitos de 
autenticidad requeridos al efecto. Nótese que de acuerdo con dicha 
regulación, "... tendrán validez y eficacia de un documento físico original ... 
toda aplicación almacenada o transmitida por medios electrónicos, 
informáticos, magnéticos, ópticos, telemáticos o producidos por nuevas 
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tecnologías, destinados a la tramitación judicial, ya sea que contengan 
actos o resoluciones judiciales. Lo anterior siempre que cumplan con los 
procedimientos establecidos para garantizar su autenticidad, integridad y 
seguridad...". La pieza que objeta el defensor cumple con todos los 
requisitos de autenticidad que refiere la norma transcrita, sin que exista un 
solo elemento que haga dudar siquiera de su valor, fidelidad, integridad o 
seguridad, por cuanto se trata de la copia transmitida el día 30 de abril de 
1998, a las 12:09 horas, a través del aparato de fax asignado a la Jefatura 
de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial, cuyo 
número es el 265-4200, siendo este un medio tecnológico de gran exactitud 
y confiabilidad. En todo caso, a efectos de despejar cualquier duda que la 
defensa pudiera tener al respecto, mediante resolución de las 8:10 horas 
del 17 de noviembre de 1998 esta Sala ordenó remitir un mandamiento a la 
sección de Química Analítica del Departamento de Laboratorio de Ciencias 
Forenses del Organismo de Investigación Judicial "... a fin de que se remita 
a este despacho con la mayor brevedad posible el documento original del 
dictamen criminalístico Nº D.L.C.F. 97-2769-QDR, del 09 de enero de 1998, 
confeccionado por la Licda. P.F.M., o -en su defecto- una copia 
debidamente certificada del mismo, indicando además dónde se encuentra 
la pieza original ..." (folio 523, líneas 13 a 16). En contestación a esto, la 
Secretaría General de la referida dependencia envió a este despacho tres 
fotocopias debidamente certificadas, indicando que "... son fieles y exactas 
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a los documentos que las mismas se refieren y que corresponden al 
dictamen criminalístico número D.L.C.F noventa y siete guión dos mil 
setecientos sesenta y nueve guión QDR. Dicho documento se encuentra en 
la sección de Química Analítica ..." (folio 535 vuelto, líneas 5 a 11), por lo 
que no existiría ni un asomo de duda acerca de la legitimidad y fidelidad de 
la pieza que se cuestiona.”1 
 
Cuando el dictamen pericial contenga puntos dudosos o no de respuesta al 
interrogatorio se solicitará su ampliación o aclaración al perito que lo realizó, 
“...además de resultar consecuente con los principios de “la libertad de los 
medios probatorios” (art. 182 C.P.P) y de la “averiguación de la verdad 
material”, se traducirá “en el requerimiento de mayores o mejores explicaciones, 
ilustraciones o motivaciones relativas a las conclusiones del dictamen”2. Si bien en 
la normativa procesal no se regula esta posibilidad, en la práctica judicial si se da 
en gran número de casos, al respecto la ley procesal penal sólo nos indica en su 
articulo 219 que de oficio o a petición de parte se podrán nombrar uno o más 
peritos nuevos, según la importancia del caso, para que examinen, amplíen o 
repitan el peritaje. 
 
 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia Número 00230 de las ocho horas cuarenta 
minutos del cinco de marzo de mil novecientos noventa y nueve. 
2  RODRÍGUEZ MIRANDA (Martín A) y CAMBRONERO DELGADO (José Luis), op. cit., p. 85. 
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Asimismo se pueden dar casos en los que se haga necesaria la repetición de la 
pericia, sea por razones de invalidez de la misma, por temas de interés que hayan 
sobrevenido o porque el perito no resultase adecuado para contestar los 
cuestionamientos que se le han hecho, en tales supuestos se debe llevar acabo 
todo el trámite pericial nuevamente y seleccionar al perito previo estudio de sus 
capacidades para realizar una pericia de calidad.  
 
Con respecto al recurso de apelación este no procede para los dictámenes 
periciales, la única excepción es la establecida para el caso de los informes 
médicos en el artículo 34 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
judicial, la cual nos expone que el Consejo Médico Forense conocerá “en alzada 
sobre las cuestiones médico legales que se susciten en los procesos cuando lo 
ordenen los Tribunales de Justicia, de oficio o a solicitud de parte. Para ejercer 
sus potestades, deberá existir la consulta, en su caso, o el respectivo recurso de 
apelación, el cual se interpondrá ante el Tribunal que conoce del proceso, dentro 
de los ocho días siguientes a aquel en el dictamen impugnado haya sido 
notificado a todas las partes”1.  
 
 
                                                 
1    La posibilidad de apelar se eliminaría con la aprobación del Proyecto de ley número 16701: Reforma de 
los artículos 34 y 37 de la ley N° 5524, Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, reformada por 
Ley N° 7355, de 10 de agosto de 1993, y reforma del artículo 265 de la Ley N° 2, Código de Trabajo. 
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La Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia ha embazado el siguiente criterio 
respecto al derecho de ejercer el recurso de apelación contra dictámenes medico-
legales, señalando lo siguiente:  
 
"En el primer motivo del recurso de casación por la forma interpuesto por el 
Licenciado (...), quien fungió como defensor público del acusado, se 
invocan los preceptos de los artículos 37, 39 y 41 de la Constitución 
Política, 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1, 
218, 222, 443 del Código Procesal Penal y 34 de la Ley Orgánica del 
Organismo de Investigación Judicial, reprochando quebranto del debido 
proceso en virtud de que el Tribunal a quo, luego de poner en conocimiento 
de las partes el dictamen psiquiátrico prácticado al justiciable, impidió a la 
defensa ejercer el recurso de apelación al que tenía derecho. El reparo es 
atendible. Conforme se extrae del acta de debate (folio 108 fte. y vuelto), 
así como de la propia sentencia (folios 121 a 123), durante la audiencia oral 
se hizo del conocimiento de las partes el dictamen psiquiátrico forense No. 
175-00 (folios 106 y 107) que se practicó al encartado y según el cual este 
no presenta enajenación mental. En esa oportunidad, la defensa hizo ver su 
deseo de impugnar la pericia ante el Consejo Médico Forense por estimar, 
entre otras cosas, que el dictamen dejaba “muchas dudas”, era preciso 
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definir si los métodos aplicados por el especialista fueron los correctos y 
que debía tomarse en cuenta que el justiciable había sido intervenido 
quirúrgicamente, a la vez que solicitó –a instancias de los juzgadores que lo 
compelieron a fundamentar la apelación- que se aplicaran métodos “psico-
neurológicos” para determinar si existía inimputabilidad o imputabilidad 
disminuida. El a quo decidió, finalmente, rechazar el recurso por considerar 
que obedecía a maniobras con el propósito de dilatar el proceso y, en la 
propia sentencia, reconoce que se pidió al defensor “… indicase cuál era el 
interés y el fundamento que iba a usar para la apelación y manifestó que el 
dictamen no estaba técnicamente levantado ya que se debió hacer con 
base en el METODO PSICO-NEUROLOGICO…” (folio 122) . De seguido, 
los juzgadores al exponer que rechazaron el recurso tras recurrir a un 
diccionario de medicina legal –en apariencia escrito en lengua inglesa-, así 
como a consultas a “profesionales en ese ramo” –que no identifican- y 
concluyeron que el referido método no existía. Finalmente, y ante 
revocatoria interpuesta por la defensa, se llamó a la Doctora (...), quien dijo 
que “… mediante exámenes de ese tipo (neurológicos) se podía 
determinar, cuando el caso lo amerite, si algún trauma ha dejado secuelas 
de esa índole” (folio 123, lo escrito entre paréntesis no corresponde al 
original) , pero que ella no le había indicado al defensor “… NADA SOBRE 
LA EXISTENCIA DE UN METODO PSICO-NEUROLOGICO” (sic, ibidem). 
II.- Estima la Sala que las actuaciones y decisiones del a quo, descritas en 
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el Considerando precedente, vulneran en efecto la inviolabilidad de la 
defensa y atentan contra la regla de interpretación de las normas que 
acuerdan derechos a las partes: “Deberán interpretarse restrictivamente las 
disposiciones legales que coarten la libertad personal o limiten el ejercicio 
de un poder o derecho conferido a los sujetos del proceso En esta materia, 
se prohiben la interpretación extensiva y la analogía mientras no favorezcan 
la libertad del imputado ni el ejercicio de una facultad conferida a quienes 
intervienen en el procedimiento” (artículo 2 del Código Procesal Penal). 
Desde este punto de vista, varios son los reproches que pueden plantearse 
a lo resuelto por los juzgadores. En primer término, el artículo 34 de la Ley 
Orgánica del Organismo de Investigación Judicial establece la facultad de 
las partes de interponer recurso de apelación contra los dictámenes 
médico-legales dentro del término de ocho días a partir de que les fueron 
notificados. La ley no dispone especiales requisitos para valorar la 
admisibilidad de la impugnación, salvo el relativo al plazo y al órgano ante 
el cual debe presentarse el recurso (a saber: el mismo Tribunal que conoce 
la causa). Entre los dictámenes apelables se encuentran, por supuesto, las 
pericias psicológicas y psiquiátricas rendidas por expertos del Organismo 
de Investigación Judicial, pues, en síntesis, solo se excluyen las de 
criminalística. Puesto que se trata de un derecho acordado a las partes, a 
cuyo ejercicio debe accederse con facilidad, el único control que pueden 
realizar los juzgadores sobre el recurso es el relativo a que se presente 
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dentro del plazo, ante la autoridad competente y que el dictamen sea de los 
declarados apelables. Incursionar en otros aspectos más allá de los 
reseñados y con el propósito de negar el derecho de recurrir, conllevaría la 
imposición de restricciones no previstas por el legislador y violatorias del 
derecho de defensa. En el presente asunto, el a quo se excedió en sus 
funciones al evaluar factores ajenos a su limitado poder de control, entre 
ellos, no solo la oportunidad y las finalidades del recurso (señalando que 
constituía una maniobra dilatoria), sino también la validez y la base técnica 
y científica de los argumentos del recurrente, asumiendo así, incluso, 
competencias libradas de modo exclusivo al Consejo Médico Forense, 
único capaz de determinar (desde el punto de vista pericial) si existe y es 
posible aplicar el método “psico-neurológico” (sic) que argüía la defensa, si 
las conclusiones del psiquiatra y los procedimientos que aplicó eran 
correctos y si la intervención quirúrgica que el justiciable dijo haber sufrido 
en su cabeza podía tener algún efecto que, eventualmente, fuese capaz de 
dar lugar a que se le estimase inimputable o que posee imputabilidad 
disminuida. En su afán de “resolver” –de hecho- el recurso planteado, el a 
quo recurrió además a la cita de literatura especializada –en apariencia y 
peor aún, traducida por los propios juzgadores sin recurrir a ningún 
intérprete y sin que las partes tuviesen acceso a la fuente-, lo que evidencia 
de nuevo que pretendieron asumir funciones de peritos en psicología y 
psiquiatría que resultan incompatibles con la tarea asignada a los jueces, 
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aun suponiendo que poseyesen los conocimientos especializados en esas 
materias. Por otra parte, fue también arbitraria la actitud del Tribunal de 
compeler imperiosamente al defensor para que expusiera, fundamentara y, 
en fin, planteara el recurso en el mismo momento en que se le dio a 
conocer el dictamen, cuando lo cierto es que la ley concede OCHO DÍAS 
de término con el propósito de que las partes decidan si harán uso del 
derecho y, en caso afirmativo, cuáles extremos de la pericia serán objeto de 
impugnación y expresen los fundamentos que estimen pertinentes. En esta 
tesitura, la solicitud de la defensa de suspender o dejar sin efecto el debate 
iniciado, con la finalidad de plantear el recurso fue por completo legítima y 
el a quo debió acogerla, aun en el evento de que, por último, no se 
interpusiese impugnación alguna, pues el término de ocho días –fijado por 
la ley- persigue, según se indicó, permitir a los sujetos procesales 
determinar si y cómo ejercerán su derecho. Debe reiterarse que se trata de 
un medio impugnaticio, de idéntico rango legal al que ostenta cualquier otro 
recurso en el proceso y en ningún caso es posible negarlo aduciendo 
supuestos “retardos innecesarios” o suponiendo cuál será el criterio del ad 
quem, o restando mérito a los alegatos del recurrente, pues ello quebranta 
de manera significativa y esencial el derecho de defensa. En otros 
términos, no existe disponibilidad alguna del Tribunal sobre el uso de 
remedios procesales impugnaticios concebidos, por su propia naturaleza, 
exclusivamente en resguardo de las partes, salvo en lo que concierne a 
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cuestiones de admisibilidad y en los casos y del modo que la ley prevé. 
Desde luego, si al dar traslado del dictamen durante el debate las partes no 
formulan manifestaciones, se conforman con él o reservan sus comentarios 
para la fase final del juicio, ha de entenderse que decidieron no hacer uso 
del derecho y renunciaron al término de ocho días para plantear el recurso, 
pues se trata de una facultad disponible para ellas. En otras hipótesis, si lo 
que desean es obtener ampliaciones de la pericia, es posible convocar al 
experto para que oralmente las evacue en debate, administrando las 
suspensiones del juicio de manera que no se afecte más allá del mínimo 
indispensable el principio de continuidad que lo informa. Por supuesto, 
estas soluciones podrían evitarse si los Tribunales y el Ministerio Público, 
actuando con la debida diligencia, procurasen allegar todos los dictámenes 
médico-legales ofrecidos o los que hayan de evacuarse según la ley en los 
casos del artículo 87 del Código Procesal Penal, antes de la celebración 
del juicio oral, dando traslado a las partes por escrito, de manera que la 
puesta en conocimiento durante el propio debate constituya una medida 
excepcional, por ser ello lo más recomendable para eludir “retardos 
innecesarios” que, en última instancia, son atribuibles a los juzgadores y no 
a las partes y mucho menos al defensor...1"  
 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia Número 00665 de las cuatro horas veintitrés 
minutos p.m. del cinco de julio del dos mil uno.  
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El uso de los peritajes en la valoración de delitos sexuales y contra la integridad 
física se ha visto aumentado de forma notable como producto de la evolución 
científica y tecnológica y a raíz de la complejidad de los mismos. Los tribunales 
dependen cada vez más del auxilio de los peritos para resolver problemas 
legales. Sin embargo, no se puede esperar que el experto resuelva todas las 
complejidades del caso, es indispensable tener claro que el aporte pericial solo 
será saludable para la práctica judicial en la medida en que se le otorgue el papel 
que le corresponde. 
Sección II. El dictamen pericial. 
 
Una vez embozado los aspectos generales de la prueba, pasamos a desarrollar a 
continuación el concepto específico del dictamen pericial y sus variadas 
acepciones, entre ellas la pericia médico-legal y la psicológica; partiendo del 
hecho que solamente este tipo de dictámenes son susceptibles de ser apelados 
ante el Consejo Médico. Además, se explica el procedimiento a seguir para el 





A. Concepto  y generalidades del dictamen pericial.  
 
Antes de dar un concepto de lo que se entiende por dictamen médico-legal  se 
debe tener claro que el mismo tiene diferentes acepciones o denominaciones; 
entre las más conocidas podemos citar: pericia, pericia médica, dictamen pericial 
o medicolegal, pericia medicolegal, informe pericial y peritación medicolegal.  
 
Partiendo de las definiciones doctrinales en cuanto a la conceptualización del  
dictamen pericial, podemos definirlo como “el acto procesal emanado del perito 
designado, en el cual, previa descripción de la persona, cosa o hechos 
examinados, relaciona detalladamente las operaciones practicadas, sus 
resultados y las conclusiones que de ellos derive, conforme a los principios de su 
ciencia, arte o técnica”.1 
 
Tomando parte en la doctrina el autor LINO ENRIQUE PALACIO lo define al 
indicar que “el dictamen configura el acto mediante el cual culmina el 
desarrollo de la prueba pericial y consiste, fundamentalmente, en la respuesta 
fundada que suministran los peritos a las cuestiones oportunamente fijadas 
por el juez o el tribunal, sea de oficio o a propuesta de las partes”2.  
 
                                                 
1 CHAN APARICIO, op. cit., pp. 187-188. 
2 PALACIO, op. cit., p.149. 
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También puede ser visto como “el informe que se presenta ante la autoridad 
judicial, a su requerimiento, con el objeto de responder a cuestiones de naturaleza 
técnica y/o científica extrajurídica que, por naturaleza, escapan al conocimiento 
del juzgador... El informe médico legal es el medio probatorio con el cual, se 
intenta obtener para el proceso, un dictamen fundado en especiales 
conocimientos científicos, útiles para el descubrimiento o valoración de un 
elemento de prueba”.1  
 
El dictamen pericial es por lo tanto la respuesta otorgada al juzgador por parte 
de un experto graduado en alguna ciencia o arte o simplemente especialista en 
ella pero sí nombrado para tal efecto, sobre las cuestiones o interrogantes que le 
ha planteado el Ministerio Público o tribunal. Esta respuesta deberá darse 
siempre por escrito, no obstante de la lectura del dictamen presentado al proceso o 
cuando se requiera de explicaciones o aclaraciones por parte de los peritos, se realizará 
en las audiencias de forma oral.  
 
En este sentido el artículo 218 del Código Procesal Penal  costarricense nos señala:  
 
“El  dictamen pericial será fundado y contendrá, de manera clara y precisa, una 
relación detallada de las operaciones practicadas y de sus resultados, las 
                                                 
1
  PATITÓ (José Ángel), Medicina legal, Buenos Aires, Argentina, Ediciones Centro Norte de Carlos       
Vicino Editor, 2da. Edición actualizada, 2001,  p. 131.  
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observaciones de las partes o las de sus consultores técnicos y las conclusiones 
que se formulen respecto de cada tema estudiado.  
 
Los peritos podrán dictaminar por separado cuando exista diversidad de opiniones 
entre ellos. El dictamen se presentará por escrito, firmado y fechado, sin perjuicio 
del informe oral en las audiencias”. 
 
Del artículo en estudio se desprende el hecho de que durante la realización de la 
pericia pueden estar presente tanto las partes como sus consultores técnicos, 
claro está exceptuando casos especiales en los que la presencia de estos sujetos 
procesales venga a degradar la integridad y los derechos individuales de la 
persona valorada, además en el supuesto de que alguno de los consultores 
técnicos formule alguna observación esta deberá necesariamente ser mencionada 
dentro del informe pericial.  
 
En cuanto al nombramiento de más de un perito esta prerrogativa queda a criterio 
del juez en aquellos asuntos en los cuales por la complejidad de las 
circunstancias fácticas se requiera contar con la valoración de más de un experto; 
no significando claro está, que todos deban dar una misma conclusión o 
respuesta a las interrogantes planteadas por el juzgador, ya que cuando se den 
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diversidad de opiniones entre ellos es a él a quien le corresponde la tarea de 
extraer aquellos elementos que sirvan como un aporte al proceso y por lo tanto a 
la resolución del mismo. 
 
Para que el dictamen pericial sea una herramienta útil dentro del proceso judicial 
debe cumplir ciertos requisitos de suma importancia, que de no cumplirlos 
carecería de validez para ser tomado en cuenta como prueba legal y por 
consiguiente no podrá ser utilizado por el juez en la fundamentación de la 
sentencia. Dichos requisitos los encontramos en el artículo 57 de la Ley Orgánica 
del Organismo de Investigación Judicial. 
 
Requisitos que debe de contener un dictamen pericial. “Todo dictamen 
pericial se expedirá por escrito y contendrá: 
1) La descripción detallada de la persona, objeto o hecho examinado, tal como 
hubiere sido hallado observado o recibido; 
2) Una reseña de la técnica empleada, de las operaciones efectuadas, de la 
fecha en que éstas se practicaron y de su resultado; y 
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3) Las conclusiones a que se llegó.”1 
 
 
Por consiguiente y en concordancia con el artículo supracitado, el dictamen 
pericial sin importar que sea un examen técnico, científico o artístico debe estar 
estructurado cumpliendo con las prescripciones establecidas por la ley, o sea, 
deberá puntualizar aquellos datos que sirvan para la identificación de la persona, 
cosa o hecho valorado. Aunado a ello y como segundo elemento deberá contener 
la explicación de la técnica utilizada para llevar a cabo el examen así como la 
fecha en la que fue practicado, además se referirá a las conclusiones a las que se 
llegó mediante la pericia; siendo esta la parte final en la que se consigna el 
diagnóstico al cual se ha llegado en base con las consideraciones precedentes. 
Esta parte es la que al juez le interesa pues en ella debe darse respuesta a las 
preguntas hechas cuando ha dispuesto el examen pericial y sobre los puntos de 
la pericia que son precisamente las preguntas que suele hacer el juez y también 
las partes. 
 
El dictamen pericial debe ser abundante en cuanto a la información que se le 
brinda al juez, en cuanto a la redacción el mismo deberá utilizar un leguaje claro, 
sin términos técnicos complicados o en su caso explicando el sentido de los 
                                                 
1  Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 57. 
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mismos, no apelando a teorías ya que estas nada demuestran y pueden conducir 
a confusión, además deberá establecer los procedimientos utilizados para la 
obtención de las conclusiones de su examen.  
 
A pesar del que el peritaje debe ser presentado ante el tribunal por escrito, no se 
debe olvidar que no será posible obtener un cabal y minucioso razonamiento, si 
en el juicio no se aprovecha al máximo la figura del perito. Ello ocurre cuando 
juzgadores y litigantes se limitan a pedirle al perito que reproduzca en el debate 
su informe escrito, “el cual no necesariamente está diseñado para contener toda 
la información que el juez necesita escuchar respecto del peritaje;…la función del 
perito no es sentarse a repetir como un papagayo su informe pericial, sino a 
explicarlo, a sintetizar sus diagnósticos y conclusiones en proposiciones fácticas, 
a traducir sus expresiones en términos comprensibles.”1 De lograrse lo anterior a 
cabalidad, el dictamen se convierte en una prueba  superabundante y de valiosa 
apreciación dentro del proceso judicial. 
 
Para que el dictamen pericial tenga validez procesal deberá reunir una serie 
de circunstancias entre las que se puede mencionar: que el mismo debe ser 
ordenado en forma legal, lo que quiere decir que la pericia siempre debe ser 
solicitada por el juzgador o Ministerio Público (sea de oficio o a pedido de 
                                                 
1  BAYTELMAN ARONOWSKY (Andrés) y DUCE JAIME (Mauricio), Litigación Penal: juicio oral 
y prueba, primera edición, Santiago, Chile, Ediciones Universidad Diego Portales, 2004, p. 330. 
 186 
parte), el cual establecerá los puntos sobre los cuales debería versar. Como 
segundo aspecto el perito debe poseer idoneidad para realizar la labor 
encomendada, además la presentación del dictamen debe ajustarse a los 
términos prescritos por la ley. Como último aspecto el perito nombrado 
deberá  realizar en todos los casos el examen en forma personal. 
 
B. Tipos de pericias. 
 
1. Prueba pericial física. 
 
Así como ya lo hemos mencionado, al hablar de prueba pericial debemos ser 
claros de que estamos en presencia de un medio de prueba que será decretado 
por el funcionario competente, cuando se requiera la práctica de un análisis 
técnico-científico por parte de un experto, cual es el perito nombrado oficialmente. 
Así las cosas, conviene ahora referirnos de una manera más precisa a la prueba 
física y para ello tomaremos la definición planteada por el doctor GONZÁLEZ 
LIZANO, quien nos detalla lo siguiente: 
 
“La existencia de un delito está dada por cuatro factores fundamentales: 
debe haber una víctima (o víctimas), un victimario (o victimarios), debe 
existir un arma y el hecho necesariamente debe de ocurrir en un lugar. La 
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prueba física es cualquier objeto material, desde macroscópico hasta 
microscópico, que nos permita establecer una relación directa entre dos o 
más de los factores fundamentales del delito. ”1 
Abonado a lo expuesto, destacamos que del análisis recabado en tales pruebas 
nos va a permitir establecer si se cometió o no un determinado delito, cómo y 
cuándo se realizó, y que además de ello se constate la relación existente entre los 
individuos involucrados en el delito, de ahí que sea de suma importancia en el 
proceso penal.  
 
Ahora bien, estando en presencia de delitos sexuales y contra la integridad física, 
es muy frecuente encontrar los siguientes elementos físicos de pruebas como: 
fibras (en las ropas), fluidos del agresor: elementos pilosos, manchas de semen, 
saliva, sangre, evidencia proveniente del lugar de los hechos en que se pudo 
perpetuar el delito, así como alteraciones que orienten sobre la manera como 
ocurrieron los hechos (rupturas, desgarros, salpicaduras, etc.)2.  
En cuanto a la evaluación y manejo de las prendas, hemos comentado antes 
dentro del aparte que refiere a la normativa jurídica que regula la aplicación de la 
medicina legal, que tal gestión se realizará de conformidad con lo dispuesto por el 
                                                 
1 GONZÁLEZ LIZANO (Carlos Matías). Ciencia Forense. Revista Judicial, San José, Costa Rica, N ° 
18, año V, diciembre de 1980, p. 153. 
2  Véase infra, Anexo N° 4, Bosquejo utilizado como parámetro para la valoración de los dictámenes 
físicos.  
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“En todo peritaje, siempre que fuere posible, se dejarán a la orden de la 
respectiva autoridad una muestra de las cosas que fueron objeto de 
examen de modo que la prueba pueda repetirse. Si con motivo del examen 
fuere necesario destruir o alterar los objetos que deben analizarse, antes de 
proceder a ello, se solicitará la respectiva autorización a la autoridad que 
ordenó el peritaje.”1 
 
Lo anterior, en razón de que el perito al recibir las prendas de vestir que llevaba 
puesta la víctima el día de los hechos, como elementos de prueba anexos o 
aportados por la víctima en el momento del examen médico-legal, serán 
inspeccionadas por el médico forense con único fin de buscar evidencia física y 
biológica.  
 
En este sentido, en cuanto al manejo de la evidencia como elementos pilosos, 
fibras, etc. se debe tener en cuenta lo establecido en el mismo instructivo, que 
indica sobre el manejo de evidencias para el respectivo estudio por los 
                                                 
1  Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 56. 
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Laboratorios Forenses en la investigación de los ilícitos y dar cumplimiento a la 
“cadena de custodia”, pues recordemos bien que tanto los objetos como las 
personas son necesarios para un peritaje, no siendo excluyentes.  
 
 
En este particular, el artículo 220 del Código Procesal Penal, prevé esa 
posibilidad de ordenar la presentación o el secuestro de cosas o documentos, así 
como la comparecencia de personas para efectuar las operaciones periciales en 
tanto se hicieran necesarios.   
 
Siendo que la víctima al momento del examen médico-legal lleva puestas las 
mismas prendas de vestir que portaba cuando sucedió el presunto delito sexual, 
el médico forense junto con su técnico, indicará la ubicación de un lugar privado 
para garantizar su intimidad cuando se desvista, y así recuperar y recolectar las 
evidencias que puedan desprenderse.  
 
Dado a que el inicio de la prueba pericial física, se origina desde el momento en 
que la víctima y el sospechoso de la comisión del delito se reúnen con el médico-
legal, y éste decide cómo ha de realizar el examen, es decir qué áreas del cuerpo 
explorar y cuáles evidencias buscar de acuerdo con el relato de los hechos y la 
información aportada por la autoridad sobre los puntos objeto de la peritación, 
observamos dos casos con tratamientos especiales y distintos. 
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En un primer caso, tenemos la situación del imputado como “objeto de prueba”, 
con lo cual se permite recabar diversos elementos de prueba aún sin su 
consentimiento, sin que ello implique violación alguna de los derechos del 
endilgado, al tenor de lo dispuesto por el memorial 88 del Código Procesal Penal, 
el cual dispone que:  
 
“Se podrá ordenar la investigación corporal del imputado para constatar 
circunstancias importantes para descubrir la verdad, ………toda vez que las 
intervenciones corporales, se efectúen ……según las reglas del saber 
médico, aun sin el consentimiento del imputado, siempre que estas 
medidas no afecten su salud o su integridad física, ni se contrapongan a 
sus creencias.  
 
Tomas de muestras de sangre y piel, corte de uñas o cabellos, tomas 
fotográficas y huellas dactilares, grabación de la voz, constatación de 
tatuajes y deformaciones, alteraciones defectos, palpaciones corporales y, 
en general, las que no provoquen ningún perjuicio para la salud o integridad 
física, según la experiencia común, ni degraden a la persona, podrán ser 
ordenadas directamente por el Ministerio Público, durante el procedimiento 
preparatorio, siempre que las realice un perito y no las considere riesgosas. 
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En caso contrario, se requerirá la autorización del tribunal, que resolverá 




Siendo así que para lograr la efectividad de dicha prueba, el perito en su 
condición de auxiliar de la administración de justicia debe recurrir a estos 
procedimientos, para no violentar el debido proceso ni lesionar los derechos de 
los que goza el imputado.  
 
En este mismo sentido se orientó el voto Nº 941-92 de las 8:45 horas del 10 de 
abril de 1992 de la Sala Constitucional, en el que expresamente se indicó que: 
 
“….considera la Sala que en aras de búsqueda de la verdad real como uno 
de los fines esenciales del proceso, el imputado puede ser fuente de 
prueba en aquellos casos en que la obtención de la misma no importe un 
daño físico o psíquico para el sujeto, ni lesione los derechos propios de un 
ser humano...” 
 
Apreciable indicar que en la práctica el perito acostumbra previo a ejercer el 
examen al imputado, informar debidamente sobre el carácter de voluntariedad de 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 88. 
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la prueba, siendo que el mismo puede negarse a su realización, en tal caso se 
deja constancia de lo manifestado por el imputado el día de su asistencia en la 
sección referida por la autoridad judicial. 
 
No obstante, partiendo de la premisa que el perito forense no puede negarse a 
llevar a cabo la labor pericial ordenada, surge la duda en torno a cómo puede 
llevar a cabo la peritación pese a la negativa del imputado. Al  respecto  la  
misma  Sala Constitucional en el citado Voto Nº 941-92 dio la respuesta, al indicar 
que:  
 
“La Constitución también garantiza que nadie será sometido a tratamientos 
crueles ni degradante (Artículo 40), por lo que se deben tener también 
como proscritas las intervenciones que puedan calificarse como “crueles o 
degradantes”, entendiendo por tales las que produzcan sufrimientos de 
especial intensidad o una grave humillación o sensación de envilecimiento. 
En los casos en que proceda la intervención y se pueda ver afectado el 
pudor de las personas deben tomarse las medidas necesarias para su 
respeto y permitir si el intervenido así lo requiere, la presencia de terceras 
personas con él relacionadas...” 
 
El criterio dictaminado por la Sala Constitucional, le permite al perito forense 
valerse de cualquier método posible para practicar el examen respectivo, por 
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ejemplo sujetar el brazo del imputado mediante correas o solicitar a oficiales que 
le sujeten, siempre y cuando no sean medidas crueles o degradantes1 para el 
encartado y de esa forma recabar la muestra requerida por la autoridad 
solicitante. 
 
Por  último,  importa  mencionar  que  la honorable Sala Constitucional en su Voto 
Nº 556-91 de las 14:10 horas del 20 de marzo de 1991, se pronunció acerca de 
los actos probatorios que pueden realizarse sin el consentimiento del imputado, 
expresando que: 
 
“...en obtención de prueba dentro del proceso, deben ponderarse dos 
intereses: la búsqueda de la verdad real por un lado y el respeto a los 
derechos fundamentales del imputado por el otro(...), en aras de la 
búsqueda de la verdad real como uno de los fines esenciales del proceso, 
el imputado puede ser fuente de prueba en aquellos casos en la obtención 
de la misma no importe daño físico o psíquico para el sujeto, ni lesione los 
derechos propios de un ser humano. Consecuentemente, los casos que 
                                                 
1 Apreciable recordar que el principio constitucional, también está contemplado en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, (Pacto de San José), suscrita en la Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 7 al 22 de noviembre de 1969, y en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, ambos artículo 5: “Nadie será sometido a tortura ni a penas 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. Al respecto, incumbe mencionar que la Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptó en el plenario del 18 de diciembre de 2002, el Protocolo Facultativo a la Convención 
contra la Tortura, que dispone como complemento a las instituciones nacionales de inspección un sistema 
global de visitas de inspección realizadas por expertos internacionales a lugares de detención como 
salvaguardia contra la tortura (véase en igual sentido los apartados 1 y 3 del Protocolo).  
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requieren colaboración pasiva del imputado -extracción de sangre, 
reconocimiento, corte de cabellos-, entre otros, pueden ser realizados aún 
sin el consentimiento, conforme a las circunstancias especiales de cada 
caso y a las formalidades de la ley...”. 
 
Asimismo, tratándose de intervenciones corporales en personas detenidos debe 
observarse lo dispuesto por el artículo 66 del Manual de procedimientos para la 
contención, conducción e intervenciones corporales de detenidos1, que permite la 
posibilidad de realizar la pericia aún contra la voluntad del imputado, toda vez que 
la autoridad judicial deberá indicar dicha prevención previo a proceder con la 
realización de la evaluación pericial. 
 
Por su parte, tratándose de que el infractor sea menor de edad, observamos que 
desde la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Penal Juvenil (a partir del 30 de 
abril de 1996), influyó directamente en que varias disposiciones del proceso 
penal, le sean aplicadas a los menores de edad sea que se trate de eventuales 
infractores o bien de víctimas en un proceso penal, juvenil o de adultos.2  
 
                                                 
1 Ver Manual de Procedimientos para la contención, conducción e intervenciones corporales de 
detenidos, publicado en el Boletín Judicial N° 107 del 5 de junio 2002. Artículo 66: "De previo a proceder a 
realizar una evaluación pericial que requiera la intervención corporal del imputado en los términos 
señalados en el artículo 88 del Código Procesal Penal, se deberá contar con la autorización escrita de la 
Autoridad Judicial competente. Dicha orden deberá indicar la posibilidad de realizar la pericia aún contra 
la voluntad del imputado, en los casos que se requiera". 
2 La nueva ley constituye un cambio radical en el tratamiento del menor infractor y víctima, puesto que 
revoluciona el sistema de justicia tutelar o protector  al de responsabilidad por las acciones. 
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Como muestra de ello lo señala el artículo 9 de la Ley de Justicia Penal Juvenil1 
que establece la aplicación supletoria del Código Procesal Penal, en todo lo que 
no se regule en dicha ley, concretamente, el artículo 87 del Código Procesal 
Penal establece como obligatorio, el examen mental del imputado en delitos 
sexuales contra menores de edad o agresiones domésticas, cuando la persona es 
mayor de sesenta años y para establecer la capacidad de culpabilidad que 
conocemos como imputabilidad.  
 
Consecuencia de lo anterior es que en la materia de adolescentes, especialmente 
los indicados como autores de delitos, les sea de aplicación el artículo 88 del 
Código Procesal Penal, y por ello pueden ser objeto de peritación médico-legal, 
con los mismos derechos y limitaciones del proceso en los mayores de edad. 
 
De ahí que los menores infractores tienen el deber de acatar las prevenciones 
que les sean señalados mediante notificación cuando se requiera que 
comparezca ante la autoridad judicial competente, bajo la advertencia de ser 
castigados por desobediencia a la autoridad. Así bien lo apunta el numeral 30 de 
la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial: 
 
                                                 
1 Ley de Justicia Penal Juvenil, Nº 7576. Artículo 9: “En todo lo que no se encuentre regulado de 
manera expresa en la presente ley, deberán aplicarse supletoriamente la legislación penal y el Código 
Procesal Penal. Sin embargo, al conocer el caso concreto, el Juez Penal Juvenil siempre deberá aplicar las 
disposiciones y los principios del Código Penal, en tanto no contradigan alguna norma expresa de esta ley.” 
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“Artículo 30.- Salvo cuando se trate de hechos graves, los menores 
infractores primarios, después de haber rendido la entrevista de ley, podrán 
quedar bajo custodia provisional de los padres, tutores o encargados, 
quienes deberán presentarlos ante el Organismo o la Autoridad Judicial, 
correspondiente, dentro del término legal que al efecto se les señale por 
escrito, bajo apercibimiento de ser juzgados por desobediencia a la 
autoridad, en caso de que incumplieren la orden de presentación 
mencionada.”1 
 
Por su parte, ha de entenderse que las pericias del menor procesado pueden ser 
de distinta índole, el numeral 93 de la Ley de Justicia Penal Juvenil establece el 
estudio psico-social cuando el juez lo estime pertinente.2 Además, de conformidad 
con el artículo 188 del Código Procesal Penal, pueden ser ordenadas pericias 
sobre su cuerpo, tanto por el fiscal como por el Juez.  
 
                                                 
1  Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 30. 
2 Ley de Justicia Penal Juvenil, Nº 7576. art. 93: “Admitida la procedencia de la acusación, en los 
casos en que "prima fascie" se estime posible aplicar una sanción privativa de libertad, el Juez Penal Juvenil 
deberá ordenar el estudio psicosocial del menor de edad. Para tal efecto, el Poder Judicial deberá contar 
con unidades de profesionales en psicología y trabajo social. Las partes podrán ofrecer a su costa pericias 
de profesionales privados. Ese estudio es indispensable para dictar la resolución final, en los casos 
señalados en el párrafo primero de este artículo.” 
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El artículo 94 de la citada ley establece la posibilidad de realizar exámenes 
psiquiátricos, físicos y químicos al menor, para efectos de determinar la sanción a 
imponer, inclusive la situación de adicción que pueda presentar.1  
 
El referido artículo 188 del Código Procesal penal, cuando se refiere a la 
inspección corporal, obliga que la pericia deba respetar el pudor de las personas y 
deba ser ejecutado por un perito si es necesario. Asimismo la ley establece el 
derecho del examinado a ser acompañado de una persona de su confianza, lo 
cual también se encuentra establecido en el Código de la Niñez y la Adolescencia 
para el caso de menores. 
 
Por otra parte, el Código Procesal Penal en su numeral 221, ordena que:  
 
"Cuando deban realizarse diferentes pruebas periciales como las 
psicológicas y las medicolegales, a mujeres y a menores agredidos, o a 
personas agredidas sexualmente, deberá integrarse en un plazo breve un 
equipo interdisciplinario, con el fin de concentrar en una misma sesión las 
entrevistas que requiera la víctima....."  
 
                                                 
1 Ley de Justicia Penal Juvenil, N° 7576. art. 94: “Para determinar y escoger la sanción, el Juez 
podrá remitir al menor de edad al Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación 
Judicial, para que se le efectúen exámenes psiquiátricos, físicos y químicos; en especial, para detectar su 
adicción a sustancias psicotrópicas.” 
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Lo enunciado tiene como propósito evitar que la multiplicidad de exámenes llegue 
a revictimizar nuevamente a la parte perjudicada del proceso penal. Pese a lo 
beneficioso que resulta tal integridad de criterios plasmados en una misma 
valoración, expresa SALAZAR que para el caso del perito no resulta favorable, 
afirmando que: “….los peritos forenses han externado con mucha claridad la 
dificultad práctica de realizar una pericia por un grupo interdisciplinario, por los 
diferentes enfoques de cada oficio y la información que cada uno requiere 
recoger”.1  
En atención a la forma especial de evacuar dicha prueba en caso de delitos 
sexuales, la sentencia emitida por la Sala Tercera de la Corte, número 01465, 
expediente 02-012068-0042-PE, del 19 de diciembre de 2005 a las nueve horas 
cuarenta y cinco minutos, indicó que dicha forma particular de practicarla, 
pretende evitar o disminuir el proceso de revictimización a las víctimas, valga la 
redundancia, no así a los imputados, y además rescata que aunque dicha prueba 
sea efectuada por distintos expertos a los asignados en el equipo 
interdisciplinario, no invalida el procedimiento; veamos:  
 
"….debe señalarse que las previsiones del artículo 221 del Código Procesal 
Penal, en cuanto establecen una especial forma de realizar peritajes de 
mujeres y personas menores de edad agredidas física o sexualmente y que 
                                                 
1 SALAZAR MURILLO (Ronald), La pericia medico-legal en materia penal juvenil, Revista de Medicina 
legal, vol. 16, Nº1-2, setiembre 1999, p. 67.  
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consiste en que se practiquen por equipos interdisciplinarios, no persiguen 
disponer un procedimiento que, en caso de omitirse (es decir, de llevarse a 
cabo las actividades periciales por distintos expertos separadamente y no 
por el equipo interdisciplinario), implique la ineficacia o la invalidez de la 
prueba. Esto es así porque no se procura con este método pericial 
resguardar algún derecho de las partes, sino que se persigue, de forma 
exclusiva, evitar o disminuir, en la medida de lo posible, el proceso de 
revictimización que significa someter a los ofendidos a repetidos 
interrogatorios. No es, entonces, una norma dispuesta para proteger al 
imputado (y que este último pueda invocar en su favor), sino para la tutela 
de derechos fundamentales de las mujeres y de las personas menores de 
edad que hayan sido agredidas física o sexualmente….." 
 
Ahora bien, ya detalladas las directrices a seguir en cada caso particular, 
conviene hablar en términos generales sobre lo que respecta a las inspecciones 
directamente hechas al cuerpo, por lo cual partimos señalando que estas se 
realizan en estrecha relación con el relato del hecho referido por la víctima1. 
Sirven para establecer la presencia o ausencia de lesiones e identificar “lesiones 
                                                 
1 Según estudio de campo llevado a cabo de tales dictámenes, la decisión de un perito de practicarle el 
examen físico a un menor en algunos casos resulta innecesario, pues del relato del menor se desprende sin 
duda que los hechos atribuibles se deben a un “mero abuso sexual” y no al acceso carnal, por lo que 
consecuentemente el menor es “revictimizado”, situación que eventualmente puede evitarse. 
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patrón”1, así como para recuperar evidencia biológica (vellos, fluidos y células 
(sangre o piel), que el agresor pudiera haber dejado sobre la víctima o que 
pudieran haber quedado en la zona debajo de las uñas de ésta al defenderse; 
evidencia con la cual se hace posible realizar un estudio genético favoreciendo la 
identificación del agresor. 
 
Sin embargo, es conveniente hacer la acotación de que generalmente cuando las 
muestras de material son tomadas mediante el recorte de las uñas, es 
indispensable contar con el consentimiento previo de la víctima o de su 
acompañante, cuando se trate de un menor. 
 
Importante también mencionar que con el examen externo permite además, 
evaluar algunos parámetros clínicos para determinar posibles signos clínicos de 
embarazo o que hagan sospechar la presencia de una infección de transmisión 
sexual. 
 
Así como lo mencionamos, una vez que el médico, basándose en la información 
que disponga sobre los hechos y acorde con la versión de la víctima, procede a 
establecer la presencia o ausencia de lesiones, especialmente lesiones que 
indiquen agresión física, lesiones asociadas a maniobras sexuales, principalmente 
                                                 
1 Entiéndase por estas, a aquellas lesiones que confirman o identifican por medio de una marca en 
alguna parte específica del cuerpo, cuándo se está presencia de un caso de comisión de delito sexual. 
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en los senos y glúteos, producidas durante el forcejeo. Entre ellas es posible 
encontrar huellas de agresión en cuello y brazos, signos de atadura en las 
extremidades, señales de bofetadas o fricciones en cara y orejas, huellas de 
mordedura o succión en los senos o la región pectoral, azotes en la espalda, 
moretones en muslos y abdomen.  
 
Por último, una vez que el médico ha finalizado el examen, es decir, revisado con 
cuidado todas las partes del cuerpo, cada una de las lesiones encontradas en la 
víctima deben ser adecuadamente identificadas, descritas, y documentadas de 
manera formal en el dictamen médico legal, de ahí que se infiere que la extensión 
y contenido del peritaje dependa de la complejidad para cada caso en particular.  
 
 
En este particular, conviene indicar que este tema será tratado de manera más 
extensa en el aparte de Análisis de expedientes judiciales respecto a los delitos 
objeto de este estudio.  
 
Abonado a lo expuesto, se puede concluir que para la obtención de cualquier 
muestra acordada por el juez esta puede realizarse aun sin el consentimiento del 
encartado salvo que implique su daño en su integridad física o psíquica o que 




2. Dictamen pericial psicológico. 
 
Los procesos jurídicos y especialmente los de carácter penal a menudo están 
plagados de situaciones de índole psicológica. Son muchos los alcances que se 
pueden esperar del intercambio de la psicología con el derecho. Esta ciencia se 
vuelve indispensable en aquellos procesos en los cuales se tenga duda sobre la 
imputabilidad del acusado o se deban determinar aspectos trascendentales de la 
siques del individuo, llámese víctima o imputado.  
 
La inclinación al delito por parte del inculpado puede ser originada por infinitas 
causas, ya sean de índole psíquica, el ambiente en el que creció o en el que vive, 
la violencia intra-familiar, la educación recibida, así como muchos otros factores 
de carácter social. Todos estos aspectos son valorados mediante la realización de 
pericias psicológicas las cuales determinaran la personalidad del individuo que se 
juzga; además de la valoración realizada a través de las mismas a las víctimas de 
casos delictivos, las cuales sufren un severo daño psicológico como producto de 
la experiencia vivida. 
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El dictamen pericial psicológico nace de la labor de investigación y de análisis 
realizada por un perito psicólogo o psiquiatra1, el cual a través de una entrevista 
lleva a cabo la evaluación psicológica del paciente, por medio de los principios y 
métodos fundamentales de su profesión, con el fin de proporcionar a los 
tribunales la información solicitada, contestando si es posible, a los 
cuestionamientos que le ha hecho el fiscal o el propio juzgador.  
 
El informe o dictamen pericial contiene la información del peritaje que se ha 
llevado a cabo previamente y por lo tanto es el instrumento de comunicación entre 
la Psicología y el Derecho, materializa las respuestas a las cuestiones sobre las 
que se pregunta al perito psicólogo, por lo que deberá estar configurado y 
confeccionado de manera que proporcione de forma comprensible a los sistemas 
jurídicos, la información psicológica operativa para las decisiones jurídicas.  
 
Puede entenderse por lo tanto como “el acto de realización de encuentro entre el 
psicólogo y el sujeto de la pericia, aún más, es el lugar de prueba de la dimensión 
subjetiva del sujeto de derecho, y tanto procesal como profesionalmente, debe ser 
una opinión personal del perito, ya que si se trata de conceptos de otros, aún 
siendo autoridades de la disciplina, solo será un informe, y consecuentemente 
                                                 
1 En nuestro país, cuando se requiere la evaluación de un perito en materia psicológica tratándose  
procesos penales, se realiza la solicitud por parte del fiscal o del juzgador según la etapa en la que se 
encuentre el juicio, a la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense ubicada en la Cuidad Judicial de San 
Joaquín  de Flores, la misma cuenta con el personal técnico capacitado para tales efectos.    
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tendrá diferente valor probatorio”1. Este puede tener una estructura variable, sin 
querer decir por ello que se escape del deber de cumplir con los requisitos a los 
que se encuentra sujetos procesalmente. 
 
A pesar de que el informe pericial psicológico no tiene, como se mencionó, una 
estructura estándar ya que no son redactados de la misma manera ni utilizando 
las mismas técnicas, variando según la materia de se trate y el perito que 
intervenga; doctrinalmente se ha estandarizado un esquema a seguir, el cual 
parece válido ya que comprende todos los requisitos señalados por ley para tal 
efecto, y se compone de una parte inicial, la parte reflexiva y las conclusiones.2 
 
 
• Una parte inicial: se trata de un encabezamiento inicial en el que se 
especifica los datos del perito, titulaciones y otros datos sobre su ejercicio 
profesional. Contiene asimismo los datos de la persona, entidad jurídica o 
institución que ha solicitado dicho informe, así como los datos (numeración, 
fecha, etc.) del expediente a nivel administrativo o bien de los datos de 
archivo del Juzgado, citando en ese caso textualmente lo que se solicita. 
Finalmente aparece el nombre completo de la persona objeto del peritaje 
                                                 
1  MACHADO citado por AGULAR ARCE (Maritza) y MORALES BARQUERO (Alejandra), La 
valoración judicial de la pericial psicológica en los delitos sexuales, San José Costa Rica, Tesis para optar al 
título de licenciadas en Derecho, Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica,  2003, p. 191. 
2  Véase infra, anexo Nº 5, esquema para la elaboración de un dictamen pericial psicológico. 
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psiquiátrico. 
•  La parte reflexiva: la cual contiene las consideraciones clínicas 
psicológicas, “se realiza una integración de todos los datos obtenidos 
anteriormente, entrevistas realizadas al sujeto, a los familiares, testigos, 
etc. resultados de los estudios psicológicos, prácticas y resultados de otras 
pruebas médicas complementarias que se haya considerado oportuno 
practicar.”1 En este punto se debe mencionar la mecánica empleada en la 
realización de la pericia. 
 
• Las conclusiones: consistente en “una síntesis diagnóstica, en la que se 
describe de manera escueta el estado psicológico de la persona estudiada, 
y se hace alusión sobre asuntos jurídicos relevantes en el sentido de lo que 
se solicito, o sea sobre secuelas psicológicas, si lo que se menciona del 
relato es creíble, si hay tendencias a la fantasía y otras. Puede cerrar en 
alguna afirmación, aunque sea poco elaborada, sobre la compatibilidad o 
consistencia de los síntomas encontrados, si es que existen con los hechos 
que se investigan”.2  
 
                                                 
1 Google.www.boliviano.com/psicologia.htm, NUÑEZ DE ARCO, (Jorge). El informe pericial en 
psiquiatría forense, sitio consultado el 27 de noviembre 2006. 
2 AGULAR ARCE y MORALES BARQUERO, op. cit., p. 196. 
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El esquema anterior establecido doctrinariamente para la redacción del dictamen 
psicológico se encuentra en estricto cumplimiento con lo estipulado en el artículo 
128 del Código Procesal Penal y del numeral 57 de la Ley Orgánica del 
Organismo de Investigación Judicial; por lo que consideramos que es válido y por 
lo tanto puede ser empleado sin que por ello se esté quebrantando algún precepto 
legal en cuanto a su forma y contenido, sin embargo debemos recordar que el 
dictamen pericial psicológico no debe ser machotero, sino que por el contrario 
debe basarse en principios y modelos que se ajusten a las particularidades de 
cada caso. 
 
Es conveniente que el dictamen psicológico sea llevado a cabo por un perito 
graduado en este campo; ya que se presupone que la pericia debe ser “realizada 
por especialistas calificados, verdaderos expertos en medicina mental y con 
conocimientos vastos de doctrina jurídica”1. Además “el perito psicólogo debe 
exhibir un comportamiento a tono con los principios de ética profesional. Debe ser 
sensato y cooperador con los procedimientos del Tribunal. Debe reconocer con 
humildad los límites de sus competencias y su disciplina. Sobre todo, no debe 
perder de vista que su posición es la de un conocedor de la materia en cuestión y 
                                                 
1 VON BENNEWITZ GOTSCHLICH (Roberto), Síntesis Histórica de la Medicina legal, Revista 
Judicial, San José, Costa Rica, Nº 23, octubre 1982, p. 74.    
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no la de un abogado litigante. Es una obligación del perito observar estrictamente 
los cánones de ética de la profesión.”1 
 
A pesar de que los dictámenes de carácter psicológico son realizados en nuestro 
país por especialistas en dicha área, resulta indudable que en muchas ocasiones 
estos informes no suministran construcciones firmes e incontrovertibles, idóneas 
para arribar a conclusiones asertivas y unánimes, esto puede ser producto de la 
complejidad del tema acerca del cual versan o por las discrepancias que nacen de 
las diferentes tesis psicológicas o incluso hasta por el desempeño del perito 
encargado de realizar la valoración. Además, muchas veces se plasman en los 
mismos criterios complicados para el común entendimiento, por lo que se pierde 
su utilidad por utilizar tecnicismos poco apropiados.2 No se debe olvidar que aún 
en el caso en que el dictamen pericial psicológico sea confeccionado de forma 
adecuada el juzgador puede apartarse del mismo, siempre que establezca las 
razones de su proceder, ya que la prueba pericial no es superior al resto del 
material probatorio existente en el proceso. 
 
En este sentido la Sala Tercera de la Corte ha establecido lo siguiente: 
                                                 
1 AGULAR ARCE y MORALES BARQUERO,  op. cit., p. 116.  
2 La necesidad de un cambio de paradigma. M.Sc. Carlos Saborío Valverde y M. Psc. Eugenia Viquez 
Hidalgo, refieren que en el informe psicológico es necesario que “...se utilice un lenguaje sencillo y que se 
eviten los tecnicismos en el reporte forense. Jueces, defensores y fiscales están entrenados en derecho y es 
probable que tengan un poco o ningún conocimiento sobre psicopatología, personalidad, desarrollo 
humano, psicodiagnóstico,  examen mental, tratamiento, psicometría, etc.” 
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 " II [...] Con sustento en los artículos 142, 184, 204, 361, 363 inciso b) y 369 
inciso d) del Código Procesal Penal, la licenciada (...) reclama en este 
acápite que el Tribunal no valoró el dictamen psicológico de la niña y en el 
cual se indica que su relato es creíble, confiable y coherente. No obstante 
que se trata de una prueba incorporada al debate y citada en la sentencia, el 
Tribunal no la analizó como es debido. Unido a esto, el Tribunal no explica 
“en donde los relatos de la menor pudieron ser debido a una memoria 
implantada, una versión aprendida, manipulada e influenciada por su madre.” 
(folio 350 frente), aspecto que era básico ya que en la pericia no se afirma 
que el relato de la niña sea fantasioso o bien que se deba a otros abusos 
sexuales a los que fuese sometida. No lleva razón la recurrente: Como se 
apuntó líneas atrás, a folio 332 frente el Tribunal ponderó la pericia 
psicológica practicada a la víctima, concluyendo que no obstante las 
secuelas de abuso sexual que presenta no se puede determinar con certeza 
que éstas hayan sido causadas por el encartado. Ahora bien, el hecho de 
que el perito estime que el relato de la agraviada es confiable (folio 273 
frente), no vincula al Tribunal. Los Jueces están facultados para apartarse de 
estas valoraciones siempre que lo hagan con estricto apego a las reglas de la 
sana crítica. Las pericias psicológicas no son prueba tasada, incuestionables, 
sino prueba que se somete como las restantes a estudio del órgano 
 209 
sentenciador para que conforme a las reglas del correcto entendimiento 
humano, las pondere. En este asunto, si bien el Tribunal admite que de la 
citada pericia se deriva que la ofendida ha sido víctima de abusos sexuales, 
concluye que no se puede afirmar con un grado de certeza que el procesado 
sea el responsable de los mismos. En efecto, aunque así se pueda 
sospechar y asegurar con un alto grado de probabilidad, no existiendo un 
grado absoluto de convicción al respecto no cabe el dictado de una sentencia 
condenatoria. Finalmente, a pesar de que en la sentencia se sugirió como 
probable que la menor fuese incentivada a mantener de manera reiterada un 
misma versión de los hechos (folio 331 frente), ese aspecto carece de toda 
trascendencia, pues aunque se suprima dicho argumento, subsisten todos 
los elementos que se mencionaron en el anterior considerando y que 
ciertamente impiden asegurar que el procesado es el responsable de los 
hechos que le atribuyó el Ministerio Público”1.  
 
Tanto la víctima como el imputado pueden ser sujetos a la inspección o examen 
mental, a efecto de determinar en el primer caso aspectos relevantes en cuanto a 
la credibilidad de su relato y sobre las posibles trastornos provocados por el 
hecho delictivo, y en el caso del procesado, el examen puede referirse sobre 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, sentencia Número 01123 de las nueve horas del treinta 
de septiembre del dos mil cinco. Puede consultarse también de esta Sala, la Sentencia Número 00426 de las 
nueve horas veinticinco minutos del  veinte de mayo del dos mil cinco. 
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aspectos de imputabilidad, imputabilidad disminuida1, o para la determinación de 
criterios relevantes en cuanto a su personalidad. Además, pueden ser valorados 
los testigos llamados a declarar en el proceso con el fin de otorgarle credibilidad o 
no a su testimonio. 
 
Con respecto a la valoración mental del imputado, existen una serie de supuestos 
en los cuales por disposición legal se debe realizar de forma obligatoria el 
examen, los mismos se encuentran señalados en el artículo 87 del Código 
Procesal Penal al establecer que: 
 
“El imputado será sometido a un examen psiquiátrico o psicológico cuando: 
 
a) Se le atribuya la comisión de delitos de carácter sexual contra menores de 
edad o agresiones domésticas. 
b) Se trate de una persona mayor de setenta años de edad. 
c) Prima facie, se pueda estimar que, en caso de condena, se le impondrá pena 
superior a quince años de prisión. 
d) El tribunal considere que es indispensable para establecer la capacidad de 
                                                 
1 Recordemos que en caso de que se establezca mediante el examen mental correspondiente que el 
imputado al momento de cometer el hecho delictivo no poseía la capacidad necesaria para comprender la 
ilicitud de su actuar o que dicha capacidad se encontrara disminuida, se podrá imponer una medida de 
seguridad. En igual sentido ver los artículos 42,43 y 98 del Código Penal de Costa Rica.  
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culpabilidad en el hecho”1. 
 
Recordemos que aunque este precepto legal establece la obligatoriedad de 
practicar la valoración mental en los supuestos señalados, no obstante a ello, 
para la realización del examen se debe contar con el consentimiento del acusado,  
ya que en caso de que se niegue no podrá ser obligado a la ejecución del mismo, 
por encontrase amparado en el artículo 36 de nuestra Constitución Política, el 
cual establece que nadie esta obligado a aportar prueba contra sí mismo.  
 
En caso de que se de la negativa a la realización de la valoración psicológica, 
esta situación no debe crear una falsa expectativa en cuanto a la culpabilidad en 
el caso del imputado, en caso de la víctima no debe llevar a la creencia de que su 
dicho no es cierto; tal y como lo ha estipulado la Sala Tercera de la Corte, al 





“En todo caso, la ejecución de la pericia en tanto se trata de una 
intervención directa en la psiquis del entrevistado, debe aceptarse por la 
persona a valorar, admitiendo en consecuencia someterse a la entrevista y 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 87. 
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a las pruebas accesorias, sin que su ausencia ya sea por su negativa o 
como en este caso ante su incomparecencia, sea un obstáculo que impida 
que el proceso siga su curso y que con fundamento en otros elementos 
probatorios, se dicte la sentencia que corresponda...”1 
 
El  informe psicológico muchas veces inclina la balanza de la justicia en un 
sentido o en otro, por lo que es importante tener en cuenta a la hora de valorarlo 
la técnica que se empleó al realizarlo así como la idoneidad del mismo, además 
debe estar respaldado por criterios de imparcialidad. Es necesario aclarar los 
conceptos utilizados en el dictamen y no permitir que sea revestido de autoridad, 






C. La impugnación de los dictámenes médico legales 
 
En un primer inicio de esta investigación, se refirió acerca de la competencia del 
Consejo Médico Forense, pues es precisamente este órgano quien le 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia Número 00829 de las nueve horas treinta y 
cinco minutos del veinticinco de agosto del dos mil seis. 
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corresponde dictaminar, en alzada, sobre las cuestiones médico legales que se 
susciten en los procesos cuando lo ordenen los Tribunales de Justicia, ya sea de 
de oficio o a solicitud de parte.1  
 
Dijimos además que para ejercer ese derecho de recurrir ante él, se debe de 
seguir lo establecido por el último párrafo del memorial 34 de la Ley Orgánica del 
Organismo de Investigación Judicial, que dice así: 
 
“….Para ejercer sus potestades, deberá existir la consulta, en su caso, o el 
respectivo recurso de apelación, el cual se interpondrá ante el Tribunal que 
conoce del proceso, dentro de los ocho días siguientes a aquel en que el 






El recurso de apelación es considerado como un derecho que le permite a todas 
las partes involucradas concurrir ante el Consejo Médico Forense y expresar su 
descontento al amparo de una fundamentación válida y legal de lo concluido en 
                                                 
1 Así lo ordena el artículo 34 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial. 
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una peritación, permitiendo una aclaración o ampliación que confirme o rechace lo 
concluido en el peritaje objeto del reclamo. 
 
Conviene citar el criterio argüido por la Sala Tercera de la Corte mediante 
sentencia número 00048, expediente 89-000511-0006-PE a las once horas quince 
minutos del veintitrés de enero de mil novecientos noventa y dos, en el que señala 
claramente los alcance de los pronunciamientos del Consejo Médico Forense: 
 
"I.- [...]. Por otra parte, los miembros del Consejo Médico Forense no se 
pronuncian sobre la situación jurídica del reo, sino que simplemente les 
corresponde dictaminar en grado sobre las cuestiones médico-legales que 
se susciten en los procesos, cuando los Tribunales así lo soliciten, de oficio 
o a petición de parte (artículo 34 ibídem). No se trata, pues, de jueces, 
como afirman erróneamente los recurrentes. Se trata, en realidad, de 
peritos que integran un órgano colegiado, y sus dictámenes se dirigen a 
valorar o descubrir elementos de prueba, con base en conocimientos 
especiales sobre la ciencia médica….." 
 
 
Las objeciones a todo dictamen, son un derecho conferido a la parte que se sintió 
inconforme con la conclusión de la pericia, pues cabe la posibilidad de que a juicio 
de otro, se difiera en el resultado y metodología, provocando quizá resultados 
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contrarios, por lo que debe ser combatido y ventilado por un Tribunal, el cual 
tomará el acuerdo final, teniendo por tanto la facultad de confirmar o revocar los 
dictámenes rendidos en primera instancia durante un proceso judicial.  
 
En efecto apréciese como mediante sentencia número 00154, expediente 02-
007990-0042-PE, del veintisiete de febrero de dos mil cuatro, a las diez horas con 
treinta y cinco minutos, la Sala Tercera de la Corte, se pronuncia sobre la 
posibilidad de que los criterios emitidos en primera instancia sean contrastados 
con los de Alzada:  
 
“ [ ]……debe hacerse notar que el hecho de que el criterio externado por 
este órgano sea contrario al que haya sostenido previamente otro perito 
oficial en psiquiatría, no implicaría que los jueces hayan incurrido en una 
inobservancia de las reglas de la sana crítica por haberle dado pleno 
valor….. Con respecto a esta cuestión, del contenido del fallo se advierte 
que, al pronunciarse en cuanto a una solicitud de aclaración relativa a dicha 
contraposición de criterios, los miembros del Consejo Médico explicaron en 
forma amplia y razonada por qué no avalaron las conclusiones que se 
expusieron en el dictamen de primera instancia: “...No necesariamente los 
criterios de una primera instancia tienen que coincidir con los del Consejo 
Médico-Forense (segunda instancia), además durante la valoración 
realizada por nosotros, pudimos contar con otros elementos de juicio con 
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los cuales no contaron los colegas de primera instancia, ya que con ellos el 
evaluado se mostró evasivo con relación a los hechos aduciendo una 
supuesta amnesia, que como comprobamos nosotros ésta era simulada.” 
 
En términos generales, y de acuerdo con la práctica que se acostumbra seguir en 
este Consejo, se sigue el siguiente rol; cuando un dictamen realizado por 
cualquier médico forense o médico oficial de las Secciones del Departamento de 
Medicina Legal es apelado o el Despacho Judicial considera necesario solicitar 
una aclaración o adición, es enviado al Consejo Médico Forense; y la Jefatura del 
Departamento le asigna el caso a alguna de las dos secciones que lo conforman, 
sean la Sección A o la Sección B.1  
 
Dependiendo de la complejidad o particularidad del caso, se citará al paciente si 
fuere necesario, el cual se valorará el día de su presentación y se procederá a 
realizar la revisión de los expedientes médicos de los lugares donde fue atendido. 
Si fuera conveniente se puede pedir  ayuda a la autoridad judicial especialmente 
cuando es necesario que se envíen expedientes de centros médicos donde fue 
atendido el paciente antes de ser referido al Consejo.  
 
                                                 
1 Véase infra, Anexo N° 6, esquema empleado por la Sección A del Consejo Médico Forense, para la 
elaboración e inspiración de su dictamen. 
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A la luz del quehacer jurídico en los procesos judiciales, observamos que algunos 
profesionales en derecho le atribuyen ciertas denominaciones de manera 
impropia a las deliberaciones que adopta este Consejo. En concordancia con ello, 
el Dr. ABARCA BARRANTES, es contundente al aclarar que: 
 
“El Consejo Médico no toma autos, sentencias ni resoluciones, solo toma 
acuerdos. Las decisiones deberán ser escritas y estar razonadas y firmadas 
por todos sus integrantes.”1 
 
Abonado a lo dicho, nos afirman los doctores ROLDAN RETANA y SOLANO 
CALDERÓN, a cerca del Consejo Médico que: 
 






                                                 
1 ABARCA BARRANTES (Carlos), El consejo médico forense, los votos salvados, las vistas 
médicas y sus asistencias a juicios, Revista de Medicina legal, vol. 20, N°1, marzo 2003, p. 123. 
2 ROLDAN RETANA y SOLANO CALDERON, op. cit., p.06. 
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Lo anterior se ve fortalecido por el criterio que comparte el Dr. Abarca Barrantes, 
quien es Presidente de la Asociación Costarricense de Medicina Forense y 
Coordinador de la Sección A, del Consejo Médico Forense, el cual sostiene que: 
 
“Los dictámenes en alzada se conocen como dictámenes de grado, no son 
apelables, únicamente les cabe el recurso de aclaración y adición, lo cual 
deberá seguir curso de aceptación a través de la Autoridad Judicial que 
conozca del caso. Únicamente hay derecho de uso de la Aclaración o la 
Adición en dos ocasiones posteriores al Dictamen de Alzada.”1 
 
En relación con el procedimiento que ha de seguir cada Sección del Consejo en el 
momento de la deliberación, se requiere el voto de la mayoría absoluta de sus 
miembros integrantes para tomar el acuerdo; en caso contrario se integrará con 
todas las secciones y el Jefe del Departamento de Medicina Legal. Sin embargo 
es de advertir que al tenor del artículo 33 inciso 2) de la Ley Orgánica del 
Organismo de Investigación Judicial, el Jefe del Departamento de Medicina Legal 
podrá participar con voz pero sin voto; salvo que tenga que sustituir a un miembro 
propietario. Tal procedimiento ha de pactarse conforme lo dispone el artículo 36 
de la Ley supra indicada: 
  
                                                 
1
 ABARCA BARRANTES, El consejo médico forense, los votos salvados, las vistas médicas y sus 
asistencias a juicios, op. cit., p. 122. 
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“Artículo 36.- Las decisiones se tomarán, con la concurrencia de todos los 
miembros de la respectiva sección, por mayoría absoluta de votos. Si no 
hubiere voto de mayoría, a fin de obtenerla el Consejo se integrará con 
todas las secciones y el Jefe del Departamento de Medicina Legal.”1 
 
El referido memorial solventa en otras palabras, la posibilidad de que en un caso 
dado, cada uno de los tres miembros integrantes de la Sección del Consejo 
Médico tengan un voto de minoría, es decir que cada uno piense de manera 
diferente. Sin embargo, cuando uno de los tres miembros mantenga su voto 
disconforme o como se le llama comúnmente voto salvado, su tratamiento parece 
ser resuelto de manera distinta. 
 
Concerniente al voto salvado o disidente de uno de sus miembros, el Dr. ABARCA 
BARRANTES, nos advierte que: 
 
“Lo ideal es llegar a un acuerdo unánime, sino se puede se llegará a un 
acuerdo de mayoría en el cual el que disienta deberá salvar su voto en 
escrito razonado, voto que deberá ser incluido como tal en el dictamen 
emitido y firmado por el disidente antes de que pase a ser refrendado por la 
Jefa del Departamento de Medicina Legal y enviado a la Autoridad Judicial 
competente.”2 
                                                 
1 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 36. 
2 ABARCA BARRANTES, El consejo médico forense, los votos salvados, las vistas médicas y sus 
asistencias a juicios, op. cit., p.123. 
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Este voto salvado o de minoría, nace del artículo 35, inciso b) de la Reforma a 
varios artículos de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, ley Nº 
7355 que otorga como una de las funciones del Coordinador de Sección del 
Consejo Medico Forense, la siguiente:  
 
Articulo 35, inciso b): "Dirigir las deliberaciones de los casos que se 
presenten a estudio, en su sección, votar y recibir la respectiva votación".1 
 
Manifiesta el galeno ABARCA BARRANTES que desde 1993 hasta el año 2003 
(año en el que publicó el artículo de revista aludido), sólo se han presentado dos 
casos en los que el Coordinador de Sección haya tenido que recibir un voto 
disidente. Según nos comenta la doctora FLORES SANDÍ2, actual directora de la 
Cátedra de Medicina Legal de la Escuela de Medicina de la Universidad de Costa 
Rica, esa pequeña cifra obedece a que en su toma de decisiones estos 
profesionales son médicos y no abogados, por lo que su concepción es disímil a 
la de los juristas, en virtud de que su preocupación se resume por compartir y 
reunir en una sola opinión sus conocimientos sin entrar en una lucha por definir el 
acuerdo definitivo. 
 
                                                 
1 Reforma a varios artículos de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, Ley N° 
7355, art.35, inciso b). 
2 Flores Sandí Crettchen. (2007) Apelaciones en el Consejo Médico Forense. Entrevista: Sección 
Clínica Forense del Departamento de Medicina Legal, de Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, antiguo 
Complejo de Ciencias Forenses. 23 de Julio. 
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En los últimos dos años se han revelado fuertes cuestionamientos en el seno del 
Poder Judicial que implican la derogación de la normativa que se refiere al 
Consejo Médico Forense, en virtud de que la necesidad que le dio origen a la vida 
jurídica ha sido tergiversada por algunos litigantes, desnaturalizando así la figura 
como tal.   
 
Las consideraciones al respecto han sido planteadas de manera formal, solemne 
y reflexiva en tres diversas sesiones de Corte Plena de la Corte Suprema de 
Justicia, sean estas la Sesión extraordinaria número 11-2006 celebrada a las 
ocho horas treinta minutos del treinta de mayo de dos mil seis, artículo V, la 
Sesión extraordinaria número 16-2006 celebrada a las nueve horas treinta 
minutos del veintiséis de junio de dos mil seis, artículo XXIV y la Sesión ordinaria 
de Corte Plena número 34-2006 celebrada a las trece horas treinta minutos del 
trece de noviembre del dos mil seis, artículo XIV; y en cuya última deliberación se 
acuerda finalmente plantear un proyecto de ley que reforme los artículos 34 y 37 
de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, y el artículo 265 del 
Código de Trabajo, por lo que origina la creación formal del proyecto bajo el 
siguiente título: Reforma de los artículos 34 y 37 de la ley N° 5524, Ley Orgánica 
del Organismo de Investigación Judicial, reformada por Ley N° 7355, de 10 de 
agosto de 1993, y reforma del artículo 265 de la Ley N° 2, Código de Trabajo.1 
 
                                                 
1 Véase infra, Anexo Nº 7, Proyecto de Ley presentado en la Asamblea Legislativa 
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De acuerdo con lo investigado al tema del Consejo Médico Forense hemos dicho 
que este órgano se ha compuesto por dos Secciones encargadas de conocer y 
resolver las apelaciones de los dictámenes de primera instancia; sin embargo, 
según se desprende de la Sesión extraordinaria de Corte Plena Nº 11-2006 
celebrada a las ocho horas treinta minutos del treinta de mayo de dos mil seis, 
artículo V, concluimos que no sólo existen principios deontológicos y procesales 
que lesionan la naturaleza de la figura al ser utilizada por algunos abogados como 
una práctica dilatoria en los procesos judiciales, sino que en el acta en mención, 
se pone de manifiesto la existencia de una carencia presupuestaria que restringe 
la posibilidad de continuar brindando el servicio de una segunda sección y cuyo 
tema surge a colación dado que en ese acto correspondía someter a 
consideración las plazas extraordinarias a crear incluidas dentro del proyecto de 
presupuesto para el año 2007. 
 
Al efecto, reflexiónese sobre lo comentado por el Presidente de la Corte, 
Magistrado Luís Paulino Mora, quien expone lo siguiente acerca de los puntos 
esbozados en la Sesión extraordinaria de Corte Plena supra indicada:  
 
“Quisiera señalar que hay un tema al que le debemos prestar atención: el 
Consejo Superior no aprobó continuar con un Tribunal extraordinario que 
tenemos en el Consejo Médico-Forense a este momento, siguiendo el 
criterio de que ese tribunal no resulta necesario, conforme se pronunció el 
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Consejo Directivo de la Escuela Judicial y la Comisión de Asuntos Penales, 
quienes no encuentran justificación para que, tratándose de un peritaje 
determinado, haya un Tribunal constituido por médicos que conocen un 
recurso del peritaje dado por el médico inicial. Eso no existe en nuestro 
país en ninguna otra materia y con ningún otro perito, estimamos que la 
discusión sobre las objeciones en relación con el peritaje, deben 
presentarse ante el juez, es éste el que debe resolverlo y si es del caso 
nombrar otro perito más a efecto de tener nuevos elementos de juicio, pero 
no estarse a lo que resuelva un tribunal como lo que ocurre en este caso. 
Es por eso entonces que el Consejo no recomendó el seguir constituyendo 
esa sección emergente del Tribunal, que además de eso está causando 
bastante atraso en los pronunciamientos del Consejo Médico Forense”1 
 
A su vez, el Presidente, Magistrado Mora, continúa estimando en esa misma 
reunión que:  
 
“….dejando solamente una sección podría ese Consejo resolver los 
asuntos que se le plantean en materia de peritajes de nuestros funcionarios 
judiciales y otros temas que no están  tomados en consideración al 
                                                 
1 Sesión extraordinaria de Corte Plena Nº 11-2006 celebrada a las ocho horas treinta minutos del 
treinta de mayo de dos mil seis, artículo V. 
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momento de reducir la cantidad de médicos para que constituyan esa 
segunda sección…….”1  
 
La inconformidad es tal, que el Magistrado no comparte el criterio de que los 
peritajes sean resueltos por otro tribunal conformado por peritos, pues para 
MORA lo correcto es que sea el juez el encargado de esa atribución: 
 
“…..el tribunal, que es quien resuelve sobre lo resuelto por el perito no se 
ajusta a lo que tradicionalmente se ha tenido en relación con esta 
determinada prueba en ámbitos nacional e internacional; es solamente esta 
clase de peritajes que tiene esa posibilidad y a ese momento se ha 
desvirtuado un poco el tema porque, según entiendo en una investigación 
que a este momento hacen unos estudiantes universitarios, se ha 
constatado que hasta se está recibiendo prueba, es decir, se está 
realizando un juicio en relación con el peritaje, nos parece que eso más 
bien está desvirtuando el peritaje……….,que esa forma como se está 
tratando el asunto, es como construir una jurisdicción técnica en aquella 
sede y eso no es correcto.”2 
 
 
                                                 
1 Sesión extraordinaria de Corte Plena Nº 11-2006 celebrada a las ocho horas treinta minutos del 





Indiscutiblemente de acuerdo con lo expuesto en la sesión supra citada, existen 
razones de peso en contra para que el Consejo Médico Forense continúe 
realizando de manera incontrovertible su desempeño sin verse expuesto a 
aseveraciones tan delicadas que perjudican no sólo la imagen de quienes laboran 
ahí sino de la administración misma del Poder Judicial, al pertenecer este a las 
dependencias que auxilian la justicia, de ahí que el tema queda pendiente para 
ser tratado nuevamente en la Sesión extraordinaria de Corte Plena Nº 16-2006, 
celebrada a las nueve horas treinta minutos del veintiséis de junio de dos mil seis, 
artículo XXIV y que a su vez señala: 
 
“El Consejo Superior, en sesión verificada el 4 de abril del presente año, artículo 
XXIX, tomó el acuerdo que en lo conducente dice: 
 
“[…] este Consejo estima que no existen razones jurídicas de peso, que 
justifiquen mantener el funcionamiento del Consejo Médico Legal con sus 
diferentes secciones, por cuanto lejos de favorecer el ejercicio de una 
Administración de Justicia pronta y cumplida, esta instancia se ha 
convertido en un obstáculo para lograr esos principios; ya que se estima 
que en algunos casos, está siendo utilizada por las partes como una 
práctica dilatoria para la resolución de los procesos; ….De lograrse la 
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eliminación del Consejo, los integrantes de las diferentes secciones de esa 
instancia, actuarían de forma individual en la atención de los requerimientos 
procesales, con lo que de esa forma se apresurará la emisión de las 
pericias que ellos emiten y, por ende, los administradores de justicia 
contarán con este elemento de convicción con mayor prontitud para 
resolver los asuntos puestos en su conocimiento. Sobre este último 
aspecto, no pueden ser más que elocuentes las cifras en cuanto a las 
experticias pendientes de rendir por el Consejo Médico Legal, sin que se 
cuente con posibilidades presupuestarias para crearle más secciones para 
atender la abrumadora carga de trabajo que mantiene y, más aún, 
considerando el crecimiento constante del número de solicitudes que ha 
venido recibiendo, lo que como se ha dicho, rebasa con creces la 
capacidad de atención que tiene ese órgano.……….” 
 
En esta oportunidad se dispuso prestarle atención al informe rendido por la 
Escuela Judicial y recomendar a la Corte Plena tramitar la presentación de un 
proyecto de ley ante la Asamblea Legislativa, tendente a la derogación de la 
normativa que se refiere al Consejo Médico Forense, como una instancia más de 
apelación dentro de los procesos donde está instituida esa posibilidad. De hecho 
se propone la derogación del artículo 34 de la Ley Orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial, así como el 265 del Código de Trabajo, en lo que se refiere 
al recurso de apelación ante el Consejo Médico Forense, siendo así que se 
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encomendó al asesor legal de la Secretaría General procediera a la elaboración 
del proyecto respectivo, a fin de que sea remitido al Ministerio de Justicia, para su 
debido trámite ante la Asamblea Legislativa. 
 
Es así como se llega a la última asamblea concerniente al tema de la urgente 
creación del proyecto de ley referido, cuya deliberación se llevó a cabo en Sesión 
ordinaria de Corte Plena Nº 34-2006, celebrada a las trece horas treinta minutos 
del trece de noviembre del dos mil seis, artículo XIV, la cual dice en lo 
conducente: 
 
“Los licenciados Róger Calderón Mora y Ricardo Monge Bolaños, por su 
orden, Asistente Jurídico y Profesional en Derecho, ambos de la 
Secretaría General, en oficio # 9143-2006 del 20 del presente mes de 
octubre, manifiestan: 
“En cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena 
en sesión N° 16-2006……. remitimos el texto del 
proyecto de ley de reforma a los artículos 34 y 37 de 
la Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
Judicial, así como del artículo 265 del Código de 
Trabajo. 
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Es importante aclarar que, ………con la reforma se 
elimina la normativa que establece al Consejo Médico 
Forense como una instancia más de apelación dentro 
de los procesos donde está instituida esa posibilidad, 
y no la eliminación del órgano médico como tal.”…….. 
 
 
Importa rescatar que en ese mismo acto el Presidente en ejercicio, Magistrado 
Chaves aclara acerca de no entrar en confusión con lo que se pretende, pues ello 
no implica la eliminación de la figura como tal, al sostener que:  
 
“…….. no se está eliminando el Consejo Médico Forense, lo que se está 
haciendo es eliminándose la apelación de los dictámenes ante el Consejo, 
pero el Consejo seguiría funcionando como tal en los casos que 
corresponda y en los otros sus integrantes de forma individual rindiendo los 
peritazgos.”1 
   
Abonado a lo expuesto por el anterior Magistrado, el señor José Manuel Arroyo 
aporta su apreciación al respecto y agrega: 
                                                 
1 Sesión ordinaria de Corte Plena Nº 34-2006, celebrada a las trece horas treinta minutos del trece de 
noviembre del dos mil seis, artículo XIV. 
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“………es de importancia señalar que la discusión técnica no se va a 
eliminar, es decir, una vez dictaminado cualquier aspecto por el Organismo 
Médico Forense, la parte que se ve afectada……, procesalmente sigue 
manteniendo esa posibilidad.  Amén de que en efecto ha habido una gran 
cantidad de distorsiones, donde  la apelación prácticamente se ha 
convertido en un mini juicio, y eso obviamente que trae atrasos 
innecesarios y discusiones que no corresponde a los técnicos realizar….”1  
 
Así las cosas, en este cenáculo se acordó finalmente aprobar el texto del proyecto 
de ley de reforma a los artículos 34 y 37 de la Ley Orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial, así como del artículo 265 del Código de Trabajo; y remitirlo 
al Ministerio de Justicia, a fin de que se sirva darle el trámite legislativo 
correspondiente. Aunque advertimos que tanto la Magistrada Calzada como el 
Magistrado Armijo, emitieron su voto por improbar el proyecto en tal deliberación. 
 
De conformidad con lo argüido en las tres sesiones citadas, consideramos que la 
proposición de un proyecto de ley que permita ofrecer una solución a los procesos 
judiciales en aras de contribuir con los principios de economía y celeridad 
procesal es muy conveniente y necesario. Sin embargo los alcances y la eficacia 
                                                 
1 Sesión ordinaria de Corte Plena Nº 34-2006, celebrada a las trece horas treinta minutos del trece de 
noviembre del dos mil seis, artículo XIV. 
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de la reforma dependerán de la precisión y claridad  en que se encuentre 
redactado el texto legal, lo cual será objeto de discusión en el próximo título. 
 
Por otra parte, siendo que los dictámenes medico legales, hechos por peritos 
oficiales, son los únicos peritajes médicos que pueden ser apelados, el numeral 
341 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial nos advierte que 
no encuentra cobijo alguno que admita apelar los informes hechos por los 
Trabajadores Sociales del sistema judicial, por lo que juzgamos como una 
inconsistencia procesal, siendo que estimamos la labor de los trabajadores 
sociales como de carácter pericial.  
 
Para nosotros, es evidente que si seguimos un mismo criterio de pensamiento, 
estos son psicólogos aunque no pertenezcan al mismo departamento, pues en la 
práctica realizan labor pericial aunque no sean médicos. Insistimos que debería 
reconocérseles que desempeñan una labor de peritos, al igual que se hace con 
los psicólogos del Departamento de Medicina Legal. 
 
Al respecto es importante señalar la resolución judicial de la Sala Tercera de la 
Corte Suprema de Justicia, número 2005-01440, expediente: 00-001041-0064-
PE, San José, a las diez horas del doce de diciembre de dos mil cinco, donde se 
                                                 
1   Artículo 34: “A las secciones del Consejo les corresponderá dictaminar, en alzada, sobre las cuestiones      
médico legales que se susciten en los procesos…..” 
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hace mención acerca del carácter especial de los informes de los equipos 
interdisciplinarios del Departamento de Trabajo Social y Psicología, la cual pone 
de manifiesto información relevante al indicar los desaciertos que comete el A-quo 
donde erradamente califica que estos no constituyen peritajes, sino meros 
informes, no admitiendo la impugnación de los mismos expresando que el 
documento que se pretendía impugnar es sólo un “informe”, no un dictamen 
pericial, respecto del cual no cabe dicho recurso, inclusive en el punto dos del 
segundo considerando se le hacen fuertes llamados de atención al a-quo para que 
en el futuro no vuelva a incurrir en el error. Los argumentos sostenidos por el juez 
de primera instancia en el que considera que el remedio incoado por la defensa 
no es procedente lo constituyen las siguientes razones, las cuales fueron 
incorporadas en la resolución de marras dentro del primer punto del Considerando 
Primero: 
 
“I. [I…] el documento que esta [sic] siendo atacado por la defensa técnica 
es un informe vertido por la Unidad Interdisciplinaria la cual [sic] no 
reviste las características de una pericia científica y mucho menos un 
dictamen médico legal, los cuales como se sabe pueden ser objeto de 
alzada durante cualquier etapa del proceso de acuerdo a la reglamentación 
vigente, los alegatos de la defensa se fundamentan principalmente en la 
aplicación del ordinal 34 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
Judicial, el cual permite que las partes puedan apelar los dictámenes 
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médicos y aquellas pericias que tengan las características de forenses, no 
así el informe que como se dijo no se trata de una pericia sino de un 
informe de un Grupo Interdisciplinario…De modo que se puede decir 
que dicho grupo, por imperativo legal de la Corte Suprema de Justicia...no 
tiene apelación ningún recurso ulterior, toda vez que no existe un órgano 
superior que pueda conocer en alzada lo que el Equipo Interdisciplinario 
pueda resolver…..”1 
 
Así las cosas, los magistrados de la Sala Tercera se traen abajo la tesis sostenida 
por el A-quo, advirtiendo rigurosamente los fallos cometidos por él basado en los 
siguientes razonamientos ubicados en el segundo punto del Considerando 
Primero, que dice así: 
 
 “…..II) Comete el a-quo un grave error al estimar que no constituyen 
peritajes, sino meros informes, los dictámenes elaborados por el Equipo 
Interdisciplinario del Departamento de Trabajo Social y Psicología. Del 
artículo 213 del Código Procesal Penal deriva, que el peritaje consiste en 
un informe que realiza una persona a partir de sus especiales 
conocimientos teóricos y/o prácticos aplicados al estudio o evaluación de 
un particular asunto de interés para el proceso. Por ello, los artículos 214, 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia,  Sentencia número 2005-01440, a las diez horas del doce de 
diciembre de dos mil cinco. 
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218 y 219 del Código Procesal Penal utilizan el término “informe”, pues los 
dictámenes periciales constituyen, en realidad, una de sus modalidades: un 
informe especializado…..” 1 
 
 
Según se desprende de los criterios delineados por a Sala Tercera, si bien los 
dictámenes periciales psicosociales elaborados por el Equipo Interdisciplinario del 
Departamento de Trabajo Social y Psicología reviste características distintas a los 
peritajes médico-legales, si constituyen un peritaje. 
 
Tal y como se desprende de la tesitura de la Sala Tercera, desde el momento en 
que el Departamento de Trabajo Social y Psicología fue creado mediante la 
extinta Ley Orgánica de la Jurisdicción Tutelar de Menores (Ley número 3260 de 
21 de diciembre de 1963) y su reforma (Ley número 7383 de 24 de febrero de 
1994) surge, desde aquel momento, como parte del ámbito administrativo del 
Poder Judicial. Más adelante con la promulgación de la vigente Ley de Justicia 
Penal Juvenil este Departamento siguió manteniendo su vigencia y es el artículo 
93 de dicha ley el que permite la admisión de este “estudio psicosocial”, en lo que 
interesa indica:  
 
                                                 
1  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia número 01440 a las diez horas del doce de 
diciembre de dos mil cinco.  
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“Admitida la procedencia de la acusación, en los casos en que ‘prima 
fascie’ se estime posible aplicar una sanción privativa de libertad, el Juez 
Penal Juvenil deberá ordenar el estudio psicosocial del menor de edad. 
Para tal efecto, el Poder Judicial deberá contar con unidades de 
profesionales en psicología y trabajo social…Las partes podrán ofrecer 
a su costa pericias de profesionales privados. Ese estudio es indispensable 
para dictar la resolución final, en los casos señalados en el párrafo primero 
de este artículo”1 
 
En ese sentido la Sala Tercera en su aludido fallo ha considerado que al preverse 
la posibilidad de que las partes puedan ofrecer sus pericias privadas junto al 
estudio psicosocial, éste constituye ya un peritaje al amparo del artículo 221 del 
Código Procesal Penal, pues con suma razón en él intervienen tanto una 
trabajadora social como una psicóloga2 poniendo en práctica mediante una 
variada metodología los diversos conocimientos especializados que cada una 
pueda aportar, lo cual fundamenta que no es posible calificarle simplemente como 
un informe sin valor pericial. 
 
                                                 
1   Ley de Justicia Penal Juvenil, art. 93. 
2  La razón que gravita en calificarles como un dictamen pericial no recae en la función específica de los 
Trabajadores Sociales, sino por que en este tipo de dictámenes intervienen especialistas en psicología o 
psiquiatría.   
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Continuando con la sentencia de rito, esta debe de atribuírsele un carácter 
relevante, pues se pronuncia en estimar los motivos procesales por los cuales el 
Departamento de Trabajo Social y Psicología forma parte al ámbito administrativo 
del Poder Judicial y no del ámbito auxiliar de la administración de justicia, 




“El Departamento de Trabajo Social y Psicología no está reconocido 
formalmente en el artículo 149 de la Ley Orgánica del Poder Judicial como 
un órgano auxiliar de la administración de justicia, como sí lo están el 
Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, la Defensa 
Pública, la Escuela Judicial, el Centro Electrónico de Información 
Jurisprudencial y el Archivo y Registro Judiciales. En consecuencia, ese 
formalismo legalista estructura al Departamento de Trabajo Social y 
Psicología como perteneciente al ámbito administrativo del Poder 
Judicial, a la vez que sitúa al Departamento de Medicina Legal (y su 
Sección de Psiquiatría y Psicología Forense) como parte del ámbito 
auxiliar de la administración de justicia del Poder Judicial, al estar 
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adscrito al Organismo de Investigación Judicial en virtud del artículo 11 de 
la Ley Orgánica del citado Organismo.”1 
 
Tal razonamiento nos permite concluir que no es posible considerar que el 
Departamento de Trabajo Social y Psicología se rige por las mismas normas que 
se siguen para los dictámenes del Departamento de Medicina Legal, pues cada 
uno de sus dictámenes deberán ser requeridos con observancia de la función que 
a dichos órganos se le encomiende efectuar. En efecto, la delimitación de los 
dictámenes elaborados por cada departamento se observa en la circular número 
42-2005 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia sobre: 
“Delimitación en la Atención de las Diferentes Materias que atienden el 
Departamento de Trabajo Social y Psicología y la Sección de Psiquiatría y 
Psicología Forense del Departamento de Medicina Legal”, publicada en el Boletín 
Judicial, número 84 de 3 de mayo de 2005. En la que aclara los supuestos bajo 
los cuales según las diferentes leyes debe intervenir el Departamento de Trabajo 
Social y Psicología o el Departamento de Medicina Legal (Sección de Psiquiatría 
y Psicología Forense), así como aquellos en los cuales la normativa jurídica 
permite que la autoridad judicial ordene la solicitud en uno u otro departamento.  
 
                                                 
1  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia,  Sentencia número 01440 a las diez horas del doce de 
diciembre de dos mil cinco. 
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El pronunciamiento de marras también reconoce la necesidad de distinguir que 
los Equipos Interdisciplinarios al pertenecer al Departamento de Trabajo Social y 
Psicología, le otorga un carácter especial1, por lo que les compete intervenir solo 
en casos muy específicos, los cuales se delimitan a continuación: 
 
“[…. ] los Equipos Interdisciplinarios están adscritos al Departamento de 
Trabajo Social y Psicología mediante acuerdo del Consejo Superior del 
Poder Judicial tomado en el artículo III de la sesión número 90-98 de 12 de 
noviembre de 1998. El artículo 221 del Código Procesal Penal determina 
que estos equipos realizan pruebas periciales a personas que, en 
principio, figuren en un proceso penal como víctimas de una agresión 
sexual. Estos supuestos específicos que motivan la intervención del Equipo 
Interdisciplinario conducen a concebir sus dictámenes como “peritajes 
especiales”, tal cual son denominados por el mismo precepto. Además, las 
funciones periciales de estos equipos se evidencian claramente en el 
acuerdo de la Corte Plena tomado en su sesión número 17-98 de 15 de 
junio de 1998, artículo XXXIII, contenido en la circular número 13-98 de la 
Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia sobre “Reglas 
Prácticas con ocasión de la Promulgación del Código de la Niñez y la 
Adolescencia” publicada en el Boletín Judicial número 147 de 30 de julio de 
1998. Se lee en lo que interesa: “I.- Reglas sobre conformación y 
                                                 
1 Ver supra, nota al pie Nº 2, p.230. 
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funcionamiento de los Equipos Interdisciplinarios (E.I.) previstos en el 
Código Procesal Penal (C.P.P.) y el Código de la Niñez y la Adolescencia 
(C.N.A.). 1°.- Con fundamento en el artículo 221 del C.P.P. y los artículos 
105, 107 c., 112 párrafo 2°, 120-123 y Transitorio II del C.N.A., los ‘Equipos 
Interdisciplinarios’ (E.I.) son grupos de técnicos y profesionales en 
ciencias médicas, psiquíatras, psicólogos forenses,1 trabajadores 
sociales y, en general, expertos en el tratamiento de víctimas. 2°.-  La 
población-meta a que está dirigida la atención de los E.I. son:  menores y 
mujeres víctimas de cualquier tipo de agresión y, en general, personas 
víctimas de delitos sexuales. 3°.- Los E.I. deben realizar las distintas 
pruebas y prácticas periciales interdisciplinariamente… 5°.- Son 
atribuciones y obligaciones de los Equipos Interdisciplinarios:… a. Atender, 
asistir y reconocer pericialmente a la población-meta legalmente definida 
(Art. 221 C.P.P.). b. Prestar apoyo a las autoridades judiciales que lo 
requieran dentro de los propósitos para los que han sido constituidos…6°.- 
Estas atribuciones y obligaciones corresponden a los Equipos 
Interdisciplinarios cuando actúan en conjunto.  Son independientes de las 
labores que, en tanto peritos, puedan desempeñar sus miembros como 
funcionarios del Poder Judicial. La intervención en un E.I., sus 
pronunciamientos o decisiones, inhibe al técnico o profesional participante 
de intervenir de nuevo en el mismo proceso como perito independiente… 
                                                 
1 Ver supra, nota al pie Nº 2, p.230. 
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II.- Reglas sobre actuaciones de autoridades judiciales y administrativas en 
asuntos relacionados con menores. ...5°.-  Cuando en una causa penal sea 
necesario una pericia determinada y el caso no esté comprendido dentro 
de la población-meta legalmente definida, deberá solicitarse el peritaje 
genérico previsto por el Título IV, artículos 213-224 del Código Procesal 
Penal. El reconocimiento de menores y mujeres agredidos o el 
reconocimiento de personas en general agredidas sexualmente 
constituyen un peritaje especial (artículo 221 C.P.P.), en tanto que los 
demás han de entenderse genéricos.”1 
 
En síntesis, si bien el dictamen pericial psicosocial elaborado por el Equipo 
Interdisciplinario del Departamento de Trabajo Social y Psicología no admite la 
impugnación en la aplicación del ordinal 34 de la Ley Orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial, el cual permite que las partes puedan apelar los 
dictámenes médicos ante el Consejo Médico Forense, sí permite conceder a las 
partes una audiencia por el plazo de tres días para que ejerzan los derechos que le 
confiere la relación de los artículos 216, 217, 218, 219 y 222 del Código Procesal 
Penal, sea para que la parte que siente su inconformidad proponga un perito 
nuevo para reemplazar al ya designado o actuar conjuntamente con él, o para que 
cualquiera de las partes (Ministerio Público, querellante, actor civil, defensa o 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia,  sentencia número 01440 a las diez horas del doce de 
diciembre de dos mil cinco. 
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demandado civil) pueda cuestionar esa prueba mediante la solicitud de su 
aclaración, o a través de la petición del nombramiento de uno o más peritos 
nuevos para que se evalúe, amplíe o repita el examen, desprendiéndose de tales 
preceptos jurídicos la posibilidad de que se cuenta con los remedios procesales 
que dispone la ley para impugnar. 
 
De conformidad con lo expuesto en el III) Considerando del fallo de mérito, se 
pone de manifiesto la carencia de normas jurídicas que unifiquen de manera 
taxativa, clara y precisa el procedimiento completo a seguir para los dictámenes 
elaborados por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, nótese de 
seguido: 
 
“[ ]….a la fecha no existe un cuerpo normativo autónomo que regule de 
manera exclusiva el funcionamiento del Departamento de Trabajo Social y 
Psicología, sino sólo diversos preceptos contenidos en varias leyes. 
Aunado a lo anterior, la posición administrativa que dentro del Poder 
Judicial ocupa el Departamento de Trabajo Social y Psicología hace que 
éste no esté supeditado a un órgano superior en lo técnico-profesional, por 
lo que sus peritajes no son apelables, por respeto al principio de legalidad y 
seguridad jurídica propio de un Estado de Derecho. Sólo está subordinado 
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al Consejo Superior en lo administrativo, con base en el artículo 85 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial.” 1 
 
Concordado con todas las manifestaciones expuestas, calificamos necesario dejar 
planteada esta situación relativa al tema de los trabajadores sociales y de los 
psicólogos adscritos al Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder 
Judicial como peritos, en virtud de que se haya recomendado dentro del Poder 
Judicial contar con un órgano superior al Departamento de Trabajo Social y 
Psicología que pudiera resolver recursos de apelación que se interpusieran contra 
sus dictámenes periciales, como se aprecia en el informe número 207-DO-2004-
13 de la Sección de Desarrollo Organizacional, sobre la estructura formal que 
debe poseer el Departamento de Trabajo Social y Psicología, y que fuera remitido 
a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia mediante oficio número 2153-
PLA-2004, de 29 de noviembre de 2004 por parte de la Jefatura del Departamento 
de Planificación. Dicho informe fue conocido por el Consejo Superior del Poder 
Judicial, en cuya sesión de 15 de marzo de 2005, acta número 19-05, artículo LV, 
acordó:  
 
“…9). En lo relativo a la necesidad planteada de contar con un Órgano 
Superior que valore las apelaciones o impugnaciones de los dictámenes, se 
                                                 
1  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia número 01440 a las diez horas del doce de 
diciembre de dos mil cinco.  
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dispone que en este tipo de peritajes la ley no contempla tal recurso, lo que 
procede es la reconsideración, ampliación, aclaración, o bien, el derecho de 
proponer un nuevo perito”.  
 
El fundamento de tal recomendación, nos refuerzan la idea de que estos 
funcionarios del Departamento de Trabajo Social y Psicología, al realizar función 
pericial, sus informes o dictámenes deberían de ser susceptibles a ser apelados 
como pasa en el caso de los demás peritos del Organismo de Investigación 
Judicial, permitiendo la posibilidad de ser impugnados, sea a través de recursos 
de adición y aclaración, y por su puesto de apelación. Para ello, podríamos 
formular dos propuestas a fin de solventar y solucionar este vacío procesal, 
acudiendo al reparo opcional de dos corrientes procesales: 
 
 
La primera sugerencia consistiría en delegar a la Jefatura del Departamento de 
Trabajo Social y Psicología la resolución judicial de las eventuales apelaciones 
que se interpongan; una segunda proposición sería la modificación de la 
normativa que rige la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial en 
cuanto a la competencia del Consejo Médico Forense y que incumbe la 
impugnación de tales peritajes, asignándole un profesional en trabajo social y en 
psicología para efectos de conocer estos casos en una comisión ante el Consejo 
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Médico Forense, y así consolidar y contribuir al principio que garantiza el debido 
proceso en los procesos judiciales. 
 
1. Comentarios en relación al proyecto de ley vinculado a las funciones del 
Consejo Médico Forense. 
 
Serias críticas se han manifestado a fin de reformar los artículos 34 y 37 de la Ley 
N.º 5524, de 7 de mayo de 1974, Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
Judicial, reformada por Ley N.º 7355 de 10 de agosto de 1993, titulado: Reforma 
de los artículos 34 y 37 de la ley N.° 5524, ley Orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial, reformada por ley N.° 7355, de 10 de agosto de 1993, y 
reforma del artículo 265 de la ley N.° 2, Código de Trabajo. Las razones que 
motivan a plantear un proyecto de ley en la Asamblea Legislativa son muy fuertes, 
pues se sostienen argumentos como los siguientes:  
Uno de ellos lo constituye el fortalecimiento del principio de independencia del 
Juez y el principio constitucional de justicia pronta y cumplida, puesto que según 
la tesitura de los proponentes del proyecto las disposiciones legales expuestas, 
lejos de facilitar el cumplimiento de esos principios, han sido utilizadas por las 
partes como una práctica dilatoria, obstruyendo el curso del proceso, violando los 
valores de lealtad y buena fe procesal con el objeto de demorar indebidamente un 
pronunciamiento que en algunos de los casos se hace evidente la inexistencia de 
razones jurídicas que justifiquen su interposición. Además, este tipo de 
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peritaciones constituye el único caso que admiten apelación previa a que sean 
valoradas por el juez; sin que ello implique la pérdida al derecho de defensa de 
las partes, pues tal derecho eventualmente se podría ejercer ante la instancia 
judicial que corresponda. 
 
Se propone que con la reforma de esos preceptos legales, permitirá a los 
integrantes de las diferentes secciones del Consejo Médico Forense actuar de 
forma individual, traduciéndose en un mejor aprovechamiento del recurso humano 
y material en la atención de los asuntos procesales, con el fin de darle celeridad a 





Es manifiesto un elevado incremento en el mayor número de demandas ordinarias 
por pensión y riesgos profesionales, presentadas ante los juzgados de trabajo de 
mayor cuantía, siendo así que dichos asuntos ingresan con mayor regularidad y 
predominan sobre los demás, sin considerar que el Consejo Médico Forense 
conoce además la apelación de los dictámenes emitidos por todas las secciones 
que conforman el Departamento de Medicina Legal, incluyendo las unidades 
regionales de Medicina Legal. Estiman los expertos que aproximadamente el 47% 
de las demandas presentadas ante los juzgados de primera instancia por pensión 
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y riesgo profesional, el dictamen médico legal emitido será apelado ante el 
Consejo Médico Forense. 
 
Asimismo se indica que las cifras que constan en el libro de casos entrados en 
apelación al Consejo Médico Forense, son elocuentes las experticias pendientes 
por rendir, aunado a que la carencia presupuestaria imposibilita crear más 
secciones para atender el nivel de trabajo que allí se maneja. A su vez se advierte 
el que el número de solicitudes recibidas, ha mostrado un crecimiento constante, 






En virtud de lo argüido anteriormente, se somete al conocimiento y consideración 
de la Asamblea Legislativa el presente proyecto de ley: 
 
ARTÍCULO 1.- Refórmanse los artículos 34 y 37 de la Ley N.° 5524, Ley 
orgánica del Organismo de Investigación Judicial, de 7 de mayo de 1974, para 
que en adelante se lean así: 
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"Artículo 34.- Habrá un Consejo Médico Forense, organizado en las 
secciones necesarias para su buen funcionamiento, a juicio de la Corte 
Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe del Departamento 
de Medicina Legal. 
 
Los profesionales que integren el Consejo Médico Forense podrán 
trabajar en este a tiempo completo. 
También se podrán contratar servicios profesionales especializados, de 
acuerdo con las necesidades." 
 
"Artículo 37.- Los médicos forenses que formen parte de Ias 
delegaciones regionales del Organismo de Investigación Judicial, serán 
los encargados de efectuar, bajo su exclusiva responsabilidad profesional, 
los exámenes y evacuar las consultas médico legales en los asuntos que 
conozcan los tribunales del circuito respectivo. 
Si en la respectiva delegación no hubiere jefe médico, sus informes y 
dictámenes no requieren refrendo alguno, pero en todo caso, deben ser 
expedidos por medio de la Jefatura de la Delegación." 
 
Del memorial 34 propuesto en la reforma, se deriva que parte de su artículo se 
mantiene íntegro, y que solamente se eliminó la frase que define la organización y 
funcionamiento del Consejo Médico Forense. Dentro de las atribuciones de las 
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secciones de ese Consejo se establece la de "...dictaminar, en alzada, sobre las 
cuestiones médico legales que se susciten en los procesos cuando lo ordenen los 
Tribunales de Justicia, de oficio o a solicitud de parte. Para ejercer sus 
potestades, deberá existir la consulta, en su caso, o el respectivo recurso de 
apelación, el cual se interpondrá ante el Tribunal que conoce del proceso, dentro 
de los ocho días siguientes a aquel en que el dictamen impugnado haya sido 
notificado a todas las partes". Asimismo, el artículo 37 ibídem conserva el primer y 
segundo párrafo sin sufrir ninguna modificación y elimina su párrafo final que nos 
habla respecto de los dictámenes e informes que emitan los médicos forenses 
que formen parte de las delegaciones regionales del Organismo de Investigación 
Judicial, estableciendo que "De esos dictámenes e informes conocerá el Consejo 
Médico Forense, cuando para ello sea requerido por el tribunal competente, 
conforme a la regla general.” 
 
 
De seguido se transcriben las disposiciones legales descritas tal y como se 
mantienen vigentes al día de hoy, a fin de ilustrar que lo subrayado muestra el la 
parte del texto legal que ha sido excluido: 
 
“Artículo 34.- Habrá un Consejo Médico Forense, organizado en las 
secciones necesarias para su buen funcionamiento, a juicio de la Corte 
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Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe de Departamento de 
Medicina Legal. 
 
Los profesionales que integren el Consejo Médico Forense podrán trabajar 
en éste a tiempo completo. 
 
También se podrán contratar servicios profesionales especializados, de 
acuerdo con las necesidades. A las secciones del Consejo les 
corresponderá dictaminar, en alzada, sobre las cuestiones médico legales 
que se susciten en los procesos cuando lo ordenen los Tribunales de 
Justicia, de oficio o a solicitud de parte. Para ejercer sus potestades, 
deberá existir la consulta, en su caso, o el respectivo recurso de apelación, 
el cual se interpondrá ante el Tribunal que conoce del proceso, dentro de 
los ocho días siguientes a aquel en que el dictamen impugnado haya sido 
notificado a todas las partes.” 
 
Crítica: La ausencia del último párrafo, no nos aclara cuáles serían las funciones 
que en adelante desplegaría el Consejo, ni mucho menos si de existir alguna 
forma de recurrir a este no se presenta de forma precisa algún plazo para su 
procedencia. Además, si bien dentro de los principales argumentos para reformar 
estas disposiciones, se indica que la carencia presupuestaria imposibilita crear 
más secciones para atender las solicitudes impugnaticias que allí se manejan; no 
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se entiende entonces, por qué se mantiene abierta la posibilidad señalada en el 
primer y segundo renglón del artículo de marras diciendo que a juicio de la Corte 
Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe de Departamento de 
Medicina Legal, este Consejo se organizará en las secciones necesarias para su 
buen funcionamiento. 
 
“Artículo 37.- Los Médicos Forenses que formen parte de las 
Delegaciones Regionales del Organismo serán los encargados de 
efectuar, bajo su exclusiva responsabilidad profesional, los exámenes y 
evacuar las consultas médicolegales en los asuntos que conozcan los 
tribunales del circuito respectivo. 
 
Si en la respectiva Delegación no hubiere Jefe Médico, sus informes y 
dictámenes no requieren refrendo alguno, pero en todo caso, deben ser 
expedidos a través de la Jefatura de la Delegación. 
 
De esos dictámenes e informes conocerá el Consejo Médico forense, 
cuando para ello sea requerido por el tribunal competente, conforme a la 
regla general.” 
 
Crítica: Al desaparecer el último párrafo, la interpretación nos dice que los 
Médicos Forenses que formen parte de las Delegaciones Regionales del 
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Organismo serán los encargados de conocer y evacuar las consultas 
médicolegales en los asuntos que conozcan los tribunales del circuito respectivo, 
por lo que ya no sería de conocimiento y traslado al Consejo. Sin embargo, 
estimamos que si bien ayudaría a descongestionar las labores del Consejo, 
podría originarse un eventual incremento de solicitudes a nivel sectorial en cada 









D. El perito como órgano emisor del dictamen pericial. 
 
Hasta ahora se ha hecho alusión al concepto y demás generalidades del dictamen 
pericial y a la mecánica e intervención de la prueba pericial tratándose de delitos 
sexuales y contra la integridad física; pero ¿cuál es el sujeto que hace posible la 
realización de éste tipo de prueba? o ¿cuál es el sujeto del cual emana el 
dictamen pericial?. Estas respuestas las encontramos al realizar el estudio de lo 
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que se conoce doctrinalmente como perito; figura que se presenta como una 
solución certera a la necesidad que tienen los tribunales de asesorarse con 
personas que dominan algún arte, ciencia, técnica u oficio ajenos al campo del 
derecho. 
 
El perito puede definirse como “un tercero ajeno al hecho que se investiga que por 
aptitud, idoneidad técnica, científica o artística es convocado por el juez para 
emitir una opinión fundada acerca de hechos controvertidos o dudosos cuya 
relación requiere conocimientos especiales, es decir, que es quien asesora al 
magistrado desde su saber específico”.1  Puede ser por lo tanto, una persona 
física o un grupo interdisciplinario de personas ajenas al proceso e imparciales, 
que aportan su saber para la correcta apreciación de los hechos a enjuiciar por 
parte del juzgador.  
   
Etimológicamente la palabra perito proviene del latín peritus que se define como 
"persona que, poseyendo especiales conocimientos teóricos o prácticos, informa 
bajo juramento al juzgador sobre puntos litigiosos en cuanto se relacionan con su 
especial saber o experiencia". 2 
 
                                                 
1 PATITÓ, op. cit., p. 127.   
2 www.aeds.org, MARTELL ORTEGA (Carolina), La Prueba Pericial. Concepto y Naturaleza 
Jurídica. sitio visitado el miércoles 4 de enero 2006, 10:15 a.m. 
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Por su parte GUILLERMO CABANELLAS nos brinda un concepto de lo que se 
entiende por este tipo de experto al señalarnos que, es un “especialista, 
conocedor, práctico o versado en una ciencia, arte u oficio. Quien posee título 
estatal de haber hecho determinados estudios o de poseer experiencia en una 
rama del conocimiento, en una actividad cualquiera”.1  
 
En este mismo orden de ideas  el autor PRIETO CASTRO señala que “perito es la 
persona que posee conocimientos especializados sobre alguna materia, y a la 
cual se acude en busca de dictamen cuando, para apreciar o para conocer y 
apreciar los hechos o algún hecho de influencia en el proceso, sean necesarios o 




Por lo tanto, podemos entender que al hablar de perito se hace referencia a un 
sujeto que es nombrado como tal por el juzgador, y que informa a éste y a las 
partes acerca de determinados aspectos de interés sobre los hechos que sirven 
de base en el litigio, y para cuya aprehensión, entendimiento y descubrimiento se 
hace necesario poseer conocimientos especializados en alguna rama del saber.  
 
                                                 
1 CABANELLAS (Guillermo), Diccionario enciclopédico de Derecho Usual, Buenos Aires, 
Argentina, Editorial Heliasta S.R.L, 16ª edición, tomo VI, 1983, p. 211.  
2 PRIETO CASTRO citado por PAREJELES VINDAS,  op. cit., p. 243. 
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El perito debe ser consecuentemente un tercero que actúa de forma imparcial, no 
es necesario que sea graduado en determinada profesión, ya que en aquellos 
casos en los cuales la actividad sobre la que versa la pericia no se encuentre 
oficialmente reglamentada, se podrá nombrar a una persona que reúna las 
características y habilidades necesarias para figurar en el cargo y desempeñar la 
labor que se le encomienda de forma adecuada1. 
 
De conformidad con la entrevista realizada a ILIANA ARCE UMAÑA, recomienda 
que para procurar un mejor aprovechamiento de la figura del perito en el proceso 
judicial, sería conveniente lo siguiente: 
 
“….crear una especialidad para ser perito, con el propósito de emplear 
destrezas orales que permitan expresarse de mejor forma para la 
presentación de su informe en el juicio, así como la creación de una 
escuela que regule el ejercicio legal de la función pericial….”2 
 
                                                 
1
 En este sentido, puede verse FONT SERRA, op. cit., p. 25, quien nos señala al respecto “Cuando estos 
conocimientos, aptitudes o habilidades de una persona son reconocidas por la comunidad de la que 
forma parte, bien de un modo privado – se sabe que es una persona experimentada o hábil en 
determinadas materias- , o de un modo oficial – a través de un título conferido por el Estado-, se dice 
que aquella persona es perita o experta en aquello que conoce o sabe. En este sentido, es perito el 
científico o investigador de reconocido prestigio y lo es, también, el agricultor en lo que conoce como 
consecuencia de su trabajo habitual en el campo”.  
2  Arce Umaña Iliana. (2007) Destrezas orales para mejorar la participación del perito en el proceso. 
Entrevista: Universidad de Costa Rica, Cuidad Universitaria Rodrigo Facio, Facultad de derecho. 30 de 
mayo. 
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El experto llamado a rendir el dictamen o informe pericial debe ser una persona 
que se encuentre actualizada con respecto a los conocimientos fundamentales de 
la ciencia o técnica que profesa siguiendo su evolución en cuanto a los avances 
más novedosos. Además, es importante que posea experiencia en su campo. 
Debe tener una conducta intachable y comportarse de acuerdo a los principios 
éticos que regulan su actuar1.  
 
Por otra parte muchos peritos tienen la tendencia de redactar su dictamen con 
lenguaje propio de su experticia, “... el desafío está entonces en hacer que este 
experto pueda explicar lo mismo en términos que sean claros para todos los que 
están fuera de la órbita de tales conocimientos.”2 Este servidor de la justicia debe 
comprender que para que su función cumpla el fin propuesto y trasmita 
conocimientos a quienes toman las decisiones legales, debe hacerlo mediante un 
leguaje común, lo que implica la exclusión de la jerga técnica. Sin embargo, si es 
necesario expresar algún concepto de este tipo, es imperioso que sea definido 
claramente. 
 
La importancia que posee la intervención del perito en el proceso penal radica en 
el hecho de que comunica una serie de conocimientos científicos o prácticos al 
                                                 
1 Flores Sandí Crettchen. (2007) Apelaciones en el Consejo Médico Forense. Entrevista: Sección 
Clínica Forense del Departamento de Medicina legal, de Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, antiguo 
Complejo de Ciencias Forenses. 23 de Julio.  
2 BAYTELMAN ARONOWSKY y DUCE JAIME, op. cit., p. 317.  
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juez, ya sea por medio de su dictamen o durante el juicio mismo al ser llamado 
para que se refiera sobre aspectos de la experticia. Una vez que se trasmite este 
saber al juzgador podrá comprender o incluso descubrir un hecho que 
anteriormente desconocía, lo que le permite realizar una certera valoración de la 
prueba presentada al juicio. 
 
Nuestra legislación nos proporciona una serie de requisitos, los cuales son de 
cumplimiento obligatorio para la intervención del perito en el proceso. La 
observancia de los mismos es de suma importancia ya que con ellos se trata de 
dar transparencia y veracidad a su actuación. Estos requisitos se pueden resumir 
en poseer título habilitante en caso de que la profesión se encuentre 
reglamentada oficialmente, ser una persona mayor de edad y poseer capacidad 





Existe la necesidad de que la persona llamada a realizar la experticia ostente la 
capacidad requerida para tales efectos, o sea que posea idoneidad manifiesta en 
el campo sobre el que trata el peritaje. Esta idoneidad se puede verificar 
objetivamente a través de la exigencia del título profesional; referido como tal 
aquel certificado oficial otorgado al cursar la carrera de estudios correspondiente 
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a su profesión, claro está en aquellos casos en los que dicha profesión se 
encuentre debidamente reglamentada. En los demás casos el requisito se cumple 
con la escogencia de un individuo que posea los conocimientos necesarios y 
eficaces para  desempeñar la función pericial.1 
 
El Título Habilitante en materia pericial se encuentra regulado por el artículo 214 
del Código Procesal Penal, el cual al respecto establece:   
 
“Los peritos deberán poseer título habilitante en la materia relativa al punto 
sobre el cual dictaminarán, siempre que la ciencia, arte o  la técnica estén 
reglamentadas. En caso contrario, deberá designarse a una persona de 
idoneidad manifiesta”.2 
Dentro de los requisitos que debe cumplir el perito llamado a dictaminar en el 
proceso penal, además del poseer título habilitante, encontramos los de Edad y 
Capacidad Mental. La persona llamada a rendir el peritaje ha de tener la 
“madurez de juicio” requerida, tal madurez es vital ya que por lo general los 
asuntos penales son muy delicados, al tratarse en ellos la investigación de 
aspectos en donde se discuten la violación a bienes jurídicos tan importantes 
                                                 
1 QUINTANILLA LOAIZA (Julio), Criminalística: pericias. Lima, Perú, editorial e Imprenta Sánchez 
S.R.L., 2000, p. 47, expresa en el mismo sentido: “Con respecto a la capacidad para desempeñar el cargo y 
con la finalidad de asegurar la eficacia probatoria del peritaje, en algunos países se ha legislado en el 
sentido de la existencia de profesiones reglamentadas, en donde el perito deberá tener título habilitante en la 
ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada a que pertenezcan las cuestiones acerca de las 
cuales debe verter su dictamen. Solo en caso contrario a que no hubiera en el lugar del proceso perito con 
título habilitante, podrá ser nombrada cualquier persona con conocimientos en la materia”. 
2 Código Procesal Penal, art. 214. 
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como la vida, la integridad física, la libertad sexual, entre otros de la misma 
trascendencia. En nuestro país este requisito se supone existente al cumplir con 
la mayoría de edad, o sea al cumplir los dieciocho años.  
 
En cuanto a la capacidad mental “la pericia requiere plenitud de aptitudes 
intelectuales, por lo que no podrían ser peritos personas insanas mentalmente”1. 
El perito debe ser por lo tanto un sujeto capacitado para la comprensión de la 
labor que se le encomienda y de los alcances de la misma. Un individuo que 
tenga problemas de insania mental no podría figurar en el desempeño de esta 
función.  
 
Además, se debe tener claro el hecho de que el peritaje puede ser realizado por 
una persona física o un equipo interdisciplinario entendiéndose por éste, aquel 
grupo de profesionales especialistas en diferentes áreas de necesaria 
intervención durante la realización de la pericia. Sin embargo, lo más común es  
el nombramiento de una única persona la cual, como ya se señaló, debe ser 
mayor de edad, disfrutar del pleno goce de su capacidad mental y poseer título 
que lo habilite para el cargo. Es importante señalar que al hablar de equipo 
interdisciplinario no se hace referencia a una persona jurídica2, ya que los 
                                                 
1 ROJAS ARAYA (Juan Diego), La Pericia Médica (Noción y Contenido), Revista Medicina legal 
de Costa Rica, Volumen 16, Nº 1, Mayo-septiembre,1999, p. 53. 
2 Consideramos que una persona jurídica no es apta para la designación como perito dentro de un 
juicio, ya que además de la imposibilidad que existe de la sanción disciplinaria o incluso penal en caso de que 
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informes presentados por éstas deberán ser tomados en cuenta como tales, y no 
como prueba pericial.  
 
Al respecto RUBIANES nos explica que “el perito ha de ser una persona física, 
no solamente por las características de su misión, de aclarar y hacer inteligibles 
por los sujetos procesales, hechos o circunstancias que exigen conocimientos 
especiales, sino también para que asuma la responsabilidad penal, en orden a la 
eventual falsedad en la producción de la pericia. No se incluyen, pues, en la 
prueba pericial, los informes producidos por centros de estudio, academias, 
sociedades, asociaciones científicas, etc., aunque ellos trasunten la necesidad de 
conocimientos especiales, y sean requeridos por los jueces para la ilustración”1.  
 
 
Una vez verificado el cumplimiento de estos requisitos, es decir una vez que se 
demuestre que el perito posee título habilitante y es una persona apta para rendir 
el dictamen se procede a examinar su “Imparcialidad” dentro del proceso al que 
es llamado.   
 
                                                                                                                                                    
incurra en una conducta delictiva como lo sería la “divulgación de secreto”, las partes se verían afectadas por 
cuanto no se podría presentar la recusación del mismo, por lo que su actuar podría encontrarse viciado por ser 
imparcial.   
1 RUBIANES (Carlos), Manual de Derecho Procesal Penal, Buenos Aires, Argentina, Editorial 
Depalma, tomo II, 1981, p. 348. 
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La imparcialidad hace referencia al actuar del perito y al desempeño de su labor, 
significa que “...ha de practicar todas las operaciones que su ciencia, arte, 
industria o técnica le señale, y no solamente aquellas capaces de favorecer la 
situación del imputado o de alguna otra parte o interesado”1. Durante la práctica 
pericial debe actuar con extrema rectitud y objetividad propiciando la búsqueda de 
los elementos que conduzcan al esclarecimiento del debate sin favorecerse a sí 
mismo, a terceros o a alguno de los sujetos que figuran dentro del proceso. 
 
Con el fin de garantizar la objetividad del perito y de liberarlo de cualquier 
sospecha de parcialidad, nuestro Código Procesal Penal establece en su numeral 
215 una serie de supuestos en los cuales se podría dar la excusa o recusación 
del mismo; y que vienen a ser los mismos que rigen para los jueces, haciendo 
referencia al artículo 55 del mismo cuerpo legal 2.  
 
 
Es de vital importancia tener claro y recordar el papel que desempeña el perito en 
el proceso con el propósito de no hacerlo cargar con responsabilidades que no 
sean propias de su figura, recordemos que es un auxiliar del aparato judicial y en 
ningún caso debe ser llamado a resolver sobre aspectos de la culpabilidad del 
imputado o acerca de cuestiones de derecho, con el fin de que su labor sea 
                                                 
1 RUBIANES, Op.cit, p. 354. 
2
    Ver en igual sentido los artículos  55 y 215 del Código Procesal Penal. 
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aprovechada al máximo en el proceso sin desvirtuarla al solicitarle que cumpla un 
papel que no le corresponde.1 
  
1. Derechos y deberes del perito. 
 
Los cargos de auxiliares de la justicia son oficios trascendentales si se pretende 
prestar un servicio judicial de calidad. De ahí que deben ser desempeñados por 
personas idóneas, de conducta intachable, excelente reputación e incuestionable 
imparcialidad. Al perito, como parte de este grupo tan selecto de coadyuvantes, 
se le ha otorgado una serie de derechos con miras a un mejor desempeño de su 
labor, además deberá acatar en estricto cumplimiento sus deberes con la finalidad 
de dotar a su actuación de transparencia y veracidad. 
 
 
Dentro de los derechos bajo los cuales se encuentra resguardada la labor pericial, 
podemos mencionar el derecho patrimonial y el derecho a que se le brinden los 
medios adecuados para la práctica del peritaje, sin importar el tipo de pericia que 
se trate.  
 
                                                 
1 En este sentido puede verse a RODRÍGUEZ CAMPOS (Alexander), El Secreto Médico: Apuntes 
Sobre el secreto Profesional del Médico Forense en Costa Rica, Revista Medicina legal de Costa Rica, 
volumen 16, Nº 1, 2,  mayo-septiembre, 1999, p. 51. 
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Al hacer referencia al derecho patrimonial lo hacemos en el sentido del derecho 
con el que cuenta el perito (no importa si es graduado en alguna profesión o si 
presta sus servicios en el supuesto de que la rama sobre la que trata la pericia no 
esté reglamentada), de que su trabajo sea remunerado, tomando en cuenta tanto 
los gastos en los que incurre a raíz de la pericia como el pago correspondiente 
por su trabajo.  
 
En materia penal si la peritación es ordenada por el juez o el Ministerio Público (y 
se requiere de los servicios de un especialista que no conforme parte de la 
Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores)1, deberá imponerse el pago de los 
honorarios a ambas partes por igual, cuando el perito es solicitado por una de las 
partes ésta deberá previa realización de la práctica pericial, depositar los 
honorarios fijados por el juzgador para este efecto, cuando por razones 
económicas no se tenga la posibilidad de cancelar dichos honorarios y se 
determine que la prueba pericial es trascendental para la resolución del caso las 
partes (especialmente el imputado), se encuentran en la facultad de solicitar al 
Estado que cubra dichos gastos. Según el inciso 3 del artículo 88 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial el pago de los honorarios de peritajes realizados bajo 
el supuesto señalado le corresponderá a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial.   
 
                                                 
1   En nuestro medio tratándose de delitos sexuales o contra la integridad física la mayoría de las 
evaluaciones periciales son realizadas por peritos de la Cuidad Judicial de San Joaquín  de Flores, los cuales 
reciben un salario por su labor costeado por el Estado.   
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La determinación de los honorarios del perito se rige por distintos criterios, entre 
los que podemos citar: la materia que trate, la dificultad de la pericia, el tiempo 
invertido, el volumen de trabajo solicitado, los mecanismos que serán utilizados y 
las dificultades presentados para cada caso. Es importante tomar en cuenta que 
la fijación de los honorarios le corresponde al funcionario judicial que decreta la 
prueba. 
 
Por otra parte, se debe tener claro el hecho de que en nuestro país solamente 
podrán cobrar honorarios aquellos peritos que no se encuentran adscritos al  
Poder Judicial por lo que se entiende que el personal de la Cuidad Judicial de San 
Joaquín de Flores no podrá hacerlo1, ya que estos funcionarios reciben un salario 
como contraprestación por el servicio que brindan. Los honorarios se establecen 
para el caso de peritos que no pertenezcan a éste cuerpo como lo son los de las 
listas oficiales confeccionada por el Poder Judicial o aquellos expertos propuestos 
por las partes que se dedican al desempeño de esta actividad.  
 
De igual forma, el perito se encuentra en el derecho de que se le suministren 
todos aquellos medios y datos necesarios para la realización de la pericia, como 
                                                 
1
 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 55, nos señala al respecto que se consideran 
peritos oficiales de los Tribunales de Justicia a “Los Jefes de Sección de los Departamentos de Medicina 
legal y de Laboratorios de Ciencias Forenses se consideran peritos oficiales de los tribunales para 
practicar los exámenes y reconocimientos que éstos les ordenen. Se juramentarán al asumir su cargo. 
Sus dictámenes se reputarán auténticos; no necesitarán del trámite de ratificación ni recibirán 
honorarios por su peritación.” 
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lo sería por ejemplo, el expediente médico del paciente que se encuentre en algún 
centro hospitalario. Además, en caso de que así se requiera podrá ordenarse la 
presentación o el secuestro de cosas o documentos y la comparecencia de 
personas, si esto es indispensable para efectuar las operaciones periciales1.   
 
En cuanto a los deberes bajo los que debe actuar el perito, se encuentran el 
deber de asumir el cargo, deber de juramentarse, de comparecer ante el juzgador 
para la designación oficial, de practicar personalmente las operaciones 
encomendadas, de fundamentar su cuestionario en forma clara y precisa, de 
guardar reserva y de realizar la pericia de forma objetiva y veraz.  
 
El deber de asumir el cargo se entiende como aquel deber correspondiente a todo 
ciudadano de prestar auxilio a la administración de justicia, por lo tanto cuando un 
sujeto es designado por el tribunal competente o por el Ministerio Público para 
que desempeñe la labor de perito, tendrá la obligación de aceptar y desempeñar 
fielmente la función. Este deber no es exclusivo para el personal del Poder 
Judicial o para aquellas personas que se encuentren dentro de la lista 
confeccionada por este ente; sino que por el contrario se refiere a toda persona 
que sea llamada a servir a la justicia, salvo impedimento legal o incapacidad.  
 
                                                 
1 Ver en igual sentido el numeral 220 del Código Procesal Penal. 
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No se debe caer en el error de que el sistema utilizado por Costa Rica es el único 
existente para la selección de peritos “...cabe mencionar que en aquellos 
sistemas en donde las partes pueden escoger libremente el perito que la ley les 
autoriza, sin que el juzgador o el Ministerio Público decida sobre su designación, 
no existe ningún deber legal de aceptación del nombramiento, pues en estos 
casos lo que se produce es tan sólo un vínculo o relación contractual para 
realización y prestación de un servicio, al cual le corresponde una paga u 
honorario. En estos casos el perito designado podría rehusar el cargo, debiendo 
reemplazarse por otro”1.  
 
El perito una vez que se ha apersonado ante el tribunal o Ministerio Público para 
aceptar su cargo debe juramentarse tal como se lo exige la ley, lo anterior tiene 
fundamento en el hecho de que su labor se encuentra enmarcada de gran 
responsabilidad e importancia, al tratarse de un cargo público con repercusiones 
incalculables en cuanto a la aplicación de justicia.    
 
Con la juramentación se busca dar mayor compromiso a la función pericial, en 
este sentido la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial es tajante al 
señalar en el inciso número 11 del artículo 4 que el personal del Organismo de 
Investigación Judicial deberá “practicar peritaciones de toda naturaleza, 
                                                 
1  MACHADO SCHIAFFINO citado por RODRIGUEZ MIRANDA  y  CAMBRONERO 
DELGADO , op. cit., p. 67. 
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solicitando la colaboración de técnicos foráneos, cuando se requieran 
conocimientos científicos especiales, los cuales no podrán negar su cooperación. 
Asimismo, puede solicitar la asistencia de intérpretes, cuando fuere necesario los 
que tampoco podrán negar su colaboración. Tales técnicos e intérpretes prestarán 
juramento de cumplir bien y lealmente su cargo, y de guardar secreto sobre la 
materia en que intervinieron”1.   
 
Otra obligación que tiene el perito es la de comparecer personalmente (una vez 
recibida la notificación y citación), ya sea ante el juzgador o ante el Ministerio 
Público para la designación oficial en el cargo con la intención de cumplir con las 
formalidades legales y a la vez de propiciar un mayor compromiso con respecto al 




Además es de suma importancia que el perito designado oficialmente sea el que 
realice la función encomendada, ello no quiere decir que no pueda asesorarse 
para hacerlo, sin embargo no podrá encomendar su labor a terceros ya que por la 
naturaleza de la misma debe ejecutarse en forma personal. 
                                                 
1 Recordemos que el personal que laboran para el Poder Judicial asumen su función bajo juramento 
por lo que no deberán ser juramentados caso por caso cuando intervengan como perito en procesos de índole 
judicial, igual ocurre tratándose de peritos designados por medio de sistema de listas con las que dispone 
cada despacho a nivel nacional.  
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Según el numeral 218 del Código Procesal Penal el cuestionario debe ser 
contestado en forma precisa tratando en lo posible de plasmar el criterio personal 
del perito con la mayor claridad posible, asimismo deberá fundamentar sus 
conclusiones y explicar los medios que utilizó para arribar a las mismas.  
 
Uno de los deberes más importantes es el de guardar reserva sobre los asuntos 
conocidos a raíz de la experticia, recordemos que especialmente en asuntos de 
carácter penal los peritos conocen aspectos muy íntimos de la persona valorada 
por lo que el cumplimiento de este encargo dignifica su tarea y le da credibilidad a 
la misma. Si el perito incumple sin causa de amparo esta obligación, podrá ser 
sancionado penalmente por ello bajo el delito de “divulgación de secreto” con una 




En este punto es substancial recordar que el no acatamiento de este deber no 
invalida la prueba si en la práctica de la misma se ha cumplido fielmente con los 
demás requisitos, no obstante repercutiría de forma negativa en la credibilidad y 
confianza que se le ha dado a este auxiliar judicial.  
                                                 
1 Ver en igual sentido el numeral 223 del Código Procesal Penal en concordancia con el 203 del 
Código Penal costarricense. 
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Por último pero no de menor trascendencia encontramos el deber de efectuar la 
pericia de forma objetiva y veraz, haciendo referencia con ello a la imparcialidad 
con la que debe actuar el perito al realizar su labor, no ocultando ni modificando 
datos para beneficio de alguna parte; la inobservancia de este mandato acarrearía 
la ineficacia de la prueba 1.  
 
2. Clases de Peritos  
 
Conforme lo analizado hasta ahora, es preciso hacer alusión a la designación de 
los peritos que contribuyen en auxilio de la labor judicial. De acuerdo a la diversa 
exposición de artículos que contiene este estudio, es de observar que al hablar 
del perito como órgano emisor de un dictamen, encontraremos palabras claves a 
él como: título habilitante, peritos oficiales, perito forense, etc., esto nos siembra la 
duda por investigar sobre el desempeño de estos peritos y su ingerencia en la 
prestación de sus servicios.     
Al respecto, resulta considerable advertir que no existe dentro del amplio 
ordenamiento jurídico, una taxatividad expresa que nos puntualice con exactitud 
sobre la existencia y actuación de varias modalidades de especialistas que 
intervienen y colaboran dentro de un proceso judicial. Sin embargo, conforme se 
                                                 
1 Con respecto a la modificación u ocultación dolosa de datos por parte del perito, este 
comportamiento le podría acarrear responsabilidad penal según el numeral  316 el Código Penal.   
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observa en la práctica, y reforzado por los numerales que a continuación se 
enunciarán, concluimos que prevalecen tanto peritos oficiales, como los 
nombrados con contrato por honorarios. 
  
Uno de esos preceptos jurídicos lo conforma el artículo 55 de la Ley Orgánica del 
Organismo de Investigación Judicial, que en lo que interesa dispone: 
 
“Los Jefes de Sección de los Departamentos de Medicina Legal y de 
Laboratorios de Ciencias Forenses se consideran peritos oficiales de los 
tribunales para practicar los exámenes y reconocimientos que éstos les 
ordenen. Se juramentarán al asumir su cargo. Sus dictámenes se reputarán 
auténticos; no necesitarán del trámite de ratificación ni recibirán honorarios 





Según se extrae de este memorial, cada uno de los Jefes de Sección de los 
Departamentos de Medicina Legal, a saber los jefes de la Sección de Patología, 
Clínica Médico Forense, Psiquiatría y Psicología Forense y Medicina de Trabajo, 
se consideran los peritos oficiales de los tribunales para elaborar las referidas 
                                                 
1 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 55. 
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pericias, y que a su vez podríamos concluir que al no recibir honorarios ni requerir 
de trámite de ratificación para su designación, actúan por convenio institucional 
entre el Poder Judicial y la Caja Costarricense del Seguro Social, al ser 
especialistas que laboran para una dependencia del Poder Judicial.  
 
De acuerdo con el citado artículo 55 de la Ley Orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial y el artículo 25 del Reglamento para regular la función de 
los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial, aprobado por la Corte Plena en 
sesión N° 31-04, celebrada el 6 de septiembre de 2004, artículo XXIV, ambos 
profesionales se asemejan en que deberán ser juramentados antes de asumir el 
cargo. Obsérvese respectivamente:  
 





“Artículo 25. Efectuado el nombramiento del perito, el despacho lo 
comunicará directamente a éste para que dentro de tercero día comparezca 
a aceptar el cargo y a juramentarse. Si el perito no comparece dentro de 
                                                 
1  Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 55. 
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ese plazo, se tendrá como que no aceptó la designación y de inmediato se 
designará al que por turno o rol corresponda.”1 
 
Es de observar que estos peritos oficiales, a diferencia de los que reciben 
honorarios, no requieren ser ratificados, mientras que los otros deben de estar 
debidamente acreditados dentro de las listas oficiales que emite el Poder Judicial.  
 
Por otra parte, tratándose de la modalidad de nombramiento de peritos con 
contrato por honorarios, el artículo 215 del Código Procesal Penal, nos brinda la 
base para determinar la existencia de tal modalidad, y que al respecto reza: 
 
“El Ministerio Público, durante la investigación preparatoria, y el tribunal 
competente seleccionarán a los peritos y determinarán cuantos deban 
intervenir, según la importancia del caso y la complejidad de las cuestiones 
por plantear, atendiendo a las sugerencias de los intervinientes. 
 
 
Al mismo tiempo, fijarán con precisión los temas de la peritación y deberán 
acordar con los peritos designados el plazo dentro del cual presentarán los 
dictámenes..”1 
                                                 
1 Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial, aprobado por La 
Corte Plena en sesión N° 31-04, celebrada el 6 de septiembre de 2004, artículo XXIV, artículo, 25. 
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Asimismo, de seguido el numeral 217 en su último párrafo, nos complementa 
diciendo que: 
  
“Si algún perito no cumple con su función, se procederá a sustituirlo.”2 
 
Lo anterior lo analizamos en consonancia aplicando los criterios de analogía 
cuando estamos en presencia de un proceso judicial, en el cual el despacho 
correspondiente se encarga de buscar dentro de las listas oficiales de peritos del 
Poder Judicial el perito respectivo, incluyendo dentro del escrito de notificación a 
la parte demandada o accionante, la prevención del pago de honorarios de este 
auxiliar, ya sea que actúe de oficio o a petición de algunas de las partes 
involucradas en el proceso. Lo expresado está inspirado en el memorial 26 del 
Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder 
Judicial, a saber: 
 
 
 “Artículo 26. El Juez debe hacer la prevención a la parte proponente sobre 
el depósito de los honorarios, así como la suma que corresponde a gastos, 
los que calculará considerando la naturaleza del dictamen y el trabajo que 
                                                                                                                                                    
1 Código Procesal Penal, art. 215, párrafo primero y segundo. 
2 Ibid, art. 217. 
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se requiera. En los casos en que se aplique el principio de gratuidad, 
corresponde a la Dirección Ejecutiva, de conformidad con el artículo 88, 
inciso 3, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, autorizar los gastos.”1 
 
Si bien estos peritos son personas designadas como auxiliares, su labor no debe 
de interpretarse como la desempeñada por cualquier servidor judicial, pues no 
media en stricto sensu  una relación de tipo laboral, sino más bien de servicios 
profesionales, pues asisten a los despachos judiciales por solicitud de parte o de 
oficio.  
 
Para tener un mayor soporte de nuestras aseveraciones, nos dimos a la tarea de 
investigar sobre el contenido y la importancia de la Lista Oficial de Peritos del 
Poder Judicial, cuya última lista fue publicada en el Boletín Judicial, Nº 31 del 
martes 13 de febrero del año 2007.2   
 
 
Con la lista antedicha se pretende comunicar a todas las oficias oficiales del 
Poder Judicial de la República los peritos auxiliares designados, caracterizada por 
                                                 
1 Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial, aprobado por La 
Corte Plena en sesión N° 31-04, celebrada el 6 de septiembre de 2004, artículo XXIV, artículo, 26. 
2 Se advierte que el Boletín Judicial Nº 191 del cinco de octubre de 2006 dado a conocer también 
mediante circular número 36-2006, contiene de manera más amplia las áreas existentes para cada perito. 
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hacer ahínco de que sólo podrán nombrarse como peritos a las personas que se 
encuentran incluidas en ella y de acuerdo a la jurisdicción indicada.  
 
Incumbe comentar esta directriz pues en ella le advierte a cada despacho judicial 
llevar un rol de nombramientos respectivo, dependiendo de la esencia del 
proceso, el motivo del peritaje y el objeto de valoración.  
 
Asimismo, tal instructivo es categórico en imponer que: 
 
“El perito que haya sido designado por un despacho judicial no podrá 
rehusar el cargo sin que medie causa legal que lo imposibilite en el 
desempeño del mismo, y ese despacho en caso de que ocurra la 
circunstancia apuntada o bien que tenga conocimiento de faltas cometidas 
por el perito o quejas en contra del mismo, deberá comunicarlo 




Es de reconocer que si el perito no está amparado a una causa que justifique su 
proceder, le será impuesta la debida sanción legal, con posibilidad ser 
                                                 
1 Circular Judicial número 36-2006 del Poder Judicial, publicada en el Boletín Judicial, número 191 
del 05 de octubre de 2006. 
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suspendidos de tal listado. Para que el perito acredite su justificación debe de 
estar cobijado por las causas de excusas y recusación de peritos, las cuales le 
son aplicables las de los jueces. Obsérvese los siguientes motivos de excusa:  
 
“ARTÍCULO 55. El juez deberá excusarse de conocer en la causa: 
 
a) Cuando en el mismo proceso hubiera pronunciado o concurrido a 
pronunciar el auto de apertura a juicio o la sentencia, o hubiera intervenido 
como funcionario del Ministerio Público, defensor, mandatario, denunciante o 
querellante, o hubiera actuado como perito, consultor técnico o conociera del 
hecho investigado como testigo, o tenga interés directo en el proceso. 
b) Si es cónyuge, conviviente con más de dos años de vida en común, 
pariente dentro del tercer grado de consanguinidad o afinidad, de algún 
interesado, o este viva o haya vivido a su cargo. 
c) Si es o ha sido tutor o curador, o ha estado bajo tutela o curatela de 
alguno de los interesados. 
d) Cuando él, su cónyuge, conviviente con más de dos años de vida en 
común, padres o hijos, tengan un juicio pendiente iniciado con anterioridad, o 
sociedad o comunidad con alguno de los interesados, salvo la sociedad 
anónima. 
e) Si él, su esposa, conviviente con más de dos años de vida en común, 
padres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, son acreedores, 
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deudores o fiadores de alguno de los interesados, salvo que se trate de 
bancos del Sistema Bancario Nacional. 
f) Cuando antes de comenzar el proceso hubiera sido denunciante o 
acusador de alguno de los interesados, hubiera sido denunciado o acusado 
por ellos, salvo que circunstancias posteriores demuestren armonía entre 
ambos. 
g) Si ha dado consejos o manifestado extrajudicialmente su opinión sobre el 
proceso. 
h) Cuando tenga amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de los 
interesados. 
i) Si él, su esposa, conviviente con más de dos años de vida en común, 
padres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, hubieran recibido o 
reciban beneficios de importancia de alguno de los interesados o si, después 
de iniciado el proceso, él hubiera recibido presentes o dádivas aunque sean 
de poco valor. 
j) Cuando en la causa hubiera intervenido o intervenga, como juez, algún 
pariente suyo dentro del segundo grado de consanguinidad.”1 
 
 
Ajustados al criterio legal anterior, podemos afirmar que el perito forense no 
puede negarse a realizar la pericia ordenada por una autoridad judicial en el 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 55. 
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ejercicio de sus funciones, salvo en los casos enunciados de excusas o que al 
momento de la valoración del endilgado el perito determine que ello implique un 
daño físico o psíquico, o lesione los derechos propios del ser humano, pues en 
caso contrario el comportamiento del perito violentaría el ordenamiento jurídico 
vigente, y consecuentemente podría ser acusado por la eventual infracción a los 
artículos 305 ó 392, ambos del Código Penal, que en lo que nos interesa dicen:  
 
Desobediencia: “Articulo 305.-  Se impondrá prisión de quince días a un 
año al que desobedeciere la orden impartida por un funcionario público en 
el ejercicio de sus funciones, salvo que se trate de la propia detención”.1  
 
“Articulo 392.- Se penará con tres a treinta días multa:....... 
Negativa a practicar actos periciales.  
4) Al médico, cirujano, farmacéutico u obstétrica que, llamado a clase de 
perito en un proceso criminal, se negare a practicar el reconocimiento y dar el 
informe requerido por la autoridad judicial. Negativa a cumplir como peritos, 
estando obligados. 
5) Al perito o intérprete que habiendo aceptado el cargo en materia judicial, 
sin justa causa se negare a cumplirlo o retardare hacerlo con perjuicio para 
alguna de las partes del negocio……”2 
                                                 
1 Código Penal, art. 305. 
2 Código Penal, art. 392. 
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Además de las sanciones penales el perito que no aceptare realizar las diligencias 
en los procesos en los que son designados, sin causa que lo justifique también 
deberá responder administrativamente. A saber el artículo 29 impone: 
 
“Artículo 29. Si el Perito no aceptare realizar las diligencias en los 
procesos en los que son designados, deberá informar las razones o 
motivos que le han impedido llevar a cabo el cumplimiento de la labor 
encomendada. De lo contrario el Jefe de la Oficina dejará constancia de 
que dicho Auxiliar no aceptó el cargo, informando de tal negativa y de las 
razones de la misma, a la  Oficina de Ejecutores y Peritos para que ésta 
tome las medidas pertinentes. 
 
El Jefe del despacho judicial también informará sobre las faltas que 
cometan los peritos en el desempeño de su labor, para que se proceda a 
tramitar el procedimiento administrativo correspondiente.”1 
 
Por otra parte, para efectos de comunicación con cada perito el listado incluye los 
números telefónicos y dirección donde pueda ser ubicado.  
                                                 
1 Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial, aprobado por La 
Corte Plena en sesión N° 31-04, celebrada el 6 de septiembre de 2004, artículo XXIV, artículo, 29. 
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Asimismo, esta lista se caracteriza por clasificar cada perito por profesiones o 
áreas, siendo que al inicio de cada una de ellas se incluye la descripción general 
de las funciones que pueden desempeñar los profesionales enlistados, con el fin 
de colaborar para que la designación de los peritos se realice acorde con el objeto 
de la experticia requerida. Además, contiene la profesión o especialidad con que 
cuenta cada perito en observancia a la compatibilidad con su trabajo, lo cual 
garantiza que sus atestados están a derecho.  
 
Por ejemplo, cuando se indica el área de Trabajo Social, se vincula con los 
siguientes objetivos: 
 
“Estudios Sociales para instancias penales, familia, civil y laboral. 
Pericias en materia de abuso sexual, violencia doméstica. 
Estudio Socio-económico para proyectos de vivienda. 
Estudios Sociales para los Regímenes de Invalidez, Vejez y Muerte. 
Estudios Sociales para pensiones de gracia y de guerra. 
Estudios Socio-económicos para regímenes asistenciales. 
Estudio Social en el ámbito de la salud (salpingectomías, intervenciones 
quirúrgicas varias, historias longitudinales[psiquiatría], síndrome de VIH, 
cáncer, cuidados paleativos, prótesis, farmacodependencia entre otros.) 
Estudios Socio-económicos para efecto de becas. 
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Estudios específicos para avalar centros de atención integral de niños, 
niñas y adolescentes, alberges para indigentes, adultos mayores. 
Estudios Social desde el ámbito socio-laboral………”1 
 
En cuanto a los Peritos Intérpretes, la circular define que:  
  
“Son traductores e intérpretes en varios idiomas reconocidos por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.”2 
 
Con lo cual se previene que este profesional debe de contar con dicho credencial 
de tal ministerio para poder pertenecer al listado. Complementa adicionando que 
los Intérpretes en Señas cuentan con una gran responsabilidad, en virtud de que: 
 
“Tienen un compromiso constante con la sociedad y deben guardar 
principios éticos de neutralidad, respeto y equidad, al tener el deber de 
transmitir correcta y exclusivamente los mensajes que los sordos emiten en 
el caso de la interpretación de señas a voz.”3 
 
 
                                                 
1 Circular Judicial número 36-2006 del Poder Judicial, publicada en el Boletín Judicial, número 191 





Estos igualmente deben de cumplir con el requerimiento de estar Asociados al 
Comité de Intérpretes de Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO). Además, 
para la debida inscripción de los Traductores Oficiales o Intérpretes Oficiales se 
regirá por lo establecido en la Ley de Traducciones e Interpretaciones Oficiales, 
N° 8142 del 26 de noviembre del 2001 y su Reglamento (Decreto N° 30167-RE, 
publicado en el Diario Oficial La Gaceta N° 43 del 1 de marzo del 2002). 
 
Esta circular aclara una nota muy importante en cuanto al tema del Curador 
Procesal, pues hace el paréntesis explicando en el tanto que éstos no son peritos, 
sino que se han incluido en el listado debido a la necesidad mostrada por algunas 
autoridades judiciales en tener profesionales en dicha materia, para aquellos 
casos en que se necesite curador procesal, como en las demandas contra 
ausentes, o bien, para las diligencias de utilidad y necesidad que se tramitan en 
asuntos de familia.  
 
Para lo cual nos parece muy razonable, pues si bien a pesar de que se especifica 
en dicho listado que su uso no tiene un carácter obligatorio, es conveniente hacer 






En este mismo orden de ideas, señala textualmente la definición de “Curador ad 
litem”: 
 
“Quien es la persona designada por el juez para seguir los pleitos y 
defender los derechos de un menor, de un ausente o del sometido a 
interdicción civil o a otra incapacidad.”1 
 
Esto constituye una muestra de precisión y claridad para quienes se encargan de 
nombrar en un proceso a un perito, conociendo de previo su naturaleza y función, 
a fin de no nominar en dicho cargo a una persona que no posea los 
conocimientos conexos. 
 
Esta circular define además, aspectos de consideración en torno a los Peritos en 
Medicina legal, comentando lo siguiente:  
 
“La medicina legal fundamentalmente es una especialidad diagnóstica. El 
médico forense después de examinar a una persona viva o un cadáver 
llega a un diagnóstico que para el juez constituiría un elemento más para 
formar criterio. Sin embargo, como rama médica tiene también en 
                                                 
1 Circular Judicial número 36-2006 del Poder Judicial, publicada en el Boletín Judicial, número 191 
del 05 de octubre de 2006. 
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ocasiones, aspectos de pronósticos y aún de profilaxis y sobre todo un 
objetivo terapéutico social. 
El pronóstico se realiza cuando en dictámenes del área laboral calcula una 
pérdida de capacidad para el trabajo, basándose en que una lesión no 
experimentará mejoría alguna. 
La profilaxis tiene lugar cuando el médico forense, en su papel de 
conductor científico de los Tribunales de Justicia, da las pruebas médicas 
para esclarecer un delito e identificar a su autor.”1 
 
En lo que atañe a los Peritos Psicólogos resume diciendo que estos: 
 
“Realizan funciones de Dirección, Administración y Gestión, en los campos 
de Psicología en las siguientes áreas: Salud pública o privada, Clínica, 
Educación, Deporte, Intervención social y / o comunitaria, laboral, 
Mercadotecnia, Investigación psicológica, Criminológicas y Forenses, 
Neuropsicología, Experimental, Pruebas Psicológicas. Tener bajo su 
responsabilidad el diseño y la ejecución psicodiagnósticas, tratamiento 
psicoterapéutico, evaluación e intervención en las áreas citadas. 
 
                                                 
1 Circular Judicial número 36-2006 del Poder Judicial, publicada en el Boletín Judicial, número 191 
del 05 de octubre de 2006. 
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El bachiller en psicología, no está facultado para realizar las siguientes 
funciones: psicoterapia en las diferentes modalidades, psocodiagnósticos e 
Intervención y / o Evaluación Clínicas.”1 
 
Cabe sugerir que el punto en que esta circular se queda corta de ofrecer mayores 
detalles es acerca de los Peritos Psiquiatras, pues pudiendo abundar un concepto 
más elaborado que distinga en forma clara la función de los peritos psicólogos, 
solamente se dirige a este como “el médico especialista de las enfermedades 
mentales.”2 
 
No obstante la crítica formulada, ello no le resta mérito al propósito de la citada 
Circular Judicial, pues ella contiene aspectos dignos de ser tomados en cuenta 
como aportes generadores de beneficios para el desarrollo y orden de los 
procesos judiciales, por lo que alabamos con votos de confianza y empeño, pues 
consideramos que actualmente cumple sus metas para lo cual fue creada. 
 
3. El Consultor técnico 
 
El Consultor técnico es una figura jurídica creada para acompañar a las partes a 
fin de garantizar de forma parcializada un asesoramiento que este tenga derivado 
de su experiencia o idoneidad especial, un aspecto técnico o científico. Sin 
                                                 
1 Ibid. 
2 Circular Judicial número 36-2006 del Poder Judicial, publicada en el Boletín Judicial, número 191 
del 05 de octubre de 2006. 
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embargo, su participación dentro del proceso penal no ha sido muy frecuente 
pues su ausencia obedece al carácter económico que representa traer al proceso 
a un experto que le brinde asistencia en las actuaciones procesales que la parte 
así lo requiera. 
Esta figura del derecho procesal data de un antiguo desarrollo histórico que 
encuentra sus vestigios en el artículo 323 del Código Rocco (Código de 
Procedimiento Penal Italiano de 1930), el cual establecía: 
 
“La parte privada que tenga interés en ello, dentro de los tres días desde el 
vencimiento del plazo establecido por el juez al tenor del parágrafo 320, 
tiene facultad de nombrar por medio de su defensor y a su propia costa un 
consultor técnico, escogiéndolo entre las personas que considere 
idóneas”.1 
 
En ese sentido comenta MANCINI que “la función principal de los consultores en 
el Código Rocco era la de aportar observaciones respecto de los peritajes 
oficiales, y eventualmente participar en la práctica de los mismos.”2.  
 
                                                 
1 Código de Procedimiento Penal Italiano de 1930: Código Rocco, art. 323. 
2 MANZINI (Vinzenzo), Tratado de Derecho Procesal Penal, Buenos Aires, Tomo V, Editorial 
E.J.E.A., 1954, p. 419. 
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Por otra parte argumenta LEONE que “la doctrina italiana ha considerado que la 
naturaleza de este auxiliar de las partes se asemeja más a la de un defensor que 
a la de un perito, razón por la cual no se le toma juramento”1  
 
 
Nuestro antiguo y superado Código de Procedimientos Penales retoma la figura 
del consultor técnico proveniente del Código Rocco, cuya posibilidad de asistirle a 
la parte, se contemplaba en el artículo 252: 
 
“Artículo 252.- Los peritos nombrados de oficio, cuando el Organismo de 
Investigación Judicial no esté en posibilidad de dictaminar o los designados 
a pedido del Ministerio Público, tendrán derecho a cobrar honorarios, a 
menos que tengan sueldo por cargos oficiales desempeñados en virtud de 
conocimientos específicos en la ciencia, arte o técnica que el peritaje 
requiera. El perito nombrado a petición de parte podrá cobrarlos siempre, 
de previo a dar el dictamen, salvo que el perito sea miembro del Organismo 
Médico Forense”2 
 
Este imperativo de que los peritos de parte al ser nombrados por su cuenta, 
estaban facultados para cobrar sus respectivos honorarios, generó en aquella 
                                                 
1 LEONE (Giovanni), Tratado de Derecho Procesal Penal, Buenos Aires, Editorial E.J.E.A., 1963, p. 
214. 
2 Código de Procedimientos Penales,  art. 252. 
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época mal entendidos por personas que expresaban que ello limitaba el derecho 
de defensa, pues solo quienes poseían posibilidades económicas contaban con la 




Relativo a este tema la Sala Constitucional señaló: 
 
“II.-…. en nada contribuiría a resolver el motivo de inconformidad del 
recurrente sobre el pago de los peritos como circunstancia que incide 
desfavorablemente en el ejercicio de la defensa, pues no es el citado 
artículo el que obliga al interesado al pago del peritaje, sino que 
simplemente lo faculta, señalando además que los peritos designados 
tendrán derecho a cobrar honorarios.”1. 
 
Posterior al Código de Procedimientos Penales de 1973, el carácter del consultor 
técnico va delimitando su campo de actuación como auxiliares de los 
intervinientes en el procedimiento, siendo colaboradores en la defensa del interés 
de su proponente, asesorando únicamente al titular de ese interés sobre 
cuestiones referentes a su conocimiento específico.  
                                                 
1 Sala Constitucional, Sentencia número 324-92, de las cuatro horas quince minutos p.m. del once de 
febrero de mil novecientos noventa y dos. 
 287 
 
Actualmente, esa posibilidad de que la parte lleve a las actuaciones judiciales a 
un profesional que le favorezca, sin que la ausencia de este lesione el derecho de 
defensa, es una facultad conferida a las partes consagrada en el artículo 126 del 
Código Procesal Penal: 
 
“Si por las particularidades del caso, el Ministerio Público o alguno de los 
intervinientes consideran necesaria la asistencia de un consultor en una 
ciencia, arte o técnica, lo propondrán al Ministerio Público o al Tribunal, el 
cual decidirá sobre su designación, según las reglas aplicables a los 
peritos, sin que por ello asuman tal carácter. 
 
El consultor técnico podrá presenciar las operaciones periciales, acotar 
observaciones durante su transcurso, sin emitir dictamen, y se dejará 
constancia de sus observaciones. Podrán acompañar, en las audiencias, a 
la parte con quien colaboran, auxiliarla en los actos propios de su función o 
interrogar, directamente, a peritos, traductores o intérpretes, siempre bajo la 
dirección de la parte a la que asisten.”1 
 
En este orden de ideas, al constituir este precepto una facultad de las partes, 
queda claro que es ésta quien decide sobre la concurrencia o no de esta figura al 
                                                 
1  Código Procesal Penal, art. 126. 
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proceso, por lo que no ha de ser interpretado como una obligación de aquellas, ni 
mucho menos que sean otros quienes propongan su participación y hagan uso de 
ese medio.  
 
Asimismo, obsérvese la irregularidad en que incurre el A-quo al hacer uso de este 
experto para llegar a su convencimiento en la resolución judicial de la Sala 
Tercera de la Corte Suprema de Justicia, expediente 96-000101-0303-PE, 
sentencia: 2000-00127, San José, a las nueve horas con cuarenta minutos d el 
cuatro de febrero del dos mil:  
  
“XII……se extrae del acta de debate que el Tribunal, en efecto, dispuso 
designar un consultor técnico para sí y que el funcionario, no obstante las 
protestas de varias de las partes, asistió a los jueces, manteniendo con ellos 
conversaciones “confidenciales” e incluso ocupó un asiento en el estrado (cfr. 
folios 495 y 496).  Con ello el a quo se irrogó facultades que no le asisten, 
pues lo cierto es que la figura del consultor técnico……., constituye una 
prerrogativa exclusiva de las partes a quienes debe asistir.  Así se colige 
no solo del texto expreso de la ley, que la regula en el Título VII del Libro I, 
bajo la denominación “Auxiliares de las partes” y lo reitera el artículo 126 al 
señalar que el consultor debe actuar “... siempre bajo la dirección de la parte 
a la que asisten” ; sino también de que su origen obedece a la voluntad del 
legislador de dotar a las partes –entiéndase:   Ministerio Público, querellante, 
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defensor, actor y demandado civil, coadyuvantes u otras personas o 
instituciones facultadas por la ley para intervenir en defensa de algún interés 
en litigio-, de los instrumentos necesarios para asegurar el mejor ejercicio de 
sus poderes y derechos y, en especial, para alcanzar cierta igualdad entre 
las distintas partes, algunas de las cuales no tienen idéntico acceso a los 
medios técnicos y científicos capaces de auxiliarlos en sus gestiones, sobre 
todo al producirse la prueba ante el juzgador. Tanto los asistentes como los 
consultores técnicos responden, entonces, al principio de amplitud de los 
poderes y las facultades de las partes de manera que estas puedan cumplir 
sus funciones en la forma más adecuada para perseguir la tutela de sus 
intereses.”1 
 
Queda claro entonces en dicho pronunciamiento la improcedencia que significa 
que los jueces se asignen consultores técnicos, en virtud de que ello 
desnaturaliza la figura de tal auxiliar, además de que con ello contraviene las 
reglas procesales al no velar por el aseguramiento de los principios que deben 
regir en sus actuaciones y cercenar las garantías reconocidas a las partes. 
 
En el quehacer jurídico han surgido diversas mal interpretaciones sobre la esencia 
particular del consultor técnico, por lo que ante esos desaciertos la Sala Tercera 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, sentencia número 00127, a las nueve horas con 
cuarenta minutos del cuatro de febrero del dos mil. 
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de la Corte en su Sentencia número 01109, expediente: 01-200465-0331-PE, de 
las diez horas cuarenta minutos del veintitrés de setiembre de dos mil cinco, se 
pronuncia por hacer una clara distinción del perito con el consultor técnico 
indicando los siguiente: 
 
  
"III.-….debe entenderse que el consultor técnico es básicamente un 
colaborador de la parte procesal que lo ofrece, quien le asiste en cuanto a 
la formulación de preguntas, le instruye sobre aspectos de contenido 
técnico especializado, e inclusive colabora en la elaboración de 
conclusiones sobre puntos de la naturaleza antes referida. Sin embargo, el 
consultor técnico, a diferencia del perito, no debe emitir declaración durante 
el debate. De todo lo dicho, se debe enfatizar entonces que los peritos, 
como poseedores de un conocimiento especializado técnico o científico, no 
intervienen exclusivamente para descubrir o valorar directamente 
elementos de prueba (tal como lo establece el artículo 213 del Código 
Procesal Penal), sino que además, de conformidad con lo establecido por el 
numeral 219 antes citado, pueden intervenir en el proceso para examinar o 
valorar, ampliar o repetir peritajes previamente existentes." 
 
A raíz de una serie de consultas, todas ellas relacionadas con el tema del 
consultor técnico en sede penal, la Comisión de la Jurisdicción Penal rinde un 
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informe que versa sobre los pasos a seguir para la designación de los consultores 
técnicos como órganos auxiliares del Ministerio Público, según el Código Procesal 
Penal, así como la fijación y pago de sus honorarios, el cual fue acogido por la 
Corte Plena en sesión N° 31-04, celebrada el 6 de setiembre, artículo XXII y el 
Consejo Superior en sesión N° 55-04, celebrada el 27 de julio, artículos XLII, 
ambas del año 2004, y que más adelante es publicado como la circular judicial 
número 122-04 a fin de informar a todos los despachos los acuerdos tomados en 
dichas sesiones. 
 
Gracias a tales inquietudes generadas por la Jefatura de la Defensa Pública, la 
Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, el licenciado Álvaro 
Moya Arias, Juez de Juicio del Tribunal de Alajuela y acuerdos tomados por el 
Consejo Superior del Poder Judicial en el seno de la Corte, se crea mediante el 
instructivo de rito distintas posibilidades para solventar el costo económico de la 
intervención de los consultores técnicos en el proceso penal. Asimismo se 
pronuncia sobre la competencia legal de los miembros del Organismo de 
Investigación Judicial para ejercer funciones de consultor técnico y establece un 
procedimiento para la designación de estos especialistas. 
 
Dicho pronunciamiento concluye que en casos muy calificados, la labor de 
consultores técnicos sea asignada a los diferentes profesionales que conforman el 
Departamento de Medicina Legal así como el Departamento de Laboratorio de 
 292 
Ciencias Forenses u otras dependencias análogas del Organismo de 
Investigación Judicial, cuya opción no excluye la posibilidad de las partes 




Lo anterior merece importancia, pues desde el momento en la prueba pericial 
llega a formar parte considerable en el proceso penal, surge la necesidad de que, 
en algunos casos complejos, las partes del proceso tengan asesoría 
especializada para comprender y eventualmente cuestionar las pericias oficiales 
de conformidad con el artículo 34 de la Ley Orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial. Sin embargo, no todas las partes están en capacidad de 
costear por su cuenta esa asesoría, en cuyo caso el Estado asumiría el costo del 
mismo, tratándose de personas cuya capacidad económica no les permita 
solventarlo.  
 
Según el artículo 4 inciso 11 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
Judicial, le atribuye al Organismo de Investigación Judicial la potestad de efectuar 
las peritaciones de toda naturaleza, por lo que en el mencionado informe se indicó 
que no hay ninguna incompatibilidad legal en que esta dependencia pueda 
realizar peritaciones. El artículo 4 inciso 11 de la citada ley, permite entonces, 
según el informe rendido por la Comisión de la Jurisdicción Penal, que los 
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miembros del Departamento de Medicina Legal y de Laboratorios de Ciencias 
Forenses puedan desempeñarse como consultores técnicos de las partes: 
 
“Artículo 4 inciso 11) Practicar peritaciones de toda naturaleza, solicitando 
la colaboración de técnicos foráneos, cuando se requieran conocimientos 
científicos especiales, los cuales no podrán negar su cooperación. 
Asimismo, puede solicitar la asistencia de intérpretes, cuando fuere 
necesario, los que tampoco podrán negar su colaboración. Tales técnicos e 
intérpretes prestarán juramento de cumplir bien y lealmente su encargo, y 
de guardar secreto sobre la materia en que intervinieron.” 
 
En ese sentido, dicha Comisión le confiere tales asignaciones a ese 
departamento,  tomando en concordancia lo estimado en el memorial 31 y 38 de 
la ley de marras, en lo que interesa dice:  
 
Artículo 31: “El Departamento de Medicina Legal será el encargado de 
efectuar los exámenes y evacuar las respectivas consultas médico-
forenses, en los casos cuyo conocimiento corresponda al Organismo.”1 
 
                                                 
1 Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, art. 31. 
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Artículo 38: “Practicar los peritajes, llevar a cabo los estudios y evacuar las 
consultas relativas a las ciencias forenses en todos aquellos asuntos que 





A pesar del precepto señalado, algunos expertos no comparten ese criterio, al 
considerarse que al otorgársele al Organismo de Investigación Judicial el carácter 
de “perito oficial” de los Tribunales  y a su vez de “consultor técnico” de alguna de 
las partes, viene a provocar una contraposición de funciones, dado que un mismo 
órgano debe asumir posiciones totalmente diferentes dentro del proceso penal, lo 
que sin lugar a dudas llevará a criterios encontrados, generando conflictos 
internos dentro de las diferentes secciones del Organismo de Investigación 
Judicial y variando los fines para los cuales fue creada esa institución. Asimismo, 
ello puede llegar a generar el mismo problema existente de que algunos de los 
profesionales integrantes de las listas oficiales de peritos se nieguen a 
desempeñarse como consultores técnicos de las partes, sea porque en razón de 
tiempo estos no cuenten con la disposición de acudir a ese auxilio; tal y como 
trascendió en una consulta formulada ante el Consejo Superior del Poder Judicial, 
mediante sesión N° 50 de las 8:00 horas del 10 de julio del 2003, Artículo II, 
                                                 
1 Ibid., art. 38. 
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donde se dio a conocer que un médico de la Sección de Psiquiatría y Psicología 
Forense, se negó a realizar esa pericia aduciendo falta de tiempo.1  
 
Si el problema ya muestra precedentes con los peritos del Departamento de 
Medicina Legal, eventualmente nada evita que esa renuencia podría darse (si es 
que eso no se haya presentado ya), con los “peritos de las listas oficiales”, 
quienes podrían no mostrar mayor interés de asistir gratuitamente a la parte que 
los requiera y cuyo comportamiento podría obedecer a estar acostumbrado a 
percibir honorarios, para lo cual la motivación ya no sería muy atractiva a 
sabiendas de que al cumplir con esa petición de los tribunales, debe de 
concederle a la parte una asistencia de manera gratuita. 
 
Por otra parte, una de las principales dudas generadas en la práctica, es el 
procedimiento a seguir para la designación de un consultor técnico. Según el 
informe rendido por la Comisión de la Jurisdicción Penal, la respuesta a tales 
interrogantes ya estaba de antemano contemplada en nuestra legislación, al 
indicar que:  
 
“Dicha labor le compete, según el artículo 126 del C.P.P., al Ministerio 
Público o al tribunal según sea el caso. Tratándose de un consultor 
                                                 
1  La consulta referida fue formulada por el Lic. Álvaro Moya Arias, Juez de Juicio del Tribunal de Alajuela 
en oficio de fecha 16 de marzo del 2001, donde se expone que algunos de los profesionales integrantes de 
las listas oficiales de peritos se niegan a desempeñarse como consultores técnicos de las partes. 
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costeado por la parte, a sugerencia de ella, y tratándose de miembros del 
Organismo de Investigación Judicial, por designación del departamento 
correspondiente a solicitud del juez o fiscal, según sea el caso. Las distintas 
dependencias del citado organismo deberán tomar las medidas necesarias 
para brindar este servicio, ya sea mediante la asignación de dicha labor a 
un funcionario específico para cada parte procesal (Ministerio Público y 
Defensa Pública), ya sea mediante la elaboración de un rol entre los 
miembros de las mismas….”1 
 
Aunado a lo expuesto, esperamos que tal tesitura no llegue a generar que más 
adelante la cantidad de los procesos en los que eventualmente podrían tener que 
intervenir los médicos como consultores técnicos, exceda la cantidad de personal 
médico con el que cuenta el Departamento de Medicina Legal y de Laboratorios 
de Ciencias Forenses, y esta planificación llegue a colapsar. 
 
Sin lugar a dudas los acuerdos tomados para aliviar el costo económico que 
implica la asistencia de un consultor técnico no son los más acertados, pues 
pareciera a simple vista que si no se ejerce tal posibilidad bajo ciertos casos 
excepcionales, todas las partes que no posean recursos económicos tendrían el 
                                                 
1 Pasos a seguir para la designación de los consultores técnicos como órganos auxiliares del 
Ministerio Público, según el Código Procesal Penal, así como la fijación y pago de sus honorarios, informe 
rendido por la Comisión de la Jurisdicción Penal, acogido por la Corte Plena en sesión N° 31-04, celebrada el 
6 de setiembre de 2004, artículo XXII y el Consejo Superior en sesión N° 55-04, celebrada el 27 de julio de 
2004, artículos XLII. 
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derecho de contar con tal apoyo. De ahí que se diga que el hecho de tener una 
doble función acaree mayor número de trabajo y que a su vez supere su 
capacidad de respuesta.   
 
 
Sección III. La apreciación del dictamen médico-legal desde la perspectiva 
del juzgador en los delitos sexuales y contra la integridad física. 
 
La presente sección se encuentra revestida de gran importancia ya que es en ella 
donde se plasman los aportes que representa la valoración de la prueba pericial 
para arribar al convencimiento del órgano sentenciador en su resolución judicial, 
tomando en cuenta tanto los dictámenes formulados por peritos oficiales como los 
dictámenes del perito de parte. 
 
A. Valor probatorio del dictamen pericial particular en comparación al 
dictamen rendido por un perito oficial dentro del proceso penal, según el 
criterio del Juez. 
 
En nuestros días la prueba pericial posee gran importancia en la resolución de 
casos de carácter penal, dentro de los cuales se ha dado un aumento de la 
presencia de problemas técnicos y científicos que se constituyen en el 
presupuesto necesario para la apreciación de la base fáctica sobre la que 
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descansa el proceso. Como producto de este cambio se ha creado la necesidad 
de introducir la figura pericial al campo de la justicia a través de la presencia de 
peritos que dictaminen de forma precisa sobre aquellos puntos que escapan al 
campo jurídico, con el fin de facilitar la labor del juzgador y de propiciar una 
justicia pronta y cumplida.   
 
Uno de los avances más significativos que se ha realizado con respecto a la 
prueba pericial es la incursión del dictamen, anteriormente se requería la 
presencia del experto durante la tramitación del debate aún en los casos más 
simples. Con el dictamen o informe pericial se vino a dar un aceleramiento en la 
función pericial ya que a través de él se aportan los conocimientos científicos, 
técnicos, artísticos o prácticos necesarios para la valoración de hechos, personas 
u objetos que presentan alguna relación con el asunto, sin la necesidad imperiosa 
de que el perito tenga que asistir a emitir su examen de forma oral. 
 
 Es así como el dictamen de peritos se configura como un medio a través del cual 
quedará incorporado a las actuaciones un informe llevado a cabo por una persona 
ajena a los intereses que se ventilan en el proceso, con base en la especialización 
que tiene sobre ciertos conocimientos específicos de la materia objeto de 
discusión, con la particularidad de escapar los mismos al saber del juzgador, 
limitándose éste posteriormente a valorarlo libremente junto con el resto del 
material probatorio aportado al debate.  
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Al hablar de perito hacemos referencia al especialista cuyas funciones son las de 
un hombre de ciencia; las de un técnico que pone al servicio de la justicia sus 
conocimientos y procedimientos para orientar, aclarar o resolver los problemas 
que los funcionarios encargados de administrar justicia le plantean. La 
intervención de este experto puede ser como perito oficial o particular. Es decir, 
puede intervenir por designación del juez, del Ministerio Público, a solicitud de la 
defensa, del imputado o del demandado civil.  
 
Cabe señalar, que hay una diferencia importante entre los peritos oficiales y los 
particulares; los primeros tienen nombramiento oficial y cobran un sueldo, y los 
segundos cobran honorarios cuando sus servicios son requeridos. Los peritos 
particulares generalmente intervienen en los casos espectaculares, o en aquellos 
otros en que los protagonistas de los hechos antisociales de naturaleza penal, 
poseen recursos económicos.  
 
En Costa Rica, de acuerdo al criterio de dependencia el dictamen pericial puede 
emanar de la labor de un perito oficial o bien de un perito particular o de parte, 
con respecto a la relación de sometimiento ante la autoridad administrativa o 
judicial. Se considera como perito oficial a aquel experto nombrado por el Poder 
Judicial previa selección mediante un proceso de reclutamiento para que preste 
sus servicios en el cargo de forma permanente y bajo su dependencia; por el 
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contrario el perito de parte viene a ser aquel que no se encuentra sujeto a ningún 
ente y que se dedican a realizar pericias como forma de vida, ya que poseen 
conocimientos especiales en algún campo del saber.  
 
Dentro de la categoría de peritos oficiales podemos ubicar a los expertos que se 
encuentran inscritos en las listas confeccionadas por el Poder Judicial para los 
efectos de ser nombrados en los distintos procesos y según las materias en las 
que se especialicen, junto a ellos encontramos a los peritos de Cuidad Judicial de 
San Joaquín de Flores, en la provincia de Heredia; los cuales forman parte del 
personal técnico del Organismo de Investigación Judicial. 
 
La Cuidad Judicial de San Joaquín de Flores cuenta con un cuerpo de 
especialistas en diferentes áreas tales como sección clínica medicina forense, en 
donde se valoran víctimas e imputados vivos en casos de delitos sexuales, 
lesiones, examen físico de detenidos, etc.; sección de patología forense en 
examen de cadáveres y restos esqueléticos; la sección de psiquiatría y psicología 
forense en donde se realizan pericias psicológicas de acuerdo a lo solicitado por 
los tribunales; la sección de medicina del trabajo que realiza valoraciones para los 
procesos laborales; las unidades médico legales; y los grupos de apoyo en 
radiología, odontología, oftalmología, antropología, otorrinolaringología, 
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El valor probatorio que el juez le de a un dictamen rendido por un perito oficial se 
encuentra condicionado a una serie de supuestos o requisitos subjetivos (con 
respecto al experto del cual emana el informe) y objetivos (referidos al dictamen). 
 
Dentro de los aspectos subjetivos los cuales se encuentran directamente 
relacionados con la valoración ético-psicológica del perito podemos mencionar, el 
error en el que se puede caer a la hora de percibir los hechos, la formación 
profesional del perito, su orientación o corriente de la ciencia, arte o técnica, la 
invasión indebida en otros campos del saber que no le corresponden, y los 
perjuicios que tenga el perito. En cuanto a los aspectos objetivos “se ha señalado 
como pautas de valoración de la pericia, el sustento de los métodos científicos 
empleados; el grado de desarrollo alcanzado por la respectiva ciencia, arte o 
técnica; si entre las premisas y la conclusión hay un necesario nexo lógico; si el 
informe es en sí mismo preciso o indeciso, coherente o contradictorio, 
concluyente o incluyente. También se podrá atender a la firmeza o calidad de los 
fundamentos, la uniformidad o disconformidad de las conclusiones (si hubiere 
varios dictámenes) y los demás elementos de prueba obrantes en el proceso”1.  
 
Basándonos en estos supuestos de valoración del dictamen pericial, podemos 
señalar que aquel informe que cumpla con todos los requisitos legalmente 
                                                 
1 CAFFERATA NORES citado por RODRIGUEZ MIRANDA y CAMBRONERO DELGADO, op. 
cit., p. 117. 
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establecidos en cuanto a su validez, y que además sea apto con respecto a los 
elementos subjetivos y objetivos, tendrá un mayor valor probatorio que aquel 
dictamen al que le falten alguno de estos requerimientos.  
 
Con respecto a la valoración del dictamen emitido por un perito particular, algunos 
autores consideran que “el juez debe creer al perito de parte en los límites en que 
cree al abogado de ésta  y que la función de este perito de parte consiste en 
aportar observaciones críticas sobre la pericia oficial, por medio de las cuales 
puede dar al juez ulteriores elementos lógicos para la formación de su 
convencimiento”.1 Sin embargo, no debemos guiarnos por determinado criterio sin 
antes realizar una apreciación amplia acerca de lo que sucede en la práctica 
judicial con respecto a este tipo de dictámenes. 
 
A la hora de evaluar un dictamen pericial elaborado por un perito particular se 
deben tomar en cuenta una serie de consideraciones, es preciso recordar que al 
perito de parte a pesar de no encontrarse en el deber de juramentarse ni de 
aceptar el cargo se le aplica la misma normativa que al perito oficial; “como 
cualquier otro, debe cumplir con todas las obligaciones previstas para éstos, debe 
rendir su dictamen ajustado a la verdad, con la amenaza incluso de ser 
sancionado por el delito de falso testimonio si falta a ella, según lo establece 
                                                 
1
 CASTILLO GONZALEZ (Francisco), Posición del Perito en el Proceso Penal Costarricense, Revista de 
Ciencias Jurídicas, San José, Costa Rica, Nº 34, enero- abril de 1978, p. 57. 
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expresamente el artículo 316 del Código Penal”1, además se deben valorar los 
aspectos subjetivos y objetivos del dictamen que son los mismos que en el caso 
del dictamen rendido por el perito oficial.  
 
La tarea de asignarle determinado valor probatorio al dictamen pericial es 
exclusiva del juzgador, sin embargo este valor no debe verse afectado por el 
hecho de que el dictamen provenga de un perito oficial o de un perito de parte, ya 
que si bien es cierto que el proceso de selección del primero propicia una mayor 
confianza con respecto a su imparcialidad no es razón suficiente para darle mayor 
crédito, debido a que la objetividad con la que ambos peritos desempeñen su 
labor no depende del proceso de selección sino más bien del grado de 
profesionalismo y de ética con la que cada uno actúe. 
 
Independientemente del sujeto del que emana el dictamen pericial, debe valorarse 
con la misma seriedad y rigurosidad, “no estaría justificado, por lo tanto, sentir 
hacia los peritos privados o propuestos por las partes un verdadero recelo. Si el 
perito privado goza de buena reputación científica y cabe suponer que no 
arriesgará su buen nombre mediante una actitud parcial podrá merecer gran 
confianza”2, aunado a esto el perito oficial también podría verse influenciado por el 
                                                 
1  RODRIGUEZ MIRANDA y CAMBRONERO DELGADO, op. cit., p. 114. 
2 RODRIGUEZ MIRANDA y CAMBRONERO DELGADO, op. cit., p.116. 
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acercamiento frecuente que tiene con el Tribunal o el fiscal, por el contacto con 





Con respecto a la valoración de las pruebas, entre ellas, los dictámenes 
periciales, nuestro Código Procesal Penal nos señala en su artículo 184, lo 
siguiente:  
 
 “El tribunal asignará el valor correspondiente a cada uno de los elementos 
de prueba, con aplicación estricta de las reglas de la sana crítica. Debe 
justificar y fundamentar, adecuadamente, las razones por las cuales les 
otorga determinado valor, con base en la apreciación conjunta y armónica 
de toda la prueba esencial”. 
 
Del artículo en estudio podemos indicar que el juzgador realiza la evaluación de 
los dictámenes periciales sobre la base de las reglas de la sana crítica, sin 
importar tal como se indicó, si proviene de un perito de parte o de un perito oficial, 
ya que en caso de que se determine que el peritaje se encuentra viciado por 
cuestiones de imparcialidad el mismo se deberá rechazar de plano (en ambos 
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supuestos), expresando al mismo tiempo las razones1 por las que se toma esa 
decisión.  
 
En la legislación costarricense no existe ninguna norma legal que obligue al juez a 
darle el carácter de plena prueba o de acatamiento obligatorio al dictamen pericial 
sea este oficial o privado. Por el contrario, el mismo se encuentra facultado para 
apartarse de él y para apreciar de acuerdo con los principios de la lógica, la sana 
critica y de la experiencia el resultado de dicha prueba. No obstante cuando el 
peritaje aparece fundado en principios técnicos inobjetables y no existe otra 
prueba que lo desvirtúe, la sana crítica aconseja, frente a la imposibilidad de 
oponer mejores argumentos científicos, aceptar las conclusiones de aquel, 







                                                 
1
 VARELA, op. cit., p 198. nos señala en este sentido que  “La facultad del juez en la apreciación de la 
prueba tampoco es discrecionalmente arbitraria y debe responder a criterios de razonamiento lógico 
que excluyan la posibilidad del absurdo. Es por tal circunstancia que si no aparecen motivos fundados 
para apartarse de las conclusiones de la prueba pericial, no le es lícito al juzgador hacerlo sin 
justificación suficiente, ya que el pronunciamiento que rechaza a aquellas debe ser resultado de un 
análisis crítico de los fundamentos del dictamen y de los antecedentes de la causa, sana crítica que en la 








B. Importancia del dictamen pericial como un aporte en la formación del 
criterio del juez en el momento de dictar sentencia en los casos de 
delitos sexuales y contra la integridad física. 
 
Hemos venido afirmando que el dictamen pericial tiene por objeto aportar al 
proceso los conocimientos científicos, artísticos o prácticos para valorar hechos o 
circunstancias relevantes en el asunto, o adquirir certeza sobre ellos. Ello supone 
que cuando esta prueba verse sobre hechos calificables de no técnicos, 
científicos o especializados, o sobre aspectos jurídicos, deberán ser inadmitidos, 
pues la finalidad de este medio de prueba es facilitar la apreciación y valoración 
de conocimientos de carácter técnico, que exceden de los conocimientos del juez.  
 
A partir de esa premisa, ha de entenderse que el dictamen de peritos queda 
configurado como un medio a través del cual se incorporan actuaciones de 
carácter técnico en un informe llevado a cabo por una persona ajena a los 
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intereses que se ventilan en un proceso judicial, en base a la especialización que 
tiene sobre ciertos conocimientos científicos, artísticos, prácticos o técnicos en la 
materia objeto de discusión, con la particularidad de escapar los mismos como 
regla general al saber del juzgador, limitándose éste posteriormente a valorarlas 
libremente junto con el resto de pruebas practicadas. 
 
Asimismo, el presupuesto anterior lo ubicamos delineado principalmente en los 
artículos 181, 182 y 183 del Código Procesal Penal, los cuales hacen alusión al 
principio de libertad probatoria: 
 
“ARTÍCULO 181.- Legalidad de la prueba: Los elementos de prueba sólo 
tendrán valor si han sido obtenidos por un medio lícito e incorporados al 
procedimiento conforme a las disposiciones de este Código. 
 
A menos que favorezca al imputado, no podrá utilizarse información 
obtenida mediante tortura, maltrato, coacción, amenaza, engaño, indebida 
intromisión en la intimidad del domicilio, la correspondencia, las 
comunicaciones, los papeles y los archivos privados, ni información 
obtenida por otro medio que menoscabe la voluntad o viole los derechos 
fundamentales de las personas.” 
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“ARTÍCULO 182.- Libertad probatoria: Podrán probarse los hechos y las 
circunstancias de interés para la solución correcta del caso, por cualquier 
medio de prueba permitido, salvo prohibición expresa de la ley.” 
 
“ARTÍCULO 183.- Admisibilidad de la prueba: Para ser admisible, la 
prueba deberá referirse, directa o indirectamente, al objeto de la 
averiguación y deberá ser útil para descubrir la verdad. 
Los tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para 
demostrar un hecho o una circunstancia, cuando resulten manifiestamente 
superabundantes. 
 
El tribunal puede prescindir de la prueba cuando esta sea ofrecida para 
acreditar un hecho notorio.”  
 
A partir de tales numerales, solucionamos un problema debatido por la doctrina 
sobre la existencia de tal principio y aclara algunas confusiones terminológicas. En 
efecto, de acuerdo con esa formulación normativa, nuestro actual sistema procesal 
penal, en la medida que tiende a la averiguación de la verdad real e histórica de 
los hechos permite que todos los puntos objeto del debate se puedan demostrar 
por cualquier medio de prueba, salvo prohibición expresa de ley.  
 
En concordancia con lo referido doctrinalmente, se ha señalado lo siguiente:  
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"...en este sistema el Juez no tiene reglas que limiten sus posibilidades de 
convencerse, y goza de las más amplias facultades al respecto, (pero) su 
libertad encuentra un límite infranqueable: el respeto a las normas que 
gobiernan la corrección del pensamiento humano.”1 
De conformidad con lo anterior abonamos a lo expuesto insistiendo que los 
presupuestos que limitan el principio de libertad probatoria lo son la prohibición 
expresa de ley y la libre convicción del juez al valorar toda una colectividad de 
pruebas, de las cuales al final tomará aquellas que él considere pertinentes a fin 
de llegar a la búsqueda de la verdad real de los hechos. 
  
Además, en esas disposiciones encontramos aspectos importantes del principio 
de libertad probatoria, pues permite garantizar que cualquier hecho o 
circunstancia que de alguna manera afecte la decisión del Tribunal, pueda ser 
probado, incluyendo desde luego las situaciones invocadas por el acusado y su 
defensa, lo cual nos remite a plantearnos de acuerdo al objeto de la prueba, qué 
aspectos probar. Además, siendo que el principio admite la posibilidad de utilizar 
cualesquiera medios de prueba lícitos para cumplir con el objetivo de averiguar la 
verdad real, sin que al efecto deba escogerse sólo los medios de prueba 
mencionados en el Código, por lo que nos preguntamos, cómo probar. 
                                                 
1 CAFFERATA NORES, (José), La Prueba en el Proceso Penal, Buenos Aires, Editorial, Depalma, 
1986, p. 42. 
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Asimismo, aclaramos que los códigos se encargan de establecer y reglamentar 
diferentes medios de prueba, tales como el registro, el secuestro, la prueba 
testimonial, la pericial, la documental, los reconocimientos, los careos, pero ellos 
no contienen taxatividad expresa de los medios de prueba, al concluirse que 
además de los medios de prueba previstos en memorial 182 del Código de rito, se 
podrá utilizar otros distintos, siempre que no se supriman las garantías de las 
personas, de modo que todo se pueda probar y por cualquier medio siempre que 
no se irrespeten los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
 
En este criterio, la jurisprudencia es clara al retomar los alcances de tal principio, 
indicando lo siguiente:   
 
“II) En el sistema procesal penal vigente, rigen los principios de libertad 
probatoria –salvo prohibición legalmente expresa– y valoración conjunta o 
integral de todas las pruebas conforme a las reglas que impone la sana 
crítica racional, a modo de tutela y garantía para todas las partes del 
proceso de una justicia debida, objetiva e imparcial. Ello en atención al 
contenido de los artículos 1, 6, 142, 182, 184, 361, 363 inciso b) y 369 
inciso d) del Código Procesal Penal, a los artículos 11, 39, 41 y 154 de la 
Constitución Política, a los artículos 1, 7 incisos 2)-3) y 8 inciso 1) de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y a los artículos 2, 9 
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párrafo 1) y 14 párrafos 1) y 2) del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos. Al respecto, esta Sala ya se ha pronunciado en sus 
resoluciones # 273-F-94, del 22 de julio de 1994; # 787-F-96, del 13 de 
diciembre de 1996; # 1108-2004, del 16 de septiembre de 2004 y # 2005-
1315, del 18 de noviembre de 2005, indicando que, en efecto, los puntos 
objeto del proceso pueden demostrarse por cualquier medio en tanto éste 
sea lícito e idóneo y sea evaluado según las reglas del correcto 
entendimiento humano, sin que rija un sistema de prueba legal o tasada, en 
virtud del cual, un hecho sólo podría tenerse por acreditado si concurre 
determinado o determinados elementos con un específico valor probatorio 
previamente asignado por ley.”1 
 
Debe resaltarse también que ya en las disposiciones normativas se vislumbra una 
clara distinción entre el principio de libertad probatoria, delineado principalmente 
en los 181, 182 y 183 del Código de marras, y del principio de libre convicción del 
juzgador o sana crítica (referido en el artículo 184 del mismo Código); en virtud de 
que el primero se refiere a la posibilidad de probar cualquier hecho o circunstancia 
de interés para el caso concreto, así como la libertad de recurrir a cualquier medio 
de prueba. Mientras que el principio de libre convicción o crítica racional se refiere 
a la libertad del juez de apreciar los medios de prueba y asignarles un valor según 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia número 00601, a las nueve horas cincuenta 
minutos del veintitrés de junio de dos mil seis. Véase en igual sentido la Sentencia número 00527, de las 
nueve horas quince minutos del siete de junio del dos mil seis de esta misma Sala. 
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las circunstancias, para sustentar su decisión, con exposición de las razones que 
lo inducen a otorgarle credibilidad a la prueba, a través de la fundamentación, 





Por otra parte, el ordenamiento jurídico costarricense al no seguir un sistema de 
pruebas legales o tasadas, deja abierta la posibilidad de tomar en cuenta 
cualquier medio probatorio lícito a sabiendas que de que el mismo provenga de 
medios indirectos para su obtención, según resolución emitida por la Sala Tercera 
de la Corte Suprema de Justicia en sentencia número 00194, expediente: 04-
008960-0042-PE, de las nueve horas quince minutos del trece de marzo de dos 
mil seis: 
 
" IV. [...]  Independientemente de dónde provenga la información, la libertad 
probatoria permite no sólo la acreditación de hechos a través de cualquier 
medio lícito, sino también la obtención de dichos medios probatorios por vías 
indirectas en la medida en que éstos no impliquen el rompimiento de la 
legalidad. "1 
                                                 
1 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia número 00194, de las nueve horas quince 









De conformidad con lo que hemos venido expresando, el juez cuenta con amplias 
facultades, las cuales le atribuyen decidir sobre el qué pruebas tomar en cuenta y 
de qué forma ser obtenida, pues debemos tener presente una conocida frase del 
latín que refuerza las potestades conferidas al juez: ura novit curia1; siendo estos 
peritos de peritos, los jueces conocen el derecho y ante lo indicado por los 
preceptos jurídicos debe de mantener la línea a seguir. El juez tiene la 
responsabilidad de avalar la idoneidad de cada una de las pruebas para efectos 
de su admisión, sin que el abogado le advierta cómo ha de proceder. 
 
Tratándose del carácter delicado que representan los procesos penales en delitos 
sexuales y contra la integridad física, el juez aun más debe de guardar mayor 
cuidado en torno a tomar una dedición fundada en el valor que haya merecido una 
                                                 
1 Para algunos autores surgió en forma de advertencia, casi diríamos de exabrupto que un juez, 
fatigado por la exposición jurídica de un abogado, le dirigiría: Venite ad factum. Iura novit curia; o lo que 
es lo mismo: ‘‘Abogado: pasad a los hechos; la corte conoce el derecho’’. Véase CISNEROS FARÍAS 
(Germán), Diccionario de frases y aforismos latinos: Una compilación sencilla de términos jurídicos, México, 
primera edición, número 51, Instituto de Investigaciones Jurídicas, serie: estudios jurídicos, Universidad 
Nacional Autónoma de México, 2003, p. 59. 
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determinada prueba sin desmerecer o contraponer la importancia de otras, pues 
precisamente, el juez como máxima autoridad debe tener muy presente que el 
perito representa sólo un auxiliar en las decisiones judiciales, por lo que nos 
advierte TSCHADEK que: 
 
“….su concepto no siempre tendrá carácter obligatorio para el juez, y que, 
al fin y a la postre, el tribunal a de asumir la última y plena responsabilidad 
por lo que decida. De ahí que el fallo que se base únicamente en un 
dictamen de peritos, sin tener en cuenta todas las circunstancias del juicio, 
por regla general adolece de defectos y resulta atacable.1 
 
 
Los lineamientos de TSCHADEK también son compartidos por nuestra Sala 
Tercera, la cual ha resuelto que es innecesaria la existencia de un dictamen 
médico para acreditar un hecho de naturaleza sexual, cuya tesis se sustenta en la 
aplicación del principio de libertad probatoria: 
 
 “II. [...]…….no se exige que, para demostrar un hecho de naturaleza 
sexual, se requiera siempre de la existencia de un dictamen médico 
expedido por un profesional en medicina forense que así lo corrobore. El 
Juzgador puede perfectamente, a través de otros medios probatorios 
                                                 
1 TSCHADEK (Otto). op. cit., p. 69. 
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legítimos,……., determinar si los hechos ocurrieron conforme fueron 
denunciados o acusados. Para estos efectos, como bien lo expuso el 
Tribunal en la sentencia, no solo se contó con el dictamen médico que se 
cuestiona, sino también con el dicho de la afectada, el testimonio de …….. 
y la denuncia de folios 1 a 3; elementos probatorios que al examinarse en 
conjunto, permitieron acreditar los hechos que se investigaban……”1 
Asimismo, la jurisprudencia ha sido clara en estimar mediante sentencia emitida 
por la Sala Tercera número 01407, expediente: 03-000361-0006-PE, de las ocho 
horas cuarenta minutos del siete de diciembre de dos mil cinco, que para 
establecer la confiabilidad del relato de la ofendida no se requiere la opinión de un 
perito en psiquatría que acredite su dicho, pues el órgano sentenciador antes de 
llegar a su convencimiento valora otras pruebas que respaldan el testimonio, lo 
que permite evidenciar que su relato es creíble. 
 
Es en este momento donde entra en juego la trascendencia que representa para 
todos y máxime para el juez la comprensión del principio de libre convicción del 
juzgador o sana crítica, referido en los artículos 184 de nuestro Código Procesal 
Penal, el cual nos señala con respecto a la valoración de las pruebas, entre ellas, 
los dictámenes periciales, que: 
 
                                                 
1  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia número 00031, a las diez horas del 
veintiocho de enero de dos mil cinco. 
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“El tribunal asignará el valor correspondiente a cada uno de los elementos 
de prueba, con aplicación estricta de las reglas de la sana crítica. Debe 
justificar y fundamentar, adecuadamente, las razones por las cuales les 
otorga determinado valor, con base en la apreciación conjunta y armónica 
de toda la prueba esencial”.1 
 
De esta forma reiteramos una vez más y fortalecido con este principio, que 
nuestra legislación da por superada la cuestión, ya resuelta por la doctrina y la 
jurisprudencia, relativa a la aparente contradicción existente entre el sistema de 
valoración libre y el hecho de que la introducción en el proceso del dictamen 
pericial derive de que el juez carece de determinados conocimientos 
especializados. Por tanto, el juez no está vinculado a la hora de dictar sentencia 
por el dictamen pericial, sino que deberá valorarlo de acuerdo con las reglas de la 
sana crítica. 
 
En esa misma línea se pronuncia la Sala Tercera de la Corte en la Sentencia 
número 00293, expediente: 02-001569-0175-PE, de las once horas cuarenta 
minutos del veintiuno de marzo de dos mil siete, al sostener que:  
 
"I II. [...] Nuestro actual sistema procesal penal -en la medida que tiende a 
la averiguación de la verdad real e histórica de los hechos- permite que 
                                                 
1 Código Procesal Penal, art. 184. 
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todos los puntos objeto del debate, se puedan demostrar por cualquier 
medio de prueba, salvo prohibición expresa de ley (ver artículo 182 del 
Código Procesal Penal). Doctrinalmente, se ha señalado lo siguiente: "...en 
este sistema el Juez no tiene reglas que limiten sus posibilidades de 
convencerse, y goza de las más amplias facultades al respecto, (pero) su 
libertad encuentra un límite infranqueable: el respeto a las normas que 
gobiernan la corrección del pensamiento humano. La libre convicción se 
caracteriza, entonces, por la posibilidad de que el magistrado logre sus 
conclusiones sobre los hechos de la causa, valorando la prueba con total 
libertad, pero respetando al hacerlo los principios de la recta razón, es decir 
las normas de la lógica, de la psicología y de la experiencia común". 
 
Ahora bien, estimamos que los problemas pueden surgir con la posible aportación 
al proceso de dictámenes contradictorios, al permitirse a las partes aportar al 
proceso informes de peritos designados por ellas mismas. Sin embargo en estos 
casos, el juez deberá ponderar la coherencia lógica de la argumentación 
desarrollada en el dictamen, así como la vertida en el acto del juicio o vista por 
parte del autor del dictamen; el método científico utilizado por el perito; las 
operaciones periciales llevadas a cabo por los peritos, así como los medios e 
instrumentos utilizados; y la capacidad o acreditación científica del experto, así 
como su mayor objetividad e imparcialidad, lo cual dista mucho de cumplirse al 
ser éste un perito pagado por la parte. 
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En ese sentido el Dr. MACHADO SCHIAFFINO ha expresado su aporte al 
mencionar el manejo que ha de implementarse en los procesos judiciales cuando 
se está en presencia de valorar la prueba pericial, al proyectar que:  
 
“La importancia de la peritación es cada día mayor, cualquiera sea la 
naturaleza del proceso donde se practica, dada la frecuente complejidad 
técnica, artística, científica de las circunstancias, causas y efectos de los 
hechos que constituyen el presupuesto necesario para la aplicación por el 
Juez, de las normas jurídicas que regulan la cuestión debatida o 
simplemente planteada en el proceso, que impide su adecuada 
comprensión por éste, sin el auxilio de esos expertos, que hacen 
aconsejable ese auxilio calificado, para una mejor seguridad y una mayor 
confianza social en la certeza de la decisión judicial que se adopte.”1   
 
Por lo que respecta en este análisis, el juez al atribuírsele amplias facultades, 
concederá prevalencia a las afirmaciones o conclusiones dotadas de una mayor 
explicación racional sustentada por una metodología adecuada al caso concreto. 
 
Un aspecto importante de la prueba pericial, es que el dictamen del perito es, en 
todo caso, una opinión de una persona con conocimientos especializados que le 
                                                 
1
 MACHADO SCHIAFFINO (Carlos), op. cit., p. 13. 
 319 
permiten rendirlo. Por tanto, es sujeto a valoración con base en análisis crítico 
(sana critica), al cual se debe someter cualquier prueba, en este supuesto, el juez 
debe de estimar que las ciencias forenses no son exactas y en la práctica ya de 
por sí se evidencian que así como cabe la posibilidad de ser susceptibles a 
apelación y tal inconformidad sea admitida por quienes conocen de aquellas, las 
pruebas periciales están sujetas a muchos presupuestos que pueden afectar su 
validez o confiabilidad, lo cual conllevaría a una resolución judicial fundada en una 
prueba que con ello beneficie a una parte y perjudique a otra.  
 
Sin embargo resulta importante destacar, que no necesariamente hay que acudir 
a la designación de peritos cuando se trata de la utilización de medios científicos, 
pues también sus conocimientos son requeridos cuando se trata de las ciencias 
clásicas, que por su especialidad no son de conocimiento común e imponen la 
necesidad de un conocimiento técnico, como el caso de la contabilidad 
representado por un perito actuario matemático, cuando su necesidad implique la 
estimación de un daño moral acaecido por una lesión o bien la psicología, en la 
que se requiere conocer un dato sufrido por un problema social, moral o psíquico.  
 
Podemos decir entonces, que los medios científicos y el peritaje están 
estrechamente vinculados pues para la introducción de la prueba incorporada 
dentro del proceso y que muchas veces se requerirá de peritos que con sus 
experiencias, explicaciones, aclaraciones, evaluaciones u opiniones puedan 
 320 
ayudar al juez a tener una mejor comprensión sobre los mismos y su vinculación o 
colaboración al esclarecimiento de los hechos objeto del proceso. 
 
En la legislación costarricense no existe ninguna norma legal que obligue al juez a 
darle el carácter de plena prueba o de acatamiento obligatorio al dictamen pericial 
presentado en el proceso, por el contrario el mismo se encuentra facultado para 
apartarse de él y para apreciar de acuerdo con el principio de la sana crítica el 
resultado de dicha prueba. 
 
A pesar de todo lo argüido, VARELA nos comenta acerca del supuesto cuando el 
dictamen sea fundado criterios técnicos indiscutibles, que al respecto sugiere lo 
siguiente: 
 
“No obstante cuando el peritaje aparece fundado en principios técnicos 
inobjetables y no existe otra prueba que lo desvirtúe, la sana crítica 
aconseja, frente a la imposibilidad de oponer argumentos científicos de 
mayor valor, aceptar las conclusiones de aquel. 
 
La facultad del juez en la apreciación de la prueba tampoco es 
discrecionalmente arbitraria y debe responder a criterios de razonamiento 
lógico que excluyan la posibilidad del absurdo. Es por tal circunstancia que 
si no aparecen motivos fundados para apartarse de las conclusiones de la 
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prueba pericial, no le es lícito al juzgador hacerlo sin justificación suficiente, 
ya que el pronunciamiento que rechaza a aquellas debe ser resultado de un 
análisis crítico de los fundamentos del dictamen y de los antecedentes de la 
causa, sana crítica que en la mayoría de los casos requiere el apoyo de 
otros elementos serios y convincentes”.1 
 
Así las cosas, es el juez quien tiene la responsabilidad de avalar la idoneidad del 
perito para efectos de admisión de la prueba. Si no se convence al juez acerca de 
la idoneidad por los medios contemplados y en las etapas especificadas, no se 
admite la prueba. Si se logra, de todas maneras el juez siempre tiene la 
responsabilidad adicional de valorar el peso de la prueba tomando en cuenta, 
entre otros factores, la idoneidad del perito.  
 
Si de algo hay que estar claros es en advertir a aquellos que equivocadamente 
expresan que los jueces no tienen mayores conocimientos que los peritos, pues 
aunque normalmente no tienen conocimientos iguales a los expertos, éste debe 
de valorar diversos dictámenes rendidos en los procesos, derivando de ellos los 
elementos útiles para formar su juicio, para así utilizarlos como fundamento del 
fallo. Sin embargo, si la peritación no aporta buenos elementos de convicción, el 
juez debe separarse del criterio del experto y resolver con fundamento en el resto 
del elenco probatorio. Así, si por razones de sana crítica el juez otorga mayor 
                                                 
1 VARELA A. (Casimiro), op. cit., p. 198. 
 322 
crédito al resto del material probatorio por sobre el resultado de la peritación, debe 
divorciarse de este, bajo advertencia de incluir en su fallo las razones por las 





Siendo tan impactante y convincente la prueba pericial como hemos anotado 
arriba, es común proscribir que afecte directamente la finalidad de la controversia, 
es decir que opine directamente de la imputabilidad del acusado, si tuvo o no el 
requisito del dolo que es elemento de algunos delitos. Aunque en nuestro país se 
tiende a prohibir este tipo de opinión, a fin de evitar que el perito declare acerca 
de la imputabilidad o inimputabilidad del imputado. 
 
Abonado a lo expuesto, la Sala Tercera de la Corte en Sentencia número 00410, 
expediente: 05-000286-0369-PE, de las once horas cuarenta minutos del cinco de 
mayo de dos mil seis, ha resuelto en inclinarse a afirmar respecto al tema acotado 
arriba que: 
 
"….. es necesario señalar que el examen previsto en el artículo 87 del 
Código Procesal Penal, tiene como fin contribuir a aclarar el nivel de 
culpabilidad del acusado. Pero en ningún sentido, se puede afirmar que 
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dicha prueba resulta indispensable en todos los casos, pues la culpabilidad 
puede acreditarse por medio de cualquier elemento probatorio lícito, tal 
como lo dispone el artículo 182 del Código Procesal Penal. Además, la 
culpabilidad es algo que se presupone, siendo entonces incumbencia de 
quien alega causas excluyentes o atenuantes de la misma (como la 
inimputabilidad o la imputabilidad disminuida), el demostrarlas. En este 
caso, el a quo, a folio 239, estableció la imputabilidad del acusado. Ello, 
aunado a que Alemán Jarquín no ha alegado nunca que a su favor debe 
considerarse alguna causa eximente o atenuante de culpabilidad, evidencia 
que en el presenta asunto, el reclamo se formula para que se observe una 
forma simplemente por el afán de cumplirla, pero en ningún momento 
acredita que se le haya causado algún agravio por no efectuarse el examen 
contemplado en el artículo 87 del Código Procesal Penal." 
 
De acuerdo con lo que ordena nuestra legislación, el dictamen pericial será 
estimado tomando en cuenta muchos aspectos, uno de ellos podría preciarse en 
observar con detenimiento los principios científicos en que se fundo, es decir que 
se traten de principios y métodos de investigación legal y que no sean contrarios a 
la ley, no violen la moral, el orden público y los derechos humanos; que el mismo 
conlleve a tener una relación con el material del hecho; si es idóneo y necesario; 
reunir concordancia de su aplicación con las reglas de la sana crítica, y con las 
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demás pruebas aducidas en al proceso; tomado en cuenta la competencia de los 
peritos. 
 
Lo anterior guarda relación con la experiencia, que no exista duda sobre su 
prestigio y del reconocimiento de su nivel académico a través de un título o 
certificado de idoneidad en el caso de que su actividad se encuentre 
reglamentada; y por último tener suma observancia en el momento en que el 
perito emita su opinión ya sea de manera verbal o escrita, es decir cuidar que las 
pronunciaciones que se hayan hecho a lo largo de su participación dentro del 
proceso sean concordantes o no, evaluando así la preparación y conocimientos 
del perito. 
 
En este sentido nuestro régimen garantista y democrático tutela que todo 
elemento de prueba, para ser valorado, debe haber sido obtenido por un 
procedimiento lícito y permitido e incorporado al proceso conforme a las 
disposiciones previstas en la ley de conformidad con el artículo 181 párrafo 
primero del Código Procesal Penal.  
 
A la vez nos advierte el memorial 175 del Código de marras que los actos 
cumplidos con inobservancia de las formas y condiciones previstas en la 
Constitución, los pactos y tratados internacionales vigentes y en la ley, no pueden 
ser valorados para fundar una decisión judicial ni utilizados como presupuestos de 
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ella. Así las cosas estas normas establecen claras limitaciones generales para 
valorar los elementos de prueba incorporados al proceso, reduciendo la amplitud 
del principio de la libre convicción, limitando así también que el juez emita un 





Sección IV. Análisis de fondo. 
 
Esta sección refiere al análisis exhaustivo de expedientes judiciales obtenidos en 
el Tribunal de Juicio de San Ramón, específicamente en los delitos sexuales y 
contra la integridad física, el mismo es relevante para dar respuesta al 
planteamiento de la hipótesis de nuestra investigación, sumado a la aplicación de 
un censo con profesionales de San Ramón que cuentan con la experiencia en los 
procesos de delitos sexuales y de lesiones. Asimismo a partir del estudio de los 




A. Análisis de expedientes de delitos sexuales y contra la integridad física; 
en el Tribunal de Juicio de San Ramón. 
 
El presente estudio fue realizado como parte del trabajo de campo de nuestra 
investigación, consiste en la valoración de la dinámica en la que interviene la 
prueba pericial dentro de los procesos penales, tratándose de delitos sexuales y 
contra la integridad física, dicha valoración se realizó sobre casos con sentencia 
firme localizados específicamente en el Tribunal de Juicio de San Ramón; 
comprendiendo el período del año 2005 y 2006. 
 
Dicho Tribunal sentenció 69 casos los cuales al momento del presente estudio 
tenían sentencia firme, de los cuales 44 fueron por delitos sexuales y 25 casos en 
los que se juzgaron delitos contra la integridad física, comprendiendo el año 2005 
y 2006, debemos hacer la aclaración que para el año 2005 no tuvimos acceso a 2 
expedientes el primero referente a un delitos sexual y el segundo a un delito 
contra la integridad física. Correspondiente al año 2006 no se pudieron localizar 6 
expedientes, 2 de ilícitos contra la integridad física y los 4 restantes donde se 
















Casos con sentencia Firme en el Tribunal de Juicio de 
San Ramón, 2005-2006.
Lesiones 2005 Lesiones 2006
Delitos sexuales 2005 Delitos sexuales 2006





De las 69 causas con sentencia firme juzgadas por el Tribunal de Juicio de San 
Ramón, se tuvo acceso a 61 expedientes los que para fines de nuestra 
investigación representarán un 100 %, ya que serán considerados únicamente los 
expedientes que se pudieron localizar, debido a que ellos nos proporcionaran los 
datos indispensables para el presente estudio.  
 
Se hace la advertencia que el material recolectado es con fines de ilustración para 
nuestro trabajo, por lo que no tiene valor científico, pues para eso hubiese sido 
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necesario tomar muestras de los diferentes despachos de nuestro país. No 
obstante, su utilidad ha sido imprescindible para nuestro estudio, ya que refleja la 
tendencia y grado de implementación tanto de la prueba pericial como de la 
normativa procesal respectiva, y de su valoración por parte del juzgador. 
 
En lo que respecta a los delitos sexuales los expedientes con sentencia firme 
encontrados fueron 39, distribuidos de la siguiente manera:   











Esta representación muestra el número de expedientes valorados en delitos de 
carácter sexual, la mayoría de estos delitos fueron de abusos sexuales contra 
persona menor de edad especialmente en niñas, en segundo lugar se dio la 
presencia de violaciones y tentativa de violación y en un tercer lugar figuró el 
delito de abuso sexual a persona mayor de edad, tal como muestra el gráfico para 
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el año 2006 se acrecentó la tramitación de casos en los cuales se valoran delitos 
de carácter sexual con respecto al año 2005. 
 
En el análisis de los 39 expedientes de delitos sexuales pudimos constatar el 
hecho de que en ellos se utiliza de forma frecuente la prueba pericial, sobre toda 
la pericia médico-legal para determinar los daños físicos sufridos por la presunta 
víctima, aunado a ello se realizan pericias de índole psicológica para la evaluación 
del imputado con el fin de determinar aspectos relevantes en cuanto a su estado 
mental y sobre cuestiones de imputabilidad del mismo, en el caso de la víctima se 
intenta valorar mediante este examen las secuelas presentadas a partir del hecho 
delictivo y la coherencia de su relato.  
 
 En cuanto a los dictámenes emitidos por parte de los peritos de la Cuidad Judicial 
de San Joaquín de Flores en el caso de evaluaciones físicas a las presuntas 
víctimas de abusos sexuales, llama la atención en el sentido de que en este tipo 
de pericia se utiliza un lenguaje muy técnico, sin realizarse la posterior explicación 
de conceptos. A pesar de lo anterior este tipo de pericias proporciona datos de 
gran valor para la apreciación de los hechos por parte del juzgador, ya que se 
determina de forma técnica si él o la denunciante ha sido víctima de violación o 
no. Otro aspecto importante lo es el hecho de que en dichos dictámenes en el 
epígrafe “historial médico legal” se efectúa por parte de la paciente el relato de los 
hechos denunciados, lo que es de gran utilidad para establecer por parte del juez 
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la confiabilidad del relato al darse o no coincidencia del mismo con la denuncia y 
con los hechos narrados en el debate.   
 
El juzgador le dará mayor credibilidad al relato de la víctima cuando éste sea 
coincidente en todo momento. Para demostrar lo anterior hacemos referencia al 
estudio realizado como parte de nuestro trabajo de campo específicamente al 
expediente consultado número 04-000773-0332-PE. En este expediente se juzgó 
el delito de “relaciones sexuales contra personas menores de edad”, con 
sentencia condenatoria abreviada. En el caso en cuestión el juez le otorga 
credibilidad al relato de la niña basado en los siguientes supuestos:  
 
“...tenemos la denuncia de M. T. M. rendida ante el Ministerio Público de la 
ciudad de San Ramón el 11 de octubre del 2004, visible a folio cuatro a seis 
donde con lujo de detalles señala lo siguiente: " El día viernes de este mes 
yo estaba jugando de meter pelotitas en la puerta de mi casa y … llegó y me 
dijo que le prestara el jueguillo para ver si podía meter las pelotillas y yo se 
lo presté, luego me dijo que sólo había podido meter dos pelotillas y me 
abrazó duro y me tocó el pecho derecho como apretándomelo pero no me 
dolió, eso pasó `por encima de la ropa. ...." Dicha versión resulta ser 
absolutamente coincidente con lo indicado a su madre, y por los detalles 
que contiene son propios de un ataque sexual que se ha vivido y por 
consiguiente debe merecer total credibilidad”.  
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Además para otorgarle mayor grado de credibilidad al relato de la niña el juez 
toma en cuenta lo siguiente: 
 
“En cuanto a la credibilidad de la niña que le ha otorgado este juzgador, la 
misma se ve totalmente reforzada con el dictamen de la Sección de 
Psiquiatría y Psicología Forense visible a folios diecisiete a veinticuatro 
donde se concluye que el relato de la misma es confiable. Textualmente en 
lo que interesa se refiere en el aparte de Discusión y conclusiones: " Acerca 
de los hechos, la menor los narra de forma espontánea, conserva la 
capacidad de recordar los hechos sin contradecirse; no pone duda en 
señalar a quien reconoce como su agresor, siendo su lenguaje y afecta 
acordes a su edad y relato. Su relato impresiona lógico y coherente, relata 
un único evento recordando detalles."   Como ya se indicó este dictamen 
psicológico no otra cosa hace que reafirmar contundentemente la 
credibilidad del relato que hiciera la niña al momento en que se 
denunciaron los hechos a los  que la sometió el justiciable A.V.G., y que de 
todas maneras éste ha admitido”.  
 
Tal como se demuestra con el citado ejemplo, el juzgador le otorga mucha 
importancia a las diferentes versiones que ofrece la víctima, tomando en cuenta el 
relato que ha hecho a la madre (o denunciante), el relato del menor ante la fiscalía 
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así como el que se hace ante el perito en los dictámenes periciales que se le 
realicen.  
 
Tratándose de delitos contra la integridad física las solicitudes de dictámenes 
periciales físicos si se ajustan al caso en concreto, ya que se pide valorar 
diferentes partes del cuerpo según la supuesta lesión sufrida por la víctima. En 
ellas se solicita que el perito establezca si existe algún tipo de incapacidad 
temporal o permanente, signos traumáticos, o cicatrices que sean producto del 
hecho denunciado. Estas valoraciones son casi imprescindibles en aquellos casos 
en donde se juzgan delitos contra la integridad física ya que por medio de ellas se 
determina con exactitud los traumas sufridos a raíz del delito, lo que sirve para 
determinar la gravedad de las lesiones, y para establecer el pago de la acción civil 
resarcitoria si esta se ha solicitado oportunamente.  
 
En cada uno de los dictámenes estudiados en el Tribunal de Juicio de San Ramón 
en este tipo de delitos para el período 2005-2006 se notó que los peritos 
realizaron una valoración adecuada de los pacientes indicando de forma oportuna 
la información requerida por parte de la fiscalía. Al igual que en el caso de delitos 
sexuales se utiliza un vocabulario muy técnico, sin embargo en este caso los 
dictámenes son menos escuetos con mayor abundancia en cuanto a datos, 
mucho más extensos. Aunado a lo anterior, se debe hacer mención de la 
capacidad técnica que demuestran los peritos en la realización de estas 
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experticias, llama la atención el hecho de que se realiza la solicitud de 
expedientes de las personas evaluadas a diferentes centros hospitalarios con lo 
que el experto busca dar una información más certera  y de mayor utilidad para el 
tribunal, una vez recibido el expediente médico se solicita la remisión del paciente 




Tanto los dictámenes médicolegales físicos como psicológicos analizados en los 
diferentes delitos sexuales y contra la integridad física utilizan una estructura 
básica que es plasmada fielmente por los peritos. En algunas ocasiones este 
aspecto significó la elaboración de experticias machoteras sobretodo en el caso 
de pericias psicológicas. En este sentido será relevante hacer conciencia sobre la 
importancia de confeccionar pericias ajustadas al caso concreto, en las cuales se 
busque para la ejecución de las mismas la metodología adecuada con relación a 
sus particularidades.  
 
Un aspecto sobresaliente durante el estudio realizado fue en el hecho de que las 
ampliaciones y aclaraciones solicitadas por parte de los abogados litigantes a los 
peritos no poseían ningún argumento de peso que pudiera beneficiar a su cliente, 
más bien se limitaban a solicitar al experto información que ya había sido 
suministrada en el dictamen emitido con anterioridad, con esto se produce el 
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atraso del proceso judicial, además de la pérdida de tiempo y recursos por parte 
del personal de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores. 
 
Nos pareció muy acertado el hecho de que en la realización de las pericias tanto 
las de tipo físico como psicológico, se le proporciona la información necesaria a la 
persona evaluada para que esta entienda su carácter de voluntariedad, en caso 
de que la paciente sea menor de edad esta información se le ofrecerá también a 
su acompañante. Este aspecto tiene una importancia radical ya que se evita la 
lesión de los derechos fundamentales de la persona evaluada, así como también 
evita posibles nulidades de este tipo de prueba.  
 
En los estudios realizados con expedientes de delitos sexuales y delitos de 
lesiones se observaron ciertos aspectos que merecen ser comentados sea para 
criticar la presencia de errores que se cometieron durante el proceso o por 
destacar los aportes ahí reflejados y que de previo se desarrollarán. 
 
 En cuanto a los expedientes de delitos sexuales, los dictámenes físicos 
practicados a las ofendidas (os) son los que más permiten apreciar si el relato de 
la víctima concuerda o no con los hechos narrados. Sin embargo, cuando las 
pruebas ofrecidas lo son la declaración de la víctima y el dictamen psicológico, el 
juez debe de tener gran cautela en su decisión final, pues resulta común que los 
psicólogos señalen la siguiente frase: 
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“El relato de la víctima es correspondiente con los presuntos hechos de 
abuso sexual…..los cambios de comportamiento observados en el 
momento de la valoración se deben a los hechos de los que fue víctima”.  
 
El juez será el que le otorgará el valor probatorio que merece el dictamen 
psicológico sin dejarse llevar por lo concluido ahí, pues en ocasiones no es 
acertado que el relato no esté influenciado por terceros. Veamos el ejemplo de un 
dictamen pericial psicológico que señala en el aparte de discusiones y 
conclusiones lo siguiente: 
 
“Con respecto al relato que brinda…., este mantiene una estructura que es 
lógica y coherente, en la que describe buena parte de los presuntos hechos 
como palabras propias para su edad…… 
 
En conclusión, la pericia psiquiátrica forense realizada hoy, se encuentra 
que el menor muestra cambios emocionales en la forma de un trastorno de 
adaptación con elementos depresivos y ansiosos. ”1 
 
Ante el supuesto anterior se comprueba que un especialista en psicología al emitir 
su síntesis diagnóstica no proporcionará con precisión absoluta si el relato de un 
                                                 
1 Expediente 04-000888-0332-PE, Delito: violación, dictamen pericial psicológico inicia a folio 20. 
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menor está influenciado por terceros que quieran obtener ganancias secundarias 
de los hechos. A nuestro parecer “la ansiedad, irritabilidad, o nerviosismo” al 
momento de la valoración pueda obedecer a la “presión” o “tención” a la se ve 
expuesto por la presencia de la madre en la entrevista quien de alguna u otra 
manera influye, pues controla al menor para decir lo que ella le indicó antes de 
ingresar al consultorio. Si de previo la madre amedrentó al menor, no hay forma 
de comprobarlo en la entrevista.     
  
Tratándose de los delitos de lesiones nos pareció muy mesuradas las 
observaciones hechas en un dictamen rendido por un perito actuario matemático, 
pues cuando hace alusión al cálculo del daño indicó que “es importante aclarar 
que el monto que abordó el perito tiene un carácter indicativo y que la valoración 
final del daño es competencia de los jueces”.1 
 
Lo anterior se destaca de la tarea de otros peritos y con este caso se desmiente la 
tesis que sostienen algunos abogados de que todos los peritos en frecuentes 
ocasiones invaden temas jurídicos en sus apreciaciones. 
 
Por otra parte, se reflejó que en la mayoría de los expedientes es frecuente y 
oportuna la realización de ampliaciones de los dictámenes por la sencilla razón de 
                                                 
1 Expediente Nº 03-600096-0321-TC, con sentencia condenatoria N° 123-2005 del Tribunal de Juicio 
I Circuito Judicial De Alajuela, Sede San Ramón, al ser las catorce horas y seis minutos del once de agosto 
del año dos mil cinco, Delito: lesiones culposas.  
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que en una primera valoración no es posible determinar con exactitud la presencia 
de las secuelas. 
 
En otro de los asuntos analizados, pareciera inaceptable que un perito obviara la 
existencia de una cicatriz en el rostro del ofendido. Así se observa en folio 32 del 
expediente 03-000005-0332-PE, donde el ofendido presentó la apelación contra el 
dictamen médico porque en él no se hizo referencia a una marca indeleble en su 
rostro, cuyo resultado fue conocido en sesión ordinaria Nº 4593 ante el Consejo 
Médico Forense el cual acordó admitir la presencia de dos cicatrices. 
 
En este tipo de delitos encontramos que el juez atribuye en forma acertada que la 
absolución o condena del imputado se extrae de múltiples pruebas como la 
testimonial, informe del inspector de tránsito, inspecciones oculares, secuencias 
fotográficas, recolección de indicios, etc, por lo que en estos supuestos la 
sentencia reflejó que para llegar a un convencimiento fue necesario comprobar 
que lo relatado por el testigo coincida con los daños en el vehículo y la 
descripción de la escena. Observemos el siguiente ejemplo en el que el juez dicta 
sentencia absolutoria: 
 
“……se extrae de la prueba testimonial y documental que el impacto es 
producto de la negligencia e imprudencia del ofendido y no le es 
atribuible al imputado quien circulaba adecuadamente………l
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secuencias fotográficas muestran los daños sufridos por el vehículo del 
ofendido y aclaran que el impacto fue en la parte trasera ……y es 
coincidente con el relato de los testigos, confirmándose que el ofendido 
se dispuso a virar a la izquierda obviando dar la prioridad de paso al 
vehículo del encartado. ”1      
 
De tal forma se ha apreciado que el juez concluye en las sentencias tomando en 
consideración que el relato de los testigos (si los hay), sea confirmado o no por la 
versión del ofendido y que además concuerde con los planos o inspecciones que 
describen los hechos.   
 
En los expedientes analizados en el año 2005 se solicitaron 17 dictámenes 
periciales, distribuidos en dictámenes psicológicos y dictámenes médico-legales, 
en todos los casos la valoración fue efectuada por peritos oficiales de la Ciudad 




                                                 
1  Sentencia absolutoria N° 66 -2006 del Tribunal del I Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón, del 
dos de mayo del año dos mil seis, expediente N° 04-013626-0495-PE, delito: lesiones culposas. 
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Dictámenes Periciales Solicitados en procesos de 













Los 17 dictámenes periciales que se llevaron a cabo en 13 procesos de delitos 
sexuales del año 2005 se practicaron a la victima y al imputado únicamente, no se 






















En el año 2006 se solicitaron 32 dictámenes periciales, en 4 de ellos se dio la 
ampliación del informe y en ningún caso se apeló su resultado, quedando  




Dictámenes Periciales Solicitados en Procesos de 











Dictémen Médico Legal 
Otros 
 
Todos los dictámenes correspondientes a este período se realizaron a víctimas e 
imputados en la Cuidad Judicial de San Joaquín de Flores, por peritos oficiales, 
















A pesar de la trascendencia que la prueba pericial tiene en el ámbito penal y 
como producto de ello la importancia de aprovechar al máximo la figura del perito 
como sujeto del cual emana el informe pericial, solamente en un caso 
correspondiente al período 2006 se solicitó la presencia de este experto en el 
debate, aunado a ello no se dio la intervención del consultor técnico en ningún 
caso, con ello se evidencia a nuestro parecer, el desconocimiento que los 
abogados y fiscales tienen acerca de la implementación y práctica adecuada de la 
prueba pericial dentro de los procesos judiciales de carácter penal. 
 
El siguiente gráfico muestra el número y porcentaje de dictámenes apelados y 
ampliados en el año 2005 y 2006 con respecto al número de dictámenes 
solicitados en cada año.  
 



























El gráfico que se presenta a continuación muestra el grado de coincidencias de 
los diferentes dictámenes periciales practicados en el periodo del 2005 con 
respecto al fallo emitido por el juzgador, el mismo viene a hacer un aporte 
considerable para responder al planteamiento de nuestra investigación, cual es 
lograr determinar el peso que la prueba pericial tiene a la hora del dictado de la 
sentencia en los procesos penales y contra la integridad física.  
Número de Casos en los que Coincide la Sentencia 
con la Prueba Pericial, año 2005.


















Un dato interesante es que en los 2 casos que no se efectuaron valoraciones 
periciales la víctima se trataba de un niño, en todos los demás delitos en donde se 
utilizo la prueba pericial como aporte dentro del material probatorio la víctima era 
de sexo femenino, en la mayoría de casos se trataba de niñas. 
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Para el año 2006 la coincidencia de la prueba pericial en delitos sexuales con la 
sentencia se distribuyó de la siguiente manera: 
 
Número de Casos en los que Coincide la Sentencia 
con la Prueba Pericial, año 2006.

















Otro dato de interés lo es el hecho de que para el año 2006 la única ocasión en la 
que no se solicitó prueba pericial fue en el delito de abusos sexuales contra 






En lo que respecta a los delitos contra la integridad física se realizó el análisis de 
22 expedientes los cuales obtuvieron sentencia firme en el período del 2006, 
distribuidos tal como lo señala el siguiente gráfico:   
 
Expedientes analizados de Delitos Contra la 















Este gráfico muestra el número de expedientes valorados en delitos de contra la 
integridad física, entre los que se denota la presencia de todo tipo de lesiones 
culposas y dolosos en grado leve, grave y gravísimas; tal como lo indica la 
representación en el año 2005 se juzgaron un número mayor de causas por este 
tipo de delitos en comparación con el año 2006.  
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En el estudio de los 22 expedientes en los que se valoraron delitos contra la 
integridad física para este período, se utilizan diferentes tipos de experticias de 
forma frecuente, entre ellas la pericia médico-legal para realizar la valoración 
física de la víctima e imputado, además de pericias de la sección de Tránsito y 
planimetría  efectuadas por peritos oficiales de la Ciudad judicial de San Joaquín 
de Flores, también se solicito la contribución de peritos particulares para el 
estudio de cálculos matemáticos trascendentes para la investigación y para 
evaluar los daños sufridos tanto material como moralmente.  Estos dictámenes se 
distribuyen para el año 2005 de la siguiente forma:  
 
Dictámenes Periciales Solicitados en los Procesos de 


















Los 13 dictámenes médico-legales que se llevaron a cabo en los 12 procesos de 
delitos contra la integridad física ubicados en el Tribunal de Juicio de San Ramón 












Dictámenes Médico-legales distribuidos según el 





Todos los dictámenes a los que hace alusión el gráfico anterior fueron emitidos 
por peritos oficiales nombrados por Ministerio Público, no se efectuó ninguna 
valoración psicológica para determinar si el imputado se presentaba como una 
persona adecuada para comprender la ilicitud de su actuar y por lo tanto de 
responder ante la ley penal, tampoco se efectuaron dictámenes psicológicos a la 
víctima.  
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Para el año 2006 los dictámenes solicitados en delitos contra la integridad física 
fueron 15,  esta prueba pericial se repartió tal como se establece a continuación: 
 
 
Dictámenes Solicitados en los Procesos de Delitos 
















Los cuatro dictámenes de la categoría titulada como otros hacen referencia a 
dictámenes propios de delitos en los que la lesión se produce como resultado de 
un accidente de tránsito, por lo que se valoran aspectos del lugar en el que 
ocurrieron los hechos, los daños materiales sufridos en el vehículo, daños 
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morales de la víctima, cálculos matemáticos necesarios para la reparación del 
daño causado a raíz del accidente, entre otros. Los restantes 11 dictámenes 




















Dictámenes Médico-legales distribuidos Según el 









A continuación se muestra la representación gráfica de los dictámenes ampliados 
































El siguiente gráfico representa el valor de coincidencias de los diferentes 
dictámenes periciales en casos de delitos contra la integridad física practicados 
en el periodo del 2005 con respecto la sentencia emitida por el juez, mediante el 
mismo se representa el peso que estos dictámenes tienen para formar un 
convencimiento asertivo en el juzgador acerca de las diferentes tesis planteadas 
por las partes. 
Número de Casos en los que Coincide la Sentencia 
con la Prueba Pericial, año 2005.
  5 
Coincidencias
; 42%













En el año 2006 la correspondencia de la prueba pericial con la resolución dada en 
los casos de delitos contra la integridad física fue la siguiente:  
 
Número de Casos en los que Coincide la Prueba 









Dictámen no coincide con
la sentencia





Es importante acotar el hecho de que en todos los expedientes analizados de las 
dos categorías de delitos en los años del 2005 y 2006, se dio la presencia del 
perito en el debate solamente en cuatro ocasiones, tres de ellas fueron en 
procesos en donde se juzgaron delitos contra la integridad física y solamente en 
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una ocasión se llamo al perito en un caso de delito sexual, lo que se representa 















Presencia del Perito en el Debate con Respecto a la 
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Estos datos demuestran a nuestro parecer la poca importancia que se le da a la 
figura del perito como creador del dictamen pericial, recordemos que la presencia 
de este experto en el debate es vital para aprovechar al máximo el medio 
probatorio pericial, ya que el mismo al ser llamado al debate puede ampliar su 
informe, contestar las dudas que tengan tanto los jueces, así como los abogados 
y fiscales acerca de la experticia, y realizar nuevos aportes basándose en el 




Para poder determinar la importancia que tiene para el juzgador la prueba pericial 
y como parte de ella los dictámenes periciales, debemos referirnos al total de las 
sentencias que se dictaron en el período del 2005 y 2006 con respecto al número 
de coincidencias con dicha prueba, esto de forma general con el fin de tener un 
panorama más claro sobre la realidad vivida en los procesos de delitos sexuales y 
contra la integridad física juzgados por el Tribunal de Juicio de San Ramón.  
 
 









Casos en que coinciden las sentencias con la prueba pericial
Casos en que no coinciden las sentencias con la prueba pericial






Del presente estudio podemos concluir que la prueba pericial es casi 
imprescindible para el esclarecimiento de casos que tratan acerca de delitos 
sexuales y contra la integridad física. Sin embargo este hecho no se debe 
apreciar equívocamente, ya que esta dinámica no quiere decir que sea una 
prueba privilegiada desde el punto de vista del juzgador, por el contrario esta 
siempre se valoró junto con los demás medios probatorios existentes en el 
proceso, en ningún caso la sentencia se basó solamente en la prueba pericial, 
como resultado de lo anterior a pesar de que los dictámenes periciales 
determinaron en diversas ocasiones el daño sufrido por la víctima, no fue 
suficiente para acreditar fehacientemente que el imputado hubiera cometido el 
delito; por lo que no se debe olvidar que este medio probatorio sólo constituye un 
aporte más a la formación del criterio del juez. 
 
En cuanto a la valoración de los dictámenes periciales no podríamos afirmar que 
esta sea una apreciación crítica por parte del juzgador. Si bien es cierto que en la 
mayoría de las sentencias se hace alusión a este tipo de prueba, se pudo 
observar en el análisis de casos que el juez toma del dictamen solamente 
aquellos aspectos que considera apropiados para argumentar su sentencia, sin 





Podemos señalar el hecho de que la figura de peritos particulares se utilizó de 
forma escasa en los delitos sexuales y contra la integridad física, lo que puede ser 
producto de los pocos recursos con las que cuentan las partes al hacer referencia 
a procesos de índole penal. Lo dicho se complementa con el hecho de que en 
ninguna ocasión se dio la presencia de la figura del consultor técnico, a pesar de 
que su aporte podría ser fundamental para defender los intereses de cada una de 
las partes. 
 
A raíz del presente estudio podemos establecer que en materia penal 
específicamente en el caso de delitos sexuales y contra la integridad, la prueba 
pericial no posee un peso determinante en la formación de criterio del juez, sino 
que más bien este medio probatorio se complementa con otros tales como la 
prueba testimonial, confesional y documental, entre otras. Es a partir de esta 
complementación que el juzgador da solución al caso encomendado.  
 
La esencia de la prueba pericial radica en que ella viene a confirmar aspectos ya 
establecidos por otros medios probatorios. Su valor probatorio se establece, por lo 
tanto, con base en la complementación que la misma tenga con el resto del 
material probatorio aportado al proceso penal. No se puede pretender llegar a la 
imposición de una sanción penal solamente con el ofrecimiento de prueba pericial, 
sino que esta debe ser reafirmada por la denuncia o relato de la víctima y en la 
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medida de lo posible por otros medios de prueba como la prueba confesional, 
testimonial, inspección ocular y la prueba documental.  
 
Es precisamente en este punto donde encontramos respuesta a la hipótesis 
planteada en nuestro trabajo de investigación, cuál es, comprobar que los  
dictámenes médico-legales físicos y psicológicos tienen una influencia 
determinante en la formación de criterio del juez en el momento procesal de 
deliberar y sustanciar la sentencia en delitos sexuales y contra la integridad física. 
En respuesta a este planteamiento hipotético podemos afirmar partiendo del 
estudio realizado, que los dictámenes periciales aludidos no son determinantes 
para el juzgador a la hora de establecer los criterios sobre los cuales se 
fundamenta su sentencia, en razón de que este medio probatorio no demuestra 
por sí mismo la culpabilidad o grado de participación del imputado.  
 
Sin embargo, este hecho no le resta importancia a la prueba pericial como medio 
probatorio, ya que su especialidad se centra precisamente en aquellos elementos 
fácticos que necesitan para su descubrimiento la aplicación de métodos 
científicos, artísticos o prácticos sin los cuales no se podría arribar al 






El fin del dictamen pericial nunca debe ser la reconstrucción de los hechos que 
motivan la denuncia penal, ya que es al juzgador a quien le corresponde, en su 
reconstrucción crítica, realizar esta tarea. El dictamen pericial sea de carácter 
físico o psicológico, sólo podrá dar respuestas acerca de aspectos técnicos de la 
investigación, por lo que no proporciona la solución que se le debe dar al caso en 
concreto. Es importante recordar además que el juzgador se encuentra en la 
libertad de apartarse del criterio del perito en razón de que la labor de administrar 
justicia es exclusivamente suya y no del experto llamado a dictaminar en el 
proceso. 
 
Por medio de nuestro trabajo de campo en el análisis de expediente de delitos 
sexuales y contra la integridad física, se puede afirmar que los dictámenes 
médico-legales y psicológicos son apreciados por el juez siguiendo el sistema de 
valoración de la prueba, al igual que los demás medios probatorios. Las pericias 
no se encuentran en un punto privilegiado según el juicio del juzgador, son 
apreciadas siguiendo criterios de objetividad y reglas establecidas para la 
valoración de las pruebas en materia penal, los mismos no son determinantes 
para desviar la balanza entre las diferentes tesis propuestas en el juicio, sino que 





Para realizar la afirmación anterior nos basamos en el hecho de que en ningún 
caso de los analizados se da por parte del juez mayor importancia a la prueba 
pericial por encima del resto del material probatorio. Asimismo se presentaron 
casos en los cuales el dictamen pericial determinaba que efectivamente sí existía 
algún tipo de lesión en el sujeto evaluado, no obstante el juzgador al no tener un 
marco fáctico que apoyara la denuncia otorgó la absolución del acusado, 
motivados en que la experticia no demuestra como se mencionó el grado de 
culpabilidad y participación del acusado en el hecho delictivo. 
 
A continuación se presentan claros ejemplos en los que se evidencian los motivos 
empleados por el juzgador para sustentar su fallo dentro de los que se valoran 
delitos contra la integridad física en los cuales se demuestra a partir del estudio 
realizado en el Tribunal de Juicio de San Ramón durante el período 2005-2006 
que los dictámenes periciales no poseen un peso determinante en la formación 
del criterio del juez a la hora de emitir su fallo.  
  
Expediente 03-001469-0063-PE denuncia establecida por el delito de lesiones 




En el desarrollo del proceso penal la fiscalía solicita la valoración de la presunta 
víctima por parte de un perito oficial para determinar las posibles secuelas de los 
hechos denunciados. El experto realiza la pericia física en la que se determina 
que existe una  “cicatriz a nivel submandubular...”,  existe fractura como producto 
de la supuesta agresión en la cara, lo anterior tomando en cuenta “la consulta a 
odontología forense en la cual se da una incapacidad permanente de un 3%”. A 
pesar de que en el dictamen médico-legal se establece que efectivamente la 
paciente presenta lesiones que concuerdan con los hechos denunciados se da 
sentencia absolutoria en la cual se determina que “con la prueba existente no se 
puede adquirir un grado de certeza absoluto para acreditar fehacientemente la 
autoría del acusado en el hecho denunciado”.  Lo anterior viene a reafirmar la 
tesis de que la prueba pericial no es determinante en la formación de criterio del 
juzgador.  
 
Expediente 04-600133-0309-TC en dicho caso se dio sentencia condenatoria por 
el delito de “lesiones culposas” tomando en cuenta el siguiente material 
probatorio:  
 
 “Con la prueba recibida en la audiencia oral y pública consistente en los 
testimonios de E.V.M, H.A.R  y J.P.S, en asocio de la documental 
debidamente incorporada por lectura conformada por el Informe de 
Tránsito (parte oficial de tránsito) de folios 3 y 5, croquis de folio 6; 
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dictamen médico de folios 18 a 21 y su ampliación de folio 87, denuncia de 
folios 26 y 27; certificación del Registro Judicial de folio 44. y estudios 
salarial de folios 3 a 5 del Legajo de Acción Civil Resarcitoria; toda 
analizada de conformidad con la reglas que imperan la materia, sean la 
lógica, la psicología y la experiencia común, este Tribunal resuelve: ... no 
existe la mínima duda de que el imputado C.L.C.A., es autor responsable 
del delito de LESIONES CULPOSAS, cometido en perjuicio de E.V.M, tal y 
como le ha venido atribuyendo el Ministerio Público y en consecuencia 
acreedor a las sanciones dispuestas para su actuar”.  
 
Esta decisión la toma el tribunal con base en lo siguientes argumentos: 
 
“Para llegar a la anterior conclusión toma en cuenta el tribunal las 
declaraciones claras y precisas de los testigos...”  así como “Esta conclusión 
del tribunal alcanza respaldo pleno con el croquis de folio 6, donde el 
inspector de tránsito marca lo que él denomina un posible punto de impacto 
y que este juzgador lo asegura sin duda alguna……Así las cosas no existe 
la mínima duda de que el imputado C.L.C.A, es autor responsable del delito 
de LESIONES CULPOSAS, cometido en perjuicio de E.V.M, tal y como  le 
ha venido atribuyendo el Ministerio Público y en consecuencia acreedor a 
las sanciones dispuestas para su actuar” 
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Como podemos ver en esta sentencia a pesar de existir material pericial este no 
es determinante para la formación de criterio del juez.  
Expediente 04-001012-0068 valoración del delito de lesiones graves.  
 
En este procedimiento se llevan a cabo diferentes dictámenes a la víctima en los 
que se logra determinar por parte de los peritos que la víctima “presenta trauma 
maxilar y del labio inferior, con signos de infección... excoriación en el cuello, 
lesión por quemadura en el segundo dedo mano derecha... fractura nasal.” Se 
determina incapacidad temporal por dos meses. Además se realiza el siguiente 
aporte: “en mi opinión pericial hay un claro caso de violencia doméstica, con 
múltiples períodos de agresión, se reconocen períodos de agresión, además 
desnutrición de la paciente...” 
 
A pesar de la amplitud de este dictamen sólo se hace mención del mismo en la 
argumentación de la sentencia condenatoria abreviada. La sentencia se basa en 
la denuncia de la víctima, secuencia fotográfica, confesión del acusado y solo se 
hace una breve mensión del dictamen. 
 
De conformidad con lo analizado en el expediente: 03-036468-0495-TR, contra: 
Jose David Gamboa Esquivel por el delito de lesiones culposas, el Tribunal del I 
Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón, dictó sentencia absolutoria N º 16-
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2006 al ser las diez horas y treinta  minutos del siete de febrero del año dos mil 
seis.  
 
Para llegar a tal convencimiento el tribunal no sólo hizo uso de los dictámenes 
periciales como: las boletas de tránsito, pruebas de alcoholemia visibles a folio 1 a 
2, el parte oficial de tránsito de folio 3 a 5 y el plano o croquis de folio 6, sino que 
refuerza su dicho en conjunto con la declaración del imputado y la prueba 
testimonial. En este caso se contó además con la presencia en el debate del Jefe 
de la Sección de Hechos de Tránsito como el Jefe de Toxicología del Ciencias 
Forenses, ambos expusieron sus apreciaciones técnicas las cuales fueron 
contundentes en explicar que la versión del ofendido no era posible. Basado en 
dichas pruebas el juzgador acredita que la causa del hecho de tránsito en que 
resultó lesionado el actor civil, lo fue precisamente su invasión al carril contrario 
por donde circulaba el acusado; pues todas las pruebas mencionadas hicieron 
que la versión del ofendido y del testigo perdieran credibilidad al comparar que la 
declaración más compatible con el plano y los daños descritos en el parte y que 
se ven en las fotos que se presentaron de los vehículos, lo fue la del imputado. 
 
El siguiente delito de lesiones culposas es una muestra que refuerza la 
comprobación de nuestra hipótesis pues de acuerdo con las apreciaciones del 
juzgador, el dictamen por sí solo no permite establecer indudablemente la causa 





Las consideraciones a las que arribó el juzgador para argumentar su criterio se 
corroboran mediante expediente: 02-600511-0495-TC, sentencia absolutoria Nº 
123-2005 del Tribunal de Juicio I Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón, 
al ser las catorce horas y treinta y tres minutos del dieciséis de agosto del año dos 
mil cinco, en causa seguida contra Javier Alonso Hidalgo Saborío por el delito de 
lesiones culposas, las cuales se inclinan en estimar que el motivo para proceder a 
absolver de toda pena y responsabilidad al imputado, lo fue la ausencia de prueba 
incriminatoria que hiciera posible llegar al grado de certeza necesario para el 
dictado de una sentencia condenatoria y que consecuentemente hace surgir duda 
sobre las circunstancias que rodearon el hecho investigado, por lo que se aplicó el 
principio in dubio pro reo, según se observa en el extracto de la sentencia 
siguiente: 
 
“…..no se ha logrado acreditar que el acusado….., el día de los 
hechos…….haya faltado al deber de cuidado en la conducción del 
automotor….. Efectivamente en la especie no se logró adquirir el estado 
psicológico de certeza, que permita a este órgano jurisdiccional establecer 
sin lugar a dudas la realidad histórica acaecida el día de los hechos. En 
primer lugar hay que tomar en consideración que los ofendidos...J.B.Ch.S. 
 365 
y K.Z.E. así como los testigos J.C.I. y R.E.T.O. no se hicieron presentes a 
la audiencia no obstante estar debidamente citados, situación que obligó a 
las partes a prescindir de sus testimonios, ….desde el transcurso de la 
investigación mostraron total desinterés en el proceso ya que no 
concurrieron a las audiencias preliminares señaladas oportunamente e 
incluso en la celebrada el diez de marzo del dos mil cinco (folios 127 y 128) 
fue declarada desistida la querella por esa incomparecencia; por lo que no 
le fue posible a este juzgador conocer los pormenores que se presentaron 
en el hecho de tránsito investigado…….debe indicarse además que la 
prueba documental con la que se cuenta no es suficiente para adquirir el 
grado de certeza necesario para el dictado de una sentencia condenatoria, 
pues al no contar con la presencia de los denunciantes en el debate impidió 
cuestionarlos sobre las circunstancias que rodearon los hechos. Por otro 
lado esa prueba por sí sola no permite sacar una conclusión indubitable y 
además violentaría el principio de inmediación de la prueba que es uno de 
los pilares fundamentales del juicio oral y público. Solamente la denuncia 
de...J.B.Ch.S. de folios 43 a 45 únicamente establece que el 
acusado….hizo un falso adelantamiento, sin que se señalen las razones 
que permitan arribar a tal conclusión, pues no se hace referencia de si el 
lugar era una curva o una recta, si había doble raya amarilla o raya amarilla 
continua. Tampoco se advierte que razón le permite indicar a Ch.S.í que la 
maniobra realizada por Hidalgo Saborío fuera irregular. Por otra parte la 
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denunciante K. Z.E. a folios 46 a 48 también hace alusión a un falso 
adelantamiento sin que se consigne las razones ya expuestas que justifican 
esa aprehensión…….la no comparecencia de éstos testigos al debate 
impidieron dilucidar cualquier inquietud en relación a los puntos planteados 
y con ello lo que se mantiene es una duda en cuanto a las circunstancias o 
razones en que aconteció el hecho….Además las boletas de citación de 
folios 1 y el parte oficial de tránsito de folio 2, en asocio del croquis de folio 
3 por sí solos no permiten establecer indubitablemente la causa eficiente, 
directa e inmediata de los hechos que se acusaron al imputado….”. 
 
Dado todo el elenco probatorio visible en el expediente: 03-600096-0321-TC, y al 
contar el juez con los elementos necesarios para que naciera a la vida jurídica el 
delito culposo permitiendo acreditar que el imputado conducía su vehículo en 
forma negligente y bajo los efectos del licor en el mismo sentido que el ofendido, y 
que producto del actuar negligente lo atropellara por detrás, se debió a la 
congruencia de las siguientes pruebas que el mismo juez acentúa en su 
resolución:  
 
“…Con la prueba testimonial de F.G.A.E, W.A.S. y J.L.CH.R., recibidos a 
viva voz en la audiencia oral y pública, en asocio de la documental 
consistente en Boletas de citación de folio 4, parte oficial de tránsito de folio 
5, croquis de folio 6, certificación de folios 11 y 12, dictamen médico de 
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folios 19 y 20, denuncia de folios 22 a 24, dictámenes médicos de  folios 30, 
34 a 36, 84 a 87, certificación de juzgamientos de folio 33, peritaje de folios 
103 a 106, toda incorporada por lectura y analizada que fuera la misma a la 
luz de las reglas de la sana crítica racional, sean la lógica, la psicología y la 
experiencia común, el Tribunal tiene por acreditado la comisión de delito de 
lesiones culposas y consecuentemente la responsabilidad penal del 
imputado por ese delito. Para llegar a ese grado de convencimiento 
debemos advertir que esa prueba testimonial le merece total credibilidad a 
este tribunal, pues se trata de testigos en los que  se nota un único interés 
en decir la verdad, lo mismo que la prueba documental es el reflejo de las 
actuaciones policiales en torno a la presente investigación y las 
valoraciones realizadas por el forense.”1 
 
Una vez expuestos algunos ejemplos de los casos de delitos de lesiones más lo 
que fueron objeto del estudio encontrados en el Tribunal de Juicio de San Ramón 
comprendidos entre los años 2005 y 2006, conviene ahora citar algunos de los 
delitos sexuales que se presentaron en esa fecha. 
 
De acuerdo con el proceso penal número 06-000878-0068-PE, mediante 
sentencia número 26 -2007-PE de las dieciséis horas con cuarenta y cinco 
                                                 
1 Tribunal de Juicio I Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón, sentencia Nº 123-2005, al ser 
las catorce horas y seis minutos del once de agosto del año dos mil cinco. 
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minutos del veintiséis de febrero del año dos mil siete, el Tribunal Penal de San 
Ramón acreditó la culpabilidad del imputado en causa seguida por el delito de 
violación y tuvo como hechos probados los siguientes: 
 “….el imputado ….., se presentó a la vivienda de la ofendida L.V.G….e 
ingresó a la misma.  Una vez dentro tomó un cuchillo de la cocina y se lo 
colocó al cuello de V.G.  Acto seguido, soltó el cuchillo y la tomó con sus 
manos del cuello, procedió a tirarla al suelo luego de lo cual la desnudó y le 
daba besos introduciéndole la lengua en la boca.  Continuando con su 
agresión sexual el imputado le chupó la vagina.  Luego de esto le separó las 
piernas con fuerza y procedió a accesarla carnalmente vía vaginal, a pesar 
de la resistencia y llamados de auxilio de la ofendida.” 
 
En el referido asunto observaremos que para que el juez llegara a la certeza de la 
participación responsable del acusado en los hechos que se le imputan emerge 
de la interpretación racional de las pruebas que obran en su contra. El elenco 
probatorio para argumentar la sentencia estuvo constituido por tres diversas 
intervenciones de la víctima, la primera de ellas es la denuncia que formuló ante 
el Organismo de Investigación Judicial, la segunda obra en el acápite de historia 
médico legal externada el mismo día y que se encuentra consignada en el 
dictamen médico legal y finalmente en su comparecencia personal a la fiscalía 
local del Ministerio Público con el propósito de interponer formal denuncia; y cuyo 
relato fue considerado además como coherente, sólido y verosímil en las 
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oportunidades que ha tenido que relatar lo acontecido ante distintas autoridades 
judiciales. Las declaraciones junto con a las valoraciones médicolegales 
permitieron acreditar la culpabilidad del imputado complementado con la 
aceptación de los cargos que consecuentemente condujo a la aplicación del 
procedimiento abreviado como se extrae del posterior estudio sustantivo: 
 
“Esta versión de la víctima se encuentra plenamente complementada con la 
evaluación médicolegal de que fue objeto y que corresponde al  dictamen 
médicolegal número 2006-8063 de folios 14-15. Debe destacarse que esta 
experticia fue realizada el mismo día en que sucedieron los hechos 
encontrándose las siguientes lesiones en el ano de la ofendida: 
  " 2.  ÁREA EXTRAGENITAL: Dos equimosis rojizas en la cara antero 
lateral derecha del cuello, oblicuas, dolorosas, de 2X02 cm cada una"  
Puede apreciarse entonces como desde una perspectiva científica en el 
cuello de la víctima fueron halladas lesiones que son compatibles con su 
relato, a saber, dos equimosis rojizas que armonizan con la violencia que 
ejerció el encartado con sus manos en esa zona de su cuerpo. Más la 
versión de la damnificada encuentra mayor sustento de mérito en las 
experticias evaluadas. Interesa destacar sobre el particular que en el 
momento de la referida evaluación a la víctima: " A la paciente se le 
tomaron cuatro aplicadores y una laminilla vaginales, las cuales serán 
enviadas a la Sección de Bioquímica para los análisis de semen y 
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ADN. Es necesario además realizarle algunos exámenes de sangre 
para enfermedades venéreas." 
 
Estas muestras resultaron de suma importancia pues posteriormente fueron 
evaluadas en la Sección de Bioquímica del Departamento de Laboratorios 
de Ciencias Forenses, emitiéndose la experticia número 3803/BQM-2006 
de folios 56-58 en la que se concluyó que en los aplicadores se encontraron 
pruebas concluyentes de la presencia de semen, por lo que se preservaron 
para cuando se pueda efectuar las comparaciones correspondientes. Estos 
estudios criminalísticos concluyeron con la emisión del dictamen número 
0326/BQM-PEN-2006 de folios 67-71 acreditándose un grado de 
probabilidad concluyente que tanto las muestras recopiladas en los 
aplicadores vaginales recolectados en la víctima, así como las muestras 
contenidas en un trozo de tela del calzón de la víctima poseen material 
genético del encartado. Adicionalmente se ha de indicar que se ha contado 
con la versión del señor J.G.V.G conocido como "…" quien corroboró la 
presencia del encartado el día y hora en que ocurrieron los hechos, en la 
caballeriza ubicada la parte trasera de la casa de habitación de la víctima, 
aumentando la credibilidad del relato brindado por la joven V.G. Resta por 
indicar que se cuenta con el acta de reconocimiento de folio 22 en la que 
consta que tanto el testigo V.G. como la propia ofendida reconocieron al 
encartado como la persona que se presentó el día de los hechos al sitio en 
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que cometió el delito acreditado. La ponderación de este compendio 
probatorio se ha visto complementado con la aceptación de cargos que de 
manera personal el encartado expresara para permitir la emisión de una 
sentencia condenatoria en su contra…” 
 
En el delito que se expone de seguido, el tribunal estimó oportuna la ponderación 
de las siguientes probanzas para llegar al grado de certeza que permitió el 
pronunciamiento de una sentencia condenatoria en contra del encartado 
consistente en el peritaje y presencia en el debate del médico de la Clínica 
Médico Forense, los testimonios de tres personas que trabajaban junto con el 
imputado, y el testimonio de la madre de la menor; así como la prueba 
documental consistente en la denuncia de la ofendida Y.Ch.V. y la de su madre, el 
dictamen médico de folios 28 y 29, dictamen psicológico de la ofendida de folios 
40 a 47 y dictamen psiquiátrico del imputado en folios 51 a 58. Todo este 
compendio fue examinado en conjunto con las reglas de la sana crítica racional, 
sean los principios de la lógica, la psicología y la experiencia común. 
 
Asimismo, el tribunal acreditó la existencia del delito de violación de acuerdo a la 
concatenación de pruebas en las que se concluyó que el acusado accedió en 
forma oral a la víctima y en el mismo acto se hizo acceder también oralmente por 
la niña y cuya referencia detallada se precisa en la sentencia condenatoria N° 
168-2006, pronunciada por el Tribunal del I Circuito Judicial de Alajuela, Sede San 
 372 
Ramón, a las del nueve de octubre del año dos mil seis, en causa no 04-000368-
332-PE. 
 
Para el juzgador, la claridad y precisión que se desprende del relato de la menor 
fue de suma importancia para otorgar total credibilidad y veracidad de su 
deposición, y que para el juez eran “situaciones que sólo podría describir quien ha 
vivido una experiencia tan traumática como la que efectivamente pasó a manos 
del acusado.” Obsérvese el siguiente relato de la menor. 
 
“Así describió en lo que interesa la menor ofendida Y.CH.V.: " De 11 años 
de edad. Si conozco a Lizandro, no es pariente. Me empezó a tocar desde 
que estaba en el Kinder, tenía como seis años,…. iba para donde mi abuela 
y había unas graditas, en la gradita había un muro y ahí me lo hacía. Si 
habían personas que trabajaban haciendo muebles. Está mi casa y abajo 
está el taller, más hacia allá, desde que me acuerdo vivo ahí, el taller 
pertenece a Miletter, un hermano de mi mamá…. La menor hace un dibujo 
del lugar. Si  está techado por las gradas….. Sólo fue en ese lugar, esos los 
hechos pasaban en la tarde y en la mañana. Cuando pasaban los hechos si 
habían personas en el taller, no me acuerdo cuántas pero varias. Si  se 
pueden ver las gradas de donde estaban estas personas. No sé si alguien 
vio algo. Como tres veces pasó eso en las gradas. Me lo hacía igual, en la 
segunda me hizo otras cosas feas. Primero cuando estaba en el kinder, él 
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me ponía el pene, me lo pasaba y me ponía a besarlo.  La primera vez 
cuando iba donde mi abuela a dormir ese hombre me dijo su mamá la está 
llamando, me tapó la boca y me quitó los calzones y los pantalones, él se 
bajó la jareta y me empezó a pasar el pene, me empezó a besar. Me quitó 
el botón, me lo desabotonó y me bajó los pantalones a las rodillas y 
también los calzones, no me acuerdo como eran los pantalones), no me 
quitó la camiseta. Cuando llevaba pantalones se enojaba decía que mejor   
enagua. Me empezó a besar, pasó el pene en la vagina mía y me metía el 
dedo por el recto, luego me besaba mucho en la boca, me metía la lengua. 
... Me empezó a besar, pasó el pene en la vagina mía y me metía el dedo 
por el recto, luego me besaba mucho en la boca, me metía la lengua. Yo 
estaba así el agarraba el dedo y me lo metía  (hace la seña con el dedo) no 
sé si me lo metía en el recto porque me dolía mucho. Yo estaba estirada y 
él me pasaba el pene por la vagina. Lo tenía como bajado (el pene), 
echaba una baba lechosa, me lo pasó por la vagina y la baba cayó en el 
calzón. No sabía que era eso para esa edad, el pene si sabía que era, pero 
la lechosa no. El me ponía en la rodilla, como me alzaba, estaba estirada, 
de pie. Me decía que iba a matar a mi mamá si yo contaba. Me puse a 
llorar. Yo me acosté y me puse a llorar, le dije a mi mamá que él me 
molestaba y me jalaba el pelo. Mi mamá habló con él y le dijo que si me 
tocaba lo iba a meter a la cárcel. En segundo grado como mi mamá no 
hizo nada, me metía el pene en la boca y me chupaba la vagina. ... Esta 
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segunda vez me empezó a tocar, más feo me puso a chuparle el pene, me 
lo metía en la boca y él me chupaba la vagina. Lo mismo ( la desnudó), 
llevaba una enagua, me la bajó por la rodilla. Me metió el pene en la boca y 
me chupaba la vagina, estaba igual, el pene era como una banana, pero 
tenía dos capas. Se agachaba y yo me ponía así (se hace hacia adelante).  
Cuando me chupó la vagina estaba parada. No  sabe si duró más tiempo 
que la primera vez). No le decía nada cuando le hacía eso). En esta 
ocasión no le salió la baba lechosa. ... La primera vez fue (cuando estaba 
en el Kinder), yo le dije a mi mamá que el me molestaba, ella dijo que lo iba 
a meter a la cárcel, pero no hizo nada y fue entonces que en segundo 
grado me comenzó a hacer de nuevo eso. La  tercera vez, también en 
segundo grado, me empezó a besar, a chuparme la vagina, me introdujo el 
pene en la boca,  me desnudó igual, andaba una enagua, me metía el dedo 
no sé por donde, me dolía mucho, en la vagina. No  recuerdo si esta vez  le 
salió la baba lechosa. Me puso igual, me dijo que iba a matar a mi mamá ( 
si contaba). Sentía mucho  temor y por eso no contaba.  Le conté a mi 
mamá después de que pasó todo, había pasado lo del kinder y lo de 
segundo grado. La  última vez fue en el momento en que conté. Yo le había 
contado a mi mamá lo del kinder, mi mamá le dijo que si me tocaba lo 
denunciaba, como mi mamá no hizo nada me lo comenzó a hacer 
nuevamente cuando estaba en segundo grado. Sé que fue en segundo, 
todas las noches me lo sueño. ... Cuando estaba en el Kinder creo que 
 375 
tenía seis años y el segundo grado tenía ocho años. ... No me introdujo el 
pene en la vagina, sólo me lo pasó. ..." 
 
En complemento con el relato anterior el juzgador contó el testimonio de la madre 
de la víctima quien corrobora en todo la versión de su hija, de tal forma que el juez 
considera transcribir textualmente el relato de la madre por mostrar claridad y 
contundencia en su declaración, indicándose posteriormente que de tal 
deposición no existe ningún ánimo por perjudicar al acusado y más bien el tribunal 
consignó que por la inmediatez de la prueba se pudo apreciar en ella el dolor por 
lo acontecido a su niña y las secuelas que le han quedado en el ámbito 
emocional, aspecto que le atorga absoluta credibilidad ante los juzgadores. 
Obsérvese:  
 
"Si conoce al acusado….Mi hija…se acercó y me dijo LIZANDRO me 
molesta, le pregunté y me dijo yo paso para donde mi abuela y me 
molesta, me toca el pelo y me lo jala, un día le dijo que se alzara la 
enagua y se bajara los calzoncitos. En ese momento yo estaba con mi 
esposo, bajé con mi hija al taller y le dije a L., "viera que….me contó que 
usted la molesta cuando pasa para donde mi mamá, le dije le voy a 
advertir, el día que le haga algo malo a mis hijas, no me detengo, lo 
denuncio", él me dijo que no la había molestado y que no les volvía a 
hablar,….. Pasó el tiempo y notaba que….era diferente, muy triste, no le 
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hacia gracia nada. En esos días ella había entrado a tercero de la 
escuela, mi mamá fue a EEUU, le trajo un vestido para la primera 
comunión, …… a los días le dije que se lo iba a probar, lo puse en la 
cama, me preguntó que e porque blanco, que si no había otro color, le 
dije el blanco es pureza, usted se lo merece, la note extraña, muy 
extraña, me dijo mami, si a uno alguien lo tocara, uno lo tiene que 
confesar al padre, le dije qué pasa, ella se puso a llorar mucho, yo cogí 
valor le pregunté, le dije alguien le ha hecho algo, lloraba y lloraba, me 
decía no puedo, le decía mamita por qué no puede, me dijo si yo cuento a 
usted la matan, le dije le prometo que no me van hacer nada, me dijo: 
"recuerda cuando estaba en el kinder yo le dije que "Chancho" me 
molestaba, ella me dijo mami aquel día que usted me llevó al taller a 
reclamarle, pasaron unas cosas, pero ella no podía hablar, usted y mi 
papá no observaron cuando L. hizo así (se pasó la mano por el cuello), yo 
sentí que la iban a matar, yo le dije cuénteme, él duró mucho tiempo que 
no me tocaba, me dijo que después él la besaba en la boca, le pasaba el 
pene por las piernas, también por detrás de las piernas,….. Cuando 
escuché eso me puse a llorar, no le podía preguntar más porque me iba a 
caer, ella me decía pero yo no quería escuchar tenía mucho dolor. Le 
dije….yo voy a poner una denuncia, si hay algo que no me has contado, 
dígaselo a esos señores donde voy a ir, no quería preguntarle porque 
estaba herida como mamá y hasta ahí me contó. Ella siempre ha sido 
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delgadita, casi no comía, muy triste, todavía lo es, yo la llevaba a sobar 
porque  me decía que asco tenía, yo notaba que tenía una mirada triste, 
cuando no iba donde mi mamá, en la noche se despertaba llorando y me 
decía abráceme, se metía al baño mucho y se lavaba los dientes cada 
rato, le pregunté porque se bañaba y me decía tengo asco en el cuerpo, 
en la boca. Cuando mi hija me contó, me dijo que no podía dormir sola 
porque nos iban a matar a las dos, decidí con mi esposo traerla al cuarto, 
mi matrimonio cambió como pareja, duró durmiendo con nosotros año y 
medio hasta que busqué una psicóloga, un día fui al centro y me dijo 
tráigame elástico, yo se lo traje, pensé que era para jugar, pero cuando 
estábamos acostados, mi hija me amarró la mano con el elástico y me 
dijo: "si nos matan quiero morir con usted". La vi con tantos traumas y me 
dijo no quiero hacerme muchacha, no quiero casarme, he visto un 
cambio, pasa triste, no quiere comer, no la alegran los juguetes en 
navidad. Cuando le hice la advertencia al acusado, ella estaba en el 
kinder, tenía 6 años, ahora tiene once años y once meses. Por el 
tratamiento con la psicóloga durante 7 meses, la llevaba todas las 
semanas, logramos que duerma en su cuartito, pero no he logrado que no 
tenga pesadillas, ella se pasa para mi cuarto, dice que escucha  bulla, no 
la he podido tener que duerma tranquila, como todos los niños. Me 
pregunta si no tengo sueño, dice quédese aquí conmigo. La vio la 
psicóloga…, yo le conté porque necesitaba ayuda. No continuamos 
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porque tenía que pagarle ocho mil colones por semana. Ella siempre tuvo 
cuidado, decía..….está afectada……..Ella le tenía un cierto algo (después 
de que ella habló con el acusado), en una ocasión el acusado alzó la hija 
de mi hermano, ella (mi niña) le decía no la alce, bájela, le pregunté y me 
dijo no quiero que él la alce, eso fue antes que ella me contara lo que le 
había acontecido cuando estaba en segundo grado…..." 
 
Por otra parte, los jueces estimaron que el dictamen psicológico forense 
practicado a la niña, no sólo contenía un relato correspondiente a lo declarado en 
la audiencia oral, sino que luego de las diversas pruebas a que fue sometida dio 
como resultado cambios compatibles con los hechos que denunció. Así se señala 
en el acápite de discusión y conclusiones, de interés: 
 
" ... El relato que brinda mantiene en general una estructura lógica y 
coherente, las inconsistencias que presenta pueden aparecer a su edad. 
En general resulta creíble. Producto de los hechos denunciados, de 
acuerdo a los relatos brindados por la madre y la usuaria, ha desarrollado 
los siguientes cambios emocionales;1. Sueños en los que se mira a sí 
misma diciendo lo que ocurrió y luego siendo perseguida por el presunto 
ofensor. 2. Vergüenza 3. Aislamiento Social 4. Pérdida de energía. 5. 
Poco apetito. 6. Temor al presunto ofensor. 7. Irritabilidad. 8. Ansiedad. 
Los cambios emocionales anteriores los liga en su génesis a los hechos 
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que denuncia. En conclusión: Y. Ch. V. en la presente pericia psiquiátrica 
forense, presenta cambios emocionales compatibles con los hechos que 
denuncia…."  
Cabe señalar que la presencia del perito en el juicio oral fue muy pertinente, pues 
su comparecencia fue necesaria a efecto de aclarar mediante exposición y 
ampliación los resultados de la pericia practicada a la ofendida, especialmente en 
cuanto a la penetración anal de la que la menor cuenta en su relato y las 
condiciones que presentaba la menor en el momento de ser valorada, lo cual 
permitió no poder asegurar si hubo penetración anal por las siguientes razones: 
 
“En cuanto al tipo de cicatrización cuando se introduce el dedo en el recto 
debo decir que el recto es un órgano noble, al igual que la boca, tiene una 
cicatrización adecuada, mientras que la cicatrización en el himen es de 8 
días, el recto cicatriza en cuatro días, aún habiendo materia fecal, cicatriza 
de la parte de abajo de la lesión hacia arriba, lo frecuente es que si la lesión 
es pequeña, no queda cicatriz. Como el recto está al final del intestino tiene 
dos músculos uno voluntario y otro involuntario, está muy cerca en el caso 
de la mujer de la vulva y la infección en niñas es muy frecuente y como es 
un órgano muscular tiene la capacidad de dilatarse. Una pregunta frecuente 
de los papás cuando el bolo fecal es grande y pasa por el recto es cómo no 
produce lesiones, pero eso es posible por su elasticidad y permite la 
abertura. (Sintomatología de una niña en el caso de que se le introduzca 
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algo en el recto). La sintomatología es variada porque no todo acto lleva 
infección, enrojecimiento, pujo, incontinencia no quieren ir al servicio, dolor 
de estómago malestar general….hay personas que sufren esta 
sintomatología, le llamamos a esta sintomatología suprasensorial o mental. 
La producción de lesiones no tiene que ver con la frecuencia, sino con la 
violencia del acto….La introducción del dedo en el recto no necesariamente 
produce lesiones o sangrado, las lesiones anales no son tan frecuentes en 
historia médico legales. Si hablamos de fisura, ésta es como una heridita 
superficial de los estratos más externos de la piel, cuando me habla de 
herida, puede llegar a tejidos blandos o músculos eso necesita más tiempo 
y ameritaría sutura y eso no es herida es un desgarre. Puede haberse 
producido una herida y pudo haber cicatrizado, pero no puedo asegurarlo 
porque la evidencia no me demuestra cicatriz…..” 
 
En la sentencia también se hace referencia al peritaje del acusado que se practicó 
en la Sección de Psiquiatría Forense, cuyo resultado permitió determinar para los 
juzgadores que el imputado no presentaba alteraciones en sus funciones 
mentales para comprender el carácter lícito o no de sus actos, así como su 




Se comenta además en la sentencia de rito, la acreditación de la prueba 
testimonial de descargo en beneficio de la declaración de la niña. Pues si bien los 
jueces indicaron en sentencia que los testigos “no fueron capaces de desvirtuar la 
ocurrencia de lo hechos al asegurar que no observaron nada anormal en la 
conducta del acusado con respecto a la pequeña afectada”, se indica 
posteriormente que ”…este tipo de hechos no se cometen a la vista y paciencia 
de terceros, sino que más bien el sujeto activo busca los momentos oportunos, 
como bien señaló la niña, así como lo lógico y concordante con la experiencia 
común es que se busque actuar solapadamente, oculto, encubierto, 
clandestinamente, en procura de conseguir la impunidad”. Lo que sí resultó 
contundente para los sentenciadores fue que dichos testigos si permitieron ubicar 
al imputado en el lugar de los hechos y a través de la descripción del lugar 
permitieron constatarlo con la descripción del sitio que realizó la ofendida. 
 
El siguiente delito de abuso sexual contra persona menor de edad resulta 
interesante, pues a pesar de que el encartado fue hallado autor responsable de 
los hechos que le iba atribuyendo el Ministerio Público, no fue posible imponerle la 
sanción merecedora del castigo en razón de que el órgano Investigador no aportó 




De conformidad con el pronunciamiento de la sentencia Nº 187-2006 del Tribunal 
del I Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón, al ser las  catorce horas y 
cinco minutos del veinte de noviembre del año dos mil seis, expediente: 05-
000077-0332-PE, en causa seguida contra: Guillermo Guzmán Cháves, se tuvo 
por acreditados los posteriores hechos: 
“Que……la ofendida en este asunto……caminaba….por una calle de tierra, 
el imputado…quien la seguía por atrás, la tomó por detrás y le apretó su 
pecho derecho son sus manos ella se opuso y retrocedió, la agraviada 
intentó liberarse pero el acusado se lo impedía hasta que lo consiguió 
empujándolo y huyó hasta casa de un hermano que residía cerca del lugar.” 
 
Las pruebas más significativas empleadas para esclarecer los hechos referidos lo 
constituyó: la declaración testimonial de la ofendida, la documental consistente en 
la denuncia, dictamen pericial psiquiátrico de la menor y dictamen pericial 
psiquiátrico del acusado, todas empleadas y valoradas en conjunto en las 
apreciaciones reflejadas en sentencia. 
 
En cuanto al relato de la menor, el tribunal consideró de acuerdo con la 
inmediatez de la prueba tener por demostrado los hechos cometidos en su contra 
por los siguientes argumentos: 
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“……su narración fue coherente en un todo lo narrado en la audiencia en 
donde dio un hilo conductor certero y claro, fue coincidente con lo 
denunciado en su primera oportunidad que dio noticia del hecho……y 
coincidencia que también se da con la narración fáctica que ella hiciere en 
Psiquiatría Forense, que se confirma en el folio 41 fte. La precisión de su 
declaración se confirma en un relato de descripción fáctica creíble y 
veraz…...tenemos además el dictamen de la sección de Psicología 
Forense, que rola a folios 40 a 44….donde se concluye que su relato tiene 
una estructura lógica y coherente que cuenta con una memoria normal, 
capaz de reconocer la diferencia entre el bien y el mal y con juicio crítico 
apropiado y aunque expuso que el trastorno de estrés agudo que presentó 
fue superado, éste se dio luego de los hechos que denunció…y con ello se 
confirma la situación real de ese hecho histórico, configurativo del delito 
acusado… 
 
La pericia psiquiátrica practicada al acusado concluyó que: 
 
“…desde el punto de vista psiquiátrico forense...el evaluado presenta una 
abolición permanente de sus capacidades mentales superiores, siendo 




Si bien el dictamen nos advierte sobre la inimputabilidad del reprochado, en la 
acusación formulada por el fiscal en la que plasma sus argumentos para elevar el 
caso a juicio plantea con sensatez que esta “…debe ser declarada en juicio para 
ordenar la aplicación de una medida de seguridad…”  Sin embargo, obvió solicitar 
al Instituto Nacional de Criminología el informe que diagnosticara la peligrosidad 
de reiteración delictiva del imputado, situación que le costó consecuencias 
irreversibles en el dictado de la sentencia, pues a pesar de que el tribunal tuvo 
por acreditados los hechos que le acusan al encartado -como se transcribe de 
seguido-, la ausencia de dicho dictamen impidió la imposición de tal medida. 
Obsérvese: 
 
“No existe duda…de la responsabilidad del acusado en los hechos 
requeridos, no obstante lo cual, no puede recaer responsabilidad penal 
sobre él, toda vez que al momento de la comisión de los mismos era 
inimputable, tal y como se demuestra con el dictamen pericial psicológico de 
folios 52 a 55…que indicó que cuenta con una abolición permanente de sus 
capacidades mentales superiores y no es capaz de reconocer el carácter 
lícito o ilícito de sus acciones en forma permanente, anotó además que los 
antecedentes de hidrocefalia y de Epilepsia que tiene el paciente implica 
disfunción y lesión cerebral durante su desarrollo…. aunque procede la 
declaratoria del encartado como autor de los hechos investigados, no le 
corresponde responsabilidad penal, sino que al tenor de lo dispuesto en los 
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artículos 388 del Código Procesal Penal, en relación al 98 inciso 1), 100 y 
101 del Código Penal, procedería plantearse….la aplicación de una medida 
de seguridad de tratamiento, más es lo cierto que ante la ausencia del 
Dictamen del Instituto Nacional de Criminología en los términos del artículo 
97 del Código Penal no es dable imponer una  sanción en su contra desde 
que no se cuenta con ese criterio de posibilidad reiterativa de delinquir, así 
el artículo 97 indicado justifica la aplicación de las medidas de seguridad a 
las personas que hayan cometido un hecho punible, cuando del informe que 
debe vertir el Instituto Nacional de Criminología se deduzca que puede 
volver a delinquir, al no costar este en el proceso no se sabe, por el medio 
creado por el legislador y como parte del respeto al principio de legalidad 
que preceptúa en el numeral 1 del Código Procesal Penal que nadie puede 
ser condenado a una pena ni sometido a una medida de seguridad, si no en 
un proceso sometido de ese cuerpo legal  y con el respeto de las garantías y 
derechos previstos para las personas y ello porque la libertad personal 
presupone su derecho a movilización con libertad, salvo impedimento legal, 
de ahí que la interpretación a las disposiciones legales que tengan que ver 
con esa limitación de libertad ambulatoria deban ser analizadas 
restrictivamente con apego a lo que el legislador previó para su limitación.” 
 
A nuestro parecer, el tribunal actuó de conformidad con los principios conferidos 
por la sana crítica y los mandamientos que la ley le ordena, sin embargo como se 
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logró apreciar en este particular, los errores que se cometieron por parte del 
Ministerio Público no permitieron la imposición de una medida de seguridad, 




Otro de los expedientes analizados fue el 05-000002-0332-PE dentro del cual se 
juzgo el delito de “abuso sexual contra persona menor de edad” en dicha 
causa se dio sentencia condenatoria abreviada N° 27-2006, bajo los siguientes 
supuestos:  
 
Durante la tramitación de este proceso penal se solicitó por parte de la fiscalía 
dictamen médico-legal para valorar a la menor en el que se determinó que la niña 
no presentaba ninguna lesión en sus genitales, “ano integro, himen integro no 
dilatado ni delatable, área genital y paragenital sin lesiones”. Además se solicito 
una valoración psicológica de la victima en donde el perito de la Ciudad Judicial 
de San Joaquín de flores estableció que la menor “se refiere a los hechos con 
detalle, no presenta dificultad para llevar la secuencia de los hechos. No se 
encuentran cambios significativos conductuales que concuerden con signos de 
abuso sexual... el relato consta de realismo y coherencia”. 
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En la sentencia no se valoraron los dictámenes periciales, la misma se centro en 
la confesión del acusado “El Tribunal estimó procedente la solicitud de aplicación 
de procedimiento abreviado,  luego de analizar la aceptación de cargos rendida 
por el imputado J.R.S.J., donde confesó que los hechos imputados se ajustaban 
estrictamente con la acusación, visible a folios 20 a 27”, así como también en “la 
denuncia formulada por la víctima N.S.M. ante el Ministerio Público, donde expuso 
la forma como fue abusada sexualmente por parte del imputado” y en “la 
declaración de la señora G.M.V.,  madre de la víctima, visible de folios tres a seis, 
en la que menciona lo que le contó su hija, respecto al abuso sexual de que la 
hizo víctima el aquí imputado” además se contó como parte del material 
probatorio la certificación del Registro Civil de la menor. El tribunal no hace 
alusión en la sentencia condenatoria sobre la prueba pericial ofrecida por la 
fiscalía al proceso, esto nos demuestra como este medio probatorio no tiene peso 
determinante en la formación de criterio del juzgador, además demuestra que el 
análisis de esta prueba no se hace de forma crítica.  
 
Expediente 04-000743-0332-PE sentencia condenatoria abreviada dictada en un 
caso de “abusos Sexuales Personas Menores Edad e Incapaces”, la misma no 
hace la valoración de la prueba pericial existente como parte del material 
probatorio dentro del proceso. 
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 Para la formación de criterio por parte de los juzgadores se tomo en cuenta lo 
siguiente: “El Tribunal estimó procedente la solicitud de aplicación de 
procedimiento abreviado y  luego de analizar la aceptación de cargos rendida por 
el imputado J.R.R.S, donde confesó que los hechos a él imputados se ajustaban 
estrictamente con la acusación, visible a folios 34 a 40, no a otra conclusión 
puede llegar que el justiciable efectivamente cometió un delito de Abuso Sexual 
contra persona menor de edad”, además se valoraron “la denuncia formulada por 
la señora Gina Salazar Castro, madre de la víctima quien relata la forma como se 
dio cuenta del abuso sexual” y la “denuncia de la menor ofendida D.P.S. ante el 
Ministerio Público local, donde expuso la forma como fue abusada sexualmente 
por parte del imputado”.  
 
Como podemos apreciar no se tomaron en cuenta los dictámenes periciales 
practicados en la menor para fundamentar la sentencia lo que nos demuestra que 
esta prueba no es determinante para determinar el grado de participación o 
culpabilidad del imputado. El dictamen pericial físico determinó que la menor no 
presentó al momento de la valoración lesiones en las áreas genital o paragenital, 
además presentó el ano e himen íntegros. En cuento a la experticia psicológica 
por medio de la misma se logró establecer que la menor “diferencia entre la 
verdad y la mentira, conserva memoria, no se encuentran elementos para dudar 
de la credibilidad de la misma... no presenta en la actualidad secuelas sicológicas 
significativas que evidencien cambios de comportamiento”.  
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Expediente 04-001298-0068-PE sentencia condenatoria abreviada por el delito de  
“Abusos Sexuales Personas  Mayores de Edad” en este expediente no se 
practicó ningún tipo de prueba pericial, lo que nos demuestra que esta no es 
indispensable para dictar una sanción penal. Recordemos que este medio 
probatorio no es privilegiado sobre los demás y que los hechos se pueden probar 
por cualquier medio de prueba establecida por ley.  
 
“El Tribunal estimó procedente la solicitud de aplicación de procedimiento 
abreviado y luego de analizar la aceptación de cargos rendida por el 
imputado C.A.R.El donde confesó que los hechos a él imputados se 
ajustaban estrictamente con la acusación que le informó el ente acusador, 
visible a folios 24 a 27, no a otra conclusión se puede llegar que el 
justiciable efectivamente es el autor responsable del delito de Abuso Sexual 
contra Persona Mayor de Edad”, además el tribunal estima “la denuncia 
que la agraviada rindió ante el Organismo de Investigación Judicial Local, 
en la que relata con lujo de detalles” los hechos que motivaron dicha 
denuncia, así como también “el Informe Policial número 630-04 del cual se 
desprende, que después de realizadas las diligencia policiales, advertidos 
por la noticia criminis que refirió la aquí ofendida, procedieron a realizar la 
inspección en el sitio de los hechos donde se localizó el zapato que había 







1. Resultado de datos suministrados por la aplicación de un censo1 con la 
población que cuenta con práctica y experiencia en el campo de los delitos 
sexuales y contra la integridad física. 
 
A continuación se presentan unos gráficos en razón de la aplicación de un 
cuestionario2 contestado por 39 profesionales que cuentan con experiencia en los 
procesos de delitos sexuales y contra la integridad física.  
 
La población que se eligió está conformada por abogados, peritos, jueces, 
fiscales, investigadores del Organismo de Investigación Judicial y defensores 
públicos. Todos los censados excepto los abogados, laboran para el Poder 
Judicial en San Ramón de Alajuela. 
 
                                                 
1  Cabe señalar que los datos proporcionados no son producto de una encuesta en estricto sentido, sino 
que sus resultados están basados en un censo, en virtud de que el cuestionario se realizó con una población ya 
existente es decir, que se efectuó con las únicas personas que laboran para el Poder Judicial de San Ramón de 
Alajuela o que cuenta con la experiencia en los procesos de delitos sexuales y contra la integridad física y 
cuya cifra no supera los 39 profesionales. Por lo que no es posible tomar una muestra utilizada para la 
elaboración de una encuesta ya que para ello se requiere un mínimo de 150 formularios. 
2  Véase infra, Anexo Nº 8, cuestionario de censo. 
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Los datos siguientes son una muestra de los criterios de pensamiento de cada 
profesional por la ocupación que desempeñan y permiten comparar cuál es el 





Personas que recibieron capacitaciones 
 sobre la prueba pericial. 
   
 
Capacitaciones 
  Si No Total 
Abogado 1 17 18 
Juez 10 0 10 
Fiscal 3 0 3 
Perito 2 1 3 
Investigador OIJ 1 1 2 
Ocupación 
Defensor Público 2 1 3 
















































El gráfico anterior nos indica que de un total de 39 personas encuestadas 19 de 
ellas respondieron que si habían asistido a capacitaciones en las que se 
discutiera el tema sobre la prueba pericial, mientras que 20 respondieron que no. 
Se observa además una cifra negra en cuanto a los abogados, quienes de un total 
de 18, sólo 1 ha asistido a conferencias de ese tipo. Caso contrario ocurre con los 
jueces, quienes en su totalidad han respondido afirmativamente.  
Frecuencia de participación en capacitaciones. 
  
Frecuencia de participación en capacitaciones 
  Una única vez Dos veces 
Tres o mas 
veces NA Total 
Abogado 0 0 1 17 18 
Juez 3 2 5 0 10 
Fiscal 2 0 1 0 3 
Perito 1 0 1 1 3 
Investigador OIJ 0 0 1 1 2 
Ocupación 
Defensor Público 0 1 1 1 3 





































Se observa que ante la pregunta: ¿En cuántas ocasiones ha participado en una 
actividad como la anterior?, los jueces son los que han tenido mayor asistencia, 
pues 5 de ellos respondieron que en tres o más veces, 2 indicaron dos y 3 dijeron 
que una única vez.  
 
De acuerdo a las ocupaciones excepto los jueces (los cuales fueron 5), 
encontramos que al menos 1 abogado, 1 fiscal, 1 perito, 1 investigador y 1 
defensor público han participado tres o más. 
Participación del consultor técnico en el proceso penal. 
 
 
Frecuencia de participación del 
consultor técnico 
  Poca Frecuente 
Muy 
Abundante Total 
Abogado 11 7 0 18 
Juez 8 2 0 10 
Fiscal 2 1 0 3 
Perito 1 1 1 3 
Investigador OIJ 0 2 0 2 
Ocupación 
Defensor Público 2 0 1 3 




































El cuadro refleja que la mayoría de todos los encuestados excepto los 
investigadores judiciales (quienes consideran que es frecuente), coinciden que es 
muy poca la participación que ha tenido el consultor técnico dentro del proceso 
penal, pues 24 del total de 39 indicaron esa escasa presencia, 13 respondieron 
que es frecuente y sólo 2 dicen que es muy abundante. 
Realización de examen físico a menor  
víctima de abuso sexual. 
   
  
Examen físico menor 
  Si No NR Total 
Abogado 11 7 0 18 
Juez 4 6 0 10 
Fiscal 1 0 2 3 
Perito 2 1 0 3 
Investigador OIJ 2 0 0 2 
Ocupación 
Defensor Público 1 2 0 3 


































Puede apreciarse en el presente gráfico que de un total de 39 personas 
encuestadas, 21 de ellas manifiestan que si creen necesaria la realización del 
examen físico a un menor, aún cuando de su relato sólo se desprende que 
encuadra dentro de la figura de una presunta víctima por el delito de abuso 
sexual, (no así una violación); 16 indicaron que no es preciso y 2 se abstuvieron 
de contestar. 






  Si No NR Total 
Abogado 7 10 1 18 
Juez 9 1 0 10 
Fiscal 2 0 1 3 
Perito 3 0 0 3 
Investigador OIJ 1 1 0 2 
Ocupación 
Defensor Público 3 0 0 3 
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El gráfico anterior muestra que 25 de los profesionales consideran que someter a 
un menor víctima de abusos sexuales a exámenes periciales físicos puede ser 
revictimizado. Mientras que 12 indicaron que no se da una revictimización y 2 de 
ellos no respondieron la interrogante. 
 Profesionales instruidos para la comprensión  
de la prueba pericial. 
 




  Si No Total 
Abogado 1 17 18 
Juez 1 9 10 
Ocupación 
Fiscal 1 2 3 
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Perito 1 2 3 
Investigador OIJ 1 1 2 
  
Defensor Público 0 3 3 































Los datos en este dibujo nos muestran que 34 personas manifiestan que no han 
sido instruidos de manera adecuada para comprender a fondo los dictámenes 
periciales, mientras que sólo 5 afirman que si lo están. 
Aprovechamiento del perito en los procesos de delitos 
sexuales y contra la integridad física. 
 
   
 
Aprovechamiento del perito 
  Si No NR Total 
Abogado 2 16 0 18 
Juez 3 7 0 10 
Fiscal 2 0 1 3 
Ocupación 
Perito 2 1 0 3 
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Investigador OIJ 2 0 0 2   
Defensor Público 2 1 0 3 





































El esquema revela que 25 de 39 personas piensan que no se aprovecha al 
máximo la figura del perito dentro de los procesos penales, especialmente en 
delitos sexuales y contra la integridad física, una minoría de 13 creen lo contrario 
y 1 fiscal no respondió. 
Peso del dictamen pericial en la sentencia. 
   
 
 
Valor del dictamen pericial 





Abogado 0 15 3 18 Ocupación 
Juez 1 5 4 10 
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Fiscal 0 3 0 3 
Perito 0 2 1 3 
Investigador OIJ 0 1 1 2 
  
Defensor Público 0 3 0 3 































































El bosquejo explica que 29 de un total de 39 personas piensan que el dictamen 
pericial tiene mucho peso en cuanto al dictado de la sentencia en delitos sexuales 
y contra la integridad física; 9 creen que tiene el mismo valor que otras pruebas y 
solamente 1 juez considera que su influencia es poca. 
Conocimiento de la existencia del  







  Si No Total 
Ocupación Abogado 15 3 18 
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Juez 10 0 10 
Fiscal 3 0 3 
Perito 2 1 3 
Investigador OIJ 2 0 2 
  
Defensor Público 3 0 3 































Del total de 39 personas censadas, solamente 3 abogados y 1 perito manifiestan 
no conocer la figura del Consejo Medico Forense y la función que desempeña. 
 
  
Utilidad y alcances del Consejo Médico Forense 
 










Dilatoria NA NR   
Abogado 12 2 1 3 0 18 Ocupación 
  Juez 4 4 2 0 0 10 
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Fiscal 0 1 1 0 1 3 
Perito 2 0 0 1 0 3 







3 0 0 0 0 3 


































































El gráfico muestra que 23 personas afirman que los abogados han hecho de las 
funciones del Consejo Médico Forense un buen empleo en el proceso. De ellos, 
12 son abogados, 4 son jueces, 2 son peritos, 2 investigadores del O.I.J. y 3 son 
defensores públicos. De los 16 restantes, 7 dijeron que es utilizado como una 
práctica para dilatar el proceso, 4 decidieron seleccionar a ambas como posibles, 
1 no respondió y los otros 4 no aplican para responder la interrogante que se les 
planteó pues en la anterior pregunta manifiestan no conocer la figura del Consejo 
Medico Forense y la función que desempeña.    
Posibles causas de una deficiente investigación. 
 
La siguiente tabla representa los resultados ante las alternativas de selección que 
se les presentó a las personas evaluadas. A ellos se les preguntó: ¿cuáles 
considera usted que serían las posibles causas de una deficiente investigación en 











inadecuada 4 2 0 1 2 0 9 
Problemas 
presupuestarios 8 4 1 2 0 1 16 
Incorrecta 
manipulación 
de los recursos 
institucionales 9 6 0 0 0 2 17 
Demora en el 
trámite 12 8 2 3 2 3 30 
Insuficiencia del 
personal 
técnico 11 4 2 2 0 3 22 
Análisis 
forenses no son 
concluyentes 2 3 0 0 0 2 7 
Causas 
Denuncias 
manipuladas 9 3 2 1 2 3 20 
Total 55 30 7 9 6 14   





















































Demora en el tramite
Insuficiencia del personal
tecnico




El diagrama anterior refleja las ocasiones en que los profesionales seleccionaron 
las opciones que se le presentaron en el ítem, mientras que el siguiente dibujo 
muestra cuál fue la alternativa más elegida.  
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20 Normativa vigente inadecuada
Problemas presupuestarios
Incorrecta manipulación de los recursos
institucionales
Demora en el tramite
Insuficiencia del personal tecnico




Ante la pregunta ¿cuáles considera usted que serían las posibles causas de una 
deficiente investigación en delitos sexuales y contra la integridad física?, los 
encuestados respondieron que “la demora en el trámite” de los procesos judiciales 
sería la principal de las causas de una deficiente investigación, pues 30 personas 
del total de 39 seleccionaron ese ítem. El valor que menos se señala es “el 
análisis forense no concluyentes”, el cual sólo obtuvo 7 votos. 
 
La siguiente tabla representa una muestra de todas las posibilidades que se 
presentaron ante la última pregunta planteada a los censados, la cual consistía en 
sugerir propuestas para mejorar el desempeño de la calidad de los procesos 
judiciales tratándose de los delitos sexuales. 
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En este caso se advierte que de los 39 profesionales que respondieron, varios de 
ellos coincidieron en sus sugerencias, situación que resulta interesante pues este 
ítem constituyó una categoría de pregunta abierta en la que fue el usuario 
encuestado quien respondió con sus propias palabras a la pregunta formulada. 
Para efectos investigativos, reflejó un aspecto esencial para conocer el marco de 
referencia del encuestado y para percibir después las alternativas expresadas. 
 
Del total de 39 cuestionarios aplicados se lograron extraer 14 recomendaciones. 
Quizá esas 14 propuestas hubieran asendido a más, sin embargo 7 personas no 
respondieron, 2 de ellos fueron abogados, 4 jueces y 1 perito.  
 
Asimismo se señala que algunos de los encuestados propusieron una o más de 
una alternativa. Veamos por ejemplo el caso de los abogados los cuales son 18 
encuestados. Más adelante notamos que entre todos ellos sumamos un total 19 
opiniones, lo que significó que alguno de ellos formuló más de una; situación que 
se presenta en todas las ocupacines excepto con los jueces. 
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0 0 0 0 0 0
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La representación nos permite observar el total de cada una de las personas 
encuestadas que coincidieron en sus recomendaciones y aquellas que no 
respondieron a la pregunta del cuestionario, cuyo dato se muestra al lado derecho 
y que indica que 7 personas no manifestaron su parecer, 2 de ellos fueron 
abogados, 4 jueces y 1 perito. 
 
El total de proposiciones expresadas lo constituyen las siguientes: 
 
 407 
De izquierda a derecha se observa a los que concordaron en recomendar una 
celeridad en los procesos judiciales, los cuales fueron 2 abogados, 1 juez, 1 fiscal, 
1 perito y 1 investigador del Organismo de Investigación Judicial.  
 
Quienes sugirieron mejorar la calidad de atención a la víctima y brindar un mejor 
asesoramiento en los procesos judiciales correspondió a 2 abogados, 2 peritos y 
1 defensor público.  
 
Quienes coincidieron en optar por proponer un mejoramiento de la elaboración de 
dictámenes psicológicos concernió a 2 abogados y 1 defensor público.  
 
Un fiscal y 1 defensor público opinaron en aumentar el número de funcionarios 
judiciales. 
  
Capacitar a peritos para que sean más objetivos en sus apreciaciones de carácter 
psicológico, fue la indicación de 1 defensor público. 
 
Capacitar a todos los que intervienen en los procesos judiciales, desde fiscales, 
peritos, jueces, defensores públicos y abogados particulares para el análisis de la 




Tanto la idea de un mayor recurso técnico, como la de sensibilizar a funcionarios 
que participan en la solución de los procesos judiciales, fue compartida por 1 
fiscal y 1 investigador. 
 
Resultados más ágiles de análisis forenses fue la opinión distribuida por 1 
abogado, 1 fiscal y 2 investigadores. 
 
Creación de un área especializada en la investigación de delitos sexuales fue la 
manifestación de 1 juez. 
 
Conformar en cada proceso judicial un Equipo Interdisciplinario que se examine y 
entreviste una sola vez al menor fue el consejo de 1 juez. Mientras, capacitar a 
fiscales sólo encontró reparo por 2 abogados, la existencia de una prueba directa 
en la comisión del delito fue el pensamiento 1 abogado así como la elaboración 
de Una tesis.  
 
Las referencias que resultaron del esquema anterior nos permitieron observar de 
qué manera fueron distribuidas y compartidas las sugestiones formuladas de cada 
profesional, posteriormente la siguiente ilustración nos permite observar cuál fue 





















Celeridad en Procesos Judiciales
Mejorar calidad atención para víctima y
mejor asesoramiento
Mejorar elaboración de dictámenes
psicológicos
Aumentar N° de recurso humano
Capacitación a Peritos




Resultados más ágiles de análisis
forenses
Creación de área especializada en
investigación de delitos sexuales
E.I sea encargado de examinar y
entrevistar una única vez al menor
Capacitación a Fiscales





De la figura se desprende que la sugerencia que obtuvo mayores coincidencias lo 
fue capacitar a todos los que intervienen en los procesos judiciales, desde 
fiscales, peritos, jueces, defensores públicos y abogados particulares para el 
análisis de la prueba pericial (con 9 concordancias), seguida de 7 profesionales 
que no respondieron, en segundo lugar lo ocupa celeridad en los procesos 
judiciales (con 6 votos), el tercer puesto le corresponde a mejorar la calidad de 
atención a la víctima y brindar un mejor asesoramiento (con 5 opiniones), una 
cuarta posición es liderada por resultados más ágiles de análisis forenses (con 4 
propuestas) y en quinto puesto un mejoramiento de la elaboración de dictámenes 
psicológicos (con 3 indicaciones). Las restantes que se observan sólo obtuvieron 
dos coincidencias o ninguna. 
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 A diferencia de la representación anterior, los posteriores 6 dibujos permiten 
apreciar la opinión que se adquirió con cada profesional, por lo que en la 
ilustración se detallará de forma separada la opinión de cada uno.  













Celeridad en Procesos Judiciales
Mejorar calidad atención para
víctima y mejor asesoramiento
Mejorar elaboración de dictámenes
psicológicos
Aumentar N° de recurso humano
Capacitación a Peritos
Capacitación a Todos para el
análisis de prueba pericial
Mayor recurso Técnico
Sensibilizar a funcionarios
Resultados más ágiles de análisis
forenses
Creación de área especializada en
investigación de delitos sexuales
E.I sea encargado de examinar y
entrevistar una única vez al menor
Capacitación a Fiscales
Debe existir prueba directa
Tesis
NR  
Entre los 18 abogados encontramos que la sugerencia más pronunciada se 
destacó capacitar a todos los que intervienen en los procesos judiciales desde 
fiscales, peritos, jueces, defensores públicos y abogados particulares para el 
análisis de la prueba pericial (con 6 correspondencias), seguida de cuatro 
sugerencias que ocupan en conjunto la segunda preferencia junto con las 
personas que no respondieron (con 2 proposiciones cada una), a saber: celeridad 
en los procesos judiciales, mejorar la calidad de atención a la víctima y brindar un 
mejor asesoramiento en los procesos judiciales, mejoramiento de la elaboración 
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de dictámenes psicológicos y capacitar a fiscales. (En total fueron 8 sugerencias 
por parte de los abogados). 









Celeridad en Procesos Judiciales
Mejorar calidad atención para víctima y mejor
asesoramiento
Mejorar elaboración de dictámenes psicológicos
Aumentar N° de recurso humano
Capacitación a Peritos




Resultados más ágiles de análisis forenses
Creación de área especializada en investigación
de delitos sexuales
E.I sea encargado de examinar y entrevistar una
única vez al menor
Capacitación a Fiscales




Entre los 10 jueces, es notorio que buena parte de ellos se inclinó por no 
responder a la interrogante (4 jueces). Sin embargo se observa que 2 coincidieron 
en plantear capacitación a todos los que intervienen en los procesos judiciales 
desde fiscales, peritos, jueces, defensores públicos y abogados particulares para 
el análisis de la prueba pericial. Las restantes 4 propuestas, aunque sin obtener 
ninguna concomitancia fueron: celeridad en los procesos judiciales, resultados 
más ágiles de análisis forenses, creación de un área especializada en la 
investigación de delitos sexuales y conformar en cada proceso judicial un Equipo 
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Interdisciplinario que se examine y entreviste una sola vez al menor. En síntesis 
los jueces ofrecieron un total de 5 sugerencias. 
 









Celeridad en Procesos Judiciales
Mejorar calidad atención para víctima y mejor
asesoramiento
Mejorar elaboración de dictámenes psicológicos
Aumentar N° de recurso
Capacitación a Peritos




Resultados más ágiles de análisis forenses
Creación de área especializada en investigación
de delitos sexuales
E.I sea encargado de examinar y entrevistar una
única vez al menor
Capacitación a Fiscales





Entre los 3 fiscales encuestados se distingue que cada uno aconsejó situaciones 
diferentes (un total de 5 sugerencias), pues de los datos suministrados se extraen: 
celeridad en los procesos judiciales, aumentar el número de recurso humano y 
técnico, capacitar a todos los que intervienen en los procesos judiciales desde 
fiscales, peritos, jueces, defensores públicos y abogados particulares para el 









Celeridad en Procesos Judiciales
Mejorar calidad atención para víctima y
mejor asesoramiento
Mejorar elaboración de dictámenes
psicológicos
Aumentar N° de recurso humano
Capacitación a Peritos




Resultados más ágiles de análisis
forenses
Creación de área especializada en
investigación de delitos sexuales
E.I sea encargado de examinar y entrevistar
una única vez al menor
Capacitación a Fiscales





De los 3 peritos que se les requirió opinión, se extrae que 2 de ellos concordaron 
en mejorar la calidad de atención a la víctima y brindar un mejor asesoramiento, 
pues de acuerdo con lo que nos refleja el diagrama un perito no respondió y el 
otro comentó que su consejo fue celeridad en los procesos judiciales, resultando 










Celeridad en Procesos Judiciales
Mejorar calidad atención para víctima y
mejor asesoramiento
Mejorar elaboración de dictámenes
psicológicos
Aumentar N° de recurso humano
Capacitación a Peritos




Resultados más ágiles de análisis forenses
Creación de área especializada en
investigación de delitos sexuales
E.I sea encargado de examinar y
entrevistar una única vez al menor
Capacitación a Fiscales





De los 2 investigadores del Organismo de Investigación Judicial que se les 
entregó el cuestionario, se extrae que ambos compartieron una misma idea: 
resultados más ágiles de análisis forenses, aunque ambos emitieron más de una 
alternativa para mejorar la calidad de los procesos judiciales como: mayor recurso 









Celeridad en Procesos Judiciales
Mejorar calidad atención para víctima y
mejor asesoramiento
Mejorar elaboración de dictámenes
psicológicos




Resultados más ágiles de análisis
forenses
Creación de área especializada en
investigación de delitos sexuales
E.I sea encargado de examinar y
entrevistar una única vez al menor
Capacitación a Fiscales





De acuerdo con los datos la figura, de los 3 defensores públicos encuestados se 
distingue que cada uno aconsejó situaciones diferentes (un total de 3 
sugerencias), de las cuales se extraen las siguientes: celeridad en los procesos 
judiciales, mejorar la calidad de atención a la víctima y brindar un mejor 





En síntesis y recapitulando todos los datos que se lograron extraer del formulario 
de preguntas, nos revela que los abogados son los que menos asisten a 
capacitaciones lo cual puede influir de alguna u otra manera para mantenerse 
instruidos y actualizados cuando en juicios se debaten temas referentes a la 
prueba pericial o inclusive cuando se plantean las mismas apelaciones ante el 
Consejo Médico Forense y que como ya se ha venido diciendo no cuentan con un 
fundamento legal sino que su interposición se atribuye a dilatar el proceso. Tal es 
la situación, que los mismos abogados en su mayoría (12 de 18) consideraron 
que la utilidad que ellos le merecen al Consejo, no puede ser considerado como 
una estrategia del litigante para atrasar el proceso sino que ellos lo han visto 
como una práctica saludable para el proceso judicial. 
 
Los datos nos reflejan la existencia de interés por parte de algunos en 
mantenerse informado, como lo es el caso de los jueces quienes han mostrado la 
anuencia de participar en charlas o conferencias a fin de alimentar su formación 
profesional, pues son los que más asistieron a ese tipo de actividades. Inclusive 
unas 13 personas de 19 que concurren a ellas, nos manifestaron una frecuencia 






En ese sentido, se podría pensar que aquellas personas que laboran para el 
Poder Judicial cuentan con mayores ventajas en cuanto al acceso y prontitud de 
la información sobre alguna charla que se impartiere al respecto. Sin embargo, 
ello no exime a los abogados del acatamiento de aquellos principios 
deontológicos que le impone el  Código de deberes jurídicos, morales y éticos del 
profesional en derecho (Código de moral) y que le indica el deber de mantenerse 
informado y en constante actualización. 
 
Otra referencia considerable lo es la confirmación de la poca asistencia del 
consultor técnico que se evidencia en nuestras salas de juicio y que como ya se 
advirtió en el aparte dedicado a este tema, su ausencia no es halagadora pues su 
colaboración puede resultar muy provechosa para las partes en los procesos 
judiciales. Unos 24 de 39 encuestados nos reforzaron más esa concepción que se 
tenía de dichos expertos.    
 
Mucho se ha escuchado decir sobre el tema de evitar la revictimización de los 
menores de edad en los procesos judiciales, pues bien sabemos que nuestro 
Código de la niñez y la adolescencia se encarga de tutelar el interés superior del 
niño, inclusive existen regulaciones específicas dictadas por la Comisión Nacional 
para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (C.O.N.A.M.A.J.), que 
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puntualizan una serie de lineamientos para ser puestos en práctica en los 
procesos judiciales.1 
 
Orientado en esa temática fue que quisimos tener un parámetro de ideas con 
cada profesional al que se le preguntó si consideraba verdaderamente necesaria 
la realización del examen físico a un menor cuando de su relato se evidenciaba 
no una violación sino un mero abuso sexual. Aunque 21 de 39 personas 
respondieron afirmativamente; y 25 más consideraron que el someter al menor a 
tales exámenes este sufrirá de ser revictimizado, diríamos que en tal premisa no 
se puede encasillar en virtud de que cada caso merece un tratamiento distinto y 
para ello no existen mediciones que calibren si el relato es creíble o está 
influenciado por terceros, sólo la misma experiencia le indicará al profesional 
cuándo debe de proceder con la valoración física. Esta situación resulta muy 
polémica pues piénsese que en todo procedimiento de rutina en delitos sexuales 
el órgano investigador hace las solicitudes ante la Clínica Médico Forense para 
descartar si hubo desde algún tipo de contacto sexual, embarazo o hasta 
                                                 
1 Directrices aprobadas por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, en sesión IXX-02, 
del 6 de mayo de 2002, a saber: 1. Prontitud del proceso e Interés Superior del Niño. 2. Privacidad de la 
diligencia judicial y auxilio pericial. 3. Derecho de información. 4. Consentimiento de la víctima. 5. Forma 
del interrogatorio. 6. Procedencia de preguntas y entrevistas. 7. Condiciones de la entrevista. 8. Asistencia 
profesional especializada. 9. Acondicionamiento del espacio físico. 10. Declaración del niño, niña o 
adolescente. 11. Derecho a la imagen.12. Derecho a la confidencialidad.13. Anticipo jurisdiccional de 
prueba. 14. Capacitación del personal. 15. Tiempo de espera. 16. Referencia técnica en casos de abuso 
sexual.17. Personas menores de edad testigos en delitos. 18. Valoraciones corporales en delitos sexuales. 19. 
Acompañamiento en pericias corporales. 20. Preguntas y transcripción de la valoración pericial. 21. 
Participación en el peritaje. 22. Condiciones del debate. 23. Identificación de Expedientes. 24. Aplicación de 
directrices en los procedimientos  policiales. Véase infra, Anexo Nº 9, Texto de Directrices. 
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enfermedades de transmisión sexual. No obstante, hay que tomar en cuenta que 
la no realización de tal petición en los supuestos que hemos venido indicando, no 
significaría desobediencia por parte del médico que le corresponda valorar a la 
presunta víctima, pues como ya se dijo sólo el experto sabrá de acuerdo con lo 
que le dicte su razón y experiencia si decide practicar el examen o nó. 
Recordemos además que si el médico tiene sus dudas sobre la credibilidad de la 
declaración del niño él cumple bien con la función encomendada por el Ministerio 
Público o juez de practicar el examen médico-legal.  
 
Uno de los aspectos que nos llamó la atención lo fue la respuesta que se obtuvo 
ante la interrogante: ¿Qué peso tiene el dictamen pericial en cuanto al dictado de 
la sentencia, en delitos sexuales y contra la integridad física?, pues al inicio del 
desarrollo de la investigación pensábamos al igual que los 29 de un total de 39 
personas que respondieron que el dictamen pericial si tiene mucho peso en la 
resolución final de juez. Sin embargo, conforme nuestro análisis de campo iba 
avanzando nos percatamos de que no era así sino todo lo contrario. No fue sino 
hasta que tuvimos un contacto directo con los expedientes analizados que 
logramos apreciar que el dictamen no tiene mayor importancia que otras pruebas,  
pues en la gran mayoría de los expedientes estudiados, el juez valoró en conjunto 
todo el elenco probatorio en aplicación de las reglas de la sana crítica racional, 
sean los principios de la lógica, la psicología y la experiencia común. 
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Una vez confirmado el dato por nuestro propio análisis de expedientes judiciales, 
consideramos que si bien los resultados arrojados por la respuesta dicha nos 
indican lo contrario, advertimos que discrepamos de la opinión en razón de que la 
misma jurisprudencia y también entre los casos analizados se ha señalado que no 
es posible condenar a una persona con base a una única prueba pues no existe 
plena certeza de los hechos que dieron origen al planteamiento de la demanda.  
 
En esta materia el juzgador debe de ser muy prudente al razonar. Tal y como se 
presentó en uno de los delitos sexuales, con expediente: 03-000436-0332-PE, en 
el que se dictó sentencia absolutoria Nº 32-2006 del Tribunal del I Circuito Judicial 
de Alajuela, Sede San Ramón, al ser las once horas y veintiséis minutos del 
veintiuno de febrero del año dos mil seis; y cuyo caso figuraba como imputado el 
propio padre de la ofendida al que se le acusaba de haberla violado.  
 
Si bien los exámenes médico-legales practicados a la presunta adolescente 
ofendida (de 13 años) determinaron en su acápite de conclusiones “…himen 
redundante con ruptura antigua…..”, no fue el padre quien tuvo relaciones 
sexuales con la menor, sino que en el debate se logró apreciar mediante la 
inmediatez de la prueba que todo era una farsa promovida por la madre pues los 
testigos que declararon (todos vecinos quienes se refirieron a la madre como 
“mentirosa y manipuladora”) desacreditaron el relato tanto de la menor como el de 
su progenitora quienes se contradijeron en las versiones de su deposición y que 
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además se complementaba con todo lo expuesto en el estudio social que refería 
sobre el inadecuado manejo de límites de sus hijos y como si fuera poco, la 
declaración de un hermano de la ofendida reveló que la menor dormía con el 
novio en la misma cama. Sin lugar a dudas, para que el juzgador alcanzara el 
grado de convencimiento y certeza de los hechos denunciados debió valorar de 
manera sigilosa cada prueba ofrecida como en efecto se procedió.    
 
Existe otro dato importante que nos muestra con honestidad que los profesionales 
sienten una debilidad, al confesarnos que muchos de ellos no han sido instruidos 
de manera adecuada para comprender a fondo los dictámenes periciales, pues 34 
de un total de 39 encuestados así nos lo manifestaron. Asimismo, 25 encuestados 
consideraron que no se aprovecha al máximo la figura del perito dentro de los 
procesos penales, especialmente en delitos sexuales y contra la integridad física.  
 
Tomando en cuenta ambas de las referencias citadas, podríamos concluir que si 
bien los procesos judiciales de delitos sexuales y contra la integridad física en 
nuestro país no “caminan mal”, podríamos esperar mejores resultados si se 
pusieran en marcha las consideraciones de rigor manifestadas anteriormente y en 
conjunto con las dos últimas preguntas que se le presentaron a los encuestados, 
a saber: ¿cuáles considera usted que serían las posibles causas de una deficiente 
investigación en delitos sexuales y ¿qué sugiere para mejorar el desempeño de la 
calidad de los procesos judiciales?, las respuestas fueron “demora en el trámite” y 
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“capacitar a todos los que intervienen en los procesos judiciales, desde fiscales, 
peritos, jueces, defensores públicos y abogados particulares para el análisis de la 
prueba pericial”, respectivamente. Así, con todas esas observaciones se tendría 
un mayor aprovechamiento y comprensión de todas las figuras procesales que 
intervienen como una herramienta para obtener la más adecuada solución al 
amparo de la ley, cumpliendo satisfactoriamente además con el principio de 
















B. Crisis del modelo y soluciones propuestas. 
 
1. Principales problemas. 
 
Como producto del actual estudio se presenta ante nuestros ojos una serie de 
problemas que se materializan dentro de la práctica judicial, los cuales son de 
importante mención ya que a raíz de la identificación de los mismos se pueden 
tomar posibles medidas para su solución. Además de que estos pueden reflejar la 
dinámica de muchas de las contrariedades existentes dentro de nuestros 
Tribunales de Justicia. 
 
Uno de los inconvenientes que pudimos constatar durante la elaboración de 
nuestro trabajo es la poca capacitación que se ofrece a los estudiantes de la 
carrera de derecho en el área de la medicina legal, para asegurar lo anterior nos 
basamos en el hecho de que por ejemplo en una universidad tan prestigiosa como 
lo es la Universidad de Costa Rica solamente se imparte un curso de esta materia 
como parte del plan de estudios y este curso es optativo, las demás universidades 





Adentrándonos en la temática de nuestra investigación y propósito de estudio cuál 
es, determinar la influencia que tienen los dictámenes periciales y dentro de estos 
los dictámenes médico-legales en la formación de criterio del juzgador a la hora 
de deliberar y fundamentar su sentencia, debemos hacer un aporte en el sentido 
de que al iniciar nuestro trabajo asumíamos la idea de que los dictámenes 
periciales contaban con algún tipo de favoritismo otorgado por el juez a la hora de 
realizar la valoración de los mismos en contraposición con los demás medios 
probatorios aceptados en nuestros procedimientos penales, debemos aclarar que 
este pensamiento no era solamente nuestro, algunos abogados y fiscales lo 
comparten. Sin embargo al introducirnos en el escudriñamiento de nuestro tema 
nos dimos cuenta de que en la realidad práctica en nuestros procesos penales la 
valoración de las experticias se hace siguiendo las reglas de la lógica, la 
experiencia y la sana crítica, por lo que su peso es determinante en concordancia 
con el resto del material probatorio y nunca de forma arbitraria o privilegiada para 
sustentar el fallo.  
 
A pesar de lo anterior, si se nos presentaron una serie de incongruencias con 
respecto a la forma en que se ejecuta la prueba pericial ubicándonos en el campo 
penal; especialmente con respecto al mal aprovechamiento de este medio 
probatorio por parte de los abogados, ya que por lo general al apelar los 
dictámenes médico-legales ante el Consejo Médico Forense no se hace con base 
en criterios científicos con estudio profundo de los mismos. En la mayoría de los 
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casos los abogados se limitan a “apelar por apelar” sin establecer claramente su 
razonamiento y sin determinar las causas verdaderas que podrían arribar en un 
cambio de resultado del dictamen favoreciendo los intereses de su representado.  
 
Además en el análisis de 61 expedientes en el Tribunal de Juicio de San Ramón, 
en los cuales se valoraron delitos de carácter sexual y contra la integridad física 
en el período del año 2005 y 2006, se pudo observar el hecho de que la presencia 
de los peritos en la etapa del debate es casi nula, lo cual podría simbolizar una 
problemática en la concepción que tienen los abogados acerca de la importancia 
que tiene la prueba pericial en la resolución de este tipo de casos, en virtud de 
que se podría obtener un mejor aprovechamiento de este medio de prueba por 
razones de inmediación con el contacto directo del experto en el juicio. Si bien 
éste estudio no puede tomarse en cuenta con fines científicos ya que no se 
realizó en todos los Tribunales de Justicia de nuestro país, si puede ser visto 
como un indicador de que eventualmente se esté dando la misma situación en los 
demás juzgados.  
 
Estimamos que se debe mejorar la elaboración de dictámenes especialmente los 





Al realizar el estudio de diversos expedientes se refleja el hecho de que los 
dictámenes de este tipo no dan mayor aporte ya que siguen un esquema casi 
aprendido, por lo que se hace necesario concientizar a los peritos psicólogos y 
psiquiatras para que se de una valoración más personalizada de sus pacientes 
tomando en cuenta que su experticia será valorada para el juzgamiento de un 
individuo y que la misma puede acarrear en la perdida de derechos tan 
importantes como lo es la libertad.  
 
Por otra parte existe un mal planteamiento de los cuestionamientos que deben ser 
contestados por el perito en materia psicológica. En igual sentido sostiene 
SABORIO lo siguiente: 
 
“El sistema de justicia penal ha implementado históricamente una serie de 
exigencias al perito psicológico en casos de violencia sexual, los cuales han 
trascendido sus capacidades instrumentales, en términos del planteamiento 
de preguntas que van más allá de lo que la ciencia psicológica esta en la 
capacidad de responder de forma competente. A este conjunto de 
interrogantes los llamaremos aquí “falsas preguntas”, en el sentido de que 
surgen de una necesidad particular del sistema legal, las cuales no 
responden necesariamente a fenómenos, procesos o constructos para los 
que la psicología, como disciplina científica, cuente con estrategias 
metodológicas válidas y confiables que puedan dar cuenta de los mismos. 
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Muchos de esos requerimientos “falsos” se han incorporado en una práctica 
judicial mecánica en la que los distintos actores legales han planteado, 
desde sus intereses particulares en el proceso, preguntas que los y las 
peritos han tratado de responder, generando un ciclo vicioso que ha 
reforzado la instauración de mitos en torno a lo que se está en capacidad 
de determinar en una evaluación psicológica forense en este tipo de 
casos.1”  
 
En el campo de la psicología es muy poco probable arribar a un dictamen en 
donde se determine de forma certera el trastorno sufrido por el sujeto valorado 
como producto del delito cometido contra este. Recordemos que la experticia se 
basará en una única entrevista y que los supuestos trastornos encontrados 
pueden ser producto de alguna otra experiencia sufrida con anterioridad a los 
hechos denunciados, por lo que todos estos aspectos deben tomarse en cuenta 
tanto por el solicitante de la pericia, así como por el juzgador a la hora de realizar 





                                                 
1  SABORÍO VALVERDE (Carlos) y VIQUEZ HIDALGO (Eugenia). La necesidad de un cambio de 
uparadigma, p. 2.  
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Encontramos la necesidad de llamar la atención acerca de la poca importancia 
que se le da a la figura del consultor técnico dentro de los procesos de carácter 
penal,  esto sin tomar en cuenta que esta figura fue creada con el fin especial de 
dar soporte y asesorar a las partes del proceso, acerca de todos aquellos temas 
de carácter científico, artístico o técnico, que injieran directamente en la 
resolución del caso y que por tratarse de materias especializadas en diferentes 
campos escapan al conocimiento de su abogado. 
  
2. Soluciones propuestas. 
 
Una vez planteados los inconvenientes y problemas encontrados a raíz de 
nuestra investigación procuramos ofrecer posibles soluciones a los mismos. La 
solución de las necesidades planteadas tiene el fin de mejorar la calidad de los 
procesos judiciales y como resultado directo optimizar la labor de los Tribunales 
de Justicia.   
 
Es conveniente que los estudiantes de la carrera de derecho como futuros 
colaboradores de la función judicial, se preparen de forma adecuada para 
enfrentar los retos que le encomienda la administración de justicia, ya que como 
profesionales sin importar el puesto en el que se desempeñen se les otorgará una 
gran responsabilidad que debe ser enfrentada con los conocimientos apropiados.  
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Para la solución del problema sugerimos un cambio en el plan de estudios en la 
carrera de derecho, dentro del cual se introduzcan más cursos de medicina legal, 
así como la actualización en esta materia de las diferentes bibliotecas del país lo 
que conllevará a un mayor y mejor grado de conocimientos para los estudiantes.   
 
Para el mejoramiento de la función judicial en nuestro país debe ser necesaria la 
capacitación a los profesionales que de una u otra manera injieren en la labor de 
administración de justicia. Hemos podido observar a través del estudio de casos y 
del censo practicado a diferentes servidores judiciales como en muchas 
ocasiones dichos profesionales no conocen a fondo temas tan importantes como 
lo es, por ejemplo, la incursión de la prueba pericial al proceso, su valor 
probatorio, la función del perito tanto el oficial como el ofrecido por las partes, la 
labor que le corresponde al consultor técnico, entre otros de la misma 
importancia.  
 
Es trascendental que se de la especialización de los funcionarios judiciales en 
todos los temas relacionados con su actuar, con esto no queremos decir que los 
abogados, fiscales o jueces, se conviertan en especialistas en todas las áreas del 
saber, si no que deben conocer a fondo todos los alcances que presenta la ley y 
la forma en la que se lleve a cabo el procedimiento legal, lo que evitaría errores 




Para evitar dictámenes machoteros en materia psicológica se debe llamar la 
atención de los peritos en el sentido de que la metodología utilizada debe ser 
adecuada al caso en particular. Esta idea se ve reforzada por lo afirmado por 
SABORIO quien advierte lo siguiente: 
 
“…se debe incorporar información proveniente del auto reporte de los 
evaluados, ya sea a través de entrevistas estructurales o pruebas 
psicológicas, así como información basada en las observaciones de 
terceros y el análisis de fuentes colaterales, tales como registros médicos, 
escolares, antecedentes judiciales, etc. Es así como el uso de múltiples 
mediciones de evaluación psicológica forense puede servir para mejorar la 
precisión en la medición de ciertas características, síntomas o 
comportamientos, así como para verificar hipótesis que se pudieron haber 






                                                 
1 SABORÍO VALVERDE (Carlos) y VIQUEZ HIDALGO (Eugenia). La necesidad de un cambio de 
paradigma, p. 3. 
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Proponemos una justicia con rostro humano, que entienda las necesidades de sus 
usuarios. Específicamente en el campo pericial es necesario el entendimiento de 
que lo que se valora son seres humanos y que como tales deben ser tratados con 
el mayor respeto y sensibilidad posible, cuyo argumento se comparte con el 
criterio expresado por el doctor VEGA el cual nos comenta que: 
 
“…el mayor reto de la función pericial de cara a la justicia del siglo XXI es 
realizar una labor auxiliar desde el punto de vista científico con 
herramientas tecnológicas de punta, establecer criterios científicos 
objetivos que a su vez ayuden al juez a determinar la verdad procesal. En 
síntesis, se debe dar la utilización de las técnicas más modernas para la 







                                                 
1 Retos de la Medicina legal y de la Cuidad Judicial de San Joaquín de Flores para el presente siglo. 
Entrevista al doctor Fran Vega  Zúñiga, doctor de la Sección de Patología Forense, abogado, profesor del 
curso de Derecho Médico y Medicina legal del Postgrado de Ciencias Penales en la Universidad de Costa 





 Nomenclatura desproporcionada para la calificación del antiguo 
“Complejo de Ciencias Forenses”. A pesar de los esfuerzos por buscar 
un nombre apropiado a las funciones de conformidad con los edificios 
que albergan el Departamento de Medicina Legal y de Laboratorios de 
Ciencias Forenses entre otras oficinas ubicadas en San Joaquín de 
Flores, designado actualmente como Ciudad Judicial de San Joaquín 
de Flores, lejos de contribuir a ser mejor identificado por todos los 
sectores de las clases sociales, continúa una gran preferencia por 
denominársele “medicatura forense” o “morgue judicial”, pues el 
marcado paso de los años acentúa una costumbre muy arraigada 
inclinada a seguir con esa tendencia, además su actual seudónimo 
dista mucho de ser el más oportuno, pues en él se refleja no otra cosa 
más que la selección de un nombre que suene bonito considerando con 
mayor evidencia el aspecto estético, dejando por fuera una apreciación 
más técnica y seria que se adecue a las tareas delegadas a auxiliar el 
proceso judicial y cuyo nombre además muestra una clara carencia en 
la relación técnica y formal con su objeto.  
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 Subjetividad de los dictámenes psicológicos. En virtud del estudio de 
campo llevado a cabo con expedientes judiciales en los delitos 
sexuales, constatamos que la estructura empleada en el cuerpo de las 
valoraciones realizadas por los médicos de la sección de psicología del 
Departamento de Medicina Legal tienden a ser muy subjetivos, pues en 
algunos casos la deposición de la víctima en la valoración psicológica 
no coincide con lo relatado en el momento del debate, por lo que en el 
momento en que la Fiscalía efectúa la acusación formal, toma una gran 
relevancia una frase comúnmente empleada en este tipo de dictámenes 
“la menor presenta indicadores emocionales traumáticos coherentes 
con los hechos como los denunciados ……su relato presenta una 
estructura lógica y coherente” lo que conlleva a “culpar de previo” al 
imputado como autor responsable de hecho delictivo. 
 
 Dictámenes psicológicos no concluyentes para el caso de los delitos 
sexuales. En razón de la técnica utilizada se solicitan datos por parte 
del Ministerio Público y el juzgador que la misma ciencia de la 
psicología no está capacitada para proporcionar a raíz de que las 




  Especializar la función pericial. Para procurar una mejor proyección 
y aprovechamiento de la figura del perito tanto en el proceso oral como 
escrito y hacer que su investidura esté mayormente revestido de calidad 
técnica y profesional, sería estimable proponer la creación de una 
carrera adicional para ser perito, que brinde un enfoque más 
actualizado y con miras a emplear destrezas orales que permitan 
expresar de mejor forma la presentación de su informe en el debate; y 
conjuntamente la creación de un colegio o escuela al que deban 
incorporarse a fin de regular formalmente el ejercicio legal de la función 
pericial y así garantizar a la sociedad costarricense la idoneidad del 
profesional para el desempeño de su cargo.  
 
 Ausentismo del consultor técnico en el proceso. Si bien en el año 
2004 el Consejo Superior del Poder Judicial dictó medidas para reducir 
el costo económico que implica para las partes contar con la asistencia 
técnica de un consultor técnico en todo o en parte del proceso penal, 
ello no obtuvo mayor influencia, pues un claro ejemplo es la 
constatación de los casos de expedientes de delitos sexuales y de 
lesiones estudiados en el Tribunal de Juicio de San Ramón, 
comprendidos en los años 2005 y 2006, y en cuyo análisis no se reflejó 
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en ningún momento del proceso la presencia de tal figura, siendo así 
que ninguna de las partes hizo empleo de ese recurso procesal. 
 
 Inexistencia de vía impugnaticia para el caso de los informes 
rendidos por las trabajadoras sociales. Dado que al día de hoy no 
procede la interposición de un recurso en las eventuales 
inconformidades que se presenten en los dictámenes emitidos por el 
Departamento de Trabajo Social y Psicología, es posible admitir la 
existencia de una propuesta de ley que apruebe ser analizados por un 
órgano en alzada bajo ciertas regulaciones legales. 
 
 Oportuna elaboración del proyecto de ley vinculado a los remedios 
procesales presentados ante el Consejo Médico Forense. En razón al 
congestionamiento de las apelaciones recibidas en el Consejo Médico 
Forense, originadas por la implementación de prácticas antiéticas que 
ponen de manifiesto dilatar o estancar un proceso judicial, el Poder 
Ejecutivo propuso un proyecto de ley titulado “Reforma de los artículos 
34 y 37 de la ley Nº 5524, Ley Orgánica del Organismo de Investigación 
Judicial y reforma del artículo 265 de la Ley Nº 2, Código de Trabajo”, 
toda vez que busque la eliminación de las apelaciones de los 
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dictámenes ante el Consejo, pero seguirá funcionando como tal en los 
casos que corresponda.  
 
 Escaso análisis crítico de los dictámenes periciales por parte del 
juzgador. Tomando en consideración los objetivos planteados en la 
investigación logramos determinar a raíz del estudio de expedientes de 
delitos sexuales y de lesiones del Tribunal de Juicio de San Ramón en 
los años 2005 y 2006, que los dictámenes médico-legales no son 
analizados críticamente por el Juez, específicamente en los delitos 
sexuales y contra la integridad física. Algunos de los dictámenes 
periciales analizados son muy abundantes en su contenido. Sin 
embargo, al valorar dicho aporte en la sentencia es frecuente observar 
la utilización de frases muy comunes y en ciertos casos se dejan por 
fuera aspectos que pueden complementar o reforzar su dicho, por lo 
que a nuestro criterio no se formula un exhaustivo aporte de su 
contenido. Situación que se refuerza y se constata con los datos 
suministrados con la aplicación del censo a varios profesionales, pues 
nueve de los diez jueces manifestaron que tanto ellos como los 
abogados y fiscales, no han sido instruidos de manera adecuada para 
comprender a fondo los dictámenes periciales. Además tal malestar se 
complementa cuando los censados coincidieron en sugerir que para 
mejorar el desempeño de la calidad de los procesos judiciales 
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tratándose de los delitos sexuales lo fue ofrecer capacitación a todos 
los profesionales para el análisis de la prueba pericial.  
 
 Antecedentes históricos y proceso evolutivo de las Ciencias 
Forenses y de la medicina legal como auxiliar de la administración de 
justicia. Consideramos que el mismo se cumplió a cabalidad a lo largo 
de todo el trabajo por medio del estudio de la medicina legal tomando 
en cuenta desde sus inicios hasta arribar a la implementación actual de 
esta disciplina tanto a nivel mundial como en nuestro país.  
 
Nuestro análisis no sólo se limitó a un repaso histórico de esta rama del 
saber sino que fue más allá al determinar las formas en que la misma 
interactúa con la administración de justicia dentro del proceso penal, y 
el aporte que ofrece para el esclarecimiento de casos dentro de los que 
se valoran delitos de carácter sexual y contra la integridad física. 
 
  Importancia de las funciones auxiliares encomendadas a la 
“Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores”. Otra de nuestras metas 
cumplidas lo fue el establecer que las labores confiadas a tal organismo 
son de considerable interés pues ahí es donde la figura del perito como 
ente emisor del dictamen médico-legal colabora en el auxilio de la 
administración de justicia, aunque como ya se dijo su debilidad está en 
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la elaboración de los dictámenes de carácter psicológico y que a pesar 
de ello, no le resta el mérito que merece para dar abasto con las 
solicitudes requeridas por parte de los Tribunales de Justicia, 
exceptuando el caso de la tarea que lleva a cabo el Consejo Médico 
Forense. 
 
 Adecuada organización de la Ciudad Judicial de San Joaquín de 
Flores como órgano especializado en el campo de la medicina legal en 
Costa Rica. De acuerdo con las funciones que se realizan en los 
diferentes departamentos se logró comprobar que su estructura 
organizativa propicia una adecuada especialización de las labores 
confiadas por los tribunales justicia.  
  
 Escalonada evolución histórica de la medicina legal en Costa Rica. 
En observancia con las tareas que a diario adquiere la “Ciudad Judicial 
de San Joaquín de Flores” con respecto a años y hechos anteriores que 
marcaron su inicio, nos percatamos de que el progreso de la medicina 
legal ha estado presente hasta nuestros días (aunque no de forma 
acelerada). Aspecto que se llegó a establecer y conseguir como una de 
las intenciones de la investigación. 
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 Normativa jurídica que permite y regula la aplicación de la medicina 
legal dentro del proceso penal costarricense. La determinación de la 
existencia de una amplia legislación nacional que cobija la práctica en 
materia de peritaciones medico-legales para que sea puesta al servicio  
de la justicia en su búsqueda de la verdad real de los hechos en los 
procesos judiciales se determinó como uno de los propósitos 
satisfactorios perseguidos en el trabajo. 
 
 Misma validez del dictamen médico legal particular en comparación 
con el dictamen rendido por un médico oficia dentro del proceso penal 
según el criterio del Juzgador. El valor probatorio que el juez le confiere 
a un dictamen rendido por un perito oficial o particular se encuentra 
condicionado a una serie de supuestos o requisitos subjetivos y 
objetivos. Por lo que es tarea exclusiva del juzgador asignarle 
determinado valor probatorio al dictamen pericial, el cual no debe verse 
afectado por el hecho de que el dictamen provenga de un perito u otro, 
debido a que la objetividad con la que ambos peritos desempeñen su 
labor no depende del proceso de selección sino más bien del grado de 




 Jurisprudencia relevante que nutre con claridad el contenido y 
desarrollo del tema examinado. El empleo y análisis de resoluciones 
judiciales nos proporcionó establecer que no sólo el dictamen pericial 
merece importancia al momento del dictado de la sentencia, sino que 
los demás medios probatorios existentes en nuestra legislación son 
empleados por el juzgador para fundar su fallo. Asimismo, el uso de 
jurisprudencia ha facilitado y complementado con claridad el manejo de 
la temática en varios títulos de la investigación. 
 
 Soluciones recomendadas ante los problemas encontrados durante 
el desarrollo de la investigación. Dada la importancia del tema 
investigado consideramos oportuno puntualizar ciertos aspectos 
importantes que obstaculizar el desarrollo adecuado y diligente en todo 
proceso judicial, por lo que nos dimos a la tarea de ofrecer posibles 
respuestas a tales interrogantes.   
 
 La hipótesis planteada en nuestro trabajo de investigación consistió 
en afirmar que los dictámenes médico-legales físicos y psicológicos 
tienen una influencia determinante en la formación de criterio del juez 
en el momento procesal de deliberar y sustanciar la sentencia en delitos 
sexuales y contra la integridad física. Tal hipótesis no fue demostrada 
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ya que los dictámenes médico-legales físicos y psicológicos no son 
determinantes para respaldar la argumentación de la resolución judicial, 
pues en el momento de su raciocinio aplica en conjunto todas las 
demás pruebas sin desmerecer el valor de cada una, tomando en 
cuenta las reglas de la sana crítica entre ellas: la experiencia común, la 
psicología y la lógica. La ausencia de prueba técnica no implicó 
ameritar la culpabilidad o absolución del imputado. 
 
 Poco aprovechamiento de la prueba pericial dentro del proceso 
penal en los delitos sexuales y contra la integridad física. Con base en 
los datos suministrados por el censo practicado en nuestra 
investigación y el estudio de  expedientes de delitos sexuales y de 
lesiones estudiados en el Tribunal de Juicio de San Ramón, 
comprendidos en los años 2005 y 2006, se constató que la mayoría de 
abogados no poseen los conocimientos actuales necesarios para 
aprovechar al máximo los recursos ofrecidos por tal medio de prueba. 
Asimismo, las apelaciones, ampliaciones y aclaraciones que se realizan 
se presentan sin un fundamento legal y técnico que lo valide, sino que 
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horas treinta minutos del seis de septiembre de dos mil cuatro, artículo 
XXII. 
 
2. Sesión extraordinaria de Corte Plena número 11-2006 celebrada a las 
ocho horas treinta minutos del treinta de mayo de dos mil seis, artículo 
V. 
 
3. Sesión extraordinaria de Corte Plena número 16-06 celebrada a las 
nueve horas treinta minutos del veintiséis de junio de dos mil seis, 
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artículo XXIV.  
 
4. Sesión ordinaria de Corte Plena número 34-06 celebrada a las trece 
horas treinta minutos del trece de noviembre del dos mil seis, artículo 
XIV.  
 
5. Sesión ordinaria del Consejo Superior número 55-04, celebrada a las 
ocho horas del veintisiete de julio del dos mil cuatro, artículos XLII. 
 
6. Sesión ordinaria del Consejo Superior número 68-06, a las ocho horas 
del doce de septiembre del dos mil seis, artículo LXXI. 
 
7. Sesión ordinaria del Consejo Superior número 33-07, a las ocho horas 
del ocho de mayo del dos mil siete, artículo L.  
 
Ñ. Proyectos de ley: 
 
1. Proyecto de ley número 16701: Reforma de los artículos 34 y 37 de la 
ley N° 5524, Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, 
reformada por Ley N° 7355, de 10 de agosto de 1993, y reforma del 
artículo 265 de la Ley N° 2, Código de Trabajo. 
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5. NUÑEZ DE ARCO, (Jorge). El informe pericial  en psiquiatría forense, 
Google. www.boliviano.com/psicologia.htm. sitio consultado el 27 de 
noviembre 2006.    
 
6. MARTELL ORTEGA (Carolina), La Prueba Pericial. Concepto y 
Naturaleza Jurídica.  www.aeds.org, sitio visitado el miércoles 4 de enero 
2006. 
 









































Tabla de nombres propuestos en el concurso para una nueva 




Instituto de Investigación Forense autor 
Segundo Circuito Judicial de 
Heredia 
GER 
Ciudad Judicial de Flores GER 
Complejo Judicial-Forense la JARA 
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Soledad 
Complejo Judicial de Flores CHEPÍN 
Complejo Judicial Miraflores DobleR 
Ciudad Judicial Edgar Cervantes 
Villalta 
Sysaedlaav 
Complejo Judicial La Soledad Morfo 
Complejo de Servicios Judiciales 
de San Joaquín de Flores 
Franco 
Centro (Sede, Circuito, Complejo) 
de Formación, (capacitación) 
Almacenamiento Judicial, e 
Investigación Científico Forense 
de San Joaquín de Flores 
(CEFAICFO) 
FVZ 
Centro (Sede, Circuito, Complejo) 
de Formación (capacitación), 
Almacenamiento Judicial e 
Investigación Forense de San 
Joaquín de Flores (CEFAIFO) 
FVZ 




Ciudad Judicial de Flores 
Wilfredo 
Torres 






Sistema Judicial de San Joaquín 
de Flores 
PAFU 
Centro de Laboratorios, Medicina 
Legal y Sector Educativo, Poder 
Judicial (CELAMED) 
Naturaleza 
Complejo de Laboratorios, 
Medicina Legal y Sector 
Educativo, Poder Judicial 
Naturaleza 
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Conglomerado de Laboratorios, 
Medicina Legal y Sector 
Educativo, Poder Judicial 
(COLAMEDU) 
Naturaleza 
Centro de Investigación y 
Educación Poder Judicial 
Naturaleza 
Complejo de Ciencias Forenses 
Dr. Alfonso Acosta Guzmán 
M. Schollkopf 
Ciudad Judicial del Oeste Otto 
Parque Judicial del Oeste Otto 
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Departamento de Laboratorios 
de Ciencias Forenses 
 









Ciudad Judicial de San 
Joaquín de Flores 
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Anexo N° 4 
  




 del 2007  
 DML N° -2007 
 





Sumaria:   
Contra:    
Asunto:    
N° Único:  
Denuncia:  
 
De acuerdo con su solicitud de Dictamen Médico Legal de fecha //2004, recibida en esta 
sección   el //2004, que se tramita en  ese Despacho Judicial,  se procedió a la valoración de  
, cedula:  , nacionalidad: costarricense fecha de nacimiento: // edad:   años,  escolaridad , 
estado civil: , ocupación:  , lateralidad: , procedencia: .  Dicha valoración  fue realizada  el 
//2004 a las  :  horas, en compañía de, cédula, quien dijo ser , con el siguiente resultado: 
 
HISTORIA MEDICO LEGAL 
 
 
ANTECEDENTES GINECO OBSTÉRICOS  
Menarca:  
Ritmo menstrual: 
Fecha de última Regla  
G:    P:    A:    C:  
Ultimo parto:  Fecha:            A término()           Pretérmino ()       Postérmino ()       Aborto 
Planifica   Sí ()           No ()          Método () 
Salpingectomía:    Sí ()        No ().               Fecha:  
Enfermedades de transmisión sexual:  
Cirugías pélvicas. 
 










AREA PARAGENTIAL   
Lesiones () 
 






















Dr(a).                                     Dr. Max Paguaga López    
   MEDICO FORENSE                                                          JEFE DE SECCIÓN                




Nota: cualquier alteración del contenido de este dictamen (borrones, tachones, manchas, 
etc.) lo desacredita automáticamente. 
Anexo Nº 5 
 Bosquejo para la elaboración de un dictamen psicológico 
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Fecha:                
           SPPF Nº 
 
DICTAMEN PERICIAL PSICOLOGICO FORENSE 
 
Señores:                                                             Sumaria: 
Fiscalía de                                                          Contra: 




CÉDULA DE IDENTIDAD: 








PARA FINES DE: 






1. Entrevista Psicológica Forense al evaluado. 
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2. Observación conductual del evaluado. 
3. Historia Clínica del Evaluado. 
4. Revisión documental. 
5. Pruebas Psicológicas. 
6. Correlación de los datos obtenidos de los distintos niveles de 
información disponible, para llegar a las conclusiones y 
recomendaciones  
 
MOTIVO DE EVALUACIÓN: 
 
 














HISTORIAL CLÍNICO FORENSE:  
 
 















Psicólogo(a) Clínica                                                     Médico Psiquiatra 






Nota: cualquier alteración del contenido de este dictamen (borrones, tachones, manchas, 






Anexo N° 6 
 Diseño de un peritaje por el Consejo Médico Forense 
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El siguiente esquema corresponde al diseño usado por la Sección A del Consejo 
Médico Forense, para la elaboración e inspiración de su dictamen.1  
 
I- Historia Médico Legal  
           
1- Relato del menor, espontáneo o dirigido con preguntas abiertas.  
2- Coloquio Médico Legal  
           3- Vista Médico Legal  
           4- Dictamen Apelado  
           5- Legajo de apelaciones  
           6- Otros relatos  
                a. Encargado: Madre, Maestra, Padre, P ANI  
                b. Ofensor, Acusado, Detenido  
          7 - Valoraciones Previas  
                a. Particulares  
                b. Institucionales  
                c. Terapeutas  
   
II- Valoración del Relato  
      
1- Veraz o ficticio  
     2- Semiología de la verdad  
     3- Tamizaje de elementos intradisciplinarios consignados  
 
III- Comprobación del relato  
      
1- Examen Mental  
    2- Examen Físico  
     3- Tests y exámenes de laboratorio  
     4- Otros  
                                                 
1 ABARCA BARRANTES. El consejo médico forense, los votos salvados, las vistas médicas y sus 




IV-Resultado de la comprobación  
      
1- Elementos que se confirman  
     2- Elementos que siembran duda  
     3- Elementos que se descartan  
   
V-Discusión Medico Legal  
     
1- se discuten los hallazgos positivos  
     2- se razona a la luz de la lógica científica  
     3- se decide y plantea la verdad científica objetivable  
     4- se procede la votación  
     5- se recibe el voto salvado o de minoría y se incluye  
  
 VI-Comentario Medico Legal  
     
1- Se portantea  
     2- Se responden las preguntas de la apelación  
     3- Se redacta el comentario  
   
VII- Conclusión  
     
1- Puntual  
     2- Relato  
     3- Nuevas exposiciones  
     4- Otros  
   
VIII- Procesamiento 
Se transcribe, se imprime, se revisa, se lee, se firma.  
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IX- Rubricación  
Es la ratificación del acuerdo a que arribo el Consejo Médico por vía de la 
votación, lo que significa que ese criterio emitido solo puede ser ampliado o 
aclarado por el pleno de sus integrantes y no por uno solo de ellos.  
 
X- Refrendo y Despacho  
Es la parte administrativa del proceso para que el dictamen llegue a la autoridad 
judicial. 
Anexo N° 7 
 
PROYECTO DE LEY 
REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 34 Y 37 DE LA LEY N.° 5524, LEY 
ORGÁNICA DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, REFORMADA 
POR LEY N.° 7355, DE 10 DE AGOSTO DE 1993, Y REFORMA DEL 
ARTÍCULO 265DE LA LEY N.° 2, CÓDIGO DE TRABAJO 
 
Expediente N.° 16.701 
ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
La Ley N.º 5524, de 7 de mayo de 1974, Ley orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial, reformada por Ley N.º 7355 de 10 de agosto de 1993, en 
su artículo 34 define la organización y funcionamiento del Consejo Médico 
Forense.  Dentro de las atribuciones de las secciones de ese Consejo se 
establece la de "...dictaminar, en alzada, sobre las cuestiones médico legales que 
se susciten en los procesos cuando lo ordenen los Tribunales de Justicia, de 
oficio o a solicitud de parte.  Para ejercer sus potestades, deberá existir la 
consulta, en su caso, o el respectivo recurso de apelación, el cual se interpondrá 
ante el Tribunal que conoce del proceso, dentro de los ocho días siguientes a 
aquel en que el dictamen impugnado haya sido notificado a todas las partes".  
Asimismo, el artículo 37 ibídem en su párrafo final, respecto de los dictámenes e 
informes que emitan los médicos forenses que formen parte de las delegaciones 
regionales del Organismo de Investigación Judicial, establece que "De esos 
dictámenes e informes conocerá el Consejo Médico Forense, cuando para ello 
sea requerido por el tribunal competente, conforme a la regla general.” 
 




“Recibido en su caso el dictamen del Departamento de Medicina Legal, 
éste podrá ser apelado dentro del término de ocho días hábiles ante el 
Consejo Médico Forense del Organismo de Investigación Judicial, para 
que sea esa dependencia, en un plazo de diez días, la que en definitiva 
determine la incapacidad laboral del trabajador". 
 
El Poder Judicial debe avanzar hacia la consecución o consolidación de su 
independencia, como un derecho de los ciudadanos y como garantía del correcto 
funcionamiento del Estado constitucional y democrático de derecho, dando 
cumplimiento al mandato constitucional de justicia pronta, cumplida, sin 
denegación y en estricta conformidad con las leyes. Sin embargo, las 
disposiciones legales expuestas, lejos de facilitar el cumplimiento de ese 
mandato, han sido utilizadas por las partes como una práctica dilatoria, que 
además de no existir razones jurídicas que las justifiquen, constituye el único caso 
de peritaciones que están sujetas a apelación -de previo a que sean valoradas por 
el juez-, con las consecuencias que de esa circunstancia se han derivado, sin que 
ello signifique violación al derecho de defensa de las partes, quienes ante la 
instancia judicial que corresponda pueden hacer valer sus observaciones a dicha 
prueba y utilizar los mecanismos legales para impugnar sus resultados. 
 
Lo anterior, demanda con urgencia la reforma de esos preceptos legales, 
que permitirá a los integrantes de las diferentes secciones del Consejo Médico 
Forense actuar de forma individual, consecuentemente, traduciéndose en una 
mejor utilización del recurso humano y material en la atención de los asuntos y 
requerimientos procesales, con el fin de agilizar la emisión de las pericias.  A 
partir de lo anterior, los administradores de justicia contarán con ese elemento de 
convicción con mayor prontitud para resolver los asuntos que son sometidos a su 
conocimiento. 
 
Lo expuesto se refleja en los siguientes cuadros estadísticos elaborados 
por el Departamento de Planificación: 
 
Cuadro N.° 1 
 
CASOS ENTRADOS EN APELACIÓN EN EL CONSEJO MÉDICO FORENSE 
POR MES Y AÑO ENTRE ENERO 2000 Y FEBRERO 2005 
 
   AÑO   
Mes 2000 2001 2002 2003 2004 2005 
Total: 1741 1804 1657 2121 2364 266 
Enero 117 121 61 91 90 119 
Febrero 156 126 115 133 260 1471 
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Marzo 150 179 109 174 137 - - 
Abril 130 93 129 124 153 - - 
Mayo 195 196 186 202 207 - - 
Junio 149 167 136 199 220 - - 
Julio 136 166 165 241 254 - - 
Agosto 128 147 141 183 188 - - 
Setiembre 158 149 182 250 159 - - 
Octubre 159 175 195 211 228 - - 
Noviembre 166 195 172 178 242 - - 
Diciembre 97 90 66 135 226 - - 
1   Datos al 22 de febrero del 2005. 
Fuente:  Libro de casos entrados en apelación al Consejo Médico Forense. 
Este incremento es producto del mayor número de demandas ordinarias 
por pensión y riesgos profesionales1, presentadas ante los juzgados de trabajo de 
mayor cuantía, situación que se confirma al observar el siguiente cuadro N.º 2: 
Cuadro N.º 2 
 
DEMANDAS POR RIESGO PROFESIONAL Y 
PENSIÓN PRESENTADAS POR AÑO ANTE 
LOS JUZGADOS DE TRABAJO DE MAYOR 
CUANTÍA 
DURANTE EL PERÍODO 2000-2004 
 
   Año   
Tipo de Demanda 2000 2001 2002 2003 20041 
Total: 2974 3849 3845 4654 5333 
Ordinarios por pensión 946 1076 1502 1972 2489 
Riesgos profesionales 2028 2773 2343 2682 2844 
                                                 
1   Los ordinarios por pensión y riesgos profesionales son los asuntos que ingresan con mayor 
regularidad y predominan sobre los demás, sin embargo, el Consejo Médico Forense conoce en 
apelación los dictámenes emitidos por todas las secciones que conforman el Departamento de 
Medicina Legal, incluyendo las unidades de Medicina Legal destacadas en las diferentes 
localidades del país. 
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1:  Datos preliminares. 
Fuente:  Anuario de estadísticas judiciales 2000-2003. 
 
Al relacionar los datos de los cuadros N.° 1 y N.° 2, se puede estimar en 
forma indirecta que aproximadamente el 47% de las demandas presentadas ante 
los juzgados de primera instancia por pensión y riesgo profesional, el dictamen 













Demandas por pensión 
y riesgo profesional 
ingresadas al Sistema 
Judicial 
Casos entrados en 
apelación al Conse-




sos entrados en 
apelación al Con-






























No pueden ser más que elocuentes las cifras en cuanto a las experticias 
pendientes de rendir por el Consejo Médico Legal, sin que se cuente con 
posibilidades presupuestarias para crearle más secciones para atender la 
abrumadora carga de trabajo que mantiene y, más aún, considerando el 
crecimiento constante del número de solicitudes que ha venido recibiendo, lo que 
como se ha dicho, rebasa con creces la capacidad de atención que tiene ese 
órgano.  Aunado a lo anterior, se tiene que los proyectos de reforma en trámite en 
la Asamblea Legislativa (Código General del Proceso y Código de Trabajo), 
plantean la eliminación expresa o tácita de esa instancia procesal. 
 
En virtud de lo anterior, se somete al conocimiento y consideración de las 
señoras diputadas y los señores diputados el presente proyecto de ley. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 
 
REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 34 Y 37 DE LA LEY N.° 5524,  
LEY ORGÁNICA DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL,  
REFORMADA POR LEY N.° 7355, DE 10 DE AGOSTO DE 1993,  
Y REFORMA DEL ARTÍCULO 265 
DE LA LEY N.° 2, CÓDIGO DE TRABAJO 
 
 
ARTÍCULO 1.- Refórmanse los artículos 34 y 37 de la Ley N.° 5524, Ley 
orgánica del Organismo de Investigación Judicial, de 7 de mayo de 1974, para 
que en adelante se lean así: 
"Artículo 34.- Habrá un Consejo Médico Forense, organizado en las 
secciones necesarias para su buen funcionamiento, a juicio de la Corte 
Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe del Departamento 
de Medicina Legal. 
Los profesionales que integren el Consejo Médico Forense podrán 
trabajar en este a tiempo completo. 
 
También se podrán contratar servicios profesionales especializados, 
de acuerdo con las necesidades." 
 
"Artículo 37.- Los médicos forenses que formen parte de Ias 
delegaciones regionales del Organismo de Investigación Judicial, serán 
los encargados de efectuar, bajo su exclusiva responsabilidad profesional, 
los exámenes y evacuar las consultas médico legales en los asuntos que 
conozcan los tribunales del circuito respectivo. 
 
Si en la respectiva delegación no hubiere jefe médico, sus informes y 
dictámenes no requieren refrendo alguno, pero en todo caso, deben ser 
expedidos por medio de la Jefatura de la Delegación." 
ARTÍCULO 2.- Refórmase el artículo N.° 265 de la Ley N.° 2, Código de 
Trabajo, de 29 de agosto de 1943, para que en adelante se lea así: 
 
"Artículo 265.- Cuando se hubiere presentado recurso de revisión ante 
la junta médica calificadora, en los términos del artículo 261, de este 
Código, la misma se pronunciará sobre el dictamen médico extendido por 
el ente asegurador, en un plazo no mayor de quince días, en el entendido 




El interesado podrá acudir ante el juzgado de trabajo de la 
jurisdicción donde acaeció el riesgo, o de cualquier otra que le resultare 
más favorable, si estuviere en desacuerdo con el pronunciamiento de la 
junta médica calificadora, ya sea en cuanto al impedimento fijado, o 
cualquiera de los demás extremos en él contenidos.  Todo ello dentro del 
término de un mes, a partir de la notificación del dictamen de la junta 
médica calificadora. 
 
Accesoriamente, si fuere conveniente a sus intereses, el trabajador 
podrá acumular al presente procedimiento, los derechos y acciones 
señalados en los artículos 233 y 234, en lo que fuere conducente.  El 
juzgado que conozca del asunto solicitará a la junta médica calificadora y 
al ente asegurador, toda la documentación del caso y concederá a los 
interesados una audiencia de ocho días para que se apersonen a hacer 
valer sus derechos, manifiesten los motivos de su disconformidad, 
informen sobre sus pretensiones y señalen lugar para atender 
notificaciones. 
 
Vencido el término indicado, el juzgado remitirá los autos o las 
piezas que interesen al Departamento de Medicina Legal del Organismo 
de Investigación Judicial, con la prevención hecha al trabajador de que 
debe presentarse ante el citado departamento dentro de los quince días 
hábiles siguientes al de la citación.  Este departamento, deberá girar tres 
comunicaciones alternas al trabajador, citándolo a comparecer al 
respectivo examen.  El Departamento de Medicina Legal rendirá su 
dictamen en un plazo máximo de diez días, a partir de la fecha del 
reconocimiento practicado al trabajador. 
 
Si el trabajador fuere el recurrente y sin justa causa no se presentare 
al reconocimiento hecho, el juzgado dispondrá archivar provisionalmente 
el caso pendiente. 
 
Si en un término de dos años, a partir de esa resolución el trabajador 
no solicitara de nuevo su tramitación, el caso se archivará definitivamente. 
 
Con vista en los dictámenes médicos del ente asegurador, de la 
junta médica calificadora y del Organismo de Investigación Judicial, y de 
la prueba documental del caso aportada a los autos, el juez dictará 
sentencia en un término no mayor de treinta días, resolviendo el fondo del 
asunto. 
 
En la sentencia también se resolverá sobre el pago, por parte del 
ente asegurador, de los gastos de traslado y permanencia del trabajador y 
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sus acompañantes, si su estado así lo exige, independientemente del 
resultado del juicio en sentencia. 
 
Para los efectos de la condenatoria en costa se presume la buena fe 
del trabajador litigante." 
 
Rige a partir de su publicación. 
Dado en la Presidencia de la República, a los dieciséis días del mes 
de marzo del dos mil siete. 
Óscar Arias Sánchez 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
 
 





Anexo N° 8 
Cuestionario de censo 
UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. 
SEDE SAN RAMÓN, ALAJUELA. 
CARRERA DE DERECHO. 







2.EDAD    _____ 
  
3. SEXO 
1. Masc.       
 
 2. Fem.   
 
 





2. Especialidad o  
Postgrado. 
 








1. Abogado  
 (litigante)                        
2. Juez                             
3. Fiscal 





6. INSTITUCIÓN PARA LA 
CUAL TRABAJA. 
 




II. Instrucciones: A continuación se presentan varias preguntas relacionadas 
con el conocimiento que usted posee sobre el contenido de su trabajo y su relación 
o aporte sobre el tema de la Prueba Pericial dentro del Proceso Penal 
Costarricense. El objetivo que tal estadística merece es contribuir con la 
elaboración de nuestra tesis de grado titulada: “El desarrollo de las Ciencias 
Forenses desde la óptica de la Administración de Justicia en los Delitos Sexuales y 
Contra la Integridad Física”, y así optar por el Título de Licenciadas en 
Derecho.Favor, marque con una X la que usted considere, y exprese su criterio al 
respecto, tomando en cuenta que de la exactitud y veracidad de las mismas 
dependerá obtener datos significativos y concluyentes vinculados con nuestra 
investigación. Los datos suministrados serán manejados con suma discreción. 
1. ¿Ha participado en seminarios o capacitaciones en las que se discuta el tema 
relacionado con la prueba pericial? 
a. 1. Si _____    b. No _____ (Pase al ítem Nº 3) 
2. ¿En cuantas ocasiones ha participado en una actividad como la anterior? 
a. Una única vez 
b. Dos veces 
c. Múltiples ocasiones                Indique el número de asistencias: ___ 
  
3. Respecto a la figura del consultor técnico, ¿qué tan frecuente considera 
usted que es su participación dentro del proceso penal?  
a. Poca 
b. Frecuente  
c. Muy abundante 
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4. ¿Juzga usted, verdaderamente necesaria la realización del examen físico a 
un menor, cuando de su relato solo se desprende que encuadra dentro de la 
figura de una presunta víctima por el delito de abuso sexual, no así una 
violación?Si _____      b. No _____ 
 
5. Considera usted, que al someter a un menor a tales exámenes este sufra de 
ser revictimizado?  
a. Si _____      b. No _____ 
6. En cuanto a la prueba pericial dentro del Proceso Penal, ¿considera usted 
que los jueces, abogados y fiscales han sido instruidos de manera adecuada 
para comprender a fondo los dictámenes periciales? 
a. Si _____      b. No _____ 
7. ¿Considera usted que se aprovecha al máximo la figura del perito dentro de 
los procesos penales, especialmente en delitos sexuales y contra la 
integridad física? 
a. Si _____      b. No _____ 
8. ¿Qué peso tiene el dictamen pericial en cuanto al dictado de la sentencia, en 
delitos sexuales y contra la integridad física? 
a. Poco 
b. Mucho 
c. La misma importancia que otros medios probatorios  
9. ¿Conoce usted la figura del Consejo Medico Forense y la función que 
desempeña? 
a. Si _____     b. No _____ (Pase al ítem Nº 11) 
  
10. ¿Respecto a los alcances que ha tenido el Consejo Medico Forense dentro de 
los procesos judiciales, especialmente en los delitos sexuales y contra la 
integridad física, cómo califica usted la utilidad que los abogados le merecen 
a este Consejo?  
a. Es  una práctica saludable para el proceso judicial  
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b. Puede ser considerado como una estrategia del litigante para atrasar el 
proceso 
11. En cuanto a la investigación que engloba el proceso penal, ¿cuáles considera 
usted que serían las posibles causas de una deficiente investigación en 
delitos sexuales? Puede marcar más de una casilla y enumerar en orden de 
prioridad su respuesta. 
a) Normativa vigente inadecuada                                                      __ 
b) Problemas presupuestarios                                                            __ 
c) Incorrecta manipulación de los recursos institucionales         __ 
d) Demora en el trámite                                                                       __ 
e) Insuficiencia del personal técnico                                                 __ 
f) Análisis forenses no son concluyentes                                         __ 
g) Denuncias manipuladas (credibilidad de la víctima)                __ 
12. Comentario: ¿Qué sugiere para mejorar el desempeño de la calidad de los 
procesos judiciales tratándose de los delitos sexuales?
 
Anexo N° 9 
"Reglas prácticas  para reducir la revictimización de las personas 
menores de edad en los procesos penales": circular judicial N° 81-2002 
 
“I.- Prontitud del proceso e Interés Superior del Niño. 
 
Los procesos  en los que figure como víctima un niño, niña o 
adolescente deben ser atendidos sin postergación alguna, 
implementando los recursos que se requieren para su realización. A su 
vez se debe tener como prioridad evitar daños en la víctima, en atención 
al principio del Interés Superior del Niño. 
 
II- Privacidad de la diligencia judicial y auxilio pericial. 
 
En cualquier diligencia judicial en la que se requiera la presencia 
de una persona menor de edad víctima, independientemente de la 
etapa en la que se encuentre el proceso, esta deberá llevarse a cabo en 
forma privada y con el auxilio de peritos especializados, en los casos en 
que sea necesario. Deberán estar los padres o una persona de 
¡Muchas Gracias! 
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confianza durante la declaración, salvo cuando ello constituya un 
elemento negativo que pueda entorpecer el desarrollo de la diligencia. 
 
El niño, niña o adolescente víctima deberá indicar "quién es la 
persona de confianza". Su criterio prevalecerá. 
 
III.- Derecho de información. 
 
Con su lenguaje sencillo y coloquial, el niño, niña o adolescente, 
deberá ser debidamente informado  desde el inicio del proceso y por 
parte de todas las autoridades correspondientes, de la naturaleza de su 
participación  en todas las diligencias en que sea requerido. También 
deberán explicarle, de manera clara y sencilla, la función del juzgador, 
del defensor, del imputado y de los derechos que este posee, así como 
el objetivo y el resultado de la intervención de cada uno. Durante el 
debate el juez deberá hacer efectivo este derecho. 
 
IV - Consentimiento de la víctima. 
 
Deberá contarse siempre con el consentimiento de la víctima 
para cualquier examen. Se deberá respetar a las víctimas en su 
integridad, entendiendo que el proceso no es un fin en sí mismo. 
 
V.- Forma del interrogatorio. 
Durante las entrevistas al niño, niña /o adolescente víctima, las 
prevenciones y preguntas que se le realicen deben ser claras, con una 
estructura simple. Para ello deberá tomarse en consideración su edad, 
nivel educativo, grado de madurez, capacidad de discernimiento, así 
como sus condiciones personales y socioculturales, otorgándosele el 
tiempo necesario para contestar y asegurándose que ha comprendido la 
naturaleza de la prevención o pregunta. 
 
VI.- Procedencia de preguntas y entrevistas. 
 
Se deberá evitar la reiteración innecesaria o no procedente, 
tanto de las preguntas como de las entrevistas, promoviéndose la labor 
interdisciplinaria cuando las circunstancias así lo permitan. 
 
VII.- Condiciones de la entrevista. 
 
La entrevista deberá efectuarse en un lugar que resulte cómodo, 
seguro y privado para el niño, niña y adolescente víctima. Es 
recomendable que, cuando se trate de niños o niñas, el espacio físico 
esté decorado con motivos infantiles y cuente con algunos juguetes, 
debiendo hacerse uso de todos los recursos de apoyo disponibles.   
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El fiscal que instruye la causa brindará la atención requerida a 
las condiciones en que se desempeñe la entrevista inicial, que deberá 
ser realizada  por el fiscal y el investigador a cargo, dentro de lo posible. 
 
VIII.- Asistencia profesional especializada 
 
En todos aquellos momentos en que se requiera, la autoridad 
correspondiente deberá solicitar, con la prontitud debida, la colaboración 
de un profesional en Trabajo Social y/o Psicología del Poder Judicial  o, 
en su defecto,  de  otras instituciones.  Se deberá poner especial 
atención en la familiarización del niño, niña o adolescente para enfrentar 
el proceso, en especial la etapa de debate o cualquier otra audiencia 
oral.  
 
IX.- Acondicionamiento del espacio físico. 
 
El funcionario judicial encargado deberá  evitar el contacto 
directo  de la víctima con el acusado o demandado. Para tal efecto, 
deberán destinarse los recursos necesarios para crear o acondicionar 
los espacios físicos que se requieran, así como recurrir a los medios 
disponibles como el uso de los biombos, especialmente en la etapa de 
juicio, para impedir el contacto directo de la víctima con el ofensor,  
garantizándose en todo momento el derecho de defensa.  
 
Se evitará señalar citas a la misma hora y lugar para el niño, 
niña o adolescente ofendido y su ofensor, con el fin de evitar su careo.  
Igualmente, se debe prever su ingreso y egreso de los edificios 
judiciales a diferentes horas o por distintos lugares.  Los funcionarios 
judiciales podrán utilizar una vestimenta más informal, tanto en la sala 
de juicio como en otros despachos. 
 
X.- Declaración del niño, niña o adolescente. 
 
Se recomienda que durante el juicio u otras audiencias orales,  
la declaración del niño, niña o adolescente víctima sea la primera 
declaración testimonial que se reciba.  
 
XI.- Derecho a la imagen. 
 
La autoridad o funcionario judicial encargado deberá controlar 
que la dignidad del niño, niña o adolescente testigo o víctima, no sea 
lesionada a través de publicaciones o cualquier exposición o 
reproducción de su imagen, o de cualquier otro dato personal que 
permita su identificación. Si se lesiona este derecho es obligación del 
funcionario denunciarlo de conformidad  con los artículos 27, 188 y 190 
del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
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XII.- Derecho a la confidencialidad. 
 
La autoridad judicial encargada deberá velar porque en las 
carátulas de los legajos en que aparezcan niños, niñas o adolescentes 
víctimas, se registren únicamente sus iniciales y nunca su nombre y 
apellidos completos,  ni el sobrenombre con que se le conozca. 
Igualmente, los auxiliares judiciales, a la hora de llamarlos a declarar o a 
cumplir con cualquier diligencia judicial evitaran hacer referencia a la 
causa o al delito que se investiga. 
 
XIII.- Anticipo jurisdiccional de prueba. 
 
En forma excepcional, en las causas en que se cuente con 
personas menores de edad víctimas, y  en que exista recomendación 
expresa de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense, y/o del 
Departamento de Trabajo Social y Psicología  del Poder Judicial, se  
recomienda que quién este a cargo de la causa, proceda con arreglo del 
debido proceso, a la utilización del anticipo jurisdiccional de prueba en 
todos los casos en que conforme a derecho corresponda. Lo anterior en 
aras de evitar la revictimización del niño, niña o adolescente derivada de 
su declaración en el debate. 
 
Debe hacerse un uso prudente del anticipo jurisdiccional de 
prueba, en tanto puede generarse un mayor grado de victimización si el 
niño, niña o adolescente ofendido es llamado nuevamente a declarar en 
el juicio.   
 
XIV.- Capacitación del personal. 
 
Las autoridades judiciales y personal de apoyo a cargo del 
proceso, deberán recibir la debida capacitación por parte de la Escuela 
Judicial, a fin de que en dichas causas se minimice la revictimización del 
niño, niña o adolescente, para ello deberán diseñarse y programarse los 
cursos necesarios. 
 
XV.- Tiempo de espera. 
 
Los operadores del sistema judicial deberán tomar las 
previsiones necesarias, para que la persona menor de edad víctima, 
espere el menor tiempo posible para la realización de cualquier 
diligencia.   
 
XVI.- Referencia técnica en casos de abuso sexual. 
 
En los casos  de abuso sexual el niño, niña o adolescente 
ofendido, el juez o la autoridad judicial que corresponda deberá ser 
remitido, con la mayor brevedad posible, al Programa de Atención a la 
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Violencia Sexual Infanto-Juvenil del Departamento de Trabajo Social y 
Psicología del Poder Judicial o, en su defecto, considerar la posibilidad 
que la persona menor de edad sea atendida por profesionales del 
Patronato Nacional de la Infancia y/o de la Caja Costarricense de 
Seguro Social. 
 
En todos aquellos casos donde el perito forense recomiende 
tratamiento psicológico para las víctimas de abuso sexual niños, niñas o 
adolescentes, el Fiscal, al rendir sus conclusiones en la etapa de juicio, 
deberá solicitar al Tribunal que en sentencia se ordene el Patronato 
Nacional de la Infancia brindar ese tratamiento.  El juez podrá también 
dictarlo de oficio. 
 
Para tales efectos, el Departamento de Trabajo Social y 
Psicología del Poder Judicial hará un estudio y se levantará un listado 
de las oficinas del PANI y CCSS del país, así como de organizaciones 
no gubernamentales, para tener alternativas de atención a los niños, 
niñas o adolescentes.   
 
XVII.- Personas menores de edad testigos en delitos. 
 
En delitos en los que  se cuente con testigos niños, niñas o 
adolescentes, estos contarán con todas las garantías establecidas  para 
el caso de personas víctimas menores de edad. 
XVIII.- Valoraciones corporales en delitos sexuales. 
 
Las Autoridades Judiciales que envíen solicitudes de valoración 
corporal de niños, niñas o adolescentes víctimas de abuso sexual, 
deberán asegurarse que las mismas sean necesarias para la 
averiguación de la verdad real de los hechos, de tal manera que bajo 
ninguna circunstancia se les exponga a un examen genital, cuando los 
hechos denunciados no lo ameriten. 
 
XIX.- Acompañamiento en pericias corporales. 
 
Tratándose de valoraciones corporales deberá contarse con la 
presencia de un familiar o de su acompañante, en la medida que la 
persona menor de edad  víctima lo acepte.  En ausencia de éstos, se 
podrá solicitar un acompañante de confianza, que deberá ir acorde al 
género de la víctima. 
 
XX.- Preguntas y transcripción de la valoración pericial. 
 
En el caso de las valoraciones periciales, deberán hacerse y 
transcribirse únicamente las preguntas necesarias para esclarecer la 
verdad de los hechos.  
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XXI.- Participación en el peritaje. 
 
Durante el peritaje, el fiscal, el querellante y el defensor del 
encartado podrán disponer de esta diligencia para realizar las preguntas 
que consideren oportunas, en el momento en que se le indique.  Estas 
preguntas se realizarán a través de los peritos respectivos, evitándose 
en todo caso la revictimización del niño, niña o adolescente.   
 
XXII.- Condiciones del debate. 
 
En los debates y/o audiencias, la autoridad judicial a cargo 
deberá tramitarla con el menor ritualismo posible, intentando crear un 
ambiente tranquilo y acogedor para el niño, niña o adolescente. Es 
recomendable que las partes, salvo el demandado, se apersonen de 
previo al juicio con el objetivo de presentarse ante el niño, niña o 
adolescente. 
 
XXIII - Identificación de Expedientes. 
 
Identificar en la carátula del expediente con una boleta, que se 
refiere a un caso de niño, niña o adolescente ofendido, para darle la 
prioridad correspondiente en cada despacho. Se indicará en letras 
grandes: "NIÑO, NIÑA O ADOLESCENTE OFENDIDO".  
 
XXIV - Aplicación de directrices en los procedimientos     policiales. 
La policía judicial procurará que la atención de los casos se ajuste a lo 
dispuesto en los puntos comprendidos en este documento. Además, 
debe proveerse de la capacitación necesaria y suficiente al personal 
policial, para que se aborden los casos de manera adecuada y 
profesional, en aras de cumplir con los objetivos propuestos para 
minimizar la revictimización”. 
 




Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General  de la Corte 
 
 
    Publicada en el Boletín Judicial N° 137, del 17-07-02.- 
-CC: - Diligencias 





Tabla de nombres propuestos en el concurso para una nueva 




Instituto de Investigación Forense autor 
Segundo Circuito Judicial de 
Heredia 
GER 
Ciudad Judicial de Flores GER 
Complejo Judicial-Forense la 
Soledad 
JARA 
Complejo Judicial de Flores CHEPÍN 
Complejo Judicial Miraflores DobleR 
Ciudad Judicial Edgar Cervantes 
Villalta 
Sysaedlaav 
Complejo Judicial La Soledad Morfo 
Complejo de Servicios Judiciales 
de San Joaquín de Flores 
Franco 
Centro (Sede, Circuito, Complejo) 
de Formación, (capacitación) 
Almacenamiento Judicial, e 
Investigación Científico Forense 
de San Joaquín de Flores 
(CEFAICFO) 
FVZ 
Centro (Sede, Circuito, Complejo) 
de Formación (capacitación), 
Almacenamiento Judicial e 
Investigación Forense de San 
Joaquín de Flores (CEFAIFO) 
FVZ 





Ciudad Judicial de Flores 
Wilfredo 
Torres 






Sistema Judicial de San Joaquín 
de Flores 
PAFU 
Centro de Laboratorios, Medicina 
Legal y Sector Educativo, Poder 
Judicial (CELAMED) 
Naturaleza 
Complejo de Laboratorios, 
Medicina Legal y Sector 
Educativo, Poder Judicial 
Naturaleza 
Conglomerado de Laboratorios, 
Medicina Legal y Sector 
Educativo, Poder Judicial 
(COLAMEDU) 
Naturaleza 
Centro de Investigación y 
Educación Poder Judicial 
Naturaleza 
Complejo de Ciencias Forenses 
Dr. Alfonso Acosta Guzmán 
M. Schollkopf 
Ciudad Judicial del Oeste Otto 
Parque Judicial del Oeste Otto 
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Departamento de Laboratorios 
de Ciencias Forenses 
 









Ciudad Judicial de San 
Joaquín de Flores 
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Anexo N° 4 
  




 del 2007  
 DML N° -2007 
 






Sumaria:   
Contra:    
Asunto:    
N° Único:  
Denuncia:  
 
De acuerdo con su solicitud de Dictamen Médico Legal de fecha //2004, recibida en esta 
sección   el //2004, que se tramita en  ese Despacho Judicial,  se procedió a la valoración 
de  , cedula:  , nacionalidad: costarricense fecha de nacimiento: // edad:   años,  
escolaridad , estado civil: , ocupación:  , lateralidad: , procedencia: .  Dicha valoración  
fue realizada  el //2004 a las  :  horas, en compañía de, cédula, quien dijo ser , con el 
siguiente resultado: 
 
HISTORIA MEDICO LEGAL 
 
 
ANTECEDENTES GINECO OBSTÉRICOS  
Menarca:  
Ritmo menstrual: 
Fecha de última Regla  
G:    P:    A:    C:  
Ultimo parto:  Fecha:            A término()           Pretérmino ()       Postérmino ()       
Aborto 
Planifica   Sí ()           No ()          Método () 
Salpingectomía:    Sí ()        No ().               Fecha:  













AREA PARAGENTIAL   
Lesiones () 
 






















Dr(a).                                     Dr. Max Paguaga López    
   MEDICO FORENSE                                                          JEFE DE SECCIÓN                
             CLÍNICA MÉDICO 





Nota: cualquier alteración del contenido de este dictamen (borrones, tachones, manchas, 
etc.) lo desacredita automáticamente. 
 
Anexo Nº 5 




Fecha:                
           SPPF Nº 
 
DICTAMEN PERICIAL PSICOLOGICO FORENSE 
 
Señores:                                                             Sumaria: 
Fiscalía de                                                          Contra: 




CÉDULA DE IDENTIDAD: 








PARA FINES DE: 








7. Entrevista Psicológica Forense al evaluado. 
8. Observación conductual del evaluado. 
9. Historia Clínica del Evaluado. 
10. Revisión documental. 
11. Pruebas Psicológicas. 
12. Correlación de los datos obtenidos de los distintos niveles de 
información disponible, para llegar a las conclusiones y 
recomendaciones  
 
MOTIVO DE EVALUACIÓN: 
 
 




















ANÁLISIS DE RESULTADOS Y PRUEBAS: 
 
 











Psicólogo(a) Clínica                                                     Médico Psiquiatra 






Nota: cualquier alteración del contenido de este dictamen (borrones, tachones, manchas, 
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 Diseño de un peritaje por el Consejo Médico Forense 
 
 
El siguiente esquema corresponde al diseño usado por la Sección A del 
Consejo Médico Forense, para la elaboración e inspiración de su dictamen.1  
 
I- Historia Médico Legal  
           
1- Relato del menor, espontáneo o dirigido con preguntas abiertas.  
2- Coloquio Médico Legal  
           3- Vista Médico Legal  
           4- Dictamen Apelado  
           5- Legajo de apelaciones  
           6- Otros relatos  
                a. Encargado: Madre, Maestra, Padre, P ANI  
                b. Ofensor, Acusado, Detenido  
          7 - Valoraciones Previas  
                a. Particulares  
                b. Institucionales  
                c. Terapeutas  
   
II- Valoración del Relato  
      
1- Veraz o ficticio  
     2- Semiología de la verdad  
     3- Tamizaje de elementos intradisciplinarios consignados  
 
III- Comprobación del relato  
      
1- Examen Mental  
    2- Examen Físico  
                                                 
1 ABARCA BARRANTES. El consejo médico forense, los votos salvados, las vistas médicas y sus 
asistencias a juicios, op. cit., pp. 123 y 124. 
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     3- Tests y exámenes de laboratorio  




IV-Resultado de la comprobación  
      
1- Elementos que se confirman  
     2- Elementos que siembran duda  
     3- Elementos que se descartan  
   
V-Discusión Medico Legal  
     
1- se discuten los hallazgos positivos  
     2- se razona a la luz de la lógica científica  
     3- se decide y plantea la verdad científica objetivable  
     4- se procede la votación  
     5- se recibe el voto salvado o de minoría y se incluye  
  
 VI-Comentario Medico Legal  
     
1- Se portantea  
     2- Se responden las preguntas de la apelación  
     3- Se redacta el comentario  
   
VII- Conclusión  
     
1- Puntual  
     2- Relato  
     3- Nuevas exposiciones  
     4- Otros  
   
VIII- Procesamiento 
  
Se transcribe, se imprime, se revisa, se lee, se firma.  
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IX- Rubricación  
 
Es la ratificación del acuerdo a que arribo el Consejo Médico por vía de la 
votación, lo que significa que ese criterio emitido solo puede ser ampliado o 
aclarado por el pleno de sus integrantes y no por uno solo de ellos.  
 
X- Refrendo y Despacho  
 
Es la parte administrativa del proceso para que el dictamen llegue a la 
autoridad judicial.  
 Anexo N° 7 
 
PROYECTO DE LEY 
 REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 34 Y 37 DE LA LEY N.° 5524, LEY 
ORGÁNICA DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, REFORMADA 
POR LEY N.° 7355, DE 10 DE AGOSTO DE 1993, Y REFORMA DEL 
ARTÍCULO 265 
DE LA LEY N.° 2, CÓDIGO DE TRABAJO 
 
Expediente N.° 16.701 
ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
La Ley N.º 5524, de 7 de mayo de 1974, Ley orgánica del Organismo de 
Investigación Judicial, reformada por Ley N.º 7355 de 10 de agosto de 1993, en 
su artículo 34 define la organización y funcionamiento del Consejo Médico 
Forense.  Dentro de las atribuciones de las secciones de ese Consejo se 
establece la de "...dictaminar, en alzada, sobre las cuestiones médico legales que 
se susciten en los procesos cuando lo ordenen los Tribunales de Justicia, de 
oficio o a solicitud de parte.  Para ejercer sus potestades, deberá existir la 
consulta, en su caso, o el respectivo recurso de apelación, el cual se interpondrá 
ante el Tribunal que conoce del proceso, dentro de los ocho días siguientes a 
aquel en que el dictamen impugnado haya sido notificado a todas las partes".  
Asimismo, el artículo 37 ibídem en su párrafo final, respecto de los dictámenes e 
informes que emitan los médicos forenses que formen parte de las delegaciones 
regionales del Organismo de Investigación Judicial, establece que "De esos 
dictámenes e informes conocerá el Consejo Médico Forense, cuando para ello 
sea requerido por el tribunal competente, conforme a la regla general.” 
 
También, el artículo 265 del Código de Trabajo, Ley N.º 2, en el párrafo 7 
establece: 
 
“Recibido en su caso el dictamen del Departamento de Medicina Legal, 
éste podrá ser apelado dentro del término de ocho días hábiles ante el 
Consejo Médico Forense del Organismo de Investigación Judicial, para 
que sea esa dependencia, en un plazo de diez días, la que en definitiva 
determine la incapacidad laboral del trabajador". 
 
El Poder Judicial debe avanzar hacia la consecución o consolidación de su 
independencia, como un derecho de los ciudadanos y como garantía del correcto 
funcionamiento del Estado constitucional y democrático de derecho, dando 





denegación y en estricta conformidad con las leyes. Sin embargo, las 
disposiciones legales expuestas, lejos de facilitar el cumplimiento de ese 
mandato, han sido utilizadas por las partes como una práctica dilatoria, que 
además de no existir razones jurídicas que las justifiquen, constituye el único caso 
de peritaciones que están sujetas a apelación -de previo a que sean valoradas por 
el juez-, con las consecuencias que de esa circunstancia se han derivado, sin que 
ello signifique violación al derecho de defensa de las partes, quienes ante la 
instancia judicial que corresponda pueden hacer valer sus observaciones a dicha 
prueba y utilizar los mecanismos legales para impugnar sus resultados. 
 
Lo anterior, demanda con urgencia la reforma de esos preceptos legales, 
que permitirá a los integrantes de las diferentes secciones del Consejo Médico 
Forense actuar de forma individual, consecuentemente, traduciéndose en una 
mejor utilización del recurso humano y material en la atención de los asuntos y 
requerimientos procesales, con el fin de agilizar la emisión de las pericias.  A 
partir de lo anterior, los administradores de justicia contarán con ese elemento de 
convicción con mayor prontitud para resolver los asuntos que son sometidos a su 
conocimiento. 
 
Lo expuesto se refleja en los siguientes cuadros estadísticos elaborados 
por el Departamento de Planificación: 
 
Cuadro N.° 1 
 
CASOS ENTRADOS EN APELACIÓN EN EL CONSEJO MÉDICO FORENSE 
POR MES Y AÑO ENTRE ENERO 2000 Y FEBRERO 2005 
 
   Año   
Mes 2000 2001 2002 2003 2004 2005 
Total: 1741 1804 1657 2121 2364 266 
Enero 117 121 61 91 90 119 
Febrero 156 126 115 133 260 1471 
Marzo 150 179 109 174 137 - - 
Abril 130 93 129 124 153 - - 
Mayo 195 196 186 202 207 - - 
Junio 149 167 136 199 220 - - 
Julio 136 166 165 241 254 - - 
Agosto 128 147 141 183 188 - - 
Setiembre 158 149 182 250 159 - - 
Octubre 159 175 195 211 228 - - 





Diciembre 97 90 66 135 226 - - 
1   Datos al 22 de febrero del 2005. 
Fuente:  Libro de casos entrados en apelación al Consejo Médico Forense. 
Este incremento es producto del mayor número de demandas ordinarias 
por pensión y riesgos profesionales261, presentadas ante los juzgados de trabajo 
de mayor cuantía, situación que se confirma al observar el siguiente cuadro N.º 2: 
Cuadro N.º 2 
 
DEMANDAS POR RIESGO PROFESIONAL Y 
PENSIÓN PRESENTADAS POR AÑO ANTE 
LOS JUZGADOS DE TRABAJO DE MAYOR 
CUANTÍA 
DURANTE EL PERÍODO 2000-2004 
 
   Año   
Tipo de Demanda 2000 2001 2002 2003 20041 
Total: 2974 3849 3845 4654 5333 
Ordinarios por pensión 946 1076 1502 1972 2489 
Riesgos profesionales 2028 2773 2343 2682 2844 
 
1:  Datos preliminares. 
Fuente:  Anuario de estadísticas judiciales 2000-2003. 
 
Al relacionar los datos de los cuadros N.° 1 y N.° 2, se puede estimar en 
forma indirecta que aproximadamente el 47% de las demandas presentadas ante 
los juzgados de primera instancia por pensión y riesgo profesional, el dictamen 
médico legal emitido será apelado ante el Consejo Médico Forense: 
 
                                                 
261   Los ordinarios por pensión y riesgos profesionales son los asuntos que ingresan con mayor 
regularidad y predominan sobre los demás, sin embargo, el Consejo Médico Forense conoce en 
apelación los dictámenes emitidos por todas las secciones que conforman el Departamento de 
Medicina Legal, incluyendo las unidades de Medicina Legal destacadas en las diferentes 
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No pueden ser más que elocuentes las cifras en cuanto a las experticias 
pendientes de rendir por el Consejo Médico Legal, sin que se cuente con 
posibilidades presupuestarias para crearle más secciones para atender la 
abrumadora carga de trabajo que mantiene y, más aún, considerando el 
crecimiento constante del número de solicitudes que ha venido recibiendo, lo que 
como se ha dicho, rebasa con creces la capacidad de atención que tiene ese 
órgano.  Aunado a lo anterior, se tiene que los proyectos de reforma en trámite en 
la Asamblea Legislativa (Código General del Proceso y Código de Trabajo), 
plantean la eliminación expresa o tácita de esa instancia procesal. 
 
En virtud de lo anterior, se somete al conocimiento y consideración de las 
señoras diputadas y los señores diputados el presente proyecto de ley. 
 




REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 34 Y 37 DE LA LEY N.° 5524,  





REFORMADA POR LEY N.° 7355, DE 10 DE AGOSTO DE 1993,  
Y REFORMA DEL ARTÍCULO 265 
DE LA LEY N.° 2, CÓDIGO DE TRABAJO 
 
 
ARTÍCULO 1.- Refórmanse los artículos 34 y 37 de la Ley N.° 5524, Ley 
orgánica del Organismo de Investigación Judicial, de 7 de mayo de 1974, para 
que en adelante se lean así: 
 
"Artículo 34.- Habrá un Consejo Médico Forense, organizado en las 
secciones necesarias para su buen funcionamiento, a juicio de la Corte 
Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe del Departamento 
de Medicina Legal. 
Los profesionales que integren el Consejo Médico Forense podrán 
trabajar en este a tiempo completo. 
 
También se podrán contratar servicios profesionales especializados, 
de acuerdo con las necesidades." 
 
"Artículo 37.- Los médicos forenses que formen parte de Ias 
delegaciones regionales del Organismo de Investigación Judicial, serán 
los encargados de efectuar, bajo su exclusiva responsabilidad profesional, 
los exámenes y evacuar las consultas médico legales en los asuntos que 
conozcan los tribunales del circuito respectivo. 
 
Si en la respectiva delegación no hubiere jefe médico, sus informes y 
dictámenes no requieren refrendo alguno, pero en todo caso, deben ser 
expedidos por medio de la Jefatura de la Delegación." 
ARTÍCULO 2.- Refórmase el artículo N.° 265 de la Ley N.° 2, Código de 
Trabajo, de 29 de agosto de 1943, para que en adelante se lea así: 
 
"Artículo 265.- Cuando se hubiere presentado recurso de revisión ante 
la junta médica calificadora, en los términos del artículo 261, de este 
Código, la misma se pronunciará sobre el dictamen médico extendido por 
el ente asegurador, en un plazo no mayor de quince días, en el entendido 
de que se pronunciará exclusivamente sobre la disconformidad del 
trabajador. 
 
El interesado podrá acudir ante el juzgado de trabajo de la 
jurisdicción donde acaeció el riesgo, o de cualquier otra que le resultare 
más favorable, si estuviere en desacuerdo con el pronunciamiento de la 
junta médica calificadora, ya sea en cuanto al impedimento fijado, o 





término de un mes, a partir de la notificación del dictamen de la junta 
médica calificadora. 
 
Accesoriamente, si fuere conveniente a sus intereses, el trabajador 
podrá acumular al presente procedimiento, los derechos y acciones 
señalados en los artículos 233 y 234, en lo que fuere conducente.  El 
juzgado que conozca del asunto solicitará a la junta médica calificadora y 
al ente asegurador, toda la documentación del caso y concederá a los 
interesados una audiencia de ocho días para que se apersonen a hacer 
valer sus derechos, manifiesten los motivos de su disconformidad, 
informen sobre sus pretensiones y señalen lugar para atender 
notificaciones. 
 
Vencido el término indicado, el juzgado remitirá los autos o las 
piezas que interesen al Departamento de Medicina Legal del Organismo 
de Investigación Judicial, con la prevención hecha al trabajador de que 
debe presentarse ante el citado departamento dentro de los quince días 
hábiles siguientes al de la citación.  Este departamento, deberá girar tres 
comunicaciones alternas al trabajador, citándolo a comparecer al 
respectivo examen.  El Departamento de Medicina Legal rendirá su 
dictamen en un plazo máximo de diez días, a partir de la fecha del 
reconocimiento practicado al trabajador. 
 
Si el trabajador fuere el recurrente y sin justa causa no se presentare 
al reconocimiento hecho, el juzgado dispondrá archivar provisionalmente 
el caso pendiente. 
 
Si en un término de dos años, a partir de esa resolución el trabajador 
no solicitara de nuevo su tramitación, el caso se archivará definitivamente. 
 
Con vista en los dictámenes médicos del ente asegurador, de la 
junta médica calificadora y del Organismo de Investigación Judicial, y de 
la prueba documental del caso aportada a los autos, el juez dictará 
sentencia en un término no mayor de treinta días, resolviendo el fondo del 
asunto. 
 
En la sentencia también se resolverá sobre el pago, por parte del 
ente asegurador, de los gastos de traslado y permanencia del trabajador y 
sus acompañantes, si su estado así lo exige, independientemente del 
resultado del juicio en sentencia. 
 
Para los efectos de la condenatoria en costa se presume la buena fe 






Rige a partir de su publicación. 
 
Dado en la Presidencia de la República, a los dieciséis días del mes 




Óscar Arias Sánchez 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
 
Laura Chinchilla Miranda 
MINISTRA DE JUSTICIA 
 
 
9 de julio de 2007. 
Anexo N° 8 
Cuestionario de censo 
UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. 
SEDE SAN RAMÓN, ALAJUELA. 
CARRERA DE DERECHO. 
 







2.EDAD    _____ 
  
3. SEXO 
1. Masc.       
 
 2. Fem.   
 
 





5. Especialidad o  
Postgrado. 
 











1. Abogado  
 (litigante)                        
2. Juez                             
3. Fiscal 





6. INSTITUCIÓN PARA LA 
CUAL TRABAJA. 
 




II. Instrucciones: A continuación se presentan varias preguntas relacionadas 
con el conocimiento que usted posee sobre el contenido de su trabajo y su relación 
o aporte sobre el tema de la Prueba Pericial dentro del Proceso Penal 
Costarricense. El objetivo que tal estadística merece es contribuir con la 
elaboración de nuestra tesis de grado titulada: “El desarrollo de las Ciencias 
Forenses desde la óptica de la Administración de Justicia en los Delitos Sexuales y 
Contra la Integridad Física”, y así optar por el Título de Licenciadas en Derecho. 
Favor, marque con una X la que usted considere, y exprese su criterio al respecto, 
tomando en cuenta que de la exactitud y veracidad de las mismas dependerá 
obtener datos significativos y concluyentes vinculados con nuestra investigación. 
Los datos suministrados serán manejados con suma discreción. 
13. ¿Ha participado en seminarios o capacitaciones en las que se discuta el tema 
relacionado con la prueba pericial? 
b. 1. Si _____    b. No _____ (Pase al ítem Nº 3) 
 
14. ¿En cuantas ocasiones ha participado en una actividad como la anterior? 
d. Una única vez 
e. Dos veces 
f. Múltiples ocasiones                Indique el número de asistencias: ___ 
  
15. Respecto a la figura del consultor técnico, ¿qué tan frecuente considera 
usted que es su participación dentro del proceso penal?  
d. Poca 
e. Frecuente  





16. ¿Juzga usted, verdaderamente necesaria la realización del examen físico a 
un menor, cuando de su relato solo se desprende que encuadra dentro de la 
figura de una presunta víctima por el delito de abuso sexual, no así una 
violación? 
a. Si _____      b. No _____ 
 
17. Considera usted, que al someter a un menor a tales exámenes este sufra de 
ser revictimizado?  
a. Si _____      b. No _____ 
 
18. En cuanto a la prueba pericial dentro del Proceso Penal, ¿considera usted 
que los jueces, abogados y fiscales han sido instruidos de manera adecuada 
para comprender a fondo los dictámenes periciales? 
a. Si _____      b. No _____ 
 
19. ¿Considera usted que se aprovecha al máximo la figura del perito dentro de 
los procesos penales, especialmente en delitos sexuales y contra la 
integridad física? 
a. Si _____      b. No _____ 
20. ¿Qué peso tiene el dictamen pericial en cuanto al dictado de la sentencia, en 
delitos sexuales y contra la integridad física? 
d. Poco 
e. Mucho 
f. La misma importancia que otros medios probatorios  
 
21. ¿Conoce usted la figura del Consejo Medico Forense y la función que 
desempeña? 
a. Si _____     b. No _____ (Pase al ítem Nº 11) 
  





22. ¿Respecto a los alcances que ha tenido el Consejo Medico Forense dentro de 
los procesos judiciales, especialmente en los delitos sexuales y contra la 
integridad física, cómo califica usted la utilidad que los abogados le merecen 
a este Consejo?  
c. Es  una práctica saludable para el proceso judicial  
d. Puede ser considerado como una estrategia del litigante para atrasar el 
proceso 
 
23. En cuanto a la investigación que engloba el proceso penal, ¿cuáles considera 
usted que serían las posibles causas de una deficiente investigación en 
delitos sexuales? Puede marcar más de una casilla y enumerar en orden de 
prioridad su respuesta. 
h) Normativa vigente inadecuada                                                      __ 
i) Problemas presupuestarios                                                            __ 
j) Incorrecta manipulación de los recursos institucionales         __ 
k) Demora en el trámite                                                                       __ 
l) Insuficiencia del personal técnico                                                 __ 
m) Análisis forenses no son concluyentes                                         __ 
n) Denuncias manipuladas (credibilidad de la víctima)                __ 
24. Comentario: ¿Qué sugiere para mejorar el desempeño de la calidad de los 
procesos judiciales tratándose de los delitos sexuales?
 
Anexo N° 9 
"Reglas prácticas  para reducir la revictimización de las personas 
menores de edad en los procesos penales": circular judicial N° 81-2002 
 
“I.- Prontitud del proceso e Interés Superior del Niño. 
 
Los procesos  en los que figure como víctima un niño, niña o 






implementando los recursos que se requieren para su realización. A su 
vez se debe tener como prioridad evitar daños en la víctima, en atención 
al principio del Interés Superior del Niño. 
 
II- Privacidad de la diligencia judicial y auxilio pericial. 
 
En cualquier diligencia judicial en la que se requiera la presencia 
de una persona menor de edad víctima, independientemente de la 
etapa en la que se encuentre el proceso, esta deberá llevarse a cabo en 
forma privada y con el auxilio de peritos especializados, en los casos en 
que sea necesario. Deberán estar los padres o una persona de 
confianza durante la declaración, salvo cuando ello constituya un 
elemento negativo que pueda entorpecer el desarrollo de la diligencia. 
 
El niño, niña o adolescente víctima deberá indicar "quién es la 
persona de confianza". Su criterio prevalecerá. 
 
III.- Derecho de información. 
 
Con su lenguaje sencillo y coloquial, el niño, niña o adolescente, 
deberá ser debidamente informado  desde el inicio del proceso y por 
parte de todas las autoridades correspondientes, de la naturaleza de su 
participación  en todas las diligencias en que sea requerido. También 
deberán explicarle, de manera clara y sencilla, la función del juzgador, 
del defensor, del imputado y de los derechos que este posee, así como 
el objetivo y el resultado de la intervención de cada uno. Durante el 
debate el juez deberá hacer efectivo este derecho. 
 
IV - Consentimiento de la víctima. 
 
Deberá contarse siempre con el consentimiento de la víctima 
para cualquier examen. Se deberá respetar a las víctimas en su 
integridad, entendiendo que el proceso no es un fin en sí mismo. 
 
V.- Forma del interrogatorio. 
 
Durante las entrevistas al niño, niña /o adolescente víctima, las 
prevenciones y preguntas que se le realicen deben ser claras, con una 
estructura simple. Para ello deberá tomarse en consideración su edad, 
nivel educativo, grado de madurez, capacidad de discernimiento, así 
como sus condiciones personales y socioculturales, otorgándosele el 
tiempo necesario para contestar y asegurándose que ha comprendido la 
naturaleza de la prevención o pregunta. 
 






Se deberá evitar la reiteración innecesaria o no procedente, 
tanto de las preguntas como de las entrevistas, promoviéndose la labor 
interdisciplinaria cuando las circunstancias así lo permitan. 
 
VII.- Condiciones de la entrevista. 
 
La entrevista deberá efectuarse en un lugar que resulte cómodo, 
seguro y privado para el niño, niña y adolescente víctima. Es 
recomendable que, cuando se trate de niños o niñas, el espacio físico 
esté decorado con motivos infantiles y cuente con algunos juguetes, 
debiendo hacerse uso de todos los recursos de apoyo disponibles.   
 
El fiscal que instruye la causa brindará la atención requerida a 
las condiciones en que se desempeñe la entrevista inicial, que deberá 
ser realizada  por el fiscal y el investigador a cargo, dentro de lo posible. 
 
VIII.- Asistencia profesional especializada 
 
En todos aquellos momentos en que se requiera, la autoridad 
correspondiente deberá solicitar, con la prontitud debida, la colaboración 
de un profesional en Trabajo Social y/o Psicología del Poder Judicial  o, 
en su defecto,  de  otras instituciones.  Se deberá poner especial 
atención en la familiarización del niño, niña o adolescente para enfrentar 
el proceso, en especial la etapa de debate o cualquier otra audiencia 
oral.  
 
IX.- Acondicionamiento del espacio físico. 
 
El funcionario judicial encargado deberá  evitar el contacto 
directo  de la víctima con el acusado o demandado. Para tal efecto, 
deberán destinarse los recursos necesarios para crear o acondicionar 
los espacios físicos que se requieran, así como recurrir a los medios 
disponibles como el uso de los biombos, especialmente en la etapa de 
juicio, para impedir el contacto directo de la víctima con el ofensor,  
garantizándose en todo momento el derecho de defensa.  
 
Se evitará señalar citas a la misma hora y lugar para el niño, 
niña o adolescente ofendido y su ofensor, con el fin de evitar su careo.  
Igualmente, se debe prever su ingreso y egreso de los edificios 
judiciales a diferentes horas o por distintos lugares.  Los funcionarios 
judiciales podrán utilizar una vestimenta más informal, tanto en la sala 
de juicio como en otros despachos. 
 






Se recomienda que durante el juicio u otras audiencias orales,  
la declaración del niño, niña o adolescente víctima sea la primera 
declaración testimonial que se reciba.  
 
XI.- Derecho a la imagen. 
 
La autoridad o funcionario judicial encargado deberá controlar 
que la dignidad del niño, niña o adolescente testigo o víctima, no sea 
lesionada a través de publicaciones o cualquier exposición o 
reproducción de su imagen, o de cualquier otro dato personal que 
permita su identificación. Si se lesiona este derecho es obligación del 
funcionario denunciarlo de conformidad  con los artículos 27, 188 y 190 
del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
 
XII.- Derecho a la confidencialidad. 
 
La autoridad judicial encargada deberá velar porque en las 
carátulas de los legajos en que aparezcan niños, niñas o adolescentes 
víctimas, se registren únicamente sus iniciales y nunca su nombre y 
apellidos completos,  ni el sobrenombre con que se le conozca. 
Igualmente, los auxiliares judiciales, a la hora de llamarlos a declarar o a 
cumplir con cualquier diligencia judicial evitaran hacer referencia a la 
causa o al delito que se investiga. 
 
XIII.- Anticipo jurisdiccional de prueba. 
 
En forma excepcional, en las causas en que se cuente con 
personas menores de edad víctimas, y  en que exista recomendación 
expresa de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense, y/o del 
Departamento de Trabajo Social y Psicología  del Poder Judicial, se  
recomienda que quién este a cargo de la causa, proceda con arreglo del 
debido proceso, a la utilización del anticipo jurisdiccional de prueba en 
todos los casos en que conforme a derecho corresponda. Lo anterior en 
aras de evitar la revictimización del niño, niña o adolescente derivada de 
su declaración en el debate. 
 
Debe hacerse un uso prudente del anticipo jurisdiccional de 
prueba, en tanto puede generarse un mayor grado de victimización si el 
niño, niña o adolescente ofendido es llamado nuevamente a declarar en 




XIV.- Capacitación del personal. 
 
Las autoridades judiciales y personal de apoyo a cargo del 





Judicial, a fin de que en dichas causas se minimice la revictimización del 
niño, niña o adolescente, para ello deberán diseñarse y programarse los 
cursos necesarios. 
 
XV.- Tiempo de espera. 
 
Los operadores del sistema judicial deberán tomar las 
previsiones necesarias, para que la persona menor de edad víctima, 
espere el menor tiempo posible para la realización de cualquier 
diligencia.   
 
XVI.- Referencia técnica en casos de abuso sexual. 
 
En los casos  de abuso sexual el niño, niña o adolescente 
ofendido, el juez o la autoridad judicial que corresponda deberá ser 
remitido, con la mayor brevedad posible, al Programa de Atención a la 
Violencia Sexual Infanto-Juvenil del Departamento de Trabajo Social y 
Psicología del Poder Judicial o, en su defecto, considerar la posibilidad 
que la persona menor de edad sea atendida por profesionales del 
Patronato Nacional de la Infancia y/o de la Caja Costarricense de 
Seguro Social. 
 
En todos aquellos casos donde el perito forense recomiende 
tratamiento psicológico para las víctimas de abuso sexual niños, niñas o 
adolescentes, el Fiscal, al rendir sus conclusiones en la etapa de juicio, 
deberá solicitar al Tribunal que en sentencia se ordene el Patronato 
Nacional de la Infancia brindar ese tratamiento.  El juez podrá también 
dictarlo de oficio. 
 
Para tales efectos, el Departamento de Trabajo Social y 
Psicología del Poder Judicial hará un estudio y se levantará un listado 
de las oficinas del PANI y CCSS del país, así como de organizaciones 
no gubernamentales, para tener alternativas de atención a los niños, 
niñas o adolescentes.   
 
XVII.- Personas menores de edad testigos en delitos. 
 
En delitos en los que  se cuente con testigos niños, niñas o 
adolescentes, estos contarán con todas las garantías establecidas  para 
el caso de personas víctimas menores de edad. 
 
XVIII.- Valoraciones corporales en delitos sexuales. 
 
Las Autoridades Judiciales que envíen solicitudes de valoración 
corporal de niños, niñas o adolescentes víctimas de abuso sexual, 
deberán asegurarse que las mismas sean necesarias para la 





ninguna circunstancia se les exponga a un examen genital, cuando los 
hechos denunciados no lo ameriten. 
 
XIX.- Acompañamiento en pericias corporales. 
 
Tratándose de valoraciones corporales deberá contarse con la 
presencia de un familiar o de su acompañante, en la medida que la 
persona menor de edad  víctima lo acepte.  En ausencia de éstos, se 
podrá solicitar un acompañante de confianza, que deberá ir acorde al 
género de la víctima. 
 
XX.- Preguntas y transcripción de la valoración pericial. 
 
En el caso de las valoraciones periciales, deberán hacerse y 
transcribirse únicamente las preguntas necesarias para esclarecer la 
verdad de los hechos.  
 
XXI.- Participación en el peritaje. 
 
Durante el peritaje, el fiscal, el querellante y el defensor del 
encartado podrán disponer de esta diligencia para realizar las preguntas 
que consideren oportunas, en el momento en que se le indique.  Estas 
preguntas se realizarán a través de los peritos respectivos, evitándose 
en todo caso la revictimización del niño, niña o adolescente.   
 
XXII.- Condiciones del debate. 
 
En los debates y/o audiencias, la autoridad judicial a cargo 
deberá tramitarla con el menor ritualismo posible, intentando crear un 
ambiente tranquilo y acogedor para el niño, niña o adolescente. Es 
recomendable que las partes, salvo el demandado, se apersonen de 
previo al juicio con el objetivo de presentarse ante el niño, niña o 
adolescente. 
 
XXIII - Identificación de Expedientes. 
 
Identificar en la carátula del expediente con una boleta, que se 
refiere a un caso de niño, niña o adolescente ofendido, para darle la 
prioridad correspondiente en cada despacho. Se indicará en letras 













XXIV - Aplicación de directrices en los procedimientos     policiales. 
La policía judicial procurará que la atención de los casos se ajuste a lo 
dispuesto en los puntos comprendidos en este documento. Además, 
debe proveerse de la capacitación necesaria y suficiente al personal 
policial, para que se aborden los casos de manera adecuada y 
profesional, en aras de cumplir con los objetivos propuestos para 
minimizar la revictimización”. 
 




Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General  de la Corte 
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